PAGE  
21

REPÚBLICA DE CHILE


[image: image1.png]



DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

PUBLICACIÓN OFICIAL

LEGISLATURA 365ª
Sesión 34ª, en miércoles 19 de julio de 2017
Ordinaria
(De 17:38 a 18:43)

PRESIDENCIA DE SEÑORES ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, PRESIDENTE;
GUIDO GIRARDI LAVÍN, VICEPRESIDENTE, Y

JOSÉ GARCÍA RUMINOT, PRESIDENTE ACCIDENTAL
SECRETARIO, EL SEÑOR MARIO LABBÉ ARANEDA, TITULAR
____________________

Í N D I C E

Versión Taquigráfica


Pág.

I.
ASISTENCIA.........................................................................................................


II.
APERTURA DE LA SESIÓN...............................................................................

III.
TRAMITACIÓN DE ACTAS..........................................................................….

IV.
CUENTA...............................................................................................................
Proyecto de acuerdo de los Senadores señor Patricio Walker, señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Zaldívar, por medio del cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, considere la adopción de diversas medidas con el objetivo de afrontar la crisis institucional y del sistema de protección del Servicio Nacional de Menores (S 1.942 -12) (se aprueba)…………………………………………………………………….

V.
ORDEN DEL DÍA:
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (11.200-06) (queda pendiente la discusión en general)……………………….. 

VI.
INCIDENTES:

Peticiones de oficios (se anuncia su envío)…………………………………….
A n e x o s

ACTAS APROBADAS:
Sesión 28ª, ordinaria, en martes 11 de julio de 2017……….…....................
Sesión 29ª, especial, en miércoles 12 de julio de 2017……….….................
Sesión 30ª, ordinaria, en miércoles 12 de julio de 2017................................
DOCUMENTOS:
1. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre Educación Superior (10.783-04)………………………………………………………………………
2. Segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de la Cultura (8.938-24)………………...
3. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto de ley que crea el Ministerio de la Cultura (8.938-24)……………………………………………...
VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, señor Jaime Campos Quiroga     
Asimismo, se encontraban presentes los Subsecretarios de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes Lillo, y General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 17:38, en presencia de 30 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 28ª, ordinaria, en 11 de julio; 29ª, especial y 30ª, ordinaria, ambas en 12 de julio del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veintidós de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los trece primeros retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



2) Proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15).



3) Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (boletín N° 9.369-03).



4) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín N° 9.689-21).



5) Proyecto de ley que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15).



6) Proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



7) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre cooperación y asistencia administrativa mutua en materia aduanera” (boletín N° 10.207-10).



8) Proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 10.368-04).



9) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



10) Proyecto que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (boletín N° 10.623-02).



11) Proyecto que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (boletín N° 10.883-17).



12) Proyecto de ley que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (boletín N° 11.120-05).



13) Proyecto de ley que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín N° 11.200-06).



Con el décimo cuarto hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley sobre Educación Superior (boletín N° 10.783-04).



Con los ocho últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:



1) Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



2) Proyecto de ley que regula la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (boletín N° 10.184-15).



3) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (boletín N° 10.394-05).



4) Proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (boletín N° 10.526-06).



5) Proyecto de ley que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (boletín N° 10.683-06).



6) Proyecto que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (boletín N° 11.132-04).



7) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto ‘Túnel Internacional Paso de Agua Negra’ (EBITAN)”, suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017 (boletín N° 11.218-10).



8) Proyecto de ley que crea un seguro para el acompañamiento a niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (boletín N° 11.281-13).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 19 y 21 del mes en curso, para dirigirse a las ciudades de Buenos Aires y Mendoza, en la República Argentina.



Informa que durante su ausencia será subrogada por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.



De la Honorable Cámara de Diputados:



Comunica que aprobó el proyecto de ley sobre Educación Superior (boletín N° 10.783-04) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura y, en su caso, a la de Hacienda.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad presentado respecto del inciso primero del artículo 39 del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, Ley General de Bancos.



--Se manda archivar el documento.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos:



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor García, en torno a la existencia de contribuyentes que se encuentren impedidos de emitir boletas o facturas.



De la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Turismo:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la intervención de cuencas compartidas con Argentina en la zona de El Bolsón y valles del Puelo, Cochamó y otros.



Atiende solicitud de información, hecha en nombre del Senador señor Navarro, en cuanto al retiro de las antenas de telefonía móvil del cerro La Pólvora, en la Región del Biobío.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley que crea el Ministerio de la Cultura (boletín N° 8.938-24) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).



--Quedan para tabla.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS ANTE CRISIS INSTITUCIONAL Y DE SISTEMA DE PROTECCIÓN DE SENAME. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Patricio Walker; señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer, y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Andrés Zaldívar.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.942-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 33ª, en 19 de julio de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto de acuerdo propone oficiar a Su Excelencia la Presidenta de la República para que considere la adopción de las siguientes medidas.



“I. INSTRUIR A LAS AUTORIDADES QUE ESTÁN VINCULADAS A LA INSTITUCIONALIDAD DE INFANCIA, ESTO ES, EL MINISTERIO DE JUSTICIA, EL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL, MINISTERIO DE SALUD, MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y EL SERVICIO NACIONAL DE MENORES, PARA QUE COORDINADAMENTE EJECUTEN LAS SIGUIENTES ACCIONES:



“a) Establecer, como primera prioridad, un enfoque ejecutivo que se apreste a resolver los problemas en el SENAME y en los organismos colaboradores, latamente diagnosticados en los informes del Poder Judicial y en el trabajo serio y especializado realizado por la Comisión de Infancia del Senado. Existen deficiencias en los servicios públicos vinculados a esta tarea que tienen diversas fuentes (regulatoria, gestión, eficiencia, financiamiento, entre otros). Se debe generar una agenda que distinga medidas de largo plazo, corto plazo y otras transitorias que sean coherentes con lo que se está actualmente discutiendo en los proyectos de ley que están en el Congreso Nacional.



“b) Los ministros de Estado deben interlocutar con otros poderes del Estado para buscar soluciones integrales al problema detectado en materia de infancia. Esta tarea debe involucrar a lo menos al Poder Judicial y al Ministerio Público, que tienen un rol en la derivación de menores a hogares del SENAME y organismos colaboradores o en la persecución de delitos cometidos contra menores bajo régimen. Al Ministerio de Salud para integrarlo al diseño y elaboración del tratamiento de los casos de personas internas o en residencia con problemas de salud mental o física. Al Ministerio de Educación para que fortalezca sus programas de acceso prioritario a la red educacional para los niños que están bajo el régimen de protección o cuidado del SENAME y sus organismos colaboradores.



“c) Las autoridades deberán diseñar los protocolos nacionales de aplicación obligatoria elaborados por los Ministerios competentes para la atención y el tratamiento de los niños institucionalizados en materia de vida cotidiana, salud, rehabilitación física y psíquica de los daños ocasionados por maltrato, abuso sexual, educación, nivelación escolar, manejo de conflictos, etc., en un plazo máximo de tres meses.



“II.- MEDIDAS EN MATERIA LEGISLATIVA



“a) El envío al Congreso Nacional de un proyecto que modifique la ley 20.032, que establece un sistema de atención a la niñez y adolescencia a través de las redes colaboradoras de Sename. Creemos que las subvenciones deben incentivar a las instituciones que apoyan a la reinserción de los niños. Además, hay que fortalecer a las familias de acogida, para evitar que los niños lleguen a instituciones masificadas. Establecer en la ley una prioridad en la subvención a familias de acogida supervisadas directamente por el Estado, a los programas de reintegración familiar y a nuevos programas de reparación para el tratamiento del maltrato, el abuso sexual, el consumo de drogas y patologías psiquiátricas regidos por protocolos oficiales de intervención. En general, revisar los criterios de asignación de recursos.



“b) Agilizar la tramitación de la ley de adopciones para acortar los plazos que hoy día existen, que pueden llegar a los dos años entre proceso de medidas de protección que se aplican a los niños y el proceso judicial que declara a los niños susceptibles de adopción.



“c) Ley de Presupuesto.- Solicitamos que el Presupuesto 2018 priorice una agenda de protección de la infancia vulnerada, salud mental de niños que están en el SENAME o sus instituciones relacionadas y que exista especial énfasis en infraestructura de los centros. Creación de una glosa y asignación presupuestaria permanente en la Ley el Presupuesto 2018 en las partidas de todos los Ministerios involucrados con temas de infancia destinadas a la ejecución de Programa Nacional de Trabajo Preventivo y Prioritario con las familias evitando la internación de sus hijos, o que permitan un eficaz retorno a las familias, si ya se encontraren internados.



“d) Que se otorgue y mantenga suma urgencia o discusión inmediata a los proyectos de ley que se están tramitando en el Congreso (hasta total y pronto despacho); en el Senado al proyecto de ley que establece Sistema de Garantías de Protección de los Derechos de la Niñez y al proyecto que crea un Servicio de Reinserción a los infractores de ley Penal; en la Cámara de Diputados al proyecto de ley que crea el Defensor Nacional de los Derechos de la Infancia, al proyecto que modifica la Ley de adopciones, al proyecto que crea Servicio de Protección Integral de los Niños, al proyecto que crea la Subsecretaría de la Niñez y al proyecto de ley que establece un Sistema de Entrevista Video Grabada para los niños Abusados Sexualmente.


“III. EN MATERIA ADMINISTRATIVA.


“a) Se dé una instrucción precisa al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y al SENAME de trabajar en la desinternación de los niños de 0 a 3 años, adoptando en conjunto con la Corte Suprema de Justicia las medidas necesarias para prestar toda la ayuda y acompañamiento necesario para que los niños regresen a su familia de origen, a su familia extensa o sean colocados en familias de acogida. Todo ello en un plazo máximo de tres meses.



“b) Revisión prioritaria de las causas judiciales de niños y niñas que han sido declarados susceptibles de ser adoptados y que permanezcan inmovilizados en las residencias en dicha condición. Conversar este punto específico con las autoridades del Poder Judicial al más alto nivel.



“c) Requerir a la Contraloría General de la República para que ejerza sus facultades fiscalizadoras en el uso de los recursos que entrega al propio SENAME y a las entidades colaboradoras.



“d) Adoptar medidas y recursos para la Reducción de la lista de espera para los peritajes del Cavas, dependiente de la PDI y el Servicio Médico Legal.



“e) Establecer medidas preventivas en las escuelas y colegios que tengan como fin ayudar a los niños y niñas que tienen una situación problemática o disfuncional con sus familias, con la intención de atenderlos con especialistas y así evitar su internación en hogares o residencias.



“f) Hacer un seguimiento del acceso a la salud, especialmente a los niños y niñas que tienen problemas de salud mental. Determinar cómo está operando Fonasa los servicios de salud, para efectos de garantizar la atención oportuna y adecuada de estos niños vulnerables.



“g) Creación de programas de atención especializada por parte del Estado para niños, niñas y adolescentes que tengan problemas psiquiátricos graves. Debiera haber un hogar en cada región que pueda atender los casos graves de salud mental.



“h) Aumentar el presupuesto para los colegios especiales que atiendan niños y niñas que no trabajan ni estudian, por ejemplo los del Hogar de Cristo. Según cifras de la propia entidad, se les han rebajado tres mil millones de pesos en los últimos años, imposibilitando que estos jóvenes puedan encontrar una educación alternativa, más práctica, con arte y música, aprendiendo un oficio, toda vez que no han podido seguir estudiando en los colegios tradicionales.



“i) Fortalecer los programas de capacitación integral, tanto en educación formal como psicológica, tendientes a soslayar falencias en la formación de trabajadores que laboran en Sename y organismos colaboradores. La formación general debe incluir especial énfasis en tratamiento de niños y niñas con problemas de salud mental.”.


Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.
El señor PROKURICA.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se aprueba por unanimidad el proyecto de acuerdo.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, en el primer lugar del Orden del Día figura el proyecto que regula la elección de gobernadores regionales, que es muy importante.



¿Por qué pedí que se pusiera en tabla y por qué lo traigo a colación ahora?



Reviste gran urgencia la aprobación de esta iniciativa, que, entre otras cosas, establece una limitación al mandato de los consejeros regionales que serán electos en noviembre venidero, de modo de hacer coincidir su próximo período con la elección de gobernadores regionales el año 2020.



En consecuencia, este proyecto debe estar aprobado antes del 21 de agosto. Y por ese motivo es relevante tratarlo en esta sesión.



Si Su Señoría así lo estima, puedo dar cuenta del informe de la Comisión de Gobierno -la iniciativa es muy corta- y luego se abre la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Yo no tengo inconveniente, señor Senador. El único problema es lograr el quorum de aprobación necesario.



Podemos abrir la discusión y votar en una sesión posterior, después de la semana regional.

El señor QUINTEROS.- Reitero, señor Presidente: yo puedo dar cuenta del informe, se abre la votación general -hay quorum para aprobar la idea de legislar- y se fija plazo para presentarle indicaciones hasta después de la semana regional.

El señor MOREIRA.- No.

El señor QUINTEROS.- ¡No sigamos desprestigiándonos ante la comunidad regional!



¡Después lo lamentaremos!



Si no procedemos como lo sugerí, no alcanzaremos a aprobar el proyecto antes de las inscripciones de los consejeros regionales.



¡Eso es todo!

El señor MOREIRA.- Es que yo no quiero.

El señor QUINTEROS.- Bueno: ¡usted responderá ante sus electores!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Esta iniciativa se halla en el primer lugar de la tabla de esta sesión. Entonces, de acuerdo con el Reglamento, debemos discutirla. No se trata de que estemos haciendo una excepción.



Por supuesto, se puede pedir segunda discusión y aplazamiento de la votación.



En todo caso, hay que considerar lo que señala el Senador señor Quinteros, Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Me gustaría conocer la opinión de los otros integrantes de ese órgano técnico: Senadores señora Von Baer, señor Bianchi, en fin.



Necesito el pronunciamiento de la Sala sobre el particular.



¿Qué opina, Senador señor Larraín?

El señor LARRAÍN.- No veo cuál es el problema, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El problema es que debo abrir la discusión general de todas maneras, porque el proyecto está en el primer lugar del Orden del Día.



Si se pide segunda discusión, no queda más que hacer la primera ahora y dejar la segunda para una sesión posterior, oportunidad en la que se votará la idea de legislar.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me parece que se debe abrir el debate general de todas maneras. Una vez que concluya veremos si estamos en condiciones, según se reúna o no el quorum requerido, de votar la idea de legislar. Si no, simplemente se pide segunda discusión.



Hagamos el debate general tal como está previsto en la tabla de esta sesión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido la autorización necesaria para que ingrese el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes.



--Se accede.

)---------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Deseo plantear dos cosas, señor Presidente. 



Primero, solicito incluir  en el Fácil Despacho de la siguiente sesión (conversamos al respecto varios Senadores) el proyecto que establece el Día Nacional de las Manipuladoras y Manipuladores de Alimentos, que figura en el número 5 de la tabla de hoy. Es de tramitación simple.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.
La señora GOIC.- En segundo lugar, le pido recabar el acuerdo necesario para ampliar hasta el 14 de agosto el plazo de indicaciones del proyecto sobre igualdad de remuneraciones de hombres y mujeres (boletín N° 9.322-13), que vence el lunes 31 de julio.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

REGULACIÓN DE ELECCIÓN DE GOBERNADORES REGIONALES
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.200-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite: sesión 22ª, en 13 de junio de 2017 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 34ª, en 19 de julio de 2017. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo de esta iniciativa de ley es regular la elección popular de los gobernadores regionales.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García, Quinteros y Zaldívar.



La Comisión hace presente que los nueve artículos permanentes y los artículos primero y segundo transitorios tienen carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos favorables.



Asimismo, señala que los numerales 18) y 47) del artículo 1° deben ser sancionados por las tres quintas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad con la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, por lo que requieren 22 votos para ser acogidos.


El texto que se propone aprobar en general se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros, Presidente de la Comisión.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, con fecha 13 de junio de 2017 ingresó al Senado, en segundo trámite, el boletín de la referencia, cuyo objetivo es implementar la reforma constitucional introducida por la ley N° 20.990, en virtud de la cual el nuevo artículo 111 de la Carta prescribe que “El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole presidir el consejo y ejercer las funciones y atribuciones que la ley orgánica constitucional determine, en coordinación con los demás órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa”.



El proyecto se inició en un mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, de fecha 17 de abril recién pasado, y en el primer trámite fue aprobado por cien diputados, de un total de 117 en ejercicio.



Tal como lo señalé, no basta con la reforma, pues para celebrar la primera elección de gobernadores regionales es necesario, por una parte, que la presente iniciativa sea aprobada, y por la otra, que se promulgue la ley tendiente a establecer un nuevo procedimiento de transferencia de competencias, lo que corresponde al proyecto sobre fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7963-06), que se encuentra en trámite de Comisión Mixta.



El articulado que nos ocupa indica que la autoridad del gobernador regional será determinada por sufragio universal, en votación directa, y que resultará electo el candidato que obtuviere la mayoría de los sufragios válidamente emitidos, siempre que ello sea equivalente al menos al cuarenta por ciento de los votos. Si a los comicios se presentaren más de dos candidatos y ninguno consiguiese dicho porcentaje, se procederá a una segunda votación, circunscrita a quienes hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas, y será electo el que lograre el mayor número de sufragios.



El gobernador regional durará cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrá ser reelegido consecutivamente solo para el período siguiente.



La Comisión, después de escuchar, como se consigna en el informe, al Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre; al Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente; al Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes; al Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santamaría; al abogado constitucionalista señor Humberto Nogueira; al Director Legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Máximo Pavez, y a su asesor, señor Carlos Oyarzún, sometió a votación general el proyecto y lo acogió por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, García -en reemplazo del Honorable señor Espina-, Zaldívar y quien habla, proponiendo sancionarlo en los mismos términos.



Finalmente, cabe señalar que, después de proclamada la votación, la Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia de su adhesión a la iniciativa, lo que fue acogido por el órgano técnico.



Es todo cuanto puedo informar, haciendo hincapié en la importancia de aprobar el texto en un plazo razonable, pues establece una limitación para el mandato de los consejeros regionales que serán electos en noviembre próximo, de modo de hacer coincidir su período siguiente con la elección de los gobernadores regionales.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le sugiero a la Sala acordar que el proyecto sea puesto en el primer lugar del Orden del Día de la sesión del martes siguiente a la semana regional, hasta su total despacho.

El señor ESPINA.- ¿Por qué esto último, señor Presidente? ¿Vamos a estar de nuevo hasta la madrugada?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No será así.



Repito que la idea es ponerlo en el primer lugar.

El señor ESPINA.- Eso sí.

La señora ALLENDE.- ¿A qué obedece la fecha?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A que ahora no contamos con quorum suficiente.

El señor MONTES.- ¿Y dónde están los regionalistas…?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay objeciones, se procederá en la forma planteada por la Mesa.



Por lo demás, es lo que corresponde, de acuerdo con la urgencia.



--Así se acuerda.

)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para el ingreso del Subsecretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente.

El señor MONTES.- ¿De nuevo? ¡Estuvo toda la noche…!



--Se autoriza.
)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, hoy nos enfrentamos, una vez más, a un debate fundamental para determinar cómo queremos organizarnos como país, como sociedad, y de qué manera canalizamos, sobre todo, las demandas e inquietudes ciudadanas.



Al respecto, mi posición se halla determinada no solo por mi convicción acerca de cómo organizar nuestra vida en sociedad más bien desde una mirada comunitaria, sino también por la condición territorial de lo que represento: una Región extrema, aislada, y mi experiencia de parlamentaria. Los que vivimos en el extremo sur muchas veces sentimos que las decisiones sobre nuestro devenir dependen de visiones centralistas, que no consideran las particularidades y de alguna manera contemplan un mismo molde, una misma medida, para regiones diversas y de una riqueza que se halla justamente en sus diferencias, desde el contraste geográfico hasta la identidad de su propia historia.



Basta con retroceder un poco más de cinco años, cuando la frustración de los magallánicos fue tal que generaron una movilización que quizás quedará marcada entre las de carácter local en la historia de nuestro país, ante la falta de entendimiento del Gobierno central. Tuvo lugar una manifestación ciudadana contra el alza en el precio del gas.


Este es un ejemplo representativo de una mirada sesgada, que medía la realidad más bien desde una lógica economicista, sin tomar en cuenta las condiciones de la calefacción y las necesidades de nuestro territorio. La medida, además, fue revertida por una población que se levantó, que se unió en forma transversal detrás de una causa.



La decisión obedeció a criterios centralistas y se hallaba desprovista del valor social que representa un recurso de gran importancia para la vida de nuestra Región y del cual, además, somos productores.


El costo del conflicto no lo sufrió el Gobierno de turno, sino la ciudadanía, que tuvo que paralizar sus actividades hasta que sus demandas fueran acogidas.



Esta es solo una muestra del desequilibrio en las relaciones de poder en nuestro país y que profundiza la desafección de la ciudadanía hacia las decisiones políticas centralistas, que no se ve representada en ellas a pesar de que pueden afectar su vida cotidiana.



Situándome en mi posición de mujer y de parlamentaria de regiones, respaldo el fortalecimiento de la sociedad civil y la construcción y transformación de nuestra sociedad desde lo comunitario. Entre el Estado y la persona existe un sinnúmero de comunidades que son fuente de desarrollo humano y a las que debemos reconocer ámbitos de decisión para que sean las que determinen y formulen la manera en que impulsen su desenvolvimiento económico, social y cultural.



El Estado debe promover la capacidad de desarrollo e innovación de las comunidades y la organización de la sociedad, como una expresión de sus derechos en decisiones que nos comprometen a todos.



En tal sentido, no puedo más que respaldar el proyecto de ley, que constituye una suerte de piedra fundacional de un Chile que se construye desde las regiones y reconoce en su extenso territorio una diversidad de identidades con capacidad para formular de un modo autónomo políticas públicas, planes y proyectos en el ámbito social, económico, territorial o de infraestructura, mediante autoridades no impuestas, no designadas desde el centro, sino elegidas en forma directa por los habitantes del territorio.



Ello permitirá que las regiones se piensen a sí mismas a partir de un diálogo directo con la ciudadanía y, desde ese espacio, se proyecte y construya el desarrollo en nuestras comunidades sobre la base de reconocer nuestras diferencias, pero al mismo tiempo asumiendo nuestro compromiso con el desarrollo integral de nuestra nación, de un Estado unitario.



Sin perjuicio de que el programa de descentralización, como toda reforma política, requiere un proceso de maduración para fortalecerse, debemos poner especial atención en las situaciones de los funcionarios de los gobiernos regionales -no puedo terminar mi intervención sin mencionarlo- y resguardar que ni el traspaso de competencias ni el cambio de autoridades les signifique una merma en sus condiciones contractuales o afecte su estabilidad en el empleo.



El asunto es cómo se fortalece la carrera funcionaria, donde se generan las capacidades técnicas y profesionales para planificar la inversión, más allá del corto plazo. O sea, se trata de retomar proyectos de infraestructura que apalanquen el desarrollo de la Región y que tanta falta nos hacen; que obliguen a los ministerios a poner énfasis y recursos en las prioridades de desenvolvimiento, y no necesariamente en lo que se piensa desde Santiago.



Quiero reiterar en la Sala que las regiones perdieron una tremenda oportunidad, a mi juicio, de escoger a sus gobernadores regionales en el año en curso. Es un paso que entiendo que es difícil para muchos, porque significa ceder poder. Eso nunca es fácil. Descentralizar tiene que ver con ello y puede generar incertidumbre. Es lo mismo que un niño de la mano de sus padres al empezar a caminar, a quien temen soltar para que no se caiga.


Probablemente, en el proceso en que nos encontramos también es más seguro centralizar en Hacienda desde la ejecución presupuestaria en adelante. Pero si no damos el paso, si no creemos en las regiones, nunca permitiremos el desarrollo real de nuestro país. Eso nos estamos jugando.


Espero que avancemos en la discusión de la iniciativa y que a la par cumplamos el compromiso de aprobar la transferencia de competencias, conforme a un proyecto macizo que cambie el eje de cómo pensamos nuestro país y lo ponga en las regiones. La idea es no considerarlo desde el centro hacia las regiones, sino, a la inversa, de generar las condiciones para que los gobiernos regionales administren los servicios públicos.



Como una propuesta inicial para el caso de los parques nacionales en regiones como la de Magallanes, que sin duda forman parte de su riqueza, conversábamos acerca de la posibilidad de que fueran administrados por el Gobierno Regional. Ello, partiendo por los ingresos de la entrada al de Torres del Paine, sin tener que subvencionar al resto. Uno dice: “Eso es parte de lo que queremos hacer”.



A la par, no puedo dejar de mencionar la necesidad de una ley de rentas regionales. Espero que el revés que hemos sufrido en cuanto a la celebración este año de la elección de gobernadores no signifique dilatar la presentación del proyecto por el Gobierno. Quisiera destacar el compromiso del Subsecretario de Desarrollo Regional, quien probablemente puede explicitar cuándo ingresará, a fin de partir con la discusión de algo que compartimos, más allá de ser o no de Gobierno.


Quienes tenemos las miradas de las regiones no queremos perder un minuto más en avanzar en algo que insisto que es fundamental para que el país dé el salto al desarrollo, así como para el despliegue de todo nuestro potencial y para que el crecimiento sea inclusivo, no solo en término de las comunidades, de la familia, sino también de los territorios.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, abrigaba la convicción de que debíamos votar hoy el proyecto. Estuvimos trabajando quince horas seguidas, hasta las 8:30, y sé que la jornada ha sido tremendamente intensa, pero el texto es en extremo simple. No estamos discutiendo las competencias, ni su transferencia y condiciones, ni los servicios. Nada de eso. El articulado se refiere estrictamente al proceso electoral en sí mismo. Por lo tanto, hubiera sido extremadamente sencillo aprobarlo, como espero que lo sea.


Me alegro de saber que por lo menos el compromiso es que lo hagamos el primer martes después de la semana regional.



Solo quiero manifestar que lamento que no hayamos podido concretarlo ahora. Creo que es una señal que el país de alguna manera estaba esperando.


Conocemos todo lo que antecedió a la iniciativa. Sabemos de la Comisión constituida por la Presidenta de la República; del informe emitido; del interés de muchos de nosotros, que hemos destacado la conveniencia de comenzar ya un proceso de descentralización gradual, pero creciente.



En definitiva, hoy día tenemos no solo la opción de poder acoger el proyecto, atinente -repito- al aspecto electoral. Todos sabemos que se tratará de una elección directa; que se deberá obtener por lo menos el cuarenta por ciento de los votos; que en caso de no darse ese porcentaje se irá a una segunda vuelta entre las dos primeras mayorías, y que el cargo se desempeñará solo por un período, sin reelección. Ese es el texto, en simple.



Espero que el compromiso diga relación con continuar y finalizar la tramitación de la transferencia de competencias, pues eso le da contenido al proceso de descentralización y permitirá ver si nuestros futuros gobernadores regionales realmente dispondrán de la autonomía que estamos buscando y de las facultades para poder ejercer la función de gobierno regional, como todos esperamos. Y, por supuesto, tendrán que venir después las atribuciones financieras, que son tan importantes.



En consecuencia, lamento que no podamos votar hoy, si bien lo haremos el martes subsiguiente. Ojalá este sea el primer paso de un proceso que hubiera preferido materializar en 2017. Tengo que decirlo con absoluta franqueza. Así lo he expresado en todas las oportunidades, no solo en la Sala, sino también como Presidenta de mi Partido, en el Comité Político, cuando conversamos sobre el asunto y la necesidad de apurarlo.



También entiendo que el traspaso de competencias se ha ido atrasando y que el proceso que lo hubiera hecho posible a lo mejor no lo teníamos suficientemente consensuado o madurado. Por lo tanto, hoy simplemente tengo que enfrentar la realidad de que la primera elección será en 2020.


Pese a que reitero que mi posición personal y como expresidenta de Partido era celebrarla en 2017, lo de ahora sí tiene una virtud, ya que podremos tramitar el traspaso no de manera apresurada -es lo que espero-, sino con todo el rigor necesario, para que realmente forjemos una pauta y la proyección de lo que tienen que ser los futuros gobiernos regionales.


Por otro lado, empalmar la elección en 2020 tiene asimismo la virtud de que estamos haciendo referencia a comicios locales, regionales, sin mezclarlos con la elección presidencial y la parlamentaria, cuyo carácter es nacional y distinto.



Eso es todo lo que quería decir.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, si personas de regiones observaran -es posible que algunas lo hagan a esta hora- quiénes estamos aquí para ocuparnos en un proyecto de esta magnitud a lo mejor no podrían creerlo.



Sé que trabajamos más de quince horas, como dijo la Senadora señora Allende. Es verdad. Partimos trabajando en la tarde de ayer y nos fuimos pasadas las 8 de hoy.



Semanas atrás algunos se molestaron cuando expresé que, al menos por mi parte, me veía en la obligación de desenmascarar una hipocresía. Cabe observar que se hizo todo lo humanamente posible para llegar a decirle hoy al país que las fechas no calzan.



Y quiero reconocer públicamente -no lo he hecho nunca en los años que llevo acá- a parlamentarios con nombre y apellido. Usted, señor Presidente, así como mis Honorables colegas Guillier, Quinteros y Allende, entre unos pocos parlamentarios, insistimos hasta el último momento en que la elección de gobernadores regionales debía ser una realidad el 2017. 



Sin embargo, tuvimos en contra a personas que, con un doble estándar increíble, hacían gala de cierto discurso al aparecer las cámaras de televisión, pero de otro distinto al interior de las Comisiones. 



Por eso quiero reconocer el trabajo del Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, quien se ha jugado por este proyecto desde siempre. Es uno de sus inspiradores y mayores impulsores. 



Entonces, considero bueno sincerar el punto, hablar con la verdad, y la verdad es aquella a la cual nos estamos refiriendo.



¿Cuál fue la excusa de hoy? ¡Que no hicimos el traspaso de competencias! ¡Qué sacábamos -se decía- con tener al gobernador este año si no tenía las competencias para llevar adelante este proceso de descentralización, de regionalización! 



Eso es verdad. 



¡Pecamos de ingenuos! 



Por eso dije hace pocos días en la Comisión que me recriminaba por no haber hecho todo lo humanamente posible para exigir que lo primero que debíamos ver era cómo empoderábamos o dábamos musculatura a esa nueva figura del gobernador regional.



Debimos haber partido desde un principio con los traspasos de competencias y no con la elección de los gobernadores regionales. Porque ahí hubo una letra pequeña, chiquitita, que decía que mientras no estuvieran dadas las competencias no podría haber elección de estos últimos. 



Esa fue la trampa, o el truco. Y llegamos donde llegamos. 



Ahora, se dice -no lo sé- que la elección será el 2020 y que tendremos el tiempo suficiente para concretar el empoderamiento que corresponde y darle todo lo que requiere esta nueva autoridad regional. 



Eso es cierto, señor Presidente. 



Me parece que de todo lo malo tenemos que sacar una experiencia y ahora sí obligarnos. 



Se trataba de una demanda de todas las regiones, que mantenía el carácter unitario, y que empoderaba las estructuras regionales. 



Pero la excusa agrava la falta. 



Y les vino un cariño por el mundo independiente impresionante: “¡Pero cómo vamos a dejar a los candidatos independientes en condiciones diferentes a las nuestras!” “¡Por favor, es algo injusto, inconstitucional!” “¡Cómo van a tener diez días para conseguir las firmas!”



En verdad, yo me emocionaba, porque era sorprendente escuchar esos discursos. 



Tanto es así que a ratos pensaba en el cariño que les había bajado por la posibilidad de que una persona independiente fuera gobernador y, en definitiva, compitiera con las estructuras de los partidos políticos. 



Desgraciadamente, las experiencias de vida me llevan a creer cada vez menos en ese tipo de discursos. Y, como ya señalé, con responsabilidad, había un nivel de hipocresía que yo, por lo menos, estimé necesario hacerlo presente. 



En tales condiciones, quiero públicamente resaltar su figura, señor Presidente, por la participación que ha tenido, como integrante de la Comisión de Gobierno, a efectos de llevar adelante este proceso; y la de Alejandro Guillier, que en su campaña se lo dice al país; y la de Rabindranath Quinteros. 



Todos juntos hemos tratado de sacar adelante este proyecto en la Comisión. 



Pero ¿qué pasó?



Yo creo que esto molestó -es mi verdad, por lo menos- a algunos candidatos a la Presidencia de la República -probablemente a algunos parlamentarios también, pero no sé si será cierto-, quienes por ningún motivo querían que se avanzara en la elección de los gobernadores regionales, porque deseaban elegirlos durante su período de gobierno. 



Por tanto, muchas personas variaron su conducta en esta materia, y comenzó este proceso para revertir la posibilidad de concretar este año la elección de gobernadores regionales. 



Por lo menos, esa es mi verdad de lo ocurrido, que he tratado de señalar de manera jocosa, porque a estas alturas qué sentido tiene enojarse por una situación que es irritante. 



Y es irritante para la identidad y el sentido de pertenencia a las regiones, porque este cuento se alargó y se alargó, llegando a la situación en la que hoy nos encontramos: elección de gobernadores -por lo menos, el problema se ha sincerado algo- con suerte el 2020; elección de consejeros regionales, por un período de tres años, para luego ajustarse a los cuatro años de duración en el cargo, en concomitancia con la elección de alcaldes y concejales. 



En consecuencia, estamos hablando de un acto eleccionario eminentemente territorial, al cual también se refirió nuestro estimadísimo y querido Presidente de la Comisión de Gobierno. 



Dicho lo anterior, señor Presidente, pongamos toda la fe y esperanza en que habrá un interés ¡especialísimo! por realizar el 2020 -¡al fin!- la elección de gobernadores regionales.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Efectivamente, creo que hay muchos discursos y poca regionalización. 



Tiene la palabra el Senador señor De Urresti. 

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, antes de referirme a este proyecto, quiero valorar enormemente el trabajo que ha realizado el Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el Senador Rabindranath Quinteros, quien también está presidiendo la Comisión Mixta sobre traspaso de competencias. 



Acá se han formulado distintas aseveraciones, por lo que considero importante resaltar el hecho de que en ese último órgano técnico se haya centrado la discusión al respecto, porque conocemos al Senador Quinteros: gran intendente, alcalde, colega, compañero de bancada. Y quiero reconocer en su persona el liderazgo que ha ejercido, porque él sabe de descentralización, de gestión regional y local, lo cual considero relevante. 



Asimismo, destaco y felicito la labor del Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, Ricardo Cifuentes, y del Subsecretario General de la Presidencia, Gabriel de la Fuente, porque en distintos momentos lograron centralizar una discusión en la que a ratos se tironeaba, cuando lo correcto era debatir el proyecto, en forma seria y responsable, aquí en el Senado. 



Deseaba dejar esta constancia, como reconocimiento a cada uno de quienes nombré por el interés mostrado en la tramitación de la iniciativa. 



¿Cómo trabajamos ahora? Con la prisa que corresponde, pero haciendo bien las cosas y generando los elementos a los cuales se refirió el Senador Quinteros. 



Es importante tener claridad de que estamos complementando, acoplando las elecciones de autoridades en el ámbito territorial -las municipales y las regionales-, con una fecha estimada para el 2020. 



Es fundamental tener claro en la discusión lo relativo a los consejeros regionales, cuyas candidaturas deben inscribirse a mediados de este mes, para presentarse en el acto eleccionario del año en curso. Ellos ya fueron elegidos el 2013, en votación directa; han cumplido 4 años en sus cargos y van a la reelección. 



Debo recordar que a los consejeros regionales el 2012 -si mal no recuerdo- les prolongamos por un año su período de gestión, para hacer compatible y forzar su elección el 2013, en votación directa. 



Entonces, hoy día tenemos que buscar la forma de normalizar y lograr un ordenamiento en nuestro proceso descentralizador. 



Yo he insistido -y confío enormemente en la Comisión; por eso hice un reconocimiento a su labor conjunta con el Ejecutivo en el proyecto sobre traspaso de competencias que se discute en la Comisión Mixta- en que resulta imprescindible, señores Subsecretarios -se lo digo particularmente al señor Cifuentes-, concretar algo que discutimos en distintas instancias -recuerdo que usted, señor Presidente, asentía en esa oportunidad-: trabajar con regiones piloto para ayudar al proceso de transferencia de competencias.



La próxima semana habrá un importante debate en la Región de Antofagasta, donde expondrán el Subsecretario y también los intendentes de mi Región, señor Ricardo Millán; de la del Biobío y de la propia Antofagasta, que fueron las tres regiones modelo donde se comenzó a trabajar en la descentralización por parte de SERCOTEC y CORFO, estableciendo presupuestos que permitieron vincular estas instancias a una decisión regional.



Creo que ese ejemplo, ese debate debe ayudarnos a generar capacidad técnica y burocracia técnica -en el buen sentido de la palabra- en cada uno de los territorios.



Ahora corresponde la implementación de la Región de Ñuble, que aprobamos la semana pasada. En las editoriales de los diarios y portales centralistas -lamento que sea así- se lee que las iniciativas implementadas en las Regiones de Arica y Parinacota y de Los Ríos han sido experiencias frustradas. 



¡No conocen la realidad de esas zonas! 



Pienso todo lo contrario. El 2 de octubre cumpliremos 10 años de la creación de la Región de Los Ríos y el cambio de 5 mil 800 millones de pesos a más de 51 mil millones en FNDR es sustancial, enorme, y lo mismo puede decirse de la cantidad de infraestructura y el incremento de capacidades que se han implementado.



En la Región de Los Ríos -es la que más conozco- se ha podido proceder bien porque también ha habido formación de capital humano e implementación en las provincias de esta nueva institucionalidad.



Y creo -se lo digo al Subsecretario Cifuentes, por su intermedio, señor Presidente- que es imprescindible pilotar proyectos y procesos de desconcentración; terminar con esa línea paralela de los órganos desconcentrados, como son las Seremías, que no van a depender específicamente del gobernador, y donde tenemos que generar más capacidad productiva, proyectos y planes de desarrollo en el ámbito del gobierno regional. 



Me parece que se puede avanzar enormemente en eso, porque no está determinado directamente por la ley, sino que responde más bien a la voluntad de desplegarse y trabajar de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, de las universidades regionales y de distintas instancias.



Señor Presidente, apoyaremos la propuesta que están haciendo el Ejecutivo y principalmente el Senador Quinteros -con las características que he señalado- para avanzar de manera clara y decidida en materia de descentralización. Ello, con un horizonte de plazos que nos permitan tener una estructura administrativa más eficiente en las regiones; que genere capacidad local y regional, con toma de competencias, fuerza y presupuesto efectivamente regionalizado, constituyendo estas distintas divisiones, estas instancias que hoy día pasan a ser de control de los entes regionales con un pilotaje a lo largo de Chile.



Son distintas nuestras regiones. En eso comparto la crítica que se hace desde distintos centros académicos, que señalan la enorme asimetría que se advierte entre ellas. Algunas cuentan con una alta capacidad de convocatoria, de formación de cuadros, de capital humano; mientras existen otras en las cuales es muy difícil encontrar la cantidad de profesionales o técnicos para detonar las fuerzas de la descentralización y de la regionalización efectiva.



Termino, señor Presidente, manifestando mi votación a favor de esta iniciativa. Estamos convencidos de avanzar decididamente en esto, para llegar a tener un país que se mire a sí mismo desde las regiones, que desarrolle sus potencialidades, de manera que tengamos no solamente una sumatoria de territorios, sino también territorios con identidad, con fuerza, con sueños y con esperanzas.



Felicito que se esté avanzando y reitero mi reconocimiento al trabajo del Senador Quinteros y de los Subsecretarios que he señalado.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, un colega que me antecedió en el uso de la palabra hace un ratito dijo que si la gente estuviera viendo este debate en televisión a esta hora se irritaría por los pocos Senadores que nos encontramos en la Sala. Y dio una lista de parlamentarios que sí están preocupados de la regionalización. Supuestamente, los otros no lo estarían.



Yo quiero decirle que en la bancada de la UDI podemos tener diferencias respecto al proyecto o con el señor Subsecretario. Pero lo estamos acompañando aquí, hasta el final.



Asimismo, quiero recordar que Senadores como los señores Chahuán, García y la señora Lily Pérez claramente han estado comprometidos -aunque diferimos en algunas opiniones- con la regionalización. 



Entonces, yo creo que es injusto lo que se ha dicho.



Si hoy día no está la totalidad de Senadores en la Sala es porque la sesión de ayer duró hasta las 8 de la mañana de hoy. Todos tenemos nuestros años, por lo que quedarnos hasta esa hora y después volver a las 10 y media es casi imposible. 


Por tanto, la ausencia no es por falta de interés.



Este proyecto se verá en el primer lugar de la tabla el primer martes del mes de agosto.





Señor Presidente, no pertenezco a ningún partido regional ni regionalista, ni enarbolo banderas sobre la regionalización. Pero sí quiero lo mejor para mi Región. Y discrepo de este proyecto de ley en los términos en que se ha planteado. Tengo coincidencias en materia de traspaso de competencias, pero no en la forma de elegir al gobernador regional.



La reforma constitucional de principios del año en curso nos obligó, como es natural, a efectuar una serie de modificaciones a preceptos específicos de la ley N° 19.175, con el fin precisamente de ajustar esta normativa a la nueva realidad, aquella en que los gobernadores, antiguos intendentes, pasan a ser elegidos y desempeñan, en el papel, la tarea de gobierno en las regiones.



Se adecuan las denominaciones de los actuales intendentes y gobernadores, pasando a llamarse “delegados presidenciales regionales” y “delegados presidenciales provinciales”, respectivamente.



Se modifican las plantas de los gobiernos regionales y del Servicio de Gobierno Interior, tanto para incorporar a los gobernadores regionales como para reemplazar a los actuales intendentes y gobernadores por los nuevos delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales, redundando en lo que he señalado.



En el contexto de las disposiciones transitorias, el proyecto de ley establece que la primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de competencias a las que se refiere el artículo 114 de la Constitución Política de la República.



Asimismo, se dispone que las modificaciones que se introducen mediante el presente proyecto respecto de las facultades que actualmente tiene el presidente del consejo regional, solo van a entrar en vigencia una vez que asuman los gobernadores regionales electos.



Mientras no asuman ellos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con la excepción de presidir el consejo regional.



El nuevo artículo 111 de la Constitución prescribe que “El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole presidir el consejo y ejercer las funciones y atribuciones que la ley orgánica constitucional determine, en coordinación con los demás órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa.”.



Esta autoridad será elegida por sufragio universal en votación directa.



Se nos dice que no basta con la reforma constitucional. Para que se celebre la primera elección de gobernadores regionales es necesario, en primer lugar, que esta iniciativa de ley sea aprobada por el Congreso Nacional.



Por lo mismo, este proyecto es un paso esencial para cumplir con ese propósito.



Además, como segunda consideración, es preciso que se promulgue una ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de competencias.


Esto último se aborda en el proyecto de ley sobre fortalecimiento de la regionalización del país.



En síntesis, habrá dos autoridades en el nivel regional: un gobernador y un delegado presidencial. Las facultades y atribuciones que dicen relación con la administración central quedarán en manos del delegado presidencial regional o provincial, y las facultades vinculadas con el gobierno regional, en poder del gobernador regional.



Estamos frente a una iniciativa de meros ajustes formales. Sin embargo, tenemos que ser cuidadosos. Este proyecto y los que se relacionen con la elección de gobernadores y cores deben asegurar que habrá elección simultánea de gobernadores, consejeros regionales, diputados y senadores.



¡Esa es nuestra posición! Porque el desfase de un año entre unos y otros comicios generará notoriedad en el candidato a gobernador derrotado. Este último va a tener una visibilidad electoral que terminará, sin duda, dándole una ventaja respecto de los que concurran como candidatos a la elección senatorial del año siguiente.



No nos oponemos a la competencia, pero advierto que esta debe ser leal y desarrollarse en condiciones igualitarias.



No he querido esconder lo que pienso ni lo que siento. Tienen que ser elecciones simultáneas, no desfasadas. No estuve de acuerdo en que fueran el 2017; tampoco estoy de acuerdo en que sean el 2020. Las elecciones deben ser el 2021. Y si no son ese año, debe establecerse una inhabilidad para los gobernadores regionales designados. 



¡Clarito, para que no haya dudas! Porque estos temas se conversan en los pasillos y aquí se dicen cosas totalmente distintas. 



Si no ponemos atención en este punto, la ley creará distorsiones no solo para la elección del 2021, sino para cada ciclo electoral de renovación en la Cámara de Diputados y el Senado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Disculpe que lo interrumpa, señor Senador.



Quiero solicitar el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor García asuma como Presidente accidental. 
El señor MOREIRA.- Para mí, es un honor que el Senador García presida la sesión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado, entonces.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor García, en calidad de Presidente accidental.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Puede continuar, Su Señoría.
El señor MOREIRA.- Decía que, si no ponemos atención en el punto, la ley creará distorsiones no solo para la elección del 2021, sino para cada ciclo electoral de renovación de la Cámara de Diputados y el Senado. Esto se evitaría si simplemente dejáramos que las elecciones regionales y parlamentarias fueran simultáneas.



¡No nos engañemos en política! 



Hablando con franqueza -como me gusta hacerlo a mí-, aquellos Senadores que debemos ir a la reelección el 2021, no vamos a querer que una autoridad designada y no elegida democráticamente, como un gobernador regional, no tenga ninguna inhabilidad para postularse, porque se va a transformar en una competencia perversa entre alguien que tendrá todo el poder del Estado y un parlamentario que carece de los mismos recursos. Ello no corresponde, porque va a crear ciertas diferencias.



En vez de tener al mejor intendente o gobernador regional, vamos a tener al más malo, porque nadie va a querer competencia, nadie va a querer a una persona que restrinja la labor del parlamentario.



Digamos las cosas como son: debe haber una inhabilidad. Algunos no lo señalan públicamente, pero sí al oído: “Hay que buscarles inhabilidades”. 



O se realizan elecciones simultáneas el año 2021, o establecemos una disposición que permita restringir a un intendente en ejercicio, que cumple sus funciones, en caso de que quiera ser candidato a parlamentario.



He dicho.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).-
Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, voy a fundamentar mi voto favorable a la elección del gobernador regional en la próxima sesión, por la importancia que reviste el tema.



Y no nos confundamos. Son dos proyectos separados: uno tiene que ver con la elección de dicha autoridad, y el otro, con traspaso de competencias.



Quiero decirlo públicamente: el martes 1° de agosto vamos a empezar, en la Comisión de Gobierno, la votación, artículo por artículo, de los traspasos de competencias, para que no haya dudas del interés que tenemos para que este proyecto de descentralización quede aprobado antes de fin de año.



En otro orden de cosas, señor Presidente, quiero llamar la atención sobre el proyecto, hoy en el tercer lugar de la tabla, en segundo trámite constitucional, que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua, y que desde ya pido ubicar como número dos en el Orden del Día de la próxima sesión



Tal iniciativa es muy relevante. ¿Por qué? Porque en septiembre se cumplen 130 años de la anexión de Isla de Pascua al territorio chileno, hecho ocurrido en 1887. Los pascuenses están esperando con mucha ansiedad y optimismo este proyecto, y por eso queremos darles la buena noticia antes de que se celebre dicho aniversario.



Gracias.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Le vamos a transmitir al Presidente de la Corporación su inquietud respecto de la iniciativa sobre Isla de Pascua.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.
El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------(


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que informe sobre las MEDIDAS ADOPTADAS POR DIRECCIÓN DE OBRAS PORTUARIAS PARA MANTENCIÓN Y REPARACIÓN DE INFRAESTRUCTURA DE CALETA PORTALES (REGIÓN DE VALPARAÍSO) A RAÍZ DE DETERIOROS SUFRIDOS POR DESASTRES NATURALES EN ÚLTIMOS SIETE AÑOS.



Y a la señora Ministra de Salud, pidiéndole remitir informe de año 2011 encargado por Subsecretaría de Salud en que se evidencia PRESENCIA DE METALES PESADOS EN ESCUELAS DE PUCHUNCAVÍ.



Del señor ARAYA:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, con el propósito de que informe acerca del ESTADO DE SOLICITUD PRESENTADA POR DOÑA PATRICIA CABRERA SOLÍS, EXFUNCIONARIA DE LA POLICÍA DE INVESTIGACIONES DE CHILE.



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, a fin de que indique, a través de cuadro estadístico, CANTIDAD DE INTERNOS CON ENFERMEDADES TERMINALES O CRÓNICAS, POR TRAMOS DE EDAD, EN CADA UNIDAD PENAL DEL PAÍS, ASÍ COMO NÚMERO DE FALLECIDOS POR LA MISMA CAUSA.


Del señor GARCÍA:


Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe acerca de MANTENCIÓN Y MEJORAMIENTO DE RUTA VILLARRICA-LICAN RAY.



Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de La Araucanía, a fin de consultar por FACTIBILIDAD DE ESTUDIO DE ACCESO SUR DE AEROPUERTO DE LA ARAUCANÍA CON COMUNICACIÓN CON FREIRE.



Y al señor Director subrogante del Servicio de Vivienda y Urbanización de La Araucanía, con el objeto de preguntar por DECISIÓN ANTE SOLICITUD DE PRÓRROGA EN CUANTO A PROYECTO DE MEJORAMIENTO INTERCONEXIÓN TEMUCO-PADRE LAS CASAS.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública y a la señora Ministra de Minería, para pedir CONTINUACIÓN DE BÚSQUEDA DE ACCIDENTADOS EN MINA DELIA II, COMUNA DE CHILE CHICO; ELABORACIÓN DE MAPAS DE RIESGO, E INFORME ACERCA DE SITUACIÓN Y RESPONSABILIDADES.


Y al señor Ministro de Agricultura, al señor Director Nacional de la Corporación Nacional Forestal y al señor Director Ejecutivo del Instituto Forestal, pidiéndoles informar sobre CANTIDAD DE VIVEROS PÚBLICOS Y PRIVADOS DESTINADOS A REFORESTACIÓN; ÁREAS PRIORITARIAS POR REGIÓN, DE ACUERDO A PROCESO DE EROSIÓN, RECUPERACIÓN DE ECOSISTEMAS NATIVOS Y OBJETIVOS AMBIENTALES; POSIBILIDAD DE GENERAR EMPLEOS Y ACCEDER A FONDOS INTERNACIONALES; DISPONIBILIDAD DE TERRENOS POR REGIÓN Y MONTOS DE INCENTIVOS PARA LOGRAR FINES PREVISTOS EN LA MATERIA.


Del señor MATTA:



Al señor Alcalde de Linares, consultándole por POSTULACIÓN DE ESCUELA REPÚBLICA DE FRANCIA D-456 A REPOSICIÓN TOTAL DE INFRAESTRUCTURA.


Al señor Secretario Regional Ministerial de Educación del Maule, solicitándole informar sobre POSTULACIÓN DE ESCUELA F-479 “AURELIO LLAMAS”, DE LINARES, A OBTENCIÓN DE IMPLEMENTACIÓN DEPORTIVA.


Y al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización del Maule, adjuntándole CARTA DE DIRIGENTES DE JUNTA DE VECINOS PASO RARI, DE UNIDAD VECINAL N° 15, DE COLBÚN, SOBRE MEJORAMIENTO DE CALIDAD DE VIDA DE LA COMUNIDAD.


Del señor NAVARRO:



A Su Excelencia la Presidenta de la República, a los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda y a la señora Intendenta de Arica y Parinacota, para que remitan informe referente a AUTONOMÍA ADMINISTRATIVA DE DECIMOQUINTA REGIÓN RESPECTO DE ZONA FRANCA DE IQUIQUE, y para que emitan opinión sobre posibilidad de INVERSIÓN PÚBLICO-PRIVADA Y CHINA EN MODERNIZACIÓN DE PUERTO DE ARICA.



A los señores Ministros de Defensa Nacional y de Obras Públicas y al señor Intendente del Biobío, con el fin de que indiquen FECHA DE CEREMONIA DE TRASPASO DE OBRA DE PUENTE MECANO EN OCTAVA REGIÓN.



Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Intendente del Biobío, pidiéndoles indicar FECHA APROXIMADA DE CULMINACIÓN DE OBRA DE PUENTE MECANO EN OCTAVA REGIÓN Y 21 COMUNAS SELECCIONADAS PARA RECIBIR PARTE DEL TRAMO DE LA OBRA.



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitándole diversa información referida a CAMPAMENTOS POBLACIONALES EXISTENTES EN CHILE EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS.



A los señores Intendente de la Región del Biobío, Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas del Biobío y Alcalde de Concepción, pidiéndoles antecedentes sobre FECHA DE TÉRMINO DE CONSTRUCCIÓN DE NUEVA CICLOVÍA ENTRE UNIVERSIDAD DE CONCEPCIÓN Y PLAZA ACEVEDO.



Al señor Alcalde de San Pedro de la Paz, requiriéndole información relativa a PROCESO DE LIMPIEZA DE ESCOMBROS DE TERRENO DE EXPOSTA DE LOMAS COLORADAS Y SU USO EN FUTURO PRÓXIMO.



Al señor Director de la Corporación Nacional Forestal, pidiéndole diversos antecedentes acerca de INGRESO A PARQUES FORESTALES DE CONAF EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS. 



Al señor Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente del Biobío, pidiéndole remitir copia de PLAN DE DESCONTAMINACIÓN PARA 2018.



Y a la señora Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización del Biobío, solicitándole SOLUCIÓN DEFINITIVA PARA CALLES DE SECTOR VILLA FUTURO, COMUNA DE CHIGUAYANTE.



De la señora LILY PÉREZ:



A los señores Alcalde y Superintendente de Bomberos de Villa Alemana, requiriéndoles medidas para REGULARIZACIÓN DE SITUACIÓN QUE AFECTA A INMUEBLE ENTREGADO EN COMODATO A CUARTA COMPAÑÍA DE BOMBEROS. 



Del señor PROKURICA:



Al señor Director de la Biblioteca del Congreso Nacional, requiriéndole antecedentes sobre PRESUPUESTO INSTITUCIONAL; PRESUPUESTO ASIGNADO A PERSONAL; ESTRUCTURA DE CARGOS; ESCALA DE SUELDOS; ASIGNACIONES; VIÁTICOS, Y PAGO DE HORAS EXTRAORDINARIAS ENTRE 2010 Y 2017.
)----------(



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Por la Democracia, Demócrata Cristiano e Independiente, Renovación Nacional, Socialista e Independiente, Unión Demócrata Independiente, e Independientes y Partido Amplitud, ningún señor Senador interviene.

El señor GARCÍA (Presidente accidental).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.


--Se levantó a las 18:43.

Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 28ª, ORDINARIA, EN MARTES 11 DE JULIO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurre la Ministra de Minería, señora Williams.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 26ª, ordinaria, de martes 4 de julio; y 27ª, ordinaria, del día siguiente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.

- - -

CUENTA

Mensajes

Tres de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retiró la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata, con las enmiendas que indica (Boletín N° 10.277-06).


-- Se tiene presente y se mandó agregar a sus antecedentes.


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos:


1) Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11).


2) Proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre cooperación y asistencia administrativa mutua en materia aduanera” (Boletín Nº 10.207-10).


-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda.

  Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite sentencias pronunciadas en requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes normas: 


- Artículos 195, 196 bis y 196 ter de la ley Nº 18.290, de Tránsito.


- Artículos 129 bis 5, 129 bis 6 y 129 bis 9, del Código de Aguas.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


- Inciso primero del artículo 470 del Código del Trabajo (rectificatoria).


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Contralora General de la República (S)


Responde consulta, planteada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los fundamentos del dictamen individualizado, relativo a una investigación administrativa realizada en la Dirección General de Aeronáutica Civil.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Atiende solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, para informar sobre jornadas especiales de inscripción electoral de chilenos residentes en los consulados de Chile en la República Argentina.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para informar sobre el proceso de priorización de los grandes proyectos de obras públicas de la Región del Bío Bío.

Del señor Ministro (S) de Obras Públicas


Da respuesta a requerimientos, expresados en nombre del Honorable Senador señor García, para considerar los siguientes asuntos en la Región de La Araucanía:


- Posibilidad de ejecutar obras de desmalezamiento y limpieza en la orilla del camino Carahue-Puerto Dominguez.


- Considerar las obras de mantención del camino el Eco Tres Esquinas, La Sierra, Catripulli y sector 2 de Puerto Domínguez. 


Atiende peticiones, expedidas en nombre del Honorable Senador señor Matta, acerca de las siguientes materias:


- Recursos destinados a la conservación de la red secundaria de caminos en las comunas de las provincias de Linares y Cauquenes.


- Obras en el camino enrolado del sector de Quinamávida, comuna de Colbún.


Contesta solicitud, formulada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, para considerar en las bases de licitación de los proyectos de pavimentación de la Región de Aysén, que los elementos retirados del camino austral que sean reutilizables se destinen a las comunidades aledañas.


Absuelve consulta, planteada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para conocer la opinión ministerial acerca de la posibilidad de construir una sede para una compañía de bomberos en el poblado de Rancho Grande de la comuna de Tomé.

De la señora Ministra de Salud


Responde requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, sobre el VIH y enfermedades de transmisión sexual en los servicios de salud del país.


Adjunta respuestas a solicitudes de información, expedidas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de:


- Situación de las marcas de carnes en mal estado importadas desde Brasil.


- Número de médicos que quedaron fuera del sistema público de salud por no haber aprobado el examen único de conocimientos de medicina; solicitud expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.


Informa sobre medidas adoptadas en beneficio de los alumnos, docentes y directivos del Liceo Industrial, Jardín Caracolito y CESFAM Rendic de Antofagasta, por la aspiración de gases y olores molestos; consulta efectuada por el Honorable Senador señor Guillier.


Responde acuerdo del Senado, por el que se solicita considerar el estudio de una adecuada carrera funcionaria para las personas que se desempeñan en los servicios dependientes del Ministerio de Salud (Boletín N° S 1.887-12).

De la señora Ministra de Bienes Nacionales


Da respuesta a acuerdo del Senado, por el que se solicita adoptar las medidas necesarias para proteger, conservar y desarrollar un plan de monitoreo de la especie Araucaria Araucana. (Boletín N° S 1.887-12).

Del señor Ministro de Energía


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa a los avances de la política de uso de la leña y sus derivados para calefacción, anunciada por la Presidenta de la República.

Del señor Ministro del Medio Ambiente


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la ampliación de la planta de lodos por parte de la empresa Biodiversa, en la comuna de Cabrero.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura


Da respuesta a preocupación, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre normas de salubridad y políticas de regulación de la cría y producción de salmón.

De la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional

de Jardines Infantiles


Informa sobre la reapertura de las rendiciones de cuentas del municipio de San Javier, en materia de adquisición de materiales, fuera de plazo, para niños atendidos con el convenio celebrado con la JUNJI; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Matta.

Del señor Director de la Biblioteca del Congreso Nacional


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación a los antecedentes internacionales relativos a la exposición de las personas a gases lacrimógenos en la disolución de manifestaciones públicas.

Del señor Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio


Adjunta antecedentes relacionados con diversas materias sobre negligencias médicas, muertes y listas de espera de este servicio; materia requerida en nombre del Honorable Senador señor Chahuán.

Del señor Director del Hospital “Dr. Hernán Henríquez A.”


Remite datos acerca de la consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa al trato que recibió la paciente individualizada, por parte de funcionarios del hospital al dar a luz a su hija.

Del señor Jefe de Gabinete del Subsecretario de Hacienda


Da respuesta a acuerdo del Senado para que se envíe un proyecto de ley que modifique la ley N°19.853, que crea una bonificación a la mano de obra en las Regiones I, XV, XI, XII y provincias de Chiloé y Palena, con el objeto de ajustar al ingreso mínimo mensual la base de cálculo para el otorgamiento de la bonificación que señalan (Boletín N° S 1.905-12).

De la señora Directora Ejecutiva de la Fundación Integra


Envía información acerca de la factibilidad de extender el horario de funcionamiento del jardín infantil y sala cuna “Los Ruiles”, de la comuna de Chanco; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Matta.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el Día Nacional de las Manipuladoras y Manipuladores de Alimentos (Boletines N°s 5.779-04, 10.370-24 y 10.383-24, refundidos).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, con el objetivo de simplificar el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias (Boletín Nº 11.293-06).


Informe complementario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite Constitucional, que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (Boletín N° 9.892-07).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 12 de la ley N° 18.290, de Tránsito, en lo relativo a la licencia profesional (Boletín              Nº 10.800-15).


-- Quedan para Tabla. 


Informe complementario de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite Constitucional, que perfecciona la justicia tributaria y aduanera (Boletín N° 9.892-07).


-- Se toma conocimiento y se manda agregar a sus antecedentes.

Moción


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que deroga los artículos 128, 129 y 130 del Código Civil, relativos a los plazos para que la mujer pueda contraer nuevo matrimonio (Boletín Nº 11.316-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes informes:


Segundos informes de las Comisiones de Salud y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:


1.- Tratar en la sesión de hoy, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, con el objetivo de simplificar el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias (Boletín Nº 11.293-06).


2.- Incluir en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 12, el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata (Boletín Nº 10.277-06), destinando una hora para la discusión de las enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados, que se distribuirá de acuerdo a los tiempos de cada Comité.


3.- Iniciar, en la sesión ordinaria de mañana miércoles 12, la discusión en particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


4.- Proponer a la Sala la designación como representante del Senado ante el Comité Calificador de Donaciones Privadas al ex Senador, señor Carlos Cantero Ojeda.

- - -


A continuación, el Presidente hace presente a la Sala que en la sesión 26ª del día 4 de julio de 2107 se aprobó en general el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Tuma, que modifica el artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas, en lo relativo al límite de descuentos voluntarios en favor de cooperativas (Boletín Nº 11.199-03), iniciativa respecto de la cual no se han presentado indicaciones en el plazo fijado al efecto, por lo que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento de la Corporación, corresponde darla por aprobada también en particular.


Luego, el Presidente declara aprobado en particular el proyecto señalado.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:


“Artículo único.- Reemplázase el inciso primero del artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas, cuyo texto refundido, concordado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, promulgado el año 2003 y publicado el año 2004, por el siguiente: 


“Artículo 54 bis: Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, o bien el límite contemplado en el artículo 95 de la ley N° 18.883, que aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, será del 25% cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio.”.”.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, con el objetivo de simplificar el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias.

(Boletín Nº 11.293-06)


El Presidente, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités, pone en discusión general el proyecto de la referencia.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Montes y Chahuán.


El Presidente declara aprobado en general el proyecto por la unanimidad de los senadores presentes.


La Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto hasta el lunes 17 de julio a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona la justicia tributaria y aduanera.

(Boletín Nº 9.892-07)


El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General recuerda que en sesión de fecha 5 de julio la Sala acordó enviar la iniciativa a un informe complementario de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en lo relativo al artículo 130 del Código Tributario contenido en el número 6 del artículo 2° del proyecto.


Añade que la referida Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Harboe, Larraín y Prokurica, propone reemplazar dicha norma por otra cuyo tenor aclara las dudas de interpretación planteadas a su respecto. 


Agrega luego que con la misma votación propone la sustitución del artículo 125 contenido en el número 1 del artículo 3°, por tratarse de una norma “espejo” -en la Ordenanza de Aduanas- de la del artículo 130 del Código Tributario.


Hace presente que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas.

- - -


Enmiendas propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su informe complementario al texto del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO 2°

Número 6


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 130. Se formará el proceso, en soporte papel, con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio.


Ninguna pieza del proceso podrá retirarse sin que previamente lo decrete el tribunal que conoce de la causa.


Todas las piezas que deben formar el proceso, de conformidad a lo anterior, se irán agregando sucesivamente según el orden de su presentación. Al tiempo de agregarlas, el secretario numerará cada foja en cifras y en letras. Se exceptúan las piezas que, por su naturaleza, no puedan agregarse o que por motivos fundados se manden reservar fuera del proceso.


Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de los autos del proceso.


Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará, para todos los efectos legales, Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema”, y cada uno de los expedientes como Expediente Electrónico.


Las partes, además, podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen en el proceso sean presentados en forma física.


La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y documentos que puedan ser presentados o acompañados en el Sistema.”.

ARTÍCULO 3°

Número 1


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 125. Se formará el proceso, en soporte papel, con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio.


Ninguna pieza del proceso podrá retirarse sin que previamente lo decrete el tribunal que conoce de la causa.


Todas las piezas que deben formar el proceso, de conformidad a lo anterior, se irán agregando sucesivamente según el orden de su presentación. Al tiempo de agregarlas, el secretario numerará cada foja en cifras y en letras. Se exceptúan las piezas que, por su naturaleza, no puedan agregarse o que por motivos fundados se manden reservar fuera del proceso.


Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de los autos del proceso.


Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará, para todos los efectos legales, Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema”, y cada uno de los expedientes como Expediente Electrónico.


Las partes, además, podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen en el proceso sean presentados en forma física.


La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y documentos que puedan ser presentados o acompañados en el Sistema.”.

- - -


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Prokurica, Harboe, Larraín y Coloma.


Enseguida el Presidente propone a la Sala aprobar las enmiendas formuladas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su segundo informe complementario. Así se acuerda y se aprueba por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°20.322, que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera:


1. Agrégase en el artículo 1°, el siguiente número 8°, nuevo, pasando el actual 8° a ser 9°:


“8°. Conocer y declarar, a petición de parte, la nulidad de los actos administrativos que sean materia de una reclamación tributaria o aduanera. Para estos efectos, el vicio deberá hacerse presente o alegarse en la reclamación respectiva.


Los vicios de procedimiento o de forma sólo afectarán la validez del acto administrativo materia del reclamo tributario o aduanero cuando recaigan en algún requisito esencial del mismo, sea por su naturaleza o por mandato del ordenamiento jurídico y generen perjuicio al interesado.”.


2. Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 3º por los siguientes:


“Con asiento en la Región Metropolitana de Santiago, créanse los siguientes Tribunales Tributarios y Aduaneros:


Primer, Segundo, Tercer y Cuarto Tribunal, cada uno con un juez y cuyo territorio jurisdiccional será el correspondiente a la Región Metropolitana.


La distribución de las causas entre los cuatro tribunales de la Región Metropolitana se realizará de acuerdo a un procedimiento objetivo y general que deberá ser establecido mediante auto acordado por la Corte de Apelaciones de Santiago.”.


3. Sustitúyese el artículo 4° por el siguiente:


“Artículo 4°.- Los Tribunales Tributarios y Aduaneros tendrán las siguientes plantas:


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE ARICA Y PARINACOTA

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE TARAPACÁ

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     2

Profesional Experto


     2

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     8


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE ANTOFAGASTA

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE ATACAMA

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero

     1

Secretario Abogado


     1

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE COQUIMBO

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE VALPARAÍSO

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     5

Profesional Experto


     3

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



    12


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DEL LIBERTADOR GENERAL BERNARDO O´HIGGINS

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     1

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     6


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DEL MAULE

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     1

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     6


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DEL BIOBÍO

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     2

Profesional Experto


     2

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     8


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE LA ARAUCANÍA

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     2

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     7


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE LOS RÍOS

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     5


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE LOS LAGOS

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     1

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     6


TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE AYSÉN DEL GENERAL CARLOS IBÁÑEZ DEL CAMPO

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     4

TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN DE MAGALLANES Y LA ANTÁRTICA CHILENA

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Profesional Experto


     1

Administrativo


     1

Auxiliar



     1

Total Planta



     5


PRIMER TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
   
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     6

Profesional Experto


     2

Administrativo


     2

Auxiliar



     1

Total Planta



    13


SEGUNDO TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     6

Profesional Experto


     2

Administrativo


     2

Auxiliar



     1

Total Planta



    13


TERCER TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     6

Profesional Experto


     2

Administrativo


     2

Auxiliar



     1

Total Planta
    


   13


CUARTO TRIBUNAL TRIBUTARIO Y ADUANERO REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO

Cargos



N° de Cargos

Juez Tributario y Aduanero
     
     1

Secretario Abogado


     1

Resolutor



     6

Profesional Experto


     2

Administrativo


     2

Auxiliar



     1

Total Planta



    13


Adicionalmente, cuando las necesidades de estos tribunales lo requieran, se podrá contratar personal bajo el régimen de contrata, salvo que se trate de servicios específicos, los que serán pagados a suma alzada. En ambos casos, se requerirá la autorización previa de la Unidad Administradora a que se refiere el Título II y contar con disponibilidad presupuestaria. La contratación de este personal se efectuará por la mencionada unidad.”.


4. Agrégase al inciso final del artículo 5°, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, las siguientes expresiones: “Una vez efectuado el nombramiento, el Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, mediante resolución, asignará el último nivel de remuneraciones que corresponda al cargo respectivo, de acuerdo al artículo 25. Las modificaciones de dicha resolución se realizarán conforme a lo establecido en el inciso final del precitado artículo.”.


5. Agrégase en el artículo 10 el siguiente inciso final, nuevo:


“Los funcionarios que ocupen el cargo de jueces o secretarios en virtud de la subrogación, cuando ésta se prolongue por más de quince días corridos, con independencia de la calidad jurídica de planta o a contrata que ostente quien subrogue, tendrán derecho a percibir la diferencia que exista entre su sueldo base y el sueldo del cargo que deban subrogar, siempre y cuando el cargo que subrogan se encontrare vacante o si el titular del mismo, por cualquier motivo, no gozare de dicha remuneración o esté haciendo uso de licencias médicas.”.


6. Agrégase en el artículo 13, a continuación de la palabra “feriado”, la palabra “cometidos” seguida de una coma.


7. Modifícase el artículo 16 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “, sea que persigan o no fines de lucro”, por la frase “que persigan fines de lucro”.


b) Reemplázase, en su inciso segundo, la expresión “con los cargos docentes, hasta un máximo de seis horas semanales”, por la frase “con asumir la defensa en causas personales, de su cónyuge o conviviente civil, ascendientes y descendientes, hermanos o pupilos, y con actividades docentes, hasta un máximo de doce horas semanales”.


8. Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- La planta de personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros estará constituida por los siguientes cargos y niveles remuneratorios equivalentes a los de la Escala de Sueldos Base Mensuales del personal de estos tribunales, incluidas todas las asignaciones que correspondan a dichos niveles.

Cargos


N° Cargos
Niveles

Juez Tributario y Aduanero

18
     I

Secretario Abogado


18
     II

Resolutor



38
  III–IV-V

Profesional Experto


25
  III–IV-V

Administrativo


22
 VI-VII-VIII

Auxiliar



18
   IX-X-XI

Total planta



139


El Jefe de la Unidad Administradora de los Tribunales Tributarios y Aduaneros determinará el nivel de remuneraciones que le corresponderá al resolutor, profesional experto, administrativo y auxiliar. Mediante una resolución, fijará asimismo los criterios objetivos para la determinación del nivel de remuneraciones que le será aplicable a dichos cargos, entre los cuales considerará los años de experiencia laboral y nivel académico. Además considerará, cuando corresponda, las calificaciones obtenidas por el personal, la capacitación pertinente y la experiencia en los niveles respectivos.”.


Artículo 2°.- Modifícase el artículo 1° del decreto ley N°830, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que contiene el Código Tributario, en el siguiente sentido:


1. Agrégase en el número 6° de la letra B del artículo 6° la siguiente oración a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido: “Cuando dichas sentencias sean dictadas en procesos de reclamación, la facultad de disponer el cumplimiento administrativo de las mismas comprende la potestad de girar las costas que en ellas se decreten cuando resulte vencido el contribuyente.”.


2. Sustitúyese en el inciso quinto del artículo 53, la expresión “Tesorero Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial”.


3. Modifícase el artículo 63 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la expresión “podrá ampliar” por la palabra “ampliará”.


b) Incorpórase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“Cuando del tenor de la respuesta a la citación o de los antecedentes aportados resulte necesario solicitar al contribuyente que aclare o complemente su respuesta y, o presente antecedentes adicionales respecto de los impuestos, períodos y partidas citadas, podrá requerírsele para que así lo haga, dentro del plazo de un mes, sin que ello constituya una nueva citación. Los antecedentes requeridos en el ejercicio de esta facultad y que no fueren acompañados dentro del plazo indicado serán inadmisibles como prueba en el juicio, en los términos regulados en el inciso duodécimo del artículo 132 de este mismo Código.”.


4. Incorpórase en el artículo 114 el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En los mismos plazos relativos a los crímenes o simples delitos prescribirá la acción para perseguir la aplicación de la pena de multa, cuando se ejerza la opción a que se refiere el inciso tercero del artículo 162 de este Código.”.


5. Modifícase el artículo 123 bis en el siguiente sentido:


a) En la letra a) reemplázase la palabra “quince” por “treinta”.


b) En la letra b) reemplázase la palabra “cincuenta” por “noventa”.


c) En la letra c) sustitúyese la expresión “no interrumpirá” por el vocablo “suspenderá”.


6. Reemplázase el artículo 130 por el siguiente:


“Artículo 130. Se formará el proceso, en soporte papel, con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio.


Ninguna pieza del proceso podrá retirarse sin que previamente lo decrete el tribunal que conoce de la causa.


Todas las piezas que deben formar el proceso, de conformidad a lo anterior, se irán agregando sucesivamente según el orden de su presentación. Al tiempo de agregarlas, el secretario numerará cada foja en cifras y en letras. Se exceptúan las piezas que, por su naturaleza, no puedan agregarse o que por motivos fundados se manden reservar fuera del proceso.


Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de los autos del proceso.


Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará, para todos los efectos legales, Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema”, y cada uno de los expedientes como Expediente Electrónico.


Las partes, además, podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen en el proceso sean presentados en forma física.


La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y documentos que puedan ser presentados o acompañados en el Sistema.”.


7. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 131 bis por el siguiente:


“Se dejará registro en el expediente electrónico y en el sitio en Internet a que se refiere el inciso anterior de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos registros no invalidarán la notificación.”.


8. Modifícase el artículo 132 en el siguiente sentido:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero, de oficio o a petición de parte, deberá llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 132 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia oral. En dicha audiencia, el Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia de conciliación se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Constituirán, para estos efectos, sesiones sucesivas, aquellas que tuvieran lugar en el día siguiente o subsiguiente de funcionamiento ordinario del Tribunal.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la expresión “anterior, haya o no contestado el Servicio”, por “primero, cuando la conciliación, o parte de ésta, fuera rechazada”.


c) En el inciso cuarto, reemplázase la palabra “dos” por “cinco”.


d) Incorpóranse los siguientes incisos decimoséptimo y decimoctavo, nuevos, pasando el actual decimosexto a ser decimonoveno:


“Vencido el término de prueba, y dentro de los diez días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Cumplido este plazo, se hayan o no presentado escritos, el Tribunal Tributario y Aduanero, a petición de parte, podrá llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 132 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia en los términos del inciso segundo.


Si se rechaza la conciliación, existan o no diligencias pendientes, el Tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.”.


e) Reemplázase, en el inciso final, la expresión “el vencimiento del término probatorio”, por la frase “que el Tribunal dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior”.


9. Agrégase el siguiente artículo 132 bis, nuevo:


“Artículo 132 bis.- La conciliación a que se refiere el artículo 132 podrá ser total o parcial. Será materia de conciliación el litigio sometido al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero, incluyendo la existencia de los elementos que determinan la ocurrencia del hecho gravado establecido en la ley; la cuantía o monto del o los impuestos determinados y de los reajustes, intereses o multas; la calificación jurídica de los hechos conforme a los antecedentes aportados en el procedimiento, la ponderación o valoración de las pruebas respectivas y la existencia de vicios o errores manifiestos de legalidad, ya sea de forma o fondo, siempre que todo lo anterior haya sido alegado expresamente por el contribuyente en el reclamo o se trate de casos en que el tribunal pueda pronunciarse de oficio.


En ningún caso la conciliación podrá consistir en la mera disminución del monto del o los impuestos adeudados, salvo cuando ello se funde en la existencia de errores de hecho o de derecho en su determinación, o en antecedentes que permitan concluir que no concurren los elementos del hecho gravado establecido en la ley o cuando los impuestos determinados resulten ser excesivos conforme a los demás antecedentes tenidos a la vista con motivo de la conciliación. La conciliación tampoco podrá tener por objeto el saneamiento de aquellos vicios de fondo que den lugar a la nulidad del acto administrativo reclamado, ni de los vicios de forma que cumplan con los requisitos a que se refiere el párrafo segundo del numeral 8° del artículo 1° de la ley N°20.322. En la o las audiencias de conciliación que se lleven a cabo, el Servicio, conforme a sus facultades legales, podrá proponer la condonación total o parcial de los intereses penales o multas aplicados, conforme a los criterios generales que fije mediante resolución.


El llamado a conciliación no procederá en los procedimientos reglados en los artículos 4° quinquies, 100 bis, 160 bis, 161 y 165 de este Código; en aquellos que digan relación con hechos respecto de los cuales el Servicio haya ejercido la acción penal, y en los reclamos de liquidaciones, resoluciones o giros de impuesto que se relacionen con los hechos conocidos en los procedimientos a que se refiere este inciso.


El juez deberá rechazar el acuerdo cuando no se cumplan los requisitos que establece este artículo o recaiga sobre materias respecto de las cuales no se admite conciliación.


Sobre las bases de arreglo y la conciliación efectuada conforme a los incisos anteriores deberá pronunciarse el Director, quien podrá aceptarla o rechazarla. La decisión del Director, cuando consista en aceptar la conciliación, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se basa, y las condiciones de dicha aceptación. El Director deberá pronunciarse sobre la conciliación dentro de los treinta días siguientes al término de la audiencia, estando facultado para aceptarla o rechazarla total o parcialmente. En caso de no pronunciarse en dicho plazo, se entenderá que rechaza las bases de arreglo y la conciliación.


De la conciliación total o parcial se levantará acta que consignará las especificaciones del arreglo y los antecedentes de hecho y de derecho en que se funda, la cual suscribirán el juez y las partes. Una vez aprobada la conciliación mediante resolución fundada por el Tribunal Tributario y Aduanero, se considerará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales. Contra la resolución que aprueba la conciliación solo procederá el recurso contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.”.


10. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 133, la frase “inciso segundo del artículo 132” por la expresión “inciso tercero del artículo 132”.


11. Reemplázase en el artículo 144 la palabra “decimocuarto” por el vocablo “decimoquinto”.


12. Agrégase en el inciso primero del artículo 155, a continuación de la expresión “acto u omisión”, las dos veces que aparece, la expresión “ilegal o arbitrario”.


13. Modifícase el artículo 161 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el párrafo segundo del número 3 de su inciso primero la expresión “el Juez de Letras de Mayor Cuantía en lo Civil que corresponda”, por la frase “el Tribunal que la dictó, dentro del término de cinco días, contado desde la notificación de la resolución respectiva”.


b) Reemplázase en su inciso final la frase “el juez de letras en lo civil de turno del domicilio del contribuyente”, por la expresión “el Juez Tributario y Aduanero competente, en el plazo de diez días contados desde la notificación de la resolución respectiva”.


14. Reemplázase en el párrafo primero del número 6° del artículo 165 la palabra “quinto” por el vocablo “trigésimo”.


15. Modifícase el artículo 169 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


b) Agrégase en su inciso tercero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Decretada la exclusión y durante el tiempo que esta dure, no se devengarán intereses moratorios ni multas, cuando estas últimas procedan.”.


16. Modifícase el artículo 170 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en sus incisos primero y cuarto la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


b) Elimínase en su inciso tercero la expresión “del departamento respectivo”.


c) Reemplázase en su inciso final la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


17. Modifícase el artículo 171 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso cuarto la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


b) Reemplázase en su inciso final la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


18. Reemplázase en el artículo 172 y en el inciso segundo del artículo 174 la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


19. Modifícase el artículo 175 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en su inciso tercero la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


b) Agrégase en el inciso final, a continuación del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En estos casos se podrá comparecer sin necesidad de ser representados por abogado habilitado para el ejercicio de la profesión.”.


20. Sustitúyese en los incisos primero y segundo del artículo 176 la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


21. Modifícase el artículo 177 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse en el N°3 de su inciso primero la oración “Si no concurrieren estos requisitos el Tribunal la desechará de plano.”, por “Corresponderá al juez sustanciador efectuar el examen de admisibilidad y si no concurrieren estos requisitos la desechará de plano.”.


b) Sustitúyese en su inciso tercero la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


c) Sustitúyese en su inciso sexto la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


22. Modifícase el artículo 178 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


c) Sustitúyese en su inciso tercero la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


d) Sustitúyense en su inciso cuarto las expresiones “Tesorero Comunal”, las dos veces que aparece, y “Abogado Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial” y “Abogado del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.


e) Sustitúyese en su inciso quinto la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


23. Modifícase el artículo 179 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Tesorero Comunal” por “Tesorero Regional o Provincial”.


b) Sustitúyense en su inciso segundo las expresiones “Abogado Provincial” y “Tesorería Comunal” por “Abogado del Servicio de Tesorerías” y “Tesorería Regional o Provincial”, respectivamente.


c) Reemplázanse en su inciso tercero las expresiones “Abogado Provincial” y “cinco” por “Abogado del Servicio de Tesorerías” y “quince”, respectivamente.


d) Sustitúyese en su inciso cuarto la frase “el Abogado Provincial dentro del plazo de cinco días” por “el Abogado del Servicio de Tesorerías dentro del plazo de quince días” y agréganse a continuación de las expresiones “juzgue oportuno en relación a ella”, las siguientes “, solicitud que se tramitará incidentalmente, conforme a las normas del Código de Procedimiento Civil.”.


e) Reemplázanse en su inciso quinto las expresiones “Tesorería Comunal” y “Abogado Provincial” por “Tesorería Regional o Provincial” y “Abogado del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.


24. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 180 la expresión “Juez de Letras de Mayor Cuantía del Departamento” por “juez ordinario civil competente”.


25. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 181 la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”. 


26. Modifícase el artículo 184 en el siguiente sentido:


a) Reemplázanse en el inciso segundo las expresiones “en la casa de martillo que se señale en el escrito respectivo del Abogado Provincial.” por “o habiéndola, siempre que así lo ordene el juez civil, serán entregadas en la casa de martillo que se señale en el escrito respectivo del Abogado del Servicio de Tesorerías o en la que el tribunal designe.”.


b) Reemplázanse en el inciso tercero las expresiones “el Tesorero Comunal, sin derecho a comisión por ello.”, por “un funcionario de la Dirección de Crédito Prendario o el martillero que el tribunal designe.”.


27. Reemplázase en el inciso primero del artículo 185 la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


28. Sustitúyense en el artículo 186 las expresiones “Abogado Provincial” y “Abogados Provinciales” por “Abogado del Servicio de Tesorerías” y “Abogados del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.


29. Sustitúyense en el inciso primero del artículo 190 las expresiones “Tesorero Comunal” y “Abogado Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial” y “Abogado del Servicio de Tesorerías”, respectivamente.


30. Reemplázase en el artículo 191 la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


31. Modifícase el artículo 193 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso primero “Abogados Provinciales” por “Abogados del Servicio de Tesorerías”.


b) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”, las dos veces que aparece.


c) Sustitúyese en su inciso segundo la expresión “Tesorero Provincial” por “Tesorero Regional o Provincial”.


32. Reemplázanse en el artículo 194 las expresiones “la Tesorería Comunal. El valor de sus actuaciones lo percibirán a medida que los contribuyentes enteren en Tesorería, las respectivas costas de cobranza.” por “el Servicio de Tesorerías. El valor de sus actuaciones lo percibirán de los contribuyentes a medida que éstos obtengan el alzamiento de las medidas inscritas o anotadas.”.


33. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 197 la expresión “Tesorería Comunal” por “Tesorería Regional o Provincial”.


34. Reemplázase en el artículo 198 el guarismo “37” por “117” y el guarismo “4.558” por “20.720”.


35. Modifícase el artículo 199 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “Abogado Provincial” por “Abogado del Servicio de Tesorerías”.


b) Reemplázase en su inciso segundo la expresión “Tesoreros Comunales” por “Tesoreros Regionales o Provinciales”.


36. Incorpórase en el inciso cuarto del artículo 200, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Si se requiere al contribuyente en los términos del inciso tercero del artículo 63, los plazos señalados se aumentarán en un mes.”.


Artículo 3°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N°30, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N°213, de 1953, del Ministerio de Hacienda, sobre Ordenanza de Aduanas, en el siguiente sentido:


1. Sustitúyese el artículo 125 por el siguiente:


“Artículo 125. Se formará el proceso, en soporte papel, con los escritos, documentos y actuaciones de toda especie que se presenten o verifiquen en el juicio.


Ninguna pieza del proceso podrá retirarse sin que previamente lo decrete el tribunal que conoce de la causa.


Todas las piezas que deben formar el proceso, de conformidad a lo anterior, se irán agregando sucesivamente según el orden de su presentación. Al tiempo de agregarlas, el secretario numerará cada foja en cifras y en letras. Se exceptúan las piezas que, por su naturaleza, no puedan agregarse o que por motivos fundados se manden reservar fuera del proceso.


Durante la tramitación, sólo las partes podrán imponerse de los autos del proceso.


Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal Tributario y Aduanero mantendrá registro de todos sus procedimientos, causas o actuaciones judiciales en medio digital o electrónico apto para producir fe y que permita garantizar la conservación y reproducción de su contenido. Dicho registro se denominará, para todos los efectos legales, Sistema de Administración de Causas Tributarias y Aduaneras, en adelante “el Sistema”, y cada uno de los expedientes como Expediente Electrónico.


Las partes, además, podrán hacer sus presentaciones al Tribunal por medio digital o electrónico, cargando sus escritos y documentos en el Sistema a través del sitio en Internet de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, el cual entregará el comprobante de recepción correspondiente cuando éstos hayan sido recibidos, debiendo el Tribunal incorporar la impresión de los escritos al expediente físico. No obstante lo anterior, el Tribunal podrá exigir que los documentos y demás pruebas que se acompañen en el proceso sean presentados en forma física.


La Corte Suprema, mediante auto acordado, fijará los requisitos que estime pertinentes para el adecuado funcionamiento del Sistema, reglando, entre otras materias, el tamaño o peso máximo de los archivos que contengan los escritos y documentos que puedan ser presentados o acompañados en el Sistema.”.


2. Sustitúyese el inciso segundo del artículo 127 por el siguiente: 


“Se dejará registro en el expediente electrónico y en el sitio en Internet a que se refiere el inciso anterior de haberse efectuado la publicación y de su fecha. Los errores u omisiones en dichos registros no invalidarán la notificación.”.


3. Modifícase el artículo 128 en el siguiente sentido:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal Tributario y Aduanero deberá, de oficio o a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 128 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia oral. En dicha audiencia, el Juez Tributario y Aduanero propondrá las bases de arreglo, sin que las opiniones emitidas con tal propósito lo inhabiliten para seguir conociendo de la causa. La audiencia de conciliación se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión. Para estos efectos, constituirán sesiones sucesivas aquellas que tuvieren lugar en el día siguiente o subsiguiente del funcionamiento ordinario del Tribunal.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la expresión “anterior, haya o no contestado el Servicio” por la frase “primero, cuando la conciliación o parte de ésta fuera rechazada”.


c) Reemplázase en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la palabra “dos” por “cinco”.


d) Incorpóranse los siguientes incisos decimoctavo y decimonoveno, nuevos, pasando el actual decimoséptimo a ser vigésimo:


“Vencido el término de prueba, y dentro de los diez días siguientes, las partes podrán hacer por escrito las observaciones que el examen de la prueba les sugiera. Cumplido este plazo, se hayan o no presentado escritos, el Tribunal Tributario y Aduanero podrá, a petición de parte, llamar a las mismas a conciliación de conformidad al artículo 128 bis, citándolas para tales efectos a una audiencia en los términos del inciso segundo.


Si se rechaza la conciliación, existan o no diligencias pendientes, el Tribunal deberá citar a las partes a oír sentencia.”.


e) Reemplázase en el inciso final la expresión “el vencimiento del término probatorio”, por la frase “que el Tribunal dicte la resolución a que se refiere el inciso anterior”.


4. Agrégase el siguiente artículo 128 bis:


“Artículo 128 bis.- La conciliación a que se refiere el artículo 128 podrá ser total o parcial. Será materia de conciliación el litigio sometido al conocimiento del Tribunal Tributario y Aduanero, incluyendo la existencia de los elementos que determinan el nacimiento de la obligación tributario aduanera, su cuantía o el monto de los derechos, impuestos o multas determinados; la calificación jurídica de los hechos conforme a los antecedentes aportados en el procedimiento, la ponderación o valoración de las pruebas respectivas y la existencia de los vicios o errores manifiestos de legalidad, ya sea de forma o de fondo, siempre que todo lo anterior haya sido alegado expresamente en el reclamo o se trate de casos en que el Tribunal pueda pronunciarse de oficio.


En ningún caso la conciliación podrá consistir en la mera disminución del monto del o los derechos aduaneros o impuestos adeudados, salvo cuando ello se funde en la existencia de errores de hecho o de derecho en su determinación, o en antecedentes que permitan concluir que no concurren los elementos del hecho gravado establecido en la ley o cuando los impuestos determinados resulten ser excesivos conforme a los demás antecedentes tenidos a la vista con motivo de la conciliación. La conciliación tampoco podrá tener por objeto el saneamiento de aquellos vicios de fondo que den lugar a la nulidad del acto administrativo reclamado, ni de los vicios de forma que cumplan con los requisitos a que se refiere el párrafo segundo del numeral 8° del artículo 1° de la ley N°20.322. En la o las audiencias de conciliación que se lleven a cabo, el Servicio podrá proponer la condonación total o parcial de las multas aplicadas, conforme a los criterios generales que fije mediante resolución.


El llamado a conciliación será también aplicable en el procedimiento establecido en el artículo 186 bis, en los mismos términos que establece el presente artículo, caso en el cual la aprobación o rechazo deberá efectuarla el Director Regional o Administrador de Aduana respectivo. Sin embargo, no procederá el llamado a conciliación en el procedimiento especial de reclamo por vulneración de derechos.


El juez deberá rechazar el acuerdo cuando no se cumplan los requisitos que establece este artículo o recaiga sobre materias respecto de las cuales no se admite conciliación.


Sobre las bases de arreglo y la conciliación efectuada conforme a los incisos anteriores, deberá pronunciarse el Director, quien podrá aceptarla o rechazarla. La decisión del Director, cuando consista en aceptar la conciliación, deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se basa y las condiciones de dicha aceptación. El Director deberá pronunciarse sobre la conciliación dentro de los treinta días siguientes al término de la audiencia, estando facultado para aceptarla o rechazarla total o parcialmente. En caso de no pronunciarse en dicho plazo, se entenderá que rechaza las bases de arreglo y la conciliación.


De la conciliación total o parcial se levantará acta, que consignará las especificaciones del arreglo y los antecedentes de hecho y de derecho en que se funda, la cual suscribirán el juez y las partes. Una vez aprobada la conciliación mediante resolución fundada por el Tribunal Tributario y Aduanero, se considerará como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales. Contra la resolución que aprueba la conciliación solo procederá el recurso contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil.


5. Sustitúyese en el artículo 129 H la palabra “decimoquinto” por “decimosexto”.


6. Reemplázase el inciso segundo del artículo 186 bis por el siguiente:


“En contra de la sentencia definitiva del Tribunal Tributario y Aduanero sólo procederá el recurso de apelación, en el solo efecto devolutivo y aquél contemplado en el inciso primero del artículo 182 del Código de Procedimiento Civil. El recurso de apelación sólo podrá interponerse contra sentencias definitivas referidas a denuncias infraccionales cuya cuantía sea igual o superior a 100 Unidades Tributarias Mensuales.”.


Artículo 4°.- Derógase el artículo primero transitorio de la ley N°20.752.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Las disposiciones contenidas en el artículo 1° de esta ley, con excepción de las contenidas en los numerales 4) y 8), que se sujetarán a lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio, entrarán en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- Las disposiciones del artículo 2° entrarán en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de la fecha de su publicación en el Diario Oficial. Sin perjuicio de lo anterior, las modificaciones contempladas en los números 6) y 7) del artículo 2° entrarán en vigencia transcurrido un año contado desde la fecha antes referida.


Para efectos de la modificación efectuada por el número 6) del artículo 2°, los Tribunales Tributarios y Aduaneros deberán cargar los expedientes físicos que se tramitaban antes de la vigencia de esta ley en el Sistema, siempre y cuando el peso de archivos a cargar, medido en megabytes, según lo determinado por la Corte Suprema, no exceda el límite establecido.


Las modificaciones establecidas en los números 5), 8) y 15), letra b), serán aplicables para los recursos de reposición administrativa voluntaria, reclamaciones o multas efectuadas o emitidas a partir de la entrada en vigencia de dichas disposiciones. En caso que se hubiese presentado una reposición administrativa voluntaria con anterioridad a la entrada en vigencia de estas normas, dicha reposición y el eventual reclamo se sujetarán a las normas vigentes en el momento de su presentación.


Artículo tercero.- El artículo 3° entrará en vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial, salvo lo dispuesto en el número 1) del referido artículo 3° que entrará en vigencia transcurrido un año contado desde la precitada fecha.


Artículo cuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


a) Sustituir el Sistema de Remuneraciones del Personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros y fijar uno nuevo. Este sistema deberá contemplar, entre otras, la Escala de Sueldos Base Mensuales del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros; asignación de Responsabilidad para Juez Tributario y Aduanero y Secretario Abogado; remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y/o a la calidad de los servicios prestados; bonificación por obtención de título profesional para administrativo y auxiliar; asignación de zona, y asignación de antigüedad para Resolutor, Profesional Experto, Administrativo y Auxiliar. Además, establecerá los montos o bases de cálculo de las remuneraciones que fije, requisitos para el otorgamiento de las mismas, su periodicidad de pago, determinará si constituye o no base de cálculo de otras remuneraciones y las demás características de ellas y toda otra norma necesaria para su aplicación. Asimismo, podrá establecer las normas transitorias para la aplicación del Sistema, incluidas las remuneraciones variables y otras asignaciones del mismo.


b) Establecer los criterios para determinar los procedimientos y mecanismos de fijación, control y evaluación de metas correspondientes a las remuneraciones ligadas al desempeño, a los resultados y, o a la calidad de los servicios prestados.


c) Determinar la o las fechas de entrada en vigencia del nuevo Sistema de Remuneraciones del Personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, pudiendo establecer gradualidades. También determinará la fecha de entrada en vigencia de las modificaciones introducidas al artículo 25 de la ley N°20.322 que se refieran a las remuneraciones de dicho personal incluido su inciso final, incorporadas por la presente ley. Además, fijará la fecha de supresión del Sistema de Remuneraciones establecido en el decreto con fuerza de ley N°3, de 2009, del Ministerio de Hacienda.


d) El uso de la facultad señalada en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal que afecte:


i. No podrá significar disminución de remuneraciones y cualquiera diferencia deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del Sector Público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


ii. El personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros que se encuentre en funciones a la época de entrada en vigencia del nuevo Sistema de Remuneraciones de dichos Tribunales, pasará a tener el nivel tope de remuneraciones asignado para el cargo que se encuentre desempeñando.


iii. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


Artículo quinto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, con cargo al presupuesto de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda. No obstante lo anterior, dicho Ministerio, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar ese presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería.


(Boletín N° 10.995-0)


El Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia en su despacho, calificándola de “simple”.


Agrega que el objetivo principal de la iniciativa es establecer con rango legal un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería, de forma tal que goce de mayor estabilidad y otorgue certeza jurídica a los beneficiarios, sea compatible y complementario con otros instrumentos de apoyo a la pequeña minería que están actualmente implementados por el Ministerio de Minería y la Empresa Nacional de Minería.


Añade que la Comisión de Minería y Energía discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores García Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica.


Hace presente que el artículo 6 tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 21 votos favorables.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella la Ministra de Minería, señora Williams, y los Honorables Senadores señores García Huidobro, Prokurica y Pizarro.


Enseguida pone en votación general el proyecto de ley.


El resultado es de 27 votos favorables.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Quinteros, García Huidobro, Girardi, Guillier y Navarro y señora Pérez San Martín.


El Presidente declara aprobado en general el proyecto de ley.


Interviene la Ministra de Minería, señora Williams, para agradecer el despacho de la iniciativa en esta instancia.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Minería y Energía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


La Sala acuerda un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley hasta el día 31 de julio a las 12:00 horas.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la norma de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Bianchi, De Urresti, García y Navarro, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 29ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 12 DE JULIO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Harboe, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurre el Ministro de Hacienda, señor Valdés.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

CUENTA

Informe


De la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como comisionados integrantes del Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero, a los señores Kevin Cowan Logan, Mauricio Larraín Errázuriz, señora Rosario Celedón Förster y señor Christian Larraín Pizarro, por los períodos que indica (con la urgencia del inciso segundo del N°5) del artículo 53 de la Carta Fundamental) (Boletín N° S 1.941-05).


-- Queda para la Tabla de esta sesión.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como comisionados integrantes del Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero, a los señores Kevin Cowan Logan, Mauricio Larraín Errázuriz, señora Rosario Celedón Förster y señor Christian Larraín Pizarro, por los períodos que indica.

(Boletín Nº S 1.941-05)


El Presidente pone en discusión la solicitud de S. E. la Presidenta de la República.


El Secretario General informa que la Comisión de Hacienda deja constancia por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Montes y Pizarro, de que en la designación de integrantes del señalado Consejo se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico.


Hace presente que el acuerdo para nombrar a los comisionados integrantes de este Consejo requiere el voto favorable de cuatro séptimos de los señores senadores en ejercicio, esto es, 21 votos.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Montes, que en su calidad de Presidente de la Comisión de Hacienda informa a la Sala, y Coloma.


El Presidente pone en votación la proposición del Ejecutivo.


El resultado es de 27 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Girardi, Harboe, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores García y Navarro.


El Presidente declara aprobada la proposición.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Letelier.

- - -


Interviene luego el Ministro de Hacienda, señor Valdés, quien agradece la aprobación de la Sala.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado a S. E. la Presidenta de la República es el que sigue:


“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de hoy, ha dado su acuerdo a vuestra proposición de designar a las siguientes personas, por los períodos que en cada caso se indican, como comisionados integrantes del Consejo de la Comisión para el Mercado Financiero:


1) Al señor Kevin Cowan Logan, por un período de seis años.


2) Al señor Mauricio Larraín Errázuriz, por un período de seis años.


3) A la señora Rosario Celedón Förster, por un período de tres años.


4) Al señor Christian Larraín Pizarro, por un período de tres años.”.

- - -


El Presidente declara terminada la sesión especial.


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 30ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 12 DE JULIO DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurren los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; Secretaria General de Gobierno, señora Narváez; de Educación, señora Delpiano; de Justicia y Derechos Humanos, señor Campos; de Salud, señora Castillo; y de la Mujer y la Equidad de Género, señora Pascual. Asimismo los Subsecretarios de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Cifuentes, y de la Mujer y la Equidad de Género, señora Pérez. También está presente la asesora de la Ministra de Salud, señora Robledo.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 26ª, ordinaria, de martes 4 de julio; y 27ª, ordinaria, del día siguiente; que no han sido observadas.
- - -

CUENTA

Mensajes

Cinco de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


Con los dos que siguen, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas de ley:


1) La que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


2) La que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04).


Con los dos últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2) El que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (Boletín N° 10.995-08).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de la sentencia pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del inciso undécimo del artículo 132 del Código Tributario.


-- Se manda archivar el documento.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 196 ter de la ley Nº 18.290, de Tránsito.


- Artículos 113, inciso primero y 119, del Código de Procedimiento Civil.


- Artículo 19 de la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, para analizar la posibilidad de implementar un plan de emergencia para Aysén, en consideración a la compleja situación que afecta a la zona por el incendio de la Planta Friosur de Puerto Chacabuco.

De la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones


Remite respuesta a inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor García, para estudiar un eventual subsidio para el transporte rural, no subvencionado, de la junta de vecinos Hacienda Allipen, que comprende el tramo a Freire.


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a datos estadísticos de los accidentes automovilísticos ocurridos en la ruta 5 sur entre Castro y Quellón, en los últimos tres años.

De la señora Subsecretaria de Educación


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, en relación a la posibilidad de establecer un plan piloto en la Región de Magallanes y Antártica Chilena para el pago de la deuda histórica que el Estado mantiene con los profesores. 


Da respuesta a petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca de la posibilidad de destinar recursos a la Universidad de Atacama, por los daños causados por las lluvias que afectaron a la Región, para normalizar su proceso educativo. 


Envía información acerca del reconocimiento de estudios técnicos y de los títulos otorgados en hotelería del colegio General Velásquez Bórquez, de Puchuncaví; materia consultada en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín.
Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social


Adjunta respuesta a solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del derecho que le asiste a la persona individualizada para obtener pensión básica solidaria de vejez.

Del señor Secretario General (S) de la JUNJI


Anexa antecedentes relativos al programa de compras a pequeños agricultores, como parte de las exigencias a los proveedores del Programa de Alimentación Escolar; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata.

(Boletín Nº 10.277-06)


El Presidente pone en discusión el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el proyecto inició su tramitación en el Senado, y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó cuatro enmiendas a su texto, de las cuales las tres primeras recaen en el artículo 2°, y la última, en el artículo 12.


Hace presente que las enmiendas que recaen en el artículo 2° inciden en normas que tienen el carácter de rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables.

- - -


Las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados al texto que despachó el Senado en su segundo trámite constitucional son las que siguen:

ARTÍCULO 2

Inciso primero


- Ha reemplazado la palabra “Coihueco” por “Quillón”.

Inciso segundo


- Ha intercalado entre las expresiones “Ñiquén,” y “San Fabián” la siguiente: “Coihueco,”.

Inciso tercero


- Ha sustituido la expresión “, Ránquil y Quillón” por “y Ránquil”.

ARTÍCULO 12


- Lo ha sustituido por el siguiente:


“Artículo 12.- Por el solo ministerio de la ley los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la VIII Región del Biobío a la fecha de publicación de la presente ley podrán operar entre el límite norte de la XVI Región y el límite sur de la VIII Región, manteniendo la actual área de operación pesquera. La misma norma se aplicará tratándose de las nuevas inscripciones realizadas por reemplazos o transmisión de los derechos por sucesión por causa de muerte, referidas a inscripciones vigentes a la fecha de publicación de la presente ley, que se efectúen de conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura.


La misma norma regirá respecto de las organizaciones de pescadores artesanales que tengan áreas de manejo con plan de manejo aprobado, o que tengan autorizada la realización de un proyecto de manejo y explotación del área por parte de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, respecto de un área de manejo que por efectos de esta ley, resulte ubicada en una región distinta a aquélla del domicilio de la organización respectiva.


Con excepción de lo dispuesto en el inciso primero, toda nueva inscripción en el registro pesquero artesanal que sea practicada a partir de la fecha de publicación de la presente ley habilitará la actividad pesquera en la región en que sea requerida conforme a los límites administrativos fijados en esta ley.


No obstante lo anterior, y para efectos de lo dispuesto en los incisos quinto y sexto del artículo 50 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderá que los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la VII Región del Maule y de la VIII Región del Biobío podrán extender el área de operaciones a cada una de dichas regiones, según corresponda, las que se considerarán regiones contiguas para los efectos establecidos en el procedimiento contemplado en dicha norma, sin necesidad de que concurra el acuerdo de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la XVI Región de Ñuble. Igual disposición regirá tratándose de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la IX Región de La Araucanía y de la XVI Región de Ñuble, en cuyo caso tampoco se requerirá que concurra el acuerdo de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la VIII Región del Biobío.


Los decretos supremos reglamentarios y los actos administrativos que hayan sido dictados en conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura y que sean aplicables en la VIII Región del Biobío se entenderá que incluyen a la XVI Región de Ñuble.”.

- - -


El Presidente recuerda que los Comités acordaron en su sesión de ayer discutir durante una hora esta iniciativa, debiéndose distribuir entre los Comités el tiempo de los parlamentarios que intervendrán.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señora Pérez San Martín, señores Pérez Varela, Quinteros y Moreira, señora Goic y señores De Urresti y Larraín.


El Presidente pone en votación las enmiendas.


El resultado es de 26 votos a favor y 2 en contra.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señores Montes y Pizarro.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Harboe y Chahuán, señora Von Baer y señores Navarro y Guillier.

- - -


El Presidente declara aprobadas las enmiendas.


Queda terminada la tramitación de este proyecto de ley.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo 1º.- Créase la XVI Región de Ñuble, capital Chillán, que comprende las Provincias de Diguillín, de Punilla y de Itata que se crean en virtud del artículo siguiente.


Artículo 2º.- Créase la Provincia de Diguillín, que comprende las comunas de: Chillán, Chillán Viejo, Quillón, Bulnes, San Ignacio, El Carmen, Pinto, Pemuco y Yungay. Su capital es la ciudad de Bulnes.


Créase la Provincia de Punilla, que comprende las comunas de: San Carlos, Ñiquén, Coihueco, San Fabián y San Nicolás. Su capital es la ciudad de San Carlos.


Créase la Provincia de Itata, que comprende las comunas de Quirihue, Cobquecura, Ninhue, Treguaco, Coelemu, Portezuelo y Ránquil. Su capital es la ciudad de Quirihue.


Artículo 3°.- Agrégase el siguiente numeral 16) en el artículo 1° de la ley N° 19.379, que fija Plantas de Personal de los Servicios Administrativos de los Gobiernos Regionales:


“16) Planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Ñuble:

Planta/Cargo



Grado

N° Cargos

Total

DIRECTIVOS-CARGOS DE

EXCLUSIVA CONFIANZA

Jefes de División


4°


3










3

DIRECTIVOS-CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTÍCULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

Jefe de Departamento


5°

1

Jefe de Departamento


6°

2

Jefe de Departamento


7°

2

Jefe de Departamento


8°

2










7

PROFESIONALES

Profesionales



4°

2

Profesionales



5°

2

Profesionales



6°

2

Profesionales



7°

2

Profesionales



8°

3

Profesionales



9°

3

Profesionales



10°

2

Profesionales



11°

2

Profesionales



12°

2

Profesionales



13°

1










21

TÉCNICOS

Técnicos



10°

1

Técnicos



13°

1










2

ADMINISTRATIVOS

Administrativos


12°

1

Administrativos


14°

1

Administrativos


15°

1

Administrativos


16°

1

Administrativos


18°

1

Administrativos


20°

1










6

AUXILIARES

Auxiliares



19°

1

Auxiliares



21°

1

Auxiliares



22°

1

Auxiliares



23°

1

Auxiliares



24°

1

Auxiliares



26°

1










6

TOTAL








45”.


Artículo 4º.- Créanse en la planta del Servicio de Gobierno Interior, contemplada en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 60/18.834, del Ministerio del Interior, de 1990, los siguientes cargos:

Planta/Cargo


Grado

N° Cargos

Total

AUTORIDADES

DE GOBIERNO

Intendente


1-A

1

Gobernador


3°

2









3

DIRECTIVOS-CARGOS DE CARRERA REGIDOS POR EL ARTÍCULO 8° DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 29, DE 2004, DEL MINISTERIO DE HACIENDA

Jefe de Departamento

6°

1

Jefe de Departamento

8°

3

Jefe de Departamento

9°

3

Jefe de Departamento

10°

2









9

PROFESIONALES

Profesionales


7°

1

Profesionales


9°

2









3

TÉCNICOS

Técnicos


14°

1

Técnicos


15°

2









3

ADMINISTRATIVOS

Administrativos

15°

3

Administrativos

16°

2

Administrativos

17°

1









6

AUXILIARES

Auxiliares


20°

6









6

TOTAL







30.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


1) Modifícase el artículo 179 en los siguientes términos:


a) Reemplázase, en el 19° distrito, la expresión “Quillón, Bulnes, Cabrero y Yumbel,” por “Quillón y Bulnes,”.


b) Sustitúyese, en el 21er distrito, la locución “San Rosendo y Laja,” por “San Rosendo, Laja, Cabrero y Yumbel,”.


2) Modifícase el inciso tercero del artículo 180 del modo que sigue:


a) Reemplázase, en el acápite correspondiente a la 10a circunscripción, el guarismo “5” por “3”.


b) Agrégase el siguiente acápite final: 


“16ª. circunscripción, constituida por la XVI Región de Ñuble, 2 senadores.”.


Artículo 6º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1) Modifícase el artículo 16 de la manera que sigue: 


a) Elimínanse, en el acápite “Octava Región del Biobío”, los párrafos primero, segundo y tercero.


b) Agrégase, a continuación del acápite correspondiente a la “Región Metropolitana de Santiago”, lo siguiente:


“Decimosexta Región de Ñuble:


San Carlos, con un juez, con competencia sobre las comunas de San Carlos, Ñiquén y San Fabián.


Chillán, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de San Nicolás, Chillán, Coihueco, Pinto y Chillán Viejo.


Yungay, con un juez, con competencia sobre las comunas de El Carmen, Pemuco, Yungay y Tucapel.”.


2) Modifícase el artículo 21 de la siguiente forma: 


a) Elimínase, en el acápite “Octava Región del Biobío”, el párrafo primero.


b) Agrégase, a continuación del acápite correspondiente a la “Región Metropolitana de Santiago”, lo siguiente:


“Decimosexta Región de Ñuble:


Chillán, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Cobquecura, Quirihue, Ninhue, San Carlos, Ñiquén, San Fabián, San Nicolás, Treguaco, Portezuelo, Chillán, Coihueco, Coelemu, Ránquil, Pinto, Quillón, Bulnes, San Ignacio, El Carmen, Pemuco, Yungay, Tucapel y Chillán Viejo.”.


3) Modifícase el artículo 35 del modo que sigue:


a) Suprímese, en el acápite “A.- JUZGADOS CIVILES:”, el párrafo primero.


b) Elimínanse, en el acápite “B.- JUZGADOS CON COMPETENCIA COMÚN:”, los párrafos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto.


4) Agrégase el siguiente artículo 39 quáter:


“Artículo 39 quáter.- En la Decimosexta Región de Ñuble existirán los siguientes juzgados de letras, que tendrán competencia en los territorios que se indican:


A.- JUZGADOS CIVILES:


Dos juzgados de letras en lo civil, con asiento en la comuna de Chillán, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo.


B.- JUZGADOS CON COMPETENCIA COMÚN:


Un juzgado con asiento en la comuna de San Carlos, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de San Carlos, Ñiquén, San Fabián y San Nicolás.


Un juzgado con asiento en la comuna de Yungay, con competencia sobre las comunas de Yungay, Pemuco, El Carmen y Tucapel.


Un juzgado con asiento en la comuna de Bulnes, con competencia sobre las comunas de Bulnes, Quillón y San Ignacio.


Un juzgado con asiento en la comuna de Coelemu, con competencia sobre las comunas de Coelemu y Ránquil.


Un juzgado con asiento en la comuna de Quirihue, con competencia sobre las comunas de Quirihue, Ninhue, Portezuelo, Treguaco y Cobquecura.”.


5) Modifícase el artículo 55 del siguiente modo: 


a) Sustitúyese, en el literal k), la expresión “provincia de Ñuble” por “Decimosexta Región, de Ñuble”.


b) Reemplázase, en el literal n), la frase “las provincias de Valdivia y Ranco, de la Décimo Cuarta Región de Los Ríos,” por “la Decimocuarta Región de Los Ríos”.


Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 4° de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia:


1) Suprímese el párrafo primero del literal h.


2) Agrégase, a continuación de la letra ñ), el siguiente literal o:


“o. Decimosexta Región de Ñuble:


Chillán, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo.”.


Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° de la ley N° 20.022, que crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica:


1) Suprímese, en el literal h, la expresión “Chillán con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo;”.


2) Agrégase la siguiente letra ñ: 


“ñ. Decimosexta Región de Ñuble:


Chillán, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo.”.


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 415 del Código del Trabajo:


1) Suprímese, en el literal h, la expresión “Chillán, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo, y”.


2) Agrégase el siguiente literal p:


“p. Decimosexta Región de Ñuble: 


Chillán, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Chillán, Pinto, Coihueco y Chillán Viejo.”.


Artículo 10.- Intercálase en el literal c) del artículo 5° de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, a continuación de la palabra “regiones”, la expresión “de Ñuble,”.


Artículo 11.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica de Tribunales Tributarios y Aduaneros, contenida en el artículo primero de la ley N° 20.322, que Fortalece y Perfecciona la Jurisdicción Tributaria y Aduanera:


1) Intercálase, en el acápite noveno del inciso primero del artículo 3°, a continuación de la palabra “la”, la expresión “XVI Región de Ñuble y la”.


2) Reemplázase, en el sexto apartado del inciso primero del artículo 4°, la expresión “VIII REGIÓN” por “XVI y VIII REGIÓN”.


3) Sustitúyese, en el quinto apartado del inciso tercero del artículo 10, la expresión “VIIIa Región” por “XVIa y VIIIa Regiones”.


Artículo 12.- Por el solo ministerio de la ley los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la VIII Región del Biobío a la fecha de publicación de la presente ley podrán operar entre el límite norte de la XVI Región y el límite sur de la VIII Región, manteniendo la actual área de operación pesquera. La misma norma se aplicará tratándose de las nuevas inscripciones realizadas por reemplazos o transmisión de los derechos por sucesión por causa de muerte, referidas a inscripciones vigentes a la fecha de publicación de la presente ley, que se efectúen de conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura.


La misma norma regirá respecto de las organizaciones de pescadores artesanales que tengan áreas de manejo con plan de manejo aprobado, o que tengan autorizada la realización de un proyecto de manejo y explotación del área por parte de la Subsecretaría de Pesca y Acuicultura, respecto de un área de manejo que por efectos de esta ley, resulte ubicada en una región distinta a aquélla del domicilio de la organización respectiva.


Con excepción de lo dispuesto en el inciso primero, toda nueva inscripción en el Registro Pesquero Artesanal que sea practicada a partir de la fecha de publicación de la presente ley habilitará la actividad pesquera en la región en que sea requerida conforme a los límites administrativos fijados en esta ley.


No obstante lo anterior, y para efectos de lo dispuesto en los incisos quinto y sexto del artículo 50 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, se entenderá que los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la VII Región del Maule y de la VIII Región del Biobío podrán extender el área de operaciones a cada una de dichas regiones, según corresponda, las que se considerarán regiones contiguas para los efectos establecidos en el procedimiento contemplado en dicha norma, sin necesidad de que concurra el acuerdo de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la XVI Región de Ñuble. Igual disposición regirá tratándose de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la IX Región de La Araucanía y de la XVI Región de Ñuble, en cuyo caso tampoco se requerirá que concurra el acuerdo de los pescadores artesanales inscritos en el Registro Pesquero Artesanal de la VIII Región del Biobío.


Los decretos supremos reglamentarios y los actos administrativos que hayan sido dictados en conformidad con la Ley General de Pesca y Acuicultura y que sean aplicables en la VIII Región del Biobío se entenderá que incluyen a la XVI Región de Ñuble.


Artículo 13.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, promulgado el año 1991 y publicado el año 1992: 


1) Reemplázase, en el literal d) del inciso primero del artículo 150, la expresión “la Región” por “las Regiones XVI de Ñuble y”.


2) Sustitúyese, en el párrafo quinto de la letra g) del inciso primero del artículo 152, la expresión “la VIII Región” por “las XVI y VIII Regiones”. 


Artículo 14.- Las normas legales, reglamentarias y demás disposiciones que aludan a la Provincia de Ñuble se entenderán referidas a la Región de Ñuble. Las que actualmente se refieren a la Región del Biobío o a la VIII Región deberán entenderse referidas a ambas regiones.


Artículo 15.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia  se financiará con reasignaciones internas en los presupuestos de los ministerios, servicios y organismos respectivos. 


Artículo 16.- La presente ley entrará en vigencia un año después del día de su publicación, fecha a contar de la cual se nombrará al Intendente de la Región de Ñuble y a los Gobernadores de las Provincias de Diguillín, de Punilla y de Itata.


Artículo 17.- Modifícase el artículo 72 de la ley N° 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, creando en la planta de personal treinta y seis nuevos cargos que incrementarán el correspondiente número que para cada uno de ellos establece esta norma: Fiscal Regional, un cargo; Fiscal Adjunto, 2 cargos; Director Ejecutivo Regional, un cargo; Jefe de Unidad, 6 cargos; Profesionales, 10 cargos; Técnicos, 5 cargos; Administrativos, 8 cargos, y Auxiliares, 3 cargos.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- El Gobierno Regional del Biobío transferirá en dominio, a título gratuito, al Gobierno Regional de Ñuble, los bienes inmuebles de su propiedad situados en el territorio de la nueva región, quedando autorizado para efectuar estas transferencias por el solo ministerio de la ley.


El Conservador de Bienes Raíces procederá a inscribir los inmuebles que se transfieran a nombre del Gobierno Regional de Ñuble en virtud de requerimiento escrito del intendente de esa región. La transferencia de bienes indicada estará exenta de impuesto y de los derechos que procedan por tales inscripciones.


Los créditos y obligaciones contraídos por el Gobierno Regional del Biobío con anterioridad a la vigencia de la presente ley, que correspondan o incidan en el territorio de la Región de Ñuble, serán administrados por aquél con cargo al presupuesto de la nueva región.


Artículo segundo.- El Consejo Regional de la Región de Ñuble se constituirá el día de entrada en vigencia de la presente ley, integrándose con los actuales consejeros elegidos en representación de la Provincia de Ñuble, quienes permanecerán en sus cargos por el tiempo que reste para completar el respectivo período, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.


Artículo tercero.- La distribución del 90% del Fondo Nacional de Desarrollo Regional del primer año presupuestario de vigencia de la presente ley se efectuará considerando el mismo número de regiones existente en el año precedente y el monto que resulte para la Región del Biobío se distribuirá entre la nueva Región de Ñuble y la Región del Biobío ya modificada, considerando las dos variables establecidas en el artículo 76 de la ley N° 19.175.


Artículo cuarto.- Entre la fecha de publicación de esta ley y la de su vigencia, el Gobierno Regional del Biobío deberá disponer las acciones necesarias para determinar los derechos y obligaciones que corresponderán al Gobierno Regional de Ñuble y para asegurar su adecuado funcionamiento. Con tal objeto, reunirá antecedentes sobre proyectos de inversión y estudios pendientes de financiamiento o en ejecución, contratos y convenios existentes que afecten el territorio de la Región de Ñuble, como asimismo en relación con los bienes muebles e inmuebles a que se refieren las letras a) y b) del artículo 69 de la ley Nº 19.175 y al presupuesto del Gobierno Regional a que alude la disposición precedente, comprendiendo además toda información que afecte el territorio de la nueva región. Los antecedentes deberán ser entregados al Gobierno Regional de Ñuble dentro de los primeros diez días de vigencia de la presente ley.


Artículo quinto.- Otórganse las siguientes facultades al Presidente de la República:


1. Para que en el plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscritos además por el ministro del ramo, modifique las plantas de personal de ministerios, servicios y organismos públicos, con el fin de dotar a la Región de Ñuble y a las Provincias de Diguillín, de Punilla y de Itata del personal necesario para el funcionamiento de aquéllos en el nivel regional y provincial, según corresponda. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear empleos en las plantas y escalafones de personal de directivos correspondientes, fijar sus grados de ubicación, determinar requisitos para el ingreso y promoción; transformar cargos existentes, nominar determinados empleos y realizar todas las adecuaciones que sean necesarias.


No obstante lo señalado en el párrafo precedente, los nombramientos y la primera provisión de dichos cargos creados mediante los citados decretos con fuerza de ley podrán realizarse de forma gradual.


2. Para que en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, y suscritos además por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, traspase al Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región de Ñuble, sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, hasta seis funcionarios de la planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región del Biobío. Del mismo modo, traspasará los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


Los cargos que quedaren vacantes se suprimirán de pleno derecho en la planta de personal del Servicio Administrativo del Gobierno Regional de la Región del Biobío. Del mismo modo, la dotación máxima de éste disminuirá en el número de cargos traspasados.


Los traspasos de personal que se dispongan de conformidad con esta norma no serán considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


La aplicación de esta norma no significará disminución de remuneraciones ni modificaciones de los derechos estatutarios y previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.


Artículo sexto.- El Presidente de la República, a contar de la publicación de la presente ley, podrá designar en comisión de servicio en el Gobierno Regional de Ñuble a un funcionario público de la Administración Centralizada o Descentralizada, por un plazo máximo de un año, con el objeto de apoyar la instalación y gestión del mismo.


Artículo séptimo.- Mientras no se establezcan en la Región de Ñuble las respectivas secretarías regionales ministeriales, las direcciones regionales de los servicios públicos centralizados y las direcciones de los servicios territorialmente descentralizados, que correspondan, los órganos de la Administración de la Región del Biobío continuarán cumpliendo las respectivas funciones y ejercerán sus atribuciones en el territorio de ambas regiones.


Los secretarios regionales ministeriales, mientras ejerzan su competencia en la forma señalada en el inciso precedente, serán colaboradores directos de ambos intendentes, entendiéndose igualmente subordinados a los mismos, en relación a lo propio del territorio de cada región, para efecto de lo dispuesto en el artículo 62 de la ley Nº 19.175, correspondiéndoles integrar, asimismo, los gabinetes regionales en las dos regiones. En todo caso, en el evento de quedar vacante el cargo mencionado precedentemente, la terna para su provisión será elaborada por el Intendente de la Región del Biobío.


A su vez, los directores regionales quedarán subordinados al respectivo intendente, a través del correspondiente secretario regional ministerial, para efecto de la ejecución de las políticas, planes y programas de desarrollo regional aprobados y financiados por el Gobierno Regional de que se trate.


En el caso de que, a la fecha de vigencia de esta ley, existan secretarías regionales ministeriales o direcciones regionales de servicios públicos con sede en la Provincia de Ñuble, las normas previstas en los incisos precedentes serán aplicables a la Región del Biobío.


Artículo octavo.- A contar de la fecha de publicación de esta ley, corresponderá al Ministro del Interior y Seguridad Pública, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, coordinar la acción de los ministerios y servicios públicos para instalar y determinar la localización de las secretarías regionales ministeriales y direcciones regionales o provinciales que sean necesarias en las Regiones de Ñuble y del Biobío, velando por asegurar una gestión eficiente, eficaz y adecuadamente desconcentrada de los órganos que integran la administración pública regional. Asimismo, prestará asesoría y coordinará la acción del Gobierno Regional del Biobío para el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio de la presente ley.


Artículo noveno.- Para los efectos del primer pago a los funcionarios del Gobierno Regional de Ñuble de los incrementos por desempeño institucional y colectivo, a que se refieren las letras b) y c) del artículo 3º de la ley Nº 19.553, dentro de los primeros noventa días de vigencia de la presente ley se fijarán los objetivos de gestión señalados en el artículo 6º de dicho texto legal y se suscribirá el convenio de desempeño a que alude el artículo 7º del mismo, procediendo tal pago a contar del primero de enero del segundo año de vigencia de la presente ley.


Artículo décimo.- El Intendente de la Región de Ñuble procederá a designar en la planta del Servicio Administrativo del Gobierno Regional, a que se refiere el artículo 3º, a contar de la fecha de vigencia de esta ley, en calidad de titulares, a quienes desempeñarán los empleos de jefes de división y, en carácter de suplentes, a las personas que ocuparán los cargos de carrera que sean necesarios para efectos de constituir el comité de selección a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y de asegurar el debido y oportuno cumplimiento de las funciones propias del Gobierno Regional en la región antes mencionada.


Artículo undécimo.- Las normas consignadas en el artículo 5º permanente de esta ley entrarán en vigencia treinta días antes de la oportunidad señalada en el inciso primero del artículo 6º de la ley Nº 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 24 transitorio de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, los senadores en ejercicio a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, electos por la 10ª circunscripción a que se refiere el artículo 180 de la citada norma, representarán a la Región de Ñuble hasta que asuman sus funciones los senadores que sean elegidos por la nueva 16ª circunscripción que se crea mediante esta ley. 


Del mismo modo, los diputados en ejercicio al momento de entrar en vigencia la presente norma legal, electos por el 19° distrito establecido en el artículo 179 de la ley N° 18.700, continuarán representando a las comunas de Yumbel y Cabrero hasta que asuman sus funciones los diputados que sean elegidos por el 21er distrito modificado por la presente ley.


Artículo duodécimo.- El Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura deberá reorganizar de oficio las inscripciones de la VIII y XVI Regiones, conforme al domicilio de los pescadores artesanales.


Artículo decimotercero.- Los cargos creados en el artículo 17 de la presente ley en la planta del personal del Ministerio Público, que a continuación se indican: Fiscal adjunto, 2 cargos, Jefe de Unidad, 1 cargo; Profesionales, 2 cargos; y Administrativos, 1 cargo, serán provistos cuando el sistema de análisis criminal y focos investigativos, creado por ley N° 20.861, se implemente en la Región de Ñuble, lo cual será definido mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos.”.

- - -


El Presidente suspende la sesión y cita a una reunión de los Comités.


Se reanuda la sesión.


El Secretario General informa a la Sala los acuerdos adoptados por los Comités, que son los que siguen:


1.- Realizar una sesión especial el miércoles 19 de julio de 11:00 a 13: 30 horas, para tratar la grave crisis que afecta al Servicio Nacional de Menores y la Política Nacional de la Infancia.


2.- Respecto del tratamiento del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11):


- Fijar hasta las 12:00 horas del lunes 17 de julio del presente, el plazo para renovar indicaciones y presentar solicitudes de votaciones separadas.


- Citar a sesión especial para el próximo lunes 17 de julio, de 16:00 a 21:00 horas, para su análisis.


- Continuar su tratamiento en la sesión ordinaria del martes 18, de 15:00 horas hasta su total despacho.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del aborto por tres causales.
(Boletín Nº 9.895-11)

El Presidente pone en discusión en particular el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “discusión inmediata”.

Agrega que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 25 de enero de 2017, y cuenta con segundos informes de las Comisiones de Salud y de Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y con informe de la Comisión de Hacienda.


Añade que las Comisiones de Salud y de Constitución dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 3° y el artículo transitorio del proyecto no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deberán darse por aprobadas, salvo que algún senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.


Señala enseguida que la Comisión de Salud efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las que aprobó por mayoría de votos, con excepción de algunos ajustes de redacción de carácter formal, refrendados de igual modo por la Comisión de Constitución, entre los cuales se encuentra el eliminar en todas las disposiciones del proyecto las expresiones “(a)”, “(la)”, “(a la)” y “(as)” que se utilizan para las diferenciaciones de género. La modificación que fue aprobada por unanimidad en Salud fue posteriormente (otra modificación de Salud) enmendada en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento por mayoría de votos y se dará a conocer en su oportunidad.


Informa luego que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por su parte, efectuó además diversas enmiendas al texto despachado por la Comisión de Salud, todas las cuales aprobó solo por mayoría de votos.


Indica que entre las enmiendas aprobadas por mayoría se encuentran las recaídas en los incisos cuarto, quinto y sexto del artículo 119 propuesto en el numeral 1 del artículo 1°, normas que son de rango orgánico constitucional y que requerirán para su aprobación 21 votos favorables.


Manifiesta que por otra parte, el mismo inciso sexto que cité precedentemente tiene, además, el carácter de norma de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación de 19 votos favorables.


Por último, expresa que la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las normas de su competencia, incisos décimo primero, décimo segundo, décimo tercero y décimo cuarto del artículo 119 contenido en el numeral 1 del artículo 1°; y en el artículo transitorio, y no introdujo enmiendas al texto despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Modificaciones propuestas por la Comisión de Salud al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1°

Número 1


- Al final del inciso segundo del artículo 119, escribir con mayúsculas iniciales las palabras “Derechos”, “Personas” y “Discapacidad”.


- Sustituir los incisos cuarto a octavo, por los siguientes incisos cuarto a décimo cuarto:


“Tratándose de una niña menor de 14 años, además de su voluntad, la interrupción del embarazo deberá contar con la autorización de su representante legal, o de uno de ellos, a elección de la niña, si tuviere más de uno. A falta de autorización, entendiendo por tal la negación del representante legal, o si éste no es habido, la niña, asistida por un integrante del equipo de salud podrá solicitar la intervención del juez para que constate la ocurrencia de la causal. El tribunal resolverá la solicitud de interrupción del embarazo sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la niña y, si lo estimare procedente, al integrante de éste que la asista. 


Cuando a juicio del médico existan antecedentes para estimar que solicitar la autorización del representante legal podría genera a la menor de 14 años, o a la mujer declarada judicialmente incapaz por causa de demencia, un riesgo grave de maltrato físico o psíquico, coacción, abandono, desarraigo u otras acciones u omisiones que vulneren su integridad, se prescindirá de tal autorización y se solicitará una autorización judicial sustitutiva. Para efectos de este inciso la opinión del médico deberá constar por escrito.


La autorización judicial sustitutiva regulada en los incisos anteriores será solicitada al juez con competencia en materia de familia del lugar donde se encuentre la menor de 14 años o la mujer declarada judicialmente incapaz por causa de demencia. El procedimiento será reservado, no será admitida oposición alguna de terceros; la resolución que deniega la autorización será apelable y se tramitará según lo establecido en el artículo 69, inciso quinto, del Código Orgánico de Tribunales.


La voluntad de interrumpir el embarazo manifestada por una adolescente de 14 años y menor de 18 deberá ser informada a su representante legal. Si la adolescente tuviere más de uno, sólo se informará al que ella señale.


Si a juicio del equipo de salud existen antecedentes que hagan deducir razonablemente que proporcionar esta información al representante legal señalado por la adolescente podría generarle a ella un riesgo grave de maltrato físico o psíquico, coacción, abandono, desarraigo u otras acciones u omisiones que vulneren su integridad, se prescindirá de la comunicación al representante, y en su lugar se informará al adulto familiar que la adolescente indique y, en caso de no haberlo, al adulto responsable que ella señale.


En el caso de que la adolescente se halle expuesta a alguno de los riesgos referidos en el inciso anterior, el jefe del establecimiento hospitalario o clínica particular deberá informar al tribunal con competencia en materia de familia que corresponda, para que adopte las medidas de protección que la ley establece.


El prestador de salud deberá proporcionar a la mujer información veraz sobre las características de la prestación médica, según lo establecido en los artículos 8° y 10 de la ley N° 20.584. Asimismo, deberá entregarle información verbal y escrita sobre las alternativas a la interrupción del embarazo, incluyendo la de programas de apoyo social, económico y de adopción disponibles. La información será siempre completa y objetiva y su entrega en ningún caso podrá estar destinada a influir en la voluntad de la mujer. No obstante lo anterior, el prestador de salud deberá asegurarse de que la mujer comprende todas las alternativas que tiene el procedimiento de interrupción, antes de que este se lleve a cabo, y de que no sufra coacción de ningún tipo en su decisión. 


En el marco de las tres causales reguladas en el inciso primero, la mujer tendrá derecho a un programa de acompañamiento, tanto en su proceso de discernimiento, como durante el período siguiente a la toma de decisión, que comprende el tiempo posterior al parto o a la interrupción del embarazo, según sea el caso. Este acompañamiento incluirá acciones de acogida y apoyo biopsicosocial ante la confirmación del diagnóstico y en cualquier otro momento de este proceso. En caso de continuación del embarazo, junto con ofrecer el apoyo descrito, se otorgará información pertinente a la condición de salud y se activarán las redes de apoyo. Este acompañamiento sólo podrá realizarse en la medida que la mujer lo autorice, deberá ser personalizado y respetuoso de su libre decisión. En el caso de concurrir la circunstancia descrita en el número 3) del inciso primero, se proveerá a la mujer de la información necesaria para que pueda presentar una denuncia.


En la situación descrita en el número 2) del inciso primero, el prestador de salud proporcionará los cuidados paliativos que el caso exija, tanto si se trata del parto como de la interrupción del embarazo con sobrevivencia del nacido.


Las prestaciones incluidas en el programa de acompañamiento a las mujeres que se encuentren en alguna de las tres causales, serán reguladas por un decreto de las autoridades a que se refiere la letra b) del artículo 143 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006. Asimismo se establecerán los criterios para la confección de un listado de instituciones sin fines de lucro que ofrezcan apoyo adicional al programa de acompañamiento, el que deberá ser entregado de acuerdo al inciso décimo primero.


En el caso de que el acompañamiento no sea ofrecido en los términos regulados en este artículo, la mujer podrá recurrir a la instancia de reclamo establecida en el artículo 30 de la ley N° 20.584. Ante este reclamo, el prestador de salud deberá dar respuesta por escrito dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde el día hábil siguiente a su recepción y, de ser procedente, adoptar las medidas necesarias para corregir las irregularidades reclamadas dentro del plazo máximo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la respuesta. Si la mujer presentare un reclamo ante la Superintendencia de Salud, de ser procedente según las reglas generales, ésta deberá resolverlo y podrá recomendar la adopción de medidas correctivas de las irregularidades detectadas, dentro de un plazo no superior a treinta días corridos.”.

Número 2


- Insertar en los incisos primero, segundo y tercero el sintagma “del inciso primero”, a continuación de las expresiones “número 1)”, “número 2)” y “número 3), respectivamente.


- Además, suprimir en el inciso segundo las oraciones “En caso de que se requiera una intervención médica inmediata e impostergable, podrá prescindirse de la ratificación. Tratándose del diagnóstico de un embarazo ectópico no se requerirá la ratificación para interrumpir el embarazo.”.

Número 3


- En el primer inciso del artículo 119 ter, intercalar las palabras “inciso primero del”, antes de la expresión “artículo 119”.


- En el mismo inciso, insertar la expresión “de inmediato”, entre el vocablo “reasignar” y los términos “otro médico cirujano”.


- También en el inciso primero agregar al final la siguiente oración: “Dichos protocolos deben asegurar la atención médica de las pacientes que requieren la interrupción de su embarazo en conformidad a los artículos anteriores.”.


- En el inciso tercero del artículo 119 ter, incluir la preposición “de” entre los vocablos “caso” y “que”, e intercalar el sintagma “del inciso primero, antes de la expresión “del artículo 119”.


- También en el inciso tercero insertar la siguiente oración final: “Tampoco podrá excusarse si es inminente el vencimiento del plazo establecido en la causal del numeral 3) del inciso primero del artículo 119.”.

Número 4


- En el inciso primero del artículo 119 quáter, intercalar el sintagma “del inciso primero, antes de la expresión “del artículo 119”.


- Agregar al mencionado artículo 119 quáter el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Lo anterior no obsta al cumplimiento de los deberes de información por parte del Estado ni a lo dispuesto en el párrafo 4º del título II de la ley N° 20.584.”. 

Artículo 2°

Número 2


- Sustituir el encabezado del número 2 por el texto siguiente:


“2. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 345:


a) Reemplázase el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 345.- El facultativo que abusando de su oficio causare el aborto o cooperare a él, incurrirá en las penas señaladas en el art 342 aumentadas en un grado, o en dos grados si se acreditara habitualidad.”.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:”.

Número 3


- Eliminarlo, incluido el artículo 345 bis.


- Finalmente, eliminar en todas y cada una de las disposiciones del proyecto las siguientes expresiones: “(a)”, “(la)”, “(a la)” y “(as)”. 

- - -


Enmiendas propuestas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento al proyecto de ley despachado en particular por la Comisión de Salud:

Artículo 1º

Número 1


- Reemplazar el encabezado del inciso primero del artículo 119 del Código Sanitario por el siguiente:


“Artículo 119. Mediando la voluntad de la mujer, se autoriza la interrupción de su embarazo por un médico cirujano, en los términos regulados en los artículos siguientes, cuando:”.

Causal número 1


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Causal número 2


- Sustituirla por la que sigue:


“2) El embrión o feto padezca una patología congénita adquirida o genética, incompatible con la vida extrauterina independiente, en todo caso de carácter letal.”.

Causal número 3


- Reemplazarla por la siguiente:


“3) Sea resultado de una violación, siempre que no hayan transcurrido más de doce semanas de gestación. Tratándose de una niña menor de 14 años, la interrupción del embarazo podrá realizarse siempre que no hayan transcurrido más de catorce semanas de gestación.”.

Inciso segundo


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Inciso tercero


- Sustituir la frase inicial “Si la mujer ha sido declarada incapaz judicialmente por causa de demencia,” por “Si la mujer ha sido judicialmente declarada interdicta por causa de demencia”, seguida de una coma (,).

Inciso cuarto


- Reemplazar su oración final por las siguientes:


“El tribunal resolverá la solicitud de interrupción del embarazo sin forma de juicio y verbalmente, a más tardar dentro de las 48 horas siguientes a la presentación de la solicitud, con los antecedentes que le proporcione el equipo de salud, oyendo a la niña y al representante legal que haya denegado la autorización. Si lo estimare procedente, podrá también oír a un integrante del equipo de salud que la asista.”.

Inciso quinto


- Sustituir la expresión “o a la mujer declarada judicialmente incapaz por causa de demencia,” por “o a la mujer judicialmente declarada interdicta por causa de demencia” seguida de una coma (,).

Inciso sexto


- Sustituirlo por el siguiente:


“La autorización judicial sustitutiva regulada en los incisos anteriores será solicitada al juez con competencia en materia de familia del lugar donde se encuentre la menor de 14 años o la mujer judicialmente declarada interdicta por causa de demencia. El procedimiento será reservado y no será admitida oposición alguna de terceros distintos al representante legal que hubiere denegado la autorización. La resolución que deniegue la autorización será apelable y se tramitará según lo establecido en el artículo 69, inciso quinto, del Código Orgánico de Tribunales.”. 

Incisos séptimo, octavo, noveno y décimo


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Inciso décimoprimero


- En su primera oración, intercalar la expresión “anterior y” entre los vocablos “tiempo” y “posterior”.

Inciso décimosegundo


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Inciso décimotercero


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Inciso décimocuarto


- Agregar, al final de este inciso, la siguiente oración, precedida de un punto seguido (.):


“Sin perjuicio de lo anterior, toda mujer que hubiere sido discriminada arbitrariamente en el proceso de acompañamiento podrá hacer efectiva la acción de no discriminación arbitraria contemplada en los artículos 3° y siguientes de la ley N° 20.609, que establece medidas contra la discriminación.”. 

Número 2

Artículo 119 bis del Código Sanitario

Inciso primero


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Inciso segundo


- Sustituirlo por el siguiente:


“En el caso del número 2) del inciso primero del artículo referido, para realizar la intervención se deberá contar con dos diagnósticos médicos en igual sentido de médicos especialistas. Todo diagnóstico deberá constar por escrito y realizarse en forma previa.”.

Inciso tercero


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Inciso cuarto


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Inciso quinto


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

° ° °

Inciso sexto, nuevo


- Agregar a continuación del inciso quinto, el siguiente, nuevo:


“En todos los casos anteriores se respetará el principio de confidencialidad en la relación entre médico y paciente, adoptándose las medidas necesarias para resguardar su aplicación efectiva.”.

° ° °

Inciso sexto


- Pasa a ser inciso séptimo, con el texto aprobado por la Comisión de Salud.

Número 3

Artículo 119 ter

Inciso primero


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud, con las siguientes enmiendas:


a) Intercalar a continuación de la expresión “y previa.” la siguiente oración: “De este mismo derecho gozará el resto del personal profesional al que corresponda desarrollar sus funciones al interior del pabellón quirúrgico durante la intervención.”.


b) Sustituir la expresión “médico cirujano”, la segunda vez que aparece, por “profesional no objetante”.


c) Agregar la siguiente oración final: “La objeción de conciencia es de carácter personal y en ningún caso puede ser invocada por una institución.”.

Inciso segundo


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud, reemplazando la expresión “el médico cirujano” por “el profesional”.

Inciso tercero


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Número 4

Artículo 119 quáter


- Aprobar el texto de la Comisión de Salud.

Artículo 2°


- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Reemplázase el artículo 344 del Código Penal por el siguiente:”.


“Artículo 344. La mujer que, fuera de los casos permitidos por la ley, causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause, será castigada con presidio menor en su grado máximo.


Si lo hiciere por ocultar su deshonra, incurrirá en la pena de presidio menor en su grado medio.”.”.

Número 2


- Desechar la proposición aprobada por la Comisión de Salud, manteniéndose, en consecuencia, el texto actualmente vigente del artículo 345 del Código Penal. 

Número 3


- Acoger la eliminación propuesta por la Comisión de Salud.

Artículo 3°


- Acoger la disposición aprobada por la Comisión de Salud.

° ° °

Artículo 4°, nuevo


- Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Procesal Penal:


a) Intercálase, en la letra d) del inciso primero del artículo 175, entre las palabras “delito,” e “y”, la siguiente frase: “con excepción de aquellos establecidos en los incisos primero y segundo del artículo 344 del Código Penal”, y


b) Intercálase, en el inciso primero del artículo 200, entre la forma verbal “encontrado” y el punto seguido, que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “con excepción de los delitos establecidos en los incisos primero y segundo del artículo 344 del Código Penal”.”.

° ° °

Artículo transitorio


- Acoger la disposición aprobada por la Comisión de Salud.

Proposición final de la Comisión de Salud en relación al lenguaje

utilizado en el proyecto en materia de género


- Acogerla.

- - -


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Montes, Araya y Girardi, quienes expusieron a la Sala los informes de las Comisiones de Hacienda; de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Salud, respectivamente.


El Presidente declara concluido el Orden del Día.

INCIDENTES

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, García y Matta, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -

Incidentes


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Girardi, en el tiempo del Comité Partido Por la Democracia; Letelier, en el tiempo  del Comité Partido Socialista e Independiente; Coloma y García Huidobro en el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente; y, Montes, en el tiempo del Comité Partido Socialista e Independiente.

El Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.
- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, SOBRE EDUCACIÓN SUPERIOR

(10.783-04)
Oficio Nº 13.405

VALPARAÍSO, 18 de julio de 2017

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley sobre Educación Superior, correspondiente al boletín N° 10.783-04, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES Y SUBSECRETARÍA DE EDUCACIÓN SUPERIOR

Párrafo 1° Disposiciones Generales

Artículo 1.- La educación superior es un derecho, cuya provisión debe estar al alcance de todas las personas, de acuerdo a sus capacidades y méritos, para que puedan desarrollar sus talentos; asimismo, debe servir al interés general de la sociedad y se ejerce conforme a las normas, condiciones y requisitos que se establecen en la ley y sus normas complementarias, a las garantías constitucionales y a los tratados internacionales ratificados por Chile, en el marco de un Estado democrático de derecho.

La educación superior cumple un rol social que tiene como finalidad la generación y desarrollo del conocimiento, sus aplicaciones, el cultivo de las ciencias, la tecnología, las artes y las humanidades; así como también la vinculación con la comunidad a través de la difusión, valorización y transmisión del conocimiento, además del fomento de la cultura en sus diversas manifestaciones, con el objeto de aportar al desarrollo sustentable, al progreso social, cultural, científico, tecnológico de las regiones, del país y de la comunidad internacional.

Asimismo, la educación superior busca la formación integral y ética de las personas, orientada al desarrollo del pensamiento autónomo y crítico, que les incentive a participar y aportar activamente en los distintos ámbitos de la vida en sociedad, de acuerdo a sus diversos talentos, intereses y capacidades.

La educación superior debe orientarse y tener como base la transformación del pensamiento, que permita la renovación de los actuales paradigmas, considerando el fenómeno de la globalización y la creciente interdependencia de los ámbitos económicos, sociales ambientales, así como la gestión de un devenir común y el desarrollo de una identidad local y planetaria, de la conciencia y la responsabilidad compartida. A su vez, debe tener siempre como finalidad el desarrollo humano, de las sociedades y el respeto por otras formas de organización social, modos de vida y cultura, los demás seres vivos y el medio ambiente en que estos viven y se desarrollan.

Artículo 2.- El Sistema de Educación Superior (en adelante en este título, indistintamente, “el Sistema”) se inspira, además de los principios establecidos en el artículo 3 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación, (en adelante en esta ley “decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”) en los siguientes principios:

a) Autonomía. El Sistema reconoce y garantiza la autonomía de las instituciones de educación superior, entendida ésta como la potestad para determinar y conducir sus fines y proyectos institucionales, dentro del marco establecido por la ley. Asimismo, las instituciones de educación superior deben ser independientes de limitaciones a la libertad académica y de cátedra, provenientes de controladores o entes externos a la misma, orientando su ejercicio al cumplimiento de los fines y demás principios de la educación superior, buscando la consecución del bien común y el desarrollo del país y sus regiones.

La autonomía comprende la dimensión académica, económica y administrativa, de conformidad a la ley y, en especial, las normas del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

b) Calidad. El Sistema debe orientarse a la búsqueda de la excelencia, al asegurar la calidad de los procesos y resultados en el cumplimiento de sus funciones, además de fomentar el desarrollo de trayectorias formativas a lo largo de la vida de las personas.

En la búsqueda de la excelencia, la educación superior debe estar motivada en alcanzar una mejor construcción y transmisión del conocimiento en conjunto con los estudiantes y la promoción de su creatividad, de una actitud crítica, orientada a la superación de los límites del conocimiento, a la constante innovación para alcanzar el bienestar, y al respeto por el medio ambiente.

c) Cooperación y colaboración. El Sistema fomentará la efectiva cooperación y colaboración, entre los subsistemas y las instituciones de educación superior que los componen, como factor importante para la búsqueda de la calidad y la equidad, así como también para promover la transmisión y construcción permanente del conocimiento y de las buenas prácticas académicas e institucionales. De igual manera, la actuación conjunta de ellas, estará orientada a la consecución de sus objetivos, en el marco de los fines de la educación superior, de su naturaleza transformadora y de sus principios, siendo un aporte a la paz, al respeto mutuo y a la convivencia democrática.

d) Diversidad de proyectos educativos institucionales. El Sistema promueve y respeta la diversidad de procesos y proyectos educativos, que se expresa en la pluralidad de visiones y valores sobre la sociedad y las formas de búsqueda del conocimiento y su transmisión a los estudiantes y a la sociedad.

e) Inclusión. El Sistema promoverá la inclusión de los estudiantes en las instituciones de educación superior, velando por la eliminación y prohibición de todas las formas de discriminación arbitraria, de conformidad a los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes, en especial, la discriminación en contra de la mujer.

Del mismo modo, al Sistema le corresponderá resguardar y promover el respeto y coexistencia, a nivel institucional e interinstitucional, de personas con diversidad de talentos, ideas, formas de vida, afiliación política, religión, culturas, orígenes socioeconómicos, orientación sexual e identidad de género, en situación de discapacidad y de pertenencia a pueblos indígenas, entre los distintos integrantes de los estamentos de las instituciones.

Igualmente, asegurará la accesibilidad a las instituciones de educación superior mediante ajustes razonables en los procedimientos de admisión y todos los demás aspectos cubiertos por la educación superior.

f) Libertad académica. La educación superior debe sustentarse en el respeto y la libertad académica, que incluye la libre expresión de opiniones, ideas, e información; así como también en la libertad de cátedra, estudio, creación e investigación para los miembros de las comunidades académicas y docentes, sin discriminación arbitraria, dentro del marco establecido por la ley.

g) Participación. Las instituciones de educación superior promoverán y respetarán la participación de todos los estamentos en su quehacer institucional, con el propósito de fomentar la convivencia democrática al interior de aquéllas y el ejercicio de una ciudadanía crítica, responsable y solidaria.

h) Pertinencia. El Sistema promoverá que las instituciones de educación superior en su quehacer, y de conformidad con sus fines, contribuyan permanentemente al desarrollo del país, sus regiones y comunidades. Para ello, el Sistema, en particular a través del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, fomentará la vinculación de sus integrantes con las necesidades de la sociedad, a fin de establecer y fortalecer dicha relación.

i) Respeto y promoción de los derechos humanos. El respeto y promoción por los derechos humanos deberá regir siempre la actuación del Sistema y de las instituciones de educación superior en relación a todos los miembros de su comunidad, tanto en sus propuestas formativas, de desarrollo organizacional, como también en las relaciones de trabajo y aprendizaje.

j) Transparencia. El Sistema y las instituciones de educación superior proporcionarán información veraz, pertinente, suficiente, oportuna y accesible a la sociedad y al Estado.

La transparencia es, a su vez, la base para la rendición de cuentas académica, administrativa y financiera de las instituciones de educación superior, a través de los mecanismos y obligaciones de entrega de información que establezca la ley, en particular aquellos establecidos en el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

k) Trayectorias formativas y articulación. El Sistema promoverá la adecuada articulación de los estudios para el desarrollo armónico y eficiente del proceso formativo de las personas a lo largo de su vida, reconociendo los conocimientos adquiridos previamente.

l) Acceso al conocimiento. El conocimiento humano es un elemento fundamental para el desarrollo de la sociedad y de cada uno de sus integrantes. El Sistema promoverá, en el marco de la legislación vigente, mecanismos para el acceso abierto al conocimiento desarrollado dentro del sistema de educación superior, particularmente respecto de aquél financiado con recursos públicos.

Artículo 3.- Las universidades son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las ciencias, las humanidades, las artes y las tecnologías, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar graduados y profesionales. Corresponde a las universidades contribuir al desarrollo de la cultura y la satisfacción de los intereses y necesidades del país y sus regiones. Éstas cumplen con su misión a través de la realización de docencia, investigación, creación artística, innovación y vinculación con el medio. La formación de graduados y profesionales se caracteriza por una orientación hacia la búsqueda de la verdad y hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento fundamental de las disciplinas.

Los institutos profesionales son instituciones de educación superior cuya misión es la formación de profesionales capaces de contribuir al desarrollo de los distintos sectores productivos y sociales del país, como también crear, preservar y transmitir conocimiento. Cumplen su misión a través de la realización de la docencia, innovación y vinculación con el medio, con un alto grado de pertinencia al territorio donde se emplazan. Asimismo, les corresponde articularse especialmente con la formación técnica de nivel superior y vincularse con el mundo del trabajo para contribuir al desarrollo de la cultura y a la satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones. Dicha formación se caracteriza por la obtención de los conocimientos y competencias requeridas para participar y desarrollarse en el mundo del trabajo con autonomía, en el ejercicio de una profesión o actividad y con capacidad de innovar.

Los centros de formación técnica son instituciones de educación superior cuya misión es cultivar las tecnologías y las técnicas, así como también crear, preservar y transmitir conocimiento, y formar técnicos. Les corresponderá contribuir al desarrollo de la cultura y satisfacción de los intereses y necesidades del país y de sus regiones en el ámbito de la tecnología y la técnica. Éstas cumplirán con su misión a través de la realización de docencia, innovación y vinculación con el medio. Esta formación es de ciclo corto.

La formación de profesionales y técnicos se caracterizará por una orientación hacia la capacidad de desarrollar pensamiento autónomo y crítico sobre la base del conocimiento y técnicas particulares de cada disciplina.

Los institutos profesionales y centros de formación técnica deberán promover la articulación con todos los niveles y tipos de formación técnico profesional, en conformidad a lo establecido en el artículo 14 de la presente ley, y vincularse con el mundo del trabajo.

Artículo 4.- El Sistema de Educación Superior está integrado por el conjunto de organismos y servicios públicos con competencia en materias de educación superior, así como por las instituciones de educación superior, y busca cumplir con las normas y principios establecidos en la ley.

El Sistema es de provisión mixta, y se compone por dos subsistemas: el universitario y el técnico profesional. El subsistema universitario lo integran las universidades estatales creadas por ley, las universidades no estatales pertenecientes al Consejo de Rectores, y las universidades privadas reconocidas por el Estado. El subsistema técnico profesional lo integran los centros de formación técnica estatales, y los institutos profesionales y centros de formación técnica privados reconocidos por el Estado. Asimismo, forman parte del Sistema las instituciones de educación superior referidas en la letra d) del artículo 52 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

El Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, será el órgano rector del Sistema. En tal calidad, le corresponderá proponer las políticas para la educación superior y será responsable de la coordinación de los órganos del Estado que lo componen.

Por su parte, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, establecido en la ley N° 20.129, está integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, la Superintendencia de Educación Superior, la Comisión Nacional de Acreditación y el Consejo Nacional de Educación.

Artículo 5.- El Consejo de Rectores es una persona jurídica de derecho público a la que le corresponde asesorar y formular propuestas al Ministerio de Educación en las políticas públicas en materia de educación superior, conforme a su estatuto orgánico. Asimismo, tiene como función coordinar a las instituciones que lo integran, promoviendo la colaboración entre éstas. Se relacionará con la Subsecretaría de Educación Superior.

Las universidades reconocidas por el Estado podrán solicitar ser admitidas como integrantes del Consejo de Rectores. En su solicitud, la institución respectiva deberá fundamentar el cumplimiento de las siguientes condiciones:

a) Poseer una antigüedad mínima, contada desde la fecha de su establecimiento, de quince años, tiempo durante el cual se deben haber desarrollado de manera consistente las características que exhiben las Instituciones del Consejo.

b) Pertenecer al Sistema Único de Admisión o al equivalente que, al tiempo de la solicitud, exista al interior del Consejo.

c) Exigir a sus postulantes, en los tres últimos períodos académicos, un puntaje de admisión ponderado no menor al que exige el Consejo en las pruebas estandarizadas.

d) Contar a la fecha de la solicitud con acreditación institucional de al menos cinco años en las áreas obligatorias de acreditación, incluida la  investigación.

e) Mantener sus programas de magister y doctorado acreditados, nacionales o internacionales.

f) Demostrar trabajo académico sustantivo en red con otras universidades nacionales o extranjeras.

g) Poseer una forma de gobierno que contemple la participación deliberativa de estudiantes y académicos.

h) Contar con una carrera académica que regule, en términos objetivos y en base al juicio de pares, la admisión, evaluación y exclusión de la universidad.

i) No tener personas jurídicas con fines de lucro entre sus sostenedores.

j) Adscribir al régimen de gratuidad de la educación superior en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud.

El Estado contribuirá a la excelencia en el desarrollo de la educación superior, de la investigación científica y tecnológica y la creación artística por parte de cada una de las instituciones que componen el Consejo de Rectores, a través de los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Párrafo 2° De la Subsecretaría de Educación Superior

Artículo 6.- Créase la Subsecretaría de Educación Superior (en adelante la “Subsecretaría”) que estará a cargo del Subsecretario de Educación Superior (en adelante el “Subsecretario”), quien tendrá el carácter de colaborador o colaboradora directa del Ministro de Educación en la elaboración, coordinación, ejecución y evaluación de políticas y programas para la educación superior, especialmente en materias destinadas a su desarrollo, promoción, internacionalización y mejoramiento continuo, tanto en el subsistema universitario como en el técnico profesional.

Artículo 7.- Serán funciones y atribuciones de la Subsecretaría:

a) Proponer al Ministro de Educación las políticas en materias de educación superior, tanto para el subsistema universitario como técnico profesional. En este último caso, para la elaboración de dichas políticas deberá considerar la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional establecida en el artículo 15.

b) Proponer al Ministro de Educación una Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior, la que deberá abordar, con un horizonte de largo plazo, los desafíos del Sistema de Educación Superior.

Esta Estrategia tendrá por objeto promover el desarrollo del Sistema para el adecuado cumplimiento de los fines y principios de la educación superior. Para ello contemplará un diagnóstico sobre el estado actual y los desafíos de futuro del Sistema en función del desarrollo cultural, social y económico del país y sus regiones; así como objetivos y propuestas para el desarrollo del mismo, tanto a nivel nacional como regional.

La Estrategia para el Desarrollo de la Educación Superior deberá considerar prioritariamente la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional establecida en el artículo 15 de la presente ley, y deberá coordinarse con las prioridades estratégicas de ciencia, tecnología e innovación para el desarrollo del país.

c) Proponer al Ministro de Educación políticas que promuevan el acceso e inclusión, permanencia y titulación o graduación oportuna de estudiantes de la educación superior.

d) Proponer la asignación de recursos públicos que disponga la ley, así como la gestión de sus instrumentos.

e) Administrar el procedimiento de otorgamiento y revocación del reconocimiento oficial del Estado a las instituciones de educación superior, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra f) del artículo 87 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

f) Administrar el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior establecido en la ley N° 20.129.

g) Generar y coordinar instancias de participación y diálogo, con y entre las instituciones de educación superior, y promover la vinculación de éstas con el nivel de educación media.

h) Solicitar al Consejo de Rectores y a las instituciones de educación superior, antecedentes e informaciones sobre la situación general de la enseñanza superior del país.

i) Participar de la institucionalidad encargada de diseñar, coordinar, evaluar y ejecutar las políticas, planes y programas en materia de ciencia, tecnología e innovación; y dentro de ese marco, en instancias de coordinación enfocadas, entre otras materias, en aquellas relacionadas con educación superior.

j) Proponer al Ministro de Educación el Marco Nacional de Cualificaciones, que deberá considerar tanto el subsistema universitario como el técnico profesional, de conformidad a la ley.

k) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Artículo 8.- Un reglamento del Ministerio de Educación establecerá la estructura interna de la Subsecretaría, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Con todo, la Subsecretaría contará, al menos, con una división de educación universitaria y una división de educación técnico profesional de nivel superior.

Artículo 9.- El personal de la Subsecretaría estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que fija escala única de sueldos para el personal que señala y su legislación complementaria.

Párrafo 3° Del Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior

Artículo 10.- Créase un Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior (en adelante, “Sistema de Acceso”) cuya administración corresponde a la Subsecretaría, el que establecerá los procesos e instrumentos para la postulación, admisión y selección de estudiantes a las instituciones de educación superior, respecto de carreras o programas de estudio conducentes a títulos técnicos o profesionales o grados académicos, excluyendo postgrados o postítulos. Este Sistema de Acceso será objetivo y transparente y deberá considerar, entre otros, la diversidad de talentos, capacidades o trayectorias previas de los estudiantes, pudiendo establecer procesos e instrumentos que podrán ser diferenciados para cada subsistema, según el tipo de institución o carrera, sea ésta del subsistema universitario o técnico profesional, zona geográfica o pertenencia a un grupo prioritario, tales como pueblos originarios.

Los instrumentos señalados en el inciso anterior serán de aplicación general y en su elaboración y diseño se deberá considerar el principio de inclusión. Adicionalmente, las instituciones de educación superior podrán desarrollar sus propios instrumentos, los cuales deberán ser, en todo caso, autorizados por la Subsecretaría, previa consulta al comité de acceso respectivo.

El Sistema de Acceso podrá contemplar programas especiales de acceso, de carácter general, los que, de acuerdo con el principio de inclusión, deberán tener por objeto fomentar la equidad en el ingreso de estudiantes. Sin perjuicio de lo anterior, las instituciones podrán definir sus propios programas, los que deberán ser aprobados por la Subsecretaría, previa consulta al comité de acceso respectivo.

Tanto los instrumentos como los programas especiales de acceso que puedan establecer las instituciones de educación superior, no podrán afectar en su esencia a los definidos en el Sistema de Acceso, ni impedir su efectivo ejercicio y aplicación.

El Sistema de Acceso será obligatorio para todas las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica que reciban recursos públicos y/o instrumentos de financiamiento estudiantil que cuenten con la garantía del Estado. Asimismo, las demás instituciones podrán adscribir voluntariamente al Sistema de Acceso, en cuyo caso deberán solicitarlo a la Subsecretaría.

Artículo 11.- Corresponderá a la Subsecretaría constituir y coordinar un comité técnico de acceso para el subsistema universitario y otro para el subsistema técnico profesional, cuyo objeto será definir los instrumentos del Sistema de Acceso. Asimismo, para la definición de los procedimientos del Sistema, la Subsecretaría consultará al respectivo comité.

El comité de acceso del subsistema universitario estará integrado por:

a) Cinco rectores miembros del Consejo de Rectores indicado en el artículo 5, o quienes éstos designen, tres de los cuales deberán provenir de universidades cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana. En todo caso, tres de éstos deberán ser de universidades estatales.

b) Un rector de universidades privadas, o quién éste designe, que no pertenezcan al Consejo de Rectores señalado en el artículo 5, de aquéllas adscritas al financiamiento establecido en el título V de esta ley.

c) El Subsecretario de Educación Superior o a quien éste designe.

Por su parte, el comité de acceso del subsistema técnico profesional estará compuesto por:

a) Tres rectores de los centros de formación técnica estatales, o quienes éstos designen, al menos dos de los cuales deberán provenir de instituciones cuyo domicilio se ubique en una región distinta de la Metropolitana.

b) Tres rectores de los institutos profesionales y centros de formación técnica privados que adscriban al financiamiento establecido en el título V de esta ley, o quienes éstos designen. Al menos uno de ellos deberá provenir de una institución cuyo domicilio se encuentre en una región distinta de la Metropolitana.

c) El Subsecretario de Educación Superior o quien éste designe.

Artículo 12.- Corresponderá a la Subsecretaría establecer los procedimientos e instrumentos del Sistema de Acceso; estos últimos serán previamente definidos a través de un informe favorable del comité respectivo, en conformidad a lo establecido en el artículo precedente.

Asimismo, la Subsecretaría podrá encomendar la ejecución de las acciones necesarias para cumplir las funciones indicadas en el inciso anterior a instituciones de reconocido prestigio y experiencia en la administración de sistemas de acceso a la educación superior, así como también consultar a los comités y solicitar su colaboración.

Artículo 13.- El Sistema de Acceso deberá resguardar especialmente los principios de transparencia, objetividad y accesibilidad universal, éste último de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Asimismo, el Sistema de Acceso deberá ajustarse a lo dispuesto en la ley N° 19.628 que establece normas sobre protección de la vida privada.

Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias señaladas en el presente párrafo. El Ministerio de Educación fijará los aranceles que deberán pagar las instituciones de educación superior para la utilización del Sistema de Acceso, según corresponda.

TÍTULO II

DE LA FORMACIÓN TÉCNICO PROFESIONAL EN EDUCACIÓN SUPERIOR

Artículo 14.- Se entenderá por formación técnico profesional todo proceso de enseñanza de carácter formal y no formal, que contemple el estudio de las tecnologías y las ciencias relacionadas, el desarrollo de aptitudes, competencias, habilidades y conocimientos relacionados con ocupaciones en diversos sectores económicos. Deberá promover el aprendizaje permanente de las personas y su integración en la sociedad.

En el ámbito de la enseñanza formal, la formación técnico profesional considera los niveles de educación media de formación técnico profesional y el nivel de educación superior técnico profesional, así como la modalidad de educación de adultos en el nivel de educación media técnico profesional. En el ámbito de la enseñanza no formal considera todo tipo de formación orientada al mundo del trabajo. Asimismo, contempla todos aquellos mecanismos que faciliten la articulación entre ambos tipos de enseñanza, permitiendo la conformación de trayectorias educativas y laborales.

Artículo 15.- El Ministerio de Educación establecerá la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional (en adelante “la Estrategia”) que orientará el desarrollo e implementación de las políticas públicas que se definan en esta materia, debiendo ser revisada y actualizada cada cinco años.

La Estrategia fortalecerá tanto la articulación entre el sistema educativo como su vinculación con la educación universitaria, y las necesidades nacionales y regionales, facilitando la formación para el servicio del país y la construcción de trayectorias formativas y laborales coherentes y pertinentes a las necesidades de las personas, del sector público, de los sectores productivos y de la sociedad en general. Asimismo, deberá establecer objetivos de desarrollo prioritarios para la formación técnica y profesional y proponer un plan para su implementación que considere plazos para su ejecución.

Su contenido mínimo será:

a) El análisis de las tendencias del desarrollo productivo, social y cultural de cada una de las regiones del país.

b) Análisis de la oferta formativa y la demanda de técnicos y profesionales por parte del sector productivo, la administración pública, instituciones vinculadas al desarrollo social, cultural y demás sectores del quehacer regional y nacional.

c) Definición de áreas de desarrollo estratégico para la formación técnica y profesional.

d) Recomendaciones a las instituciones educativas y a los sectores productivos en torno a la articulación de la oferta formativa, con énfasis en aquellos planes y programas que requieran ser priorizados.

e) Recomendaciones a la Subsecretaría y a los comités señalados en el artículo 11, sobre el diseño de los procesos e instrumentos propios del Sistema de Acceso, en relación al subsistema técnico profesional.

f) Propuestas sobre mecanismos de coordinación intersectorial entre el Ministerio de Educación, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, en temas relacionados con la formación técnica y profesional, y también proponer iniciativas de coordinación en la dimensión territorial con los gobiernos regionales, municipios y otros actores locales.

g) Una estrategia de inserción laboral y fomento de la empleabilidad dirigida a los estudiantes y los trabajadores para potenciar el desarrollo de sus trayectorias educativo-laborales.

h) El establecimiento de líneas prioritarias de investigación, desarrollo e innovación.

i) Una estrategia de vinculación entre la formación técnico profesional y la educación universitaria.

j) Propuestas que fomenten la educación técnica y profesional pertinente para promover el desarrollo sustentable del país y/o las regiones, según corresponda.

Artículo 16.- Para la elaboración de la Estrategia, el Presidente de la República establecerá mediante decreto supremo un Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional, integrado por los Ministros de Estado con competencia en la materia, representantes de las organizaciones de empleadores y de trabajadores con mayor representatividad del país, representantes de instituciones educativas y expertos de reconocida trayectoria y experiencia en materia de formación técnico profesional, considerando la representación regional en la designación de sus miembros. Este Consejo será presidido por el Ministro de Educación, quien coordinará la implementación de la Estrategia.

TÍTULO III

DE LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN SUPERIOR

Párrafo 1° De la Superintendencia de Educación Superior

Artículo 17.- Créase la Superintendencia de Educación Superior (en adelante e indistintamente “la Superintendencia”) como un servicio público funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Superintendencia será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el título VI de la ley Nº 19.882.

El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago.

Artículo 18.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que regulan la educación superior, así como las instrucciones y normas que ésta dicte en el ámbito de su competencia. Le corresponderá también fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos, y supervisar su viabilidad financiera.

Artículo 19.- Serán funciones y atribuciones de la Superintendencia:

a) Fiscalizar que las instituciones de educación superior, sus organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales y quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, según corresponda, cumplan con las normas aplicables vigentes.

b) Fiscalizar el mantenimiento de las condiciones materiales y cumplimiento de los requisitos o condiciones que dieron lugar al reconocimiento oficial de las instituciones de educación superior, sin perjuicio de las atribuciones en materia académica que sean propias de otros organismos del Sistema. Asimismo, que cuenten con las condiciones necesarias en caso de ampliación de matrícula.

c) Supervisar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior.

d) Fiscalizar que las instituciones de educación superior destinen sus recursos a los fines que les son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos.

e) Ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.800.

f) Fiscalizar que las instituciones de educación superior respeten los términos, condiciones y modalidades conforme a los servicios convenidos y demás compromisos académicos asumidos con los estudiantes.

g) Ordenar y realizar auditorías en materias de su competencia.

h) Ingresar a los establecimientos o dependencias académicas y administrativas de las instituciones de educación superior y de sus organizadores que tengan relación con la administración de la institución respectiva, cuando corresponda, con el propósito de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior fiscalizada.

i) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la institución de educación superior de que se trate, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y, en general, cualquier documento o antecedente que considere necesario para la mejor fiscalización, tanto de las personas o instituciones fiscalizadas, como de los terceros relacionados con que realicen operaciones.

Aquellos terceros señalados en el párrafo anterior a los que la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, podrán solicitar a la Corte de Apelaciones respectiva que se deje sin efecto total o parcialmente dicho requerimiento en caso que le irrogare perjuicio, y siempre que esto no se utilice para entorpecer el procedimiento.

La Superintendencia, mediante resolución fundada, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en las instituciones de educación superior.

j) Requerir, en el ámbito de sus atribuciones, de las personas e instituciones fiscalizadas, de los terceros con ellas relacionadas y de cualquier organismo público, la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. La Superintendencia deberá determinar, mediante norma de carácter general, la forma y los medios a través de los cuales se entregará la información a que se refiere esta letra, debiendo contemplar un plazo razonable para que ella sea proporcionada por los respectivos obligados.

Aquellos terceros señalados en el párrafo anterior a los que la Superintendencia requiera antecedentes o informaciones resguardados por el secreto bancario, podrán solicitar a la Corte de Apelaciones respectiva que se deje sin efecto total o parcialmente dicho requerimiento en caso que le irrogare perjuicio, y siempre que esto no se utilice para entorpecer el procedimiento.

k) Citar a declarar, dentro del ámbito de sus competencias, a los organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de las instituciones fiscalizadas o de quienes ejerzan dichos cargos en instituciones relacionadas con ellas, y a toda otra persona que hubiere ejecutado y celebrado con ellas actos y convenciones de cualquiera naturaleza, como asimismo testigos, respecto de cualquier hecho cuyo esclarecimiento estime necesario para el cumplimiento de sus funciones.

La Superintendencia podrá requerir de la justicia ordinaria la aplicación de lo contemplado en los artículos 93 y 94 del Código Tributario, en contra de las personas que habiendo sido citadas bajo apercibimiento no concurran a declarar sin causa justificada.

l) Atender las consultas que se le formularen en materias de su competencia, recibir y resolver reclamos, y actuar, cuando corresponda, como mediador de ellos.

m) Investigar y resolver las denuncias que se presenten en materias de su competencia.

n) Formular cargos, sustanciar su tramitación, adoptar medidas provisionales y resolver los procesos que se sigan respecto de cualquier infracción de que conozca en materias de su competencia.

o) Imponer sanciones de conformidad a lo señalado en la ley.

p) Aplicar e interpretar administrativamente las normas cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y resoluciones que emanen de la Superintendencia serán obligatorias a partir de su publicación y deberán ser actualizadas, sistematizadas y mantenidas en registros de libre acceso electrónico de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas.

q) Remitir a la Comisión Nacional de Acreditación los antecedentes que, en ejercicio de sus funciones y atribuciones, tuviere conocimiento y en los cuales aparecieren indicios de incumplimientos en materias de su competencia.

r) Remitir al Ministerio Público los antecedentes de que tuviere conocimiento en el ejercicio de sus funciones y en los cuales aparecieren indicios de haberse cometido algún hecho constitutivo de delito, especialmente en los casos señalados en los artículos 65 y 78.

s) Administrar la información que recopile en el ejercicio de sus competencias y proporcionar la información correspondiente al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, en coordinación con la Subsecretaría.

t) Elaborar índices, estadísticas y estudios con la información entregada por las instituciones fiscalizadas, y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

u) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado, o con entidades privadas, la realización de acciones específicas, la prestación de servicios, y la transferencia electrónica de información para facilitar el cumplimiento de sus funciones.

v) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

w) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Las funciones anteriores se llevarán a cabo sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República y en coordinación con ésta.

Artículo 20.- En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio, o previa denuncia o reclamo. La Superintendencia instruirá el respectivo procedimiento en caso de advertir la existencia de una o más contravenciones a las normas que le corresponde fiscalizar.

Artículo 21.- Para los efectos de esta ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos constatados en dicha acta constituirán presunción legal de veracidad.

Artículo 22.- Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto cualquier día hábil en horario laboral, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades académicas o docentes, según corresponda, de la respectiva institución. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los funcionarios fiscalizadores.

En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán informar al sujeto o institución fiscalizada la materia específica objeto de la fiscalización y de las normas pertinentes, dejando copia íntegra de las actas levantadas y realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. El sujeto o institución fiscalizada podrá, en el mismo acto, hacer constar en el acta aquellos errores de hecho o transgresiones de derecho que, a su juicio, se hayan producido durante la fiscalización.

Los sujetos o instituciones fiscalizadas podrán denunciar conductas ilegales de los fiscalizadores ante el Superintendente. En caso que cualquier fiscalizador deje constancia de hechos que resultaren ser falsos o inexactos, el afectado podrá denunciar dicha circunstancia a su superior jerárquico, quien iniciará la investigación que corresponda de acuerdo al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo.

La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor de las instituciones fiscalizadas.

Párrafo 2° De la organización de la Superintendencia

Artículo 23.- El Superintendente de Educación Superior, quien será el Jefe de Servicio, será nombrado por el Presidente de la República de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.882.

Artículo 24.- Serán inhábiles para desempeñar el cargo de Superintendente:

a) Los miembros, asociados, propietarios, socios o fundadores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los veinticuatro meses anteriores a la postulación al cargo.

b) Los integrantes del órgano de administración superior de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los veinticuatro meses anteriores a la postulación al cargo.

c) Los rectores de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los veinticuatro meses anteriores a la postulación al cargo.

d) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

e) Quienes ejerzan labores docentes en alguna de las instituciones de educación superior sujetas a su fiscalización.

Asimismo, son incompatibles las actividades de las exautoridades o exfuncionarios de la Superintendencia en la misma forma, plazo y condiciones que sean aplicables a las instituciones fiscalizadoras, en conformidad a la ley.

Artículo 25.- Corresponderá al Superintendente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer las atribuciones propias de Jefe Superior de Servicio.

b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.

c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios que sean necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.

d) Nombrar, remover y adoptar las demás decisiones que correspondan respecto del personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias correspondientes.

e) Representar judicial y extrajudicialmente a la Superintendencia.

f) Impartir instrucciones y circulares de general aplicación para las instituciones de educación superior, en materias propias de su competencia.

g) Coordinar la labor fiscalizadora de la Superintendencia con las demás instituciones públicas con competencia en materia de educación superior, en particular, con los demás órganos del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

h) Nombrar, de conformidad con la ley N° 20.800, un administrador provisional, decretar su alzamiento, aprobar planes de recuperación y de administración provisional.

i) Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y demás normas que rijan a las instituciones de educación superior.

j) Aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en la ley.

k) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

l) Rendir cuenta pública, al menos una vez al año, de su gestión y de la Superintendencia.

m) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, salvo las materias señaladas en las letras b), f), h), i), j) y k) de este artículo.

n) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los demás organismos públicos los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento en ejercicio de sus funciones, a fin de que éstos ejerzan a su vez las facultades que les son propias.

Artículo 26.- El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna de la Superintendencia y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.

Con todo, las funciones de fiscalización e instrucción del procedimiento administrativo sancionatorio, y la de aplicación de sanciones, estarán a cargo de unidades diferentes.

Artículo 27.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, por las normas del título I del decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público y sus modificaciones y las bonificaciones y asignaciones dispuestas en los artículos 9 y 12 de la ley N° 20.212, en el artículo 5 de la ley N° 19.528, y en el artículo 17 de la ley N° 18.091, otorgándose en la forma que señalan dichas leyes.

Artículo 28.- El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones directivas o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente.

El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo 29.- Siempre que los documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos, el personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las que tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, y deberá abstenerse de utilizarlos en beneficio propio o de terceros, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.

La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa.

Artículo 30.- Las autoridades o funcionarios de la Superintendencia que correspondan a cargos de exclusiva confianza del Superintendente estarán sujetos a las mismas inhabilidades que pesen sobre éste, y cesarán también en el cargo por las mismas causas de inhabilidad sobreviniente.

Artículo 31.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar servicios a las entidades sujetas a su fiscalización, ya sea en forma directa o indirecta.

Cualquier contravención a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.

Artículo 32.- El personal de la Superintendencia que ejerza cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva, y no podrá ejercer labores docentes en conformidad al artículo 8 de la ley N° 19.863. Sin perjuicio de lo anterior, podrán ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.

Artículo 33.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.

Artículo 34.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título y los frutos, rentas e intereses de estos bienes.

d) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecte.

e) Los aportes provenientes de la cooperación nacional e internacional que reciba a cualquier título.

La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

Párrafo 3° De la supervigilancia de la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior y de sus obligaciones de informar

Artículo 35.- La Superintendencia deberá supervigilar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior, y que los recursos y condiciones financieras de éstas les permitan el cumplimiento de sus fines.

Para el cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, la Superintendencia podrá determinar, mediante norma de carácter general, condiciones e indicadores de riesgo, como referencia para las instituciones en dicha materia. En el ejercicio de esta función, la Superintendencia podrá hacer recomendaciones a las instituciones en materias relacionadas con este artículo, sin perjuicio de las atribuciones de la ley N° 20.800.

Se considerará que existe viabilidad financiera, cuando los resultados y proyecciones económicas, así como las fuentes de financiamiento de la institución de educación superior, son suficientes y realistas, y no ponen en riesgo el proyecto educativo ni desatienden los fines propios de la misma, sin perjuicio de las demás normas legales, reglamentarias y normas de carácter general que se dicten al efecto.

Para efectos de supervisar la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior, la Superintendencia deberá considerar las características específicas de cada proyecto, los planes de inversión y cualquier otro elemento que justifique el riesgo asociado a sus decisiones estratégicas.

Artículo 36.- Las instituciones de educación superior deberán llevar contabilidad completa conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados, de acuerdo a las normas de carácter general que al efecto podrá dictar la Superintendencia, y deberán someter su contabilidad al examen de empresas de auditoría externa de la ley N° 18.045.

Artículo 37.- Las instituciones de educación superior deberán enviar a la Superintendencia:

a) Los estados financieros consolidados, debidamente auditados, que contemplen, de manera desagregada, los ingresos y gastos de la institución, así como activos y pasivos.

b) Una lista actualizada con la individualización completa de sus socios, asociados o miembros, y de quienes ejerzan funciones directivas de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, cualquiera sea su denominación. Asimismo, las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia cualquier modificación ocurrida respecto de la información contenida en la última lista enviada.

c) Información sobre los actos, convenciones y operaciones celebradas con personas relacionadas de acuerdo a lo establecido en los artículos 71 al 80 de la presente ley.

d) Información respecto de las donaciones recibidas asociadas a exenciones tributarias.

e) Una lista actualizada de las entidades en cuya propiedad la institución de educación superior tenga participación, y las corporaciones o fundaciones en que, conforme a los estatutos de éstas, la institución de educación superior pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración.

f) Información sobre todo hecho esencial que afecte significativamente su situación financiera y patrimonial.

g) Información entregada en cumplimiento de las obligaciones que contemplan los artículos 4, 6 y 7 del decreto N° 180, de 1987, del Ministerio de Hacienda, que fija norma para la presentación de presupuestos, balance de ejecución presupuestaria e informes de gestión de las instituciones de educación superior que indica, por las instituciones de educación que correspondan.

h) Información entregada por las instituciones de educación superior estatales, en cumplimiento del artículo 50 de la ley N° 18.591.

La Superintendencia determinará la forma, contenido y periodicidad de la información requerida en el inciso precedente. Con todo, la información señalada en las letras a), c) y d) deberá enviarse, al menos, de forma anual a la Superintendencia.

Artículo 38.- La Superintendencia deberá incorporar y mantener actualizada la información señalada en los artículos anteriores en el Sistema Nacional de Información de Educación Superior que desarrollará y mantendrá la Subsecretaría, coordinándose con esta última, de acuerdo a los convenios de colaboración que para estos efectos celebren ambos organismos, y los demás órganos del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, según corresponda.

Artículo 39.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la ley N° 20.285, la Superintendencia mantendrá a disposición del público a través de su sitio electrónico, al menos, lo siguiente:

a) Las normas de carácter general e instrucciones dictadas por ésta.

b) Registro Público de los administradores provisionales y de cierre que se hayan designado.

c) Informes de los administradores provisionales, de conformidad con lo dispuesto el artículo 10 de la ley N° 20.800.

d) Registro Público de Sanciones.

e) Registro Público de socios, miembros y de quienes ejerzan funciones directivas en las instituciones de educación superior.

f) Todo antecedente que refiera a la sanción propiamente tal, como el expediente, descargos, informes o pruebas, decisión final, entre otros. Para su cumplimiento, deberán observarse especialmente los artículos 5, 10, 11 y 21 de la ley N° 20.285.

Párrafo 4° De la atención de reclamos y denuncias

Artículo 40.- La Superintendencia recibirá los reclamos y denuncias que se le formulen y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.

Artículo 41.- El reclamo es la petición formal realizada a la Superintendencia por una persona o grupo de personas interesadas, para que ésta intervenga como mediador en la controversia existente entre el reclamante y alguna de las entidades fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el procedimiento.

Recibido el reclamo, la Superintendencia podrá abrir un período de información previa con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar una mediación o un procedimiento sancionatorio o su rechazo fundado, según corresponda. Con todo, dicho plazo no podrá exceder de quince días hábiles.

Artículo 42.- Admitido un reclamo a tramitación, el funcionario competente ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al reclamado.

El funcionario designado citará a los interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo para solucionar el conflicto. Dicho proceso deberá constar en un acta, firmada por los comparecientes, en la cual deben constar las medidas propuestas y el hecho de haberse alcanzado o no acuerdo sobre la materia.

Si no se llegare a acuerdo, y en caso que corresponda de conformidad a lo establecido en el artículo siguiente, el reclamante podrá seguir su pretensión como denuncia. Asimismo, si la Superintendencia considera que los hechos objeto del reclamo afectan a otras personas además del reclamante, y que pudiesen configurar alguna de las infracciones de las señaladas en esta ley, podrá iniciar de oficio un proceso, de conformidad a los artículos siguientes.

La Superintendencia, con motivo de una mediación, reclamo o denuncia, podrá oficiar a cualquiera de los entes que forman parte del Sistema para informar, solicitar antecedentes o pedir que se incorporen a dichos procedimientos, con el fin de propender a la coordinación para el esclarecimiento y solución de la eventual controversia.
Artículo 43.- La denuncia es el acto escrito por medio del cual una persona o grupo de personas interesadas y previamente individualizadas ponen en conocimiento de la Superintendencia una eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan, en conformidad a lo señalado en esta ley.

Las denuncias deberán ser formuladas por escrito a la Superintendencia, señalando lugar y fecha de presentación y la individualización completa de el o los denunciantes, quienes deberán suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión y, de ser posible, identificando al presunto infractor.

La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio de la Superintendencia está revestida de seriedad, significa una eventual infracción a la ley y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el presunto infractor y si ni siquiera existiere mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al denunciante.

La Superintendencia podrá ordenar directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento cuando se trate de denuncias realizadas por el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación.

Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, las denuncias de infracciones podrán ser realizadas bajo reserva de identidad, si el denunciante así lo solicitare. En este caso, el acto de instrucción que dé comienzo al procedimiento deberá dar cuenta de que éste se ha iniciado en virtud de denuncia reservada.

Artículo 44.- Formulados los cargos a una institución de educación superior, o una vez sancionada o absuelta, no podrá tomar ningún tipo de represalia en contra del denunciante, cualquiera sea la forma en la que éste se relacione con la institución, cuestión para la cual la Superintendencia arbitrará todas las medidas que sean necesarias de acuerdo a las facultades que le confiere la ley.

Se considerarán represalias, especialmente, el despido, traslado, degradación de funciones, la cancelación de la matrícula, reprobación arbitraria de asignaturas, y cualquier otro hecho u omisión sin justificación suficiente, arbitraria o desproporcionada, que constituya una denigración u hostigamiento en contra del denunciante.

Para el caso de instituciones de educación superior estatales, sus funcionarios, incluidos quienes presten servicios mediante un contrato a honorarios o del Código del Trabajo, que formulen denuncias previstas en este artículo, gozarán de los derechos previstos en el artículo 90 A del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, en lo que sea aplicable.

Párrafo 5° Del procedimiento sancionatorio

Artículo 45.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse por denuncia, regulada en los artículos anteriores, o de oficio cuando la Superintendencia tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción sobre materias de su competencia.

Artículo 46.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario de la Superintendencia que recibirá el nombre de instructor y se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificarán al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante la Superintendencia o en el que se señale en la denuncia, según el caso, confiriéndole un plazo de veinte días, prorrogables por diez días más en caso de infracciones graves o gravísimas, para formular los descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.

La formulación de cargos señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción, y la sanción asignada.

Artículo 47.- Las notificaciones a los interesados se realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día hábil siguiente a la fecha de su recepción en la oficina de correos. Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán registrar en la Superintendencia una dirección de correo electrónico para que se practiquen las notificaciones respectivas que, para todos los efectos legales, se entenderán practicadas al día hábil siguiente de su envío.

La realización de la notificación señalada en el artículo precedente deberá hacerse constar en el expediente administrativo correspondiente.

Artículo 48.- El instructor podrá solicitar antecedentes adicionales dentro del plazo de quince días hábiles contado desde el vencimiento del plazo para presentar descargos. La parte de quien se hubiere requerido la presentación de antecedentes adicionales tendrá diez días hábiles para acompañarlos, bajo apercibimiento de tenerse por no acompañados si no se presentaren dentro de dicho plazo.

Presentados los descargos y antecedentes, o transcurridos los respectivos plazos sin que se hubieren presentado, el fiscal instructor, dentro del plazo de diez días hábiles, evacuará un informe y propondrá al Superintendente la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda.

La prueba que se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Artículo 49.- Transcurridos dos años de inactividad dentro del procedimiento sancionatorio por parte de la Superintendencia, se producirá la caducidad del procedimiento, debiendo dictarse una resolución que la declare y ordene su archivo.

La caducidad no implicará la prescripción de la infracción ni de la facultad de la Superintendencia para iniciar un nuevo procedimiento sancionatorio por los mismos hechos. En este último caso podrá agregar al nuevo expediente todos los antecedentes, informes y actuaciones útiles efectuadas en el procedimiento caducado, debiendo en cualquier caso realizar todas las etapas del procedimiento nuevamente.

La Superintendencia no podrá perseguir las infracciones cometidas transcurridos cuatro años desde que hubiere terminado de cometerse el hecho. Este plazo se suspende cuando se inicia el procedimiento sancionatorio, con la notificación del infractor y se interrumpe cada vez que se cometa una nueva infracción. En caso de declararse la caducidad del procedimiento, se entenderá que no se interrumpió ni suspendió el plazo de prescripción.

Las sanciones impuestas por acto administrativo firme no podrán ejecutarse una vez transcurridos más de tres años desde que éste quede firme. Este plazo se interrumpe cuando la Superintendencia inicie la ejecución.

Artículo 50.- Las resoluciones de la Superintendencia que determinen la imposición de sanciones serán susceptibles de recurso de reposición, el que podrá interponerse en el plazo de cinco días hábiles contado desde el día siguiente a la notificación de la resolución.

Artículo 51.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince días contado desde la notificación de la resolución impugnada.

El reclamante señalará en su escrito, con precisión, el acto u omisión objeto del reclamo de ilegalidad, la norma legal que se supone infringida, la forma como se ha producido la infracción y, finalmente, cuando procediere, las razones por las cuales el acto u omisión le perjudican.

La Corte dará traslado a la Superintendencia por el término de diez días. Evacuado el traslado o teniéndosele por evacuado en rebeldía, la Corte podrá abrir un término de prueba, si así lo estima necesario, el que se regirá por las reglas de los incidentes que contempla el Código de Procedimiento Civil.

Vencido el término de prueba, se remitirán los autos al fiscal judicial para su informe y a continuación se ordenará traer los autos en relación. La vista de esta causa gozará de preferencia.

La Corte, en su sentencia, si da lugar al reclamo de ilegalidad, ordenará, según sea procedente, la anulación total o parcial del acto impugnado; la dictación de la resolución que corresponda para subsanar la omisión o reemplazar la resolución anulada; y el envío de los antecedentes al Ministerio Público, cuando estimare que la infracción pudiere ser constitutiva de delito o en el caso que, como producto de la investigación, se concluya la existencia de hechos constitutivos de delito.

Párrafo 6° Infracciones y sanciones

Artículo 52.- Corresponderá exclusivamente a la Superintendencia el ejercicio de la potestad sancionadora respecto de las infracciones establecidas en esta ley.

Para los efectos del ejercicio de dicha potestad sancionadora las personas e instituciones fiscalizadas podrán incurrir en infracciones gravísimas, graves, y leves.

Artículo 53.- Son infracciones gravísimas:

a) Destinar los recursos de la institución de educación superior a fines distintos a los que le son propios de acuerdo a la ley y sus estatutos, en los términos establecidos en el artículo 65 de esta ley.
b) Realizar operaciones en contravención a lo señalado en el artículo 73.

c) Realizar operaciones con personas relacionadas sin dar cumplimiento a los requisitos establecidos en los artículos 74 a 76 de la presente ley. 

d) Cualquier acción u omisión dolosa destinada a obtener acreditación o años de acreditación mayores a los que correspondan en conformidad a la ley N° 20.129.

e) No cumplir con las obligaciones señaladas en los artículos 36 y 37 o hacerlo de forma distinta a lo prescrito en dicho artículo o de manera tardía.

f) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.

g) Entregar información falsa u ocultar cualquier antecedente relevante con el fin de encubrir u ocultar una infracción.

h) Efectuar publicidad que exceda la información objetiva y verificable acerca de la institución y sus carreras o programas. El gasto total anual por este concepto no podrá ser superior a la suma equivalente al 1% del total de lo que reciban por concepto de aranceles, comprendido el financiamiento para la gratuidad. Para efectos de la fiscalización, tanto los ingresos por aranceles como el gasto en publicidad deberán estar desagregados por partidas o cuentas en los balances consolidados que se remitan a la Superintendencia.
i) Incurrir reiteradamente en infracciones calificadas como graves. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando en un plazo de doce meses se incurre en dos o más infracciones graves.

j) Efectuar publicidad falsa o engañosa, en los términos que se indican en el artículo 54.

k) Incurrir en toda otra infracción que sea calificada como gravísima por la ley.

Artículo 54.- Se entenderá por publicidad engañosa cualquier mensaje publicitario o comunicación dirigida al público en general que induzca a error o engaño respecto de:

a) El valor correspondiente a matrícula, aranceles, becas y en general a cualquier desembolso o prestación pecuniaria exigida por una institución a sus estudiantes.

b) Los años de acreditación, que de conformidad a la ley haya obtenido la respectiva institución de educación superior y de la acreditación de sus carreras y programas de estudio, según corresponda.

c) Las perspectivas generales de empleabilidad de los estudiantes de la respectiva institución o de cualquiera de sus carreras o programas, de conformidad a lo que establezca la Superintendencia mediante instrucciones de carácter general.

d) Los niveles formativos, las cualificaciones, las alternativas de continuidad de estudios o denominación de las carreras y programas de estudio de la oferta académica.

e) La infraestructura, el cuerpo docente, campos clínicos, equipamiento y espacios para pasantía o práctica profesional con que cuente la respectiva institución o cualquiera de sus sedes, carreras o programas.

f) Cualquier materia relacionada a la actividad de la institución de educación superior que conduzca a información equivocada respecto a la investigación, prestigio, posición internacional u otras, que no tenga sustento real.
g) La información respecto a la investigación, prestigio y posición internacional, que no tenga sustento real.

Artículo 55.- Son infracciones graves:

a) No remitir la información requerida por el Ministerio de Educación, la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación o la Comisión Nacional de Acreditación, en ejercicio de sus facultades legales, o hacerlo de forma tardía, incompleta o inexacta, de manera injustificada.

b) Informar erróneamente respecto del número de estudiantes por carrera o programa, el número de académicos o cualquier información, si de ello resultare un incremento del financiamiento o aportes que la institución recibiría del Estado, de manera directa o indirecta.

c) Negarse a efectuar o entorpecer la auditoría externa de sus estados financieros de conformidad a la ley.

d) Modificar unilateralmente los términos, condiciones y modalidades conforme a las cuales la institución de educación superior hubiere convenido con el estudiante la prestación de los servicios educativos.

e) Condicionar la rendición de exámenes u otras evaluaciones o el otorgamiento de títulos, diplomas o certificaciones a exigencias pecuniarias, distintas al pago de aranceles previamente establecidos por la institución de educación superior en su reglamentación e informados a los estudiantes al momento de suscribir el contrato respectivo.

f) Incurrir en cualquier otra infracción que sea expresamente calificada como tal por la ley.

g) Reiterar el incumplimiento de infracciones calificadas como leves. Para estos efectos se entenderá que hay reiteración cuando en un plazo de doce meses incurren en dos o más infracciones leves.

En caso de infracciones que tengan el carácter de graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.

Artículo 56.- Son infracciones leves aquellas en que se incurra contra las normas que regulan la educación superior y que no tengan señalada una sanción especial, sin perjuicio de las atribuciones expresas que sobre éstas tengan la Contraloría General de la República, el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional de Acreditación y otros organismos públicos.
En caso de infracciones que tengan el carácter de leve, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley. Con todo, las infracciones a que se refiere este artículo sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el Superintendente.

Artículo 57.- Comprobada la infracción, y sin perjuicio de las responsabilidades penales, civiles y administrativas que procedan, el Superintendente podrá aplicar una o más de las siguientes sanciones, de acuerdo a lo establecido en el artículo 58:

a) Amonestación por escrito.

b) Multa a beneficio fiscal de hasta quinientas unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones leves.

c) Multa a beneficio fiscal de hasta mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones graves.

d) Multa de hasta diez mil unidades tributarias mensuales, tratándose de infracciones gravísimas.

e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad para concurrir, directa o indirectamente, a la constitución de instituciones de educación superior o para ocupar el cargo de rector o ser integrante del órgano de administración superior en cualquiera de dichas instituciones. La sanción de inhabilitación temporal se podrá extender hasta por un plazo de cinco años, y se aplicará para el caso de infracciones gravísimas.

Para la determinación del monto específico de la multa se deberán considerar los criterios establecidos en el artículo 58 de la presente ley.

La Superintendencia podrá amonestar por escrito o multar hasta por una cantidad equivalente a mil unidades tributarias mensuales o quinientas unidades tributarias mensuales en caso de infracciones leves, a quienes ejerzan funciones directivas que resulten responsables de las infracciones cometidas. La multa se comunicará al infractor y al representante legal de la institución. La Superintendencia podrá poner en conocimiento de la asamblea de miembros, según corresponda, las infracciones, incumplimientos o actos en que hayan incurrido quienes ejerzan funciones directivas de la institución, a fin de que aquélla pueda removerlos de sus cargos en caso que corresponda de acuerdo a sus estatutos y la ley, sin perjuicio de ejercer las acciones judiciales que crea pertinentes. Sin perjuicio de lo anterior, el órgano de administración superior deberá dar cuenta a la asamblea más próxima de las sanciones de que ha sido objeto la institución o sus funcionarios.

En todo caso las multas siempre serán pagadas con el patrimonio propio de la persona o de la institución infractora. En ningún caso podrá utilizarse para ello los recursos públicos que se hubieren percibido.
Artículo 58.- Para la determinación de las sanciones específicas que en cada caso corresponda aplicar, se considerará la naturaleza y gravedad de la infracción; el beneficio económico obtenido con motivo de ésta; la intencionalidad y el grado de participación en el hecho, acción u omisión constitutiva de la misma; la conducta anterior del infractor; el cumplimiento con los planes de recuperación, en su caso; la concurrencia de circunstancias agravantes o atenuantes; y el tamaño de la institución, teniendo en especial consideración el número de estudiantes y docentes con que ésta cuenta, el número de carreras y programas de estudio que imparte, el grado de desarrollo en las áreas de gestión institucional y docencia, y el número de sedes y extensión territorial de la misma, cuando corresponda.

Artículo 59.- Sin perjuicio de las sanciones señaladas en el artículo 57, y en caso que sea procedente de acuerdo a la ley N° 20.800, la Superintendencia podrá disponer el cumplimiento de un plan de recuperación o la designación de un administrador provisional.

Artículo 60.- La sanción de multa no impide la aplicación de las demás sanciones establecidas en el artículo 57. Las resoluciones de la Superintendencia que apliquen multa tendrán mérito ejecutivo una vez que se hayan resuelto los recursos que correspondan de acuerdo a la ley o que se haya cumplido el plazo legal sin que éstos hayan sido presentados.

El monto de las multas impuestas por la Superintendencia será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva.

El pago de toda multa aplicada de conformidad a este título deberá ser acreditado ante la Superintendencia dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada. Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente, o que actúen en su nombre, serán subsidiariamente responsables del pago de la multa.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Artículo 61.- Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad:

a) Subsanar los reparos u observaciones representados por la Superintendencia dentro del plazo que ésta determine.

b) No haber sido objeto de alguna de las sanciones previstas en las normas aplicables a la educación superior en los últimos seis años tratándose de una infracción gravísima; en los últimos cuatro años si esta fuere grave, y en los últimos dos años, en caso de una infracción leve.

c) Colaboración sustancial en el proceso.
Artículo 62.- Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad:

a) No presentarse a declarar, salvo caso fortuito o fuerza mayor, por parte de los organizadores, controladores, miembros o asociados, socios, propietarios, fundadores, representantes legales, quienes ejerzan funciones directivas o dependientes de la persona jurídica fiscalizada, cuando haya sido solicitada por la Superintendencia.

b) El incumplimiento reiterado de las normas aplicables, o de las instrucciones o requerimientos de información formulados por la Superintendencia. Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.

c) Haber sido anteriormente objeto de la medida de designación de administrador provisional.

En caso de concurrir una o más circunstancias agravantes, la multa aplicable al infractor podrá ascender hasta el doble del monto máximo previsto en la ley para la infracción de que se trate.

Párrafo 7° Reglas y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro

Artículo 63.- Las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro sólo podrán tener como controladores, miembros o asociados a personas naturales, personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o que deriven su personalidad jurídica de éstas, u otras entidades de derecho público reconocidas por ley. Tales instituciones se regirán por las normas de la presente ley y las normas especiales aplicables a la educación superior, y de forma supletoria, por las disposiciones del título XXXIII del libro I del Código Civil.

Artículo 64.- Se entenderá por controlador toda persona o grupo de personas que, actuando coordinadamente o con acuerdo de actuación conjunta, y siendo miembro o asociado de la institución de educación superior, ya sea directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, tenga poder para asegurar mayoría de votos en las asambleas o reuniones de sus miembros; o para elegir a la mayoría de los directivos o designar al administrador o representante legal o a la mayoría de ellos; o para influir decisivamente en la administración de la institución.

Las instituciones de educación superior deberán informar a la Superintendencia quién es su controlador y, en caso que no tuviese, deberán señalar esta circunstancia expresamente.

Artículo 65.- Las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro tienen la obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que generen, según sea el caso, en la consecución de los fines que les son propios según la ley y sus estatutos, y en la mejora de la calidad de la educación que brindan.

Los actos, convenciones u operaciones realizadas en contravención a lo establecido en el inciso anterior constituirán infracciones gravísimas, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra g) del artículo 6 de la ley N° 20.800, los artículos 70 a 80 de la presente ley y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.

El que administrando a cualquier título los recursos o excedentes de la institución de educación superior, los destine a una finalidad diferente a lo señalado en el inciso primero de este artículo, estará obligado a reintegrarlos a la institución, debidamente reajustados conforme a la variación expresada por el Índice de Precios al Consumidor, en el período comprendido entre el mes anterior a aquel en que se llevó a cabo el desvío y el mes anterior en que se produjere la restitución. Comprobada la infracción, ésta será sancionada por la Superintendencia, conforme a las normas del presente título, con una multa desde un 50% hasta un 200% de la suma desviada. Dichos montos en ningún caso podrán ser descontados o pagados con cargo a recursos de la institución.

En este caso, la Superintendencia deberá denunciar ante el Ministerio Público los hechos de los que tome conocimiento para los fines correspondientes.

Artículo 66.- Las instituciones de educación superior que estén constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro deberán contar con un órgano de administración superior, llámese directorio, junta directiva, consejo superior u otro órgano colegiado, cualquiera sea su denominación (en adelante “órgano de administración superior”), el cual será designado en la forma y plazos previstos en sus estatutos.

Los integrantes del órgano de administración superior podrán gozar de una dieta, y en tal caso, ésta deberá estar establecida en los estatutos.

Artículo 67.- Es función esencial del órgano de administración superior el control superior de la administración financiera y patrimonial de la institución, así como de su gestión académica y desarrollo estratégico, en concordancia con su plan de desarrollo institucional.

Se prohíbe cualquier acto o contrato mediante el cual el órgano de administración superior delegue, total o parcialmente, y a cualquier título, sus funciones esenciales o se comprometa a ejercerlas bajo una determinada modalidad, salvo que se trate del otorgamiento de mandatos especiales cuyas facultades han sido indicadas de manera precisa.

Artículo 68.- Los integrantes del órgano de administración superior deberán velar por el interés de la institución de educación superior y el cumplimento de los fines establecidos en sus estatutos, y no podrán ser removidos de su cargo sino por mayoría absoluta del órgano de administración superior en los casos señalados previamente en sus estatutos.

Las funciones esenciales de los integrantes del órgano de administración superior no serán delegables y se ejercerán colectivamente, de conformidad a las formalidades que establezcan sus estatutos.

Artículo 69.- Los integrantes del órgano de administración superior deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que las personas emplean ordinariamente en sus negocios propios, y responderán solidariamente de los perjuicios causados a la institución, en su caso, por sus actuaciones dolosas o culpables. Toda estipulación o acuerdo que tienda a liberar o a limitar la responsabilidad de los integrantes del órgano de administración superior es nula.

Artículo 70.- Los integrantes del órgano de administración superior no podrán realizar o aprobar actos contrarios al interés de la institución de educación superior o que contravengan lo dispuesto en el inciso primero del artículo 65, ni usar su cargo para obtener ventajas indebidas para sí o para terceros relacionados, en perjuicio del interés de la entidad.

Los beneficios percibidos por quienes infrinjan lo dispuesto en este artículo pertenecerán a la institución de educación superior, la que además deberá ser indemnizada de cualquier perjuicio en conformidad a lo establecido en el artículo 79.

Artículo 71.- Para efectos de esta ley, se entenderá por personas relacionadas a la institución de educación superior:

a) Las personas naturales o jurídicas que sean fundadores, asociados o miembros de la institución.

b) Sus controladores, de conformidad al artículo 64.

c) Los integrantes del órgano de administración superior.

d) Sus rectores.

e) Los cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

f) Las personas jurídicas en que las personas señaladas en las letras precedentes sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.

g) Las personas naturales o jurídicas que sean miembros, asociados o fundadores, según corresponda, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a); sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.

h) Los directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores, de cualquier persona jurídica de las señaladas en la letra a), según sea el caso; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, cuando corresponda; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.

i) Las demás personas que desempeñen funciones directivas en la respectiva institución de educación superior, de acuerdo al artículo 72; sus cónyuges, convivientes civiles o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad; o las personas jurídicas en que las personas señaladas anteriormente sean dueños, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 5% o más de su capital.

j) Las personas jurídicas en que las personas naturales señaladas en las letras precedentes sean directores, gerentes, administradores, o ejecutivos principales de las mismas.

k) Las personas jurídicas en que la institución de educación superior sea propietaria, socia, fundadora, asociada o miembro o que, conforme a los estatutos de éstas, pueda elegir a lo menos a un integrante del directorio u órgano de administración respectivo.

La Superintendencia podrá establecer, mediante norma de carácter general, que es relacionada a una institución de educación superior toda persona natural o jurídica que por relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación haga presumir que sus operaciones con la institución originan conflictos de interés.

Artículo 72.- Para efectos de esta ley, se entenderá que ejercen funciones directivas de una institución de educación superior los integrantes de el o los órganos colegiados de administración superior, sea cual fuere su denominación, el rector, así como cualquier autoridad unipersonal de la institución, que tenga atribución de decisiones estratégicas y patrimoniales, así como los directores o decanos de sus sedes, facultades o campus, o los integrantes de órganos académicos superiores.
Artículo 73.- Las instituciones de educación superior que estén organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro no podrán realizar actos, contratos, convenciones u operaciones con las personas indicadas en las letras a), b), c), d), e) y f) del artículo 71.


Con todo, se exceptuarán de la prohibición establecida en el inciso anterior aquellos actos, contratos, convenciones u operaciones cuando:


a) La contraparte sea una persona jurídica sin fines de lucro, de derecho público, creada por ley o cuya personalidad jurídica derive de corporaciones de derecho público.


b) Se trate de donaciones cuyo beneficiario sea una institución de educación superior sin fines de lucro o creada por ley o que derive su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público.


c) Se trate de contratos de trabajo u honorarios para desempeñar labores académicas o docentes, según corresponda, en la institución.


El incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 65 y de la responsabilidad penal, civil o administrativa que corresponda.

Artículo 74.- Las operaciones señaladas en el inciso segundo del artículo anterior, o aquéllas que se realicen con personas relacionadas distintas a las señaladas en su inciso primero, deberán contribuir al interés de la institución de educación superior y al cumplimiento de sus fines; ajustarse en precio, términos y condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado en el lugar y tiempo de su celebración, salvo que dicho precio, términos o condiciones sean más ventajosas para las instituciones de educación superior, y cumplir estrictamente con los requisitos establecidos en los artículos siguientes, cualquiera sea el monto, naturaleza, objeto o condición de habitualidad de la operación.

El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima.

Artículo 75.- Las operaciones a que se refiere el artículo anterior deberán ser aprobadas, en forma previa a su celebración, por la mayoría de los integrantes del órgano de administración superior de la institución de educación superior o su equivalente, debiendo excluirse de la votación aquéllos que tengan interés directo o indirecto en la operación de que se trate, en su caso.

El incumplimiento de lo señalado en el inciso anterior constituirá una infracción gravísima.

Con todo, lo dispuesto en el inciso primero no se exigirá respecto de operaciones cuyo monto sea inferior a 2.000 unidades de fomento, sea considerada individualmente o en conjunto con otras operaciones que tengan igual causa u objeto, y se celebren con una misma parte dentro de un período consecutivo de doce meses.

Artículo 76.- La reunión del órgano de administración superior que apruebe la operación de conformidad al artículo anterior deberá constar en un acta firmada por todos los integrantes presentes y deberá contener, a lo menos, lo siguiente:

a) La descripción del objeto, monto, plazo de duración y demás condiciones comerciales de la operación de que se trate.

b) La individualización de la contraparte en la operación y el tipo de relación existente con la misma.

c) La indicación de que la operación es necesaria y de cómo contribuye al interés de la institución de educación superior.

d) La individualización de los integrantes del órgano de administración superior que aprobaron la operación.

e) La individualización de el o los integrantes del órgano de administración superior que se hayan abstenido por tener interés en la operación respectiva, con indicación de la relación que tuvieren con la contraparte en la operación.

f) La individualización de el o los integrantes del órgano de administración que se hayan opuesto a la aprobación del acto u operaciones.
g) Las deliberaciones efectuadas para la aprobación de los términos y condiciones de la operación, con indicación precisa de los antecedentes concretos que se hayan tenido en consideración a efectos de determinar que la operación se ajusta a lo dispuesto en el artículo 74.

Artículo 77.- El cumplimiento de los procedimientos descritos en los artículos anteriores, en caso alguno eximirá a los integrantes del órgano de administración superior o su equivalente de la responsabilidad que corresponda, en caso que la operación respectiva no se ajuste a lo dispuesto en el artículo 74.

Artículo 78.- El que, administrando a cualquier título recursos de una institución de educación superior, se interesare, directa o indirectamente, en cualquier negociación, acto, contrato u operación que involucre a la institución, con infracción a lo previsto en los artículos 71 a 77, ambos inclusive de la presente ley, será sancionado con reclusión menor en su grado medio y con multa del tanto al duplo del valor del interés que hubiere tomado en el negocio.

Las mismas penas se le impondrán si, en cualquiera de las situaciones señaladas en el inciso precedente, y dándose en lo demás las mismas circunstancias, diere o dejare tomar interés a su cónyuge o conviviente civil, a un pariente en cualquier grado de la línea recta o hasta en el tercer grado inclusive de la línea colateral, sea por consanguinidad o afinidad.

Lo mismo valdrá en caso que el que hubiere incurrido en la conducta diere o dejare tomar interés a terceros asociados con él o con las personas indicadas en el inciso precedente, o a sociedades, asociaciones o empresas en las que dichos terceros o esas personas tengan interés social, superior al diez por ciento si la sociedad es anónima, o ejerzan su administración en cualquiera forma.

Artículo 79.- La Superintendencia, cualquier asociado, miembro o fundador de la institución de educación superior, o quienes ejerzan funciones directivas y no hubieren concurrido al acuerdo de aprobación de la operación celebrada en contravención a las normas de este título podrán, a nombre de la institución de educación superior, perseguir judicialmente la responsabilidad civil de los directores que hubieren aprobado la operación.

Artículo 80.- Las normas establecidas en los artículos 71 a 79 de este párrafo les serán aplicables a las instituciones de educación superior que deriven su personalidad jurídica de corporaciones de derecho público u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.

TÍTULO IV

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR

Artículo 81.- Modifícase la ley N° 20.129, que Establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, en el siguiente sentido:

1) Reemplázase el artículo 1 por el siguiente:

“Artículo 1.- Establécese el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior (en adelante también “el Sistema”) que estará integrado por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, el Consejo Nacional de Educación, la Comisión Nacional de Acreditación y la Superintendencia de Educación Superior.

Al Sistema, en su conjunto, corresponderá:

a) El desarrollo de políticas que promuevan la calidad, pertinencia, articulación, inclusión y equidad en el desarrollo de las funciones de las instituciones de educación superior.

b) La identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del Sistema, y la información pública.

c) El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, que corresponde al Consejo Nacional de Educación, en conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.

d) La acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas de conformidad a lo establecido en el título II del capítulo II, y la acreditación de carreras o programas de pregrado y postgrado de conformidad a lo dispuesto en el título III y IV del capítulo II, y de carreras o programas de estudios conducentes a título técnico de nivel superior, título profesional o licenciatura en modalidad a distancia o semipresenciales.

e) La fiscalización del cumplimiento, por parte de las instituciones de educación superior, de las normas aplicables a dicho sector, en especial de la obligación de destinar sus recursos al cumplimiento de sus fines, así como la supervisión de su viabilidad administrativa y financiera, y del cumplimiento de los compromisos académicos con sus estudiantes.”.

2) Elimínase el artículo 2.

3) Reemplázase el artículo 3 por el siguiente:

“Artículo 3.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:

a) El Subsecretario de Educación Superior, quien lo presidirá.

b) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación.

c) El Superintendente de Educación Superior.

d) El Presidente del Consejo Nacional de Educación.

Corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior brindar soporte técnico para el funcionamiento del Comité de Coordinación. Los miembros del Comité deberán designar a un secretario, quien llevará las actas y desempeñará las demás funciones que se le asignen.”.

4) Reemplázase el artículo 4 por el siguiente:

“Artículo 4.- Corresponderá al Comité de Coordinación:

a) Velar por la coordinación de los organismos que lo integran en lo relativo a su relación con las instituciones de educación superior.

b) Colaborar con la Comisión Nacional de Acreditación en el proceso de elaboración de los criterios y estándares de calidad, según ésta defina.

c) Establecer y coordinar mecanismos para el intercambio de información entre los órganos que componen el Sistema y las instituciones de educación superior.

d) Establecer un Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior, el cual contemplará, a lo menos, los compromisos y objetivos del Sistema, las acciones necesarias para alcanzarlos, y la identificación de las áreas que requieran de especial coordinación.

e) Constatar, respecto de los comisionados de la Comisión Nacional de Acreditación, la verificación de las causales de cesación en el cargo establecidas en el artículo 12 quáter, así como si se encuentran afectos a una inhabilidad para desempeñar el cargo. En estos casos, el Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación participará sólo con derecho a voz.”.

5) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase las dos veces que aparece la palabra “Coordinador” por las palabras “de Coordinación”.

b) Reemplázase la palabra “tres” por “seis”.

6) Reemplázase en el artículo 6 la palabra “verificar” por la frase “evaluar, acreditar”.

7) Reemplázase el artículo 7 por el siguiente:

“Artículo 7.- La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:

a) Cuatro académicos universitarios de reconocido prestigio y amplia trayectoria en gestión institucional, docencia de pregrado o formación de postgrado. De éstos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna universidad cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.

b) Cuatro docentes o profesionales de reconocido prestigio y amplia trayectoria en formación técnico profesional o en gestión institucional en centros de formación técnica o institutos profesionales. De ellos, al menos dos deberán estar o haber estado vinculados a alguna institución de educación superior cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana.

c) Un docente o profesional de reconocido prestigio y amplia trayectoria en el área de la innovación, seleccionado por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley N° 19.882, a partir de una terna propuesta por la Corporación de Fomento de la Producción.

d) Un académico universitario de reconocido prestigio y amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica seleccionado por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad con la ley N° 19.882, a partir de una terna propuesta por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica o su sucesor.

e) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución cuyo domicilio esté localizado en una región distinta de la Región Metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán tener aprobada al menos la mitad de la carrera en la que estén inscritos y encontrarse dentro del 10% de los estudiantes de mejor rendimiento de su generación, y durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos de acuerdo al procedimiento que establezca el reglamento y deberán ser representativos de cada subsistema, resguardando la participación de las Federaciones de Estudiantes, en su caso.

Las designaciones de las letras c) y d) serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes. El nombramiento de las personas seleccionadas se efectuará mediante resolución del Ministerio de Educación.

Tres de los comisionados señalados en la letra a) y tres de los señalados en la letra b) anteriores, serán designados por el Presidente de la República con acuerdo de tres quintos del Senado, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882. Los demás comisionados de las letras a y b) serán designados por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta para cada cargo por el Consejo de Alta Dirección Pública, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3º del título VI de la ley N° 19.882, uno de los cuales será designado por el Presidente de la República como el Presidente de la Comisión. Asimismo, uno de estos últimos comisionados deberá tener trayectoria en gestión financiera y organizacional.

Corresponderá al Presidente citar y presidir las sesiones de la Comisión, establecer la tabla de materias a ser tratadas en cada sesión, dirigir sus deliberaciones, dirimir sus empates, y participar en el Comité de Coordinación en conformidad con lo establecido en el artículo 3. Asimismo, le corresponderá la representación de la Comisión en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera.

El Presidente se relacionará con el Secretario Ejecutivo para la coordinación de las funciones y atribuciones de la Comisión.

Los comisionados señalados en las letras a), b), c) y d) anteriores durarán seis años en sus cargos, no podrán ser designados nuevamente para un período consecutivo, y se renovarán por parcialidades cada tres años. En caso que no se efectuare el nombramiento del nuevo comisionado antes de la expiración del plazo de duración en el cargo del comisionado saliente, éste podrá permanecer en el desempeño de sus funciones hasta el nombramiento de su reemplazante, por un máximo de tres meses adicionales. Si su nombramiento requiere de acuerdo del Senado y éste no se hubiere pronunciado en los términos señalados una vez vencido dicho plazo, se nombrará al candidato propuesto por el Presidente de la República, sin más trámite.

La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras a), b), c) y d) a un Vicepresidente, que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.

La Comisión requerirá de la mayoría de sus integrantes para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de sus miembros. En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, cuatro sesiones al mes.

La Comisión Nacional de Acreditación podrá desarrollar su labor en dos salas. La sala universitaria estará integrada por los comisionados a que se refieren las letras a) y d), más uno de los representantes de los estudiantes a que se refiere la letra e). La sala de formación técnica será integrada por los comisionados a que se refieren las letras b) y c), más el restante representante de los estudiantes. La sala en que no participe el Presidente de la Comisión, será presidida por uno de los restantes comisionados designados por el Presidente de la República. Sin perjuicio de lo anterior, será la Comisión en pleno la que deberá adoptar acuerdos respecto de las materias señaladas en las letras a), b) y d) del artículo 8.

Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la que asistan, la que podrá ascender hasta 10 unidades tributarias mensuales con un máximo de 90 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.

A los integrantes de la Comisión, salvo el caso del Presidente, no les serán aplicables las normas de la ley N° 19.882, salvo en lo relativo a su nombramiento, de conformidad a lo señalado en los incisos anteriores.

Los comisionados deberán declarar intereses y patrimonio conforme a lo establecido en el capítulo 1° del título II de la ley N° 20.880.”.

8) Reemplázase el artículo 8 por el siguiente:

“Artículo 8.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

a) Administrar y resolver los procesos de acreditación institucional de las instituciones de educación superior autónomas, y de las carreras y programas de estudio de pre y postgrado que éstas impartan, incluidos los programas on line tanto en su modalidad b-learning como e-learning, conducentes a un título o grado, según corresponda.

b) Elaborar y establecer los criterios y estándares de calidad para la acreditación institucional, y de las carreras y programas de pregrado y postgrado, de acuerdo al tipo de institución, sea ésta del subsistema técnico profesional o universitario, previo informe del Comité Coordinador del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

c) Ejecutar y promover acciones para el mejoramiento continuo de la calidad de las instituciones de educación superior, en particular, identificar, promover y difundir entre las instituciones de educación superior buenas prácticas en materia de aseguramiento de la calidad de la educación superior.

d) Resolver la solicitud de apertura de nuevas sedes, carreras o programas de pregrado en nuevas áreas del conocimiento, por parte de las instituciones de educación superior autónomas, según corresponda, de conformidad con lo establecido en el artículo 25 ter.

e) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo, y proporcionar al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior los antecedentes correspondientes.

f) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

La Comisión deberá someterse, cada cinco años y por parte de instituciones extranjeras de reconocido prestigio en las áreas de su competencia, a una evaluación externa en materias relacionadas con el aseguramiento de la calidad de la educación superior, en particular, respecto al desarrollo de los procesos de acreditación que le correspondan de conformidad a esta ley.”.

9) Modifícase el artículo 9 en el siguiente sentido:

a) Incorpórase en la letra a), después de la coma, la frase “previa selección conforme al Sistema de Alta Dirección Pública de conformidad a lo establecido en el título VI de la ley N° 19.882”.

b) Elimínase su letra c), pasando su actual d) a ser c) y así sucesivamente.

c) Intercálanse las siguientes letras d), e), f), g) y h), pasando la letra e) a ser i) y así sucesivamente:

“d) Dictar normas de carácter general en materias de su competencia, en especial respecto de la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación, tanto institucional como de carreras y programas de estudio de pre y postgrado;

e) Disponer la incorporación de pares evaluadores al registro establecido en el artículo 19, designar a los que actuarán en un determinado proceso de acreditación y resolver las impugnaciones que presenten las instituciones de educación superior a la designación de los mismos, de conformidad con lo establecido en el referido artículo;

f) Solicitar informes a las instituciones de educación superior acerca del cumplimiento de los estándares de calidad;

g) Disponer la realización de visitas de seguimiento del cumplimiento de los estándares de calidad a las instituciones de educación superior;

h) Disponer el adelantamiento de la acreditación institucional en el caso del artículo 25 bis de esta ley;”.

d) Intercálase en la letra e), que ha pasado a ser i), después del punto y coma, que pasa a ser coma, lo siguiente: “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 54 de la Ley de Educación Superior”.

10) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el encabezado por el siguiente:

“La Comisión nombrará, a partir de una terna que le será propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título VI de la ley N° 19.882, a un Secretario Ejecutivo a quien le corresponderán las siguientes funciones:”.

b) Elimínase en su letra c) la locución “y”.

c) Reemplázase en su letra d) el punto final por una coma seguida de la locución “y”.

d) Incorpórase la siguiente letra e):

“e) Participar en las sesiones de la Comisión, con derecho a voz.”.

11) Incorpórase el siguiente párrafo 2° bis:

“Párrafo 2° bis De las inhabilidades e incompatibilidades

Artículo 12 bis.- No podrán ser nombrados comisionados:

a) Quienes ejerzan funciones directivas en una institución de educación superior, de conformidad con lo establecido en el artículo 72 de la Ley de Educación Superior.

b) Los miembros o asociados, socios o propietarios de una institución de educación superior, o quienes lo hayan sido dentro de los doce meses anteriores a la postulación al cargo.

c) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

d) Quienes ejerzan el cargo de Ministro de Estado o Subsecretario; Senador o Diputado; ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública; Intendente, Gobernador o Consejero Regional; Secretarios Regionales Ministeriales o Jefe del Departamento Provincial de Educación, Alcalde o Concejal; los que sean miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; los miembros de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y los miembros de los demás Tribunales creados por ley; funcionario de la Administración del Estado, salvo que desempeñe funciones en instituciones de educación superior estatales, y miembro de los órganos de dirección de los partidos políticos, candidatos a cargos de elección popular, y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.

Asimismo, no podrán ser nombrados como comisionado quienes hubieren sido removidos de su cargo de conformidad a lo establecido en las letras e) y f) del artículo 12 quáter.

Las inhabilidades contempladas en este artículo serán también aplicables a quienes ejerzan funciones directivas en la Secretaría Ejecutiva, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.

Artículo 12 ter.- Los comisionados deberán informar inmediatamente al Presidente de la Comisión de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus acuerdos o decisiones, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

En particular, los comisionados deberán abstenerse de intervenir en aquellos asuntos que afecten a las instituciones de educación superior con que tengan una relación contractual.

Los comisionados que, debiendo abstenerse, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo por el Presidente de la República y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.

Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de abstención deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de un año, contado desde que éste fue emitido.

Artículo 12 quáter.- Serán causales de cesación en el cargo de comisionado, las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.

c) Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño de su cargo.

d) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.

e) Haber sido condenado por sentencia firme o ejecutoriada, por delitos que merezcan pena aflictiva.

f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como comisionado. Para estos efectos, se considerará falta grave:

i. Inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a cuatro sesiones en un semestre calendario.

ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo que no haya sido divulgada oficialmente.

iii. Dar por acreditados hechos a sabiendas de que son falsos u omitir información relevante para el proceso.

El comisionado respecto del cual se verificare alguna causal de incapacidad sobreviniente o que se encontrare en una situación que lo inhabilite para desempeñar el cargo, o alguna causal de incompatibilidad con el mismo, deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia a la Comisión. En caso de constatarse por el Comité de Coordinación alguna de dichas causales, el comisionado cesará automáticamente en su cargo. De igual forma, cesará en su cargo el comisionado cuya renuncia hubiere sido aceptada por el Presidente de la República.

El comisionado que incurra en alguna de las situaciones descritas en la letra f) de este artículo será destituido por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministerio de Educación, previo procedimiento administrativo, aplicándose supletoriamente las normas del Título V de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fijó el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Mientras se lleva a cabo este proceso, el comisionado quedará inhabilitado temporalmente para ejercer su cargo, perdiendo en tal caso su derecho a percibir la dieta establecida en la presente ley. El acto administrativo en virtud del cual se haga efectiva la destitución deberá señalar los hechos en que se funda y los antecedentes tenidos a la vista para acreditarlos. El comisionado que hubiere sido destituido de conformidad a lo dispuesto en este inciso no podrá ser designado nuevamente en el cargo.

La destitución establecida en el inciso anterior procederá sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que pudiere configurarse.

Si quedare vacante el cargo de comisionado, deberá procederse al nombramiento de uno nuevo de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 7. El comisionado nombrado en reemplazo durará en el cargo sólo por el tiempo que restare para completar el período del comisionado reemplazado. Si quedare menos de la mitad del período de duración del cargo, dicho comisionado podrá ser reelecto.

Una vez que los comisionados hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ejercer funciones directivas de una institución de educación superior, ni podrán tener participación en su propiedad, o ser miembros o asociados de éstas, hasta doce meses después de haber expirado en sus funciones.

Artículo 12 quinquies.- Los comisionados, el personal de la Secretaría Ejecutiva, los integrantes de los Comités Consultivos y el personal que preste servicios a la Comisión, deberán guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tomen conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deban proporcionar de conformidad a la ley.

Asimismo, tendrán prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios, sean éstos remunerados o gratuitos, ya sea en forma directa o a través de terceros, salvo labores docentes en los términos del artículo 8 de la ley N° 19.863.

Las infracciones a esta norma serán consideradas faltas graves para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y para perseguir la responsabilidad administrativa, que se exigirá sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.”.

12) Elimínase el inciso segundo del artículo 14.

13) Incorpórase un párrafo 1° al título II denominado “De la acreditación institucional”.

14) Modifícase el artículo 15 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 15.- La acreditación institucional será obligatoria para las instituciones de educación superior autónomas y consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de estándares de calidad, los que se referirán a recursos, procesos y resultados; así como también, el análisis de mecanismos internos para el aseguramiento de la calidad, considerando tanto su existencia como su aplicación sistemática y resultados, y su concordancia con la misión y propósito de las instituciones de educación superior.”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La acreditación institucional será integral y considerará la evaluación de la totalidad de las sedes de la institución de educación superior, y de aquellas carreras y programas de estudio de pre y postgrado que hayan sido seleccionados por la Comisión para dicho efecto.”.

c) Reemplázase en su inciso segundo, que pasó a ser tercero, la frase “La opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo” por “En el desarrollo del proceso de acreditación institucional”.

d) Agrégase en su inciso final, después del punto final que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“Asimismo, un reglamento de la Comisión establecerá el procedimiento de selección de carreras y programas de estudio de pre y postgrado que serán evaluados en la acreditación institucional. Este procedimiento deberá asegurar la evaluación de una muestra representativa e intencionada de las carreras y programas de estudios impartidos por la institución en la totalidad de sus sedes, la que deberá considerar carreras y programas de estudio de las distintas áreas del conocimiento en las que la institución desarrolla sus funciones, evaluando integralmente la diversidad de la institución. La institución evaluada podrá seleccionar una carrera o programa para su evaluación, la que podrá ser considerada como parte integral de la muestra por la Comisión.”.

15) Reemplázase la letra a) del artículo 16 por la siguiente:

“a) Autoevaluación institucional. Examen crítico y analítico que realizan las instituciones de educación superior, utilizando diferentes fuentes, tanto internas como externas, para identificar y determinar, de modo sistemático y objetivo, sus fortalezas y debilidades en las dimensiones sometidas al procedimiento de acreditación, en relación con los criterios y estándares de calidad y con los fines que se propone la institución.

Los resultados de este examen se contendrán en un informe, que deberá incluir la autoevaluación de la totalidad de las sedes de la institución.

El informe deberá contemplar un Plan de Mejora, en el que la institución de educación superior deberá identificar sus principales debilidades, las áreas en las que ha determinado necesario desarrollar acciones de mejoramiento y los mecanismos mediante los cuales les dará solución, además de los resultados esperados y los plazos en los que se espera alcanzarlos.”.

16) Incorpórase el siguiente artículo 16 bis:

“Artículo 16 bis.- Desde el inicio del proceso de acreditación institucional se entenderá, para todos los efectos legales, que la acreditación institucional vigente se prorrogará hasta la dictación de la resolución final que ponga término al proceso.

En caso que una institución de educación superior no se someta al proceso de acreditación una vez vencida su acreditación vigente, se entenderá que a la institución no se le ha otorgado la acreditación institucional, debiendo aplicársele a este respecto lo establecido en el artículo 22 de esta ley.

Las instituciones de educación superior en proceso de licenciamiento, deberán someterse al proceso de acreditación una vez obtenida su autonomía. En este primer proceso de acreditación se deberán incluir aquellas carreras de acreditación obligatoria que esté impartiendo la respectiva institución, de conformidad a lo dispuesto en el título III del capítulo II.”.

17) Reemplázase el artículo 17 por el siguiente:

“Artículo 17.- La acreditación institucional se realizará evaluando dimensiones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior, a partir de criterios y estándares de calidad definidos para dichas dimensiones.

La Comisión deberá elaborar criterios y estándares de calidad que sean específicos para instituciones de los subsistemas universitario y técnico profesional de nivel superior.

Las instituciones de educación superior deberán acreditarse en las dimensiones de docencia y resultados del proceso de formación; gestión y recursos institucionales; aseguramiento interno de la calidad; generación de conocimiento, creación y/o innovación; y vinculación con el medio.

Un reglamento de la Comisión determinará el contenido de cada una de las dimensiones de evaluación.”.

18) Incorpórase el siguiente artículo 17 bis:

“Artículo 17 bis.- Para efectos de lo establecido en esta ley, se entenderá por:

a) Dimensión de evaluación: ámbito en que las instituciones de educación superior son evaluadas en la acreditación institucional, conforme a criterios y estándares de calidad.

b) Criterio: objetivo específico de una dimensión de evaluación que enuncia categorías o principios generales de calidad aplicables a todas las instituciones de educación superior. Estos criterios se deberán elaborar considerando el tipo de institución, ya sea para el subsistema universitario o técnico profesional.

c) Estándar: grado o medida de cumplimiento de un criterio, ya sea de carácter cuantitativo o cualitativo, que una institución de educación superior debe alcanzar, medidos de manera objetiva mediante indicadores que establecen evidencia de dicho cumplimiento.”.

19) Reemplázase el artículo 18 por el siguiente:

“Artículo 18.- Los criterios y estándares de calidad se revisarán y establecerán por la Comisión cada cinco años, previo informe del Comité de Coordinación.

La Comisión elaborará los criterios y estándares de calidad, los que deberán considerar las especificidades de los subsistemas técnico profesional y universitario y los niveles formativos que las instituciones de educación superior impartan. Para estos efectos, la Comisión deberá consultar la opinión técnica de las instituciones de educación superior, así como también la de comités consultivos compuestos por expertos chilenos o extranjeros y representantes del sector productivo.

La Comisión deberá remitir los criterios y estándares al Comité de Coordinación antes de seis meses de la fecha en que deban entrar en vigencia, para que este último emita su informe.

Se establecerán criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional, de acreditación de las carreras y programas cuya acreditación sea obligatoria y de acreditación de programas de doctorados y especialidades médicas.

Con todo, los criterios y estándares de calidad para los procesos de acreditación institucional deberán considerar, al menos, los siguientes aspectos de cada una de las dimensiones de evaluación:

1.- La institución debe contar con un sistema interno de aseguramiento de la calidad que sea transversal a sus políticas y a las funciones que le son propias. Los mecanismos aplicados para estos efectos deben garantizar esta transversalidad, aplicada sistemáticamente en las instancias orgánicas correspondientes, y cuyos resultados impacten al desarrollo institucional.

2.- La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los fines institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones a desarrollar.

3.- La gestión de la docencia debe considerar políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza y resultados del proceso de formación, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados.

4.- En la generación de conocimiento, creación y/o innovación, la institución debe contar con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y debe demostrar que el desarrollo de estas funciones aseguran resultados de calidad. Asimismo, se tendrá en consideración la existencia de mecanismos que permitan un libre acceso al público por medio de la apertura digital de los contenidos de sus cursos y publicaciones.

5.- En relación a la vinculación con el medio, la institución de educación superior debe contar con políticas y mecanismos sistemáticos de vinculación bidireccional con su entorno significativo y con otras instituciones de educación superior, que aseguren resultados de calidad. Asimismo, deberán incorporarse indicadores que reflejen los aportes de la institución al desarrollo sustentable de la región y del país.”.

20) Modifícase el artículo 19 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su segundo inciso la frase “o jurídicas”.

b) Elimínase en su inciso tercero lo siguiente:

i. La frase “personas naturales”.

ii. La siguiente oración: “Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales y certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en dichas actividades.”.

c) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:

“Asimismo, en la designación de la Comisión de los pares evaluadores que participarán en cada caso, se deberá cautelar que se respete un adecuado equilibrio de personas con experiencia en instituciones de educación superior regionales y de la Región Metropolitana de Santiago.”.

d) Reemplázase en su inciso quinto lo siguiente:

i. La frase “, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores” por “a los pares evaluadores que actuarán”.

ii. La frase “tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces. En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores. La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable”, por la siguiente: “podrá impugnar fundadamente a uno o más de los pares evaluadores por una sola vez, ante la Comisión, cuando concurra alguna de las causales de inhabilidad señaladas en el inciso siguiente, u otras circunstancias que a juicio de la institución puedan afectar la imparcialidad o normal desarrollo del proceso evaluativo, dentro del plazo de cinco días, contado desde la notificación de la resolución que designa a los pares evaluadores”.

e) Reemplázanse los incisos sexto, séptimo y octavo por los siguientes:

“No podrán ser seleccionados como pares evaluadores las personas que:

a) Hubieren cursado estudios de pre o postgrado en la institución a ser evaluada.

b) Tengan vigentes o hayan celebrado contratos, por sí o por terceros, con la institución a ser evaluada, dentro de los tres años anteriores al inicio de sus funciones, según corresponda.

c) Tengan la calidad de cónyuge, conviviente civil o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad, de quienes ejerzan funciones directivas, cualquiera sea su denominación en la institución a ser evaluada.

d) Se hallen condenadas por crimen o simple delito.

Asimismo, los pares evaluadores no podrán mantener ningún tipo de relación contractual, tener participación en la propiedad, o ser miembros o asociados en una institución de educación superior, ni ejercer funciones directivas en éstas, hasta doce meses después de haber participado en la evaluación externa de la institución respectiva.”.

21) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso primero las palabras “criterios de evaluación” por la frase: “estándares de calidad”.

b) Reemplázase en su inciso segundo lo siguiente:

i. La primera vez que aparece la palabra “criterios” por la palabra “estándares”.

ii. La palabra “inferior” por la siguiente frase: “de cuatro, cinco o seis años”.

iii. Las palabras “criterios de evaluación” por las siguientes: “estándares de calidad”.

c) Reemplázase su inciso final por el siguiente: 

“La resolución final que otorgue la acreditación deberá incorporar un pronunciamiento respecto del Plan de Mejora del que trata el artículo 16. El cumplimiento del Plan de Mejora será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación institucional.”.

22) Elimínase en el artículo 21 la frase “Si el informe emanado de esta segunda revisión recomendare la acreditación de la institución, éste deberá ser acogido por la Comisión.”.

23) Agrégase el siguiente artículo 21 bis:

“Artículo 21 bis.- Al siguiente período de acreditación, las instituciones acreditadas por cuatro y cinco años, en el marco de la mejora continua, deberán ser capaces de obtener los estándares correspondientes al siguiente nivel de acreditación.”.
24) Sustitúyese en el artículo 23 toda referencia al “Consejo Superior” por “Consejo Nacional”.

25) Reemplázase en el artículo 24 la oración “Si como resultado del proceso de acreditación,” por la frase “Si en el ejercicio de sus funciones”, y la frase “57, 67 ó 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” por “64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”.

26) Incorpórase el siguiente artículo 25 bis:

“Artículo 25 bis.- Con todo, la Comisión podrá, de manera excepcional y por resolución fundada, adelantar el proceso de acreditación institucional, antes del término del plazo por el cual fue concedida, en aquellos casos en que obtenga antecedentes que hagan presuponer que una institución de educación superior ha dejado de dar cumplimiento a los estándares de calidad que justificaron su acreditación institucional vigente.

Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, la Comisión deberá notificar a la institución afectada, la que tendrá un plazo de treinta días para realizar sus descargos y solicitar que se abra un período de prueba no superior a igual término.

De acuerdo a los antecedentes recabados en las visitas de seguimiento de cumplimiento de estándares, la Comisión podrá representar a la institución observaciones respecto de ellas, las que se tendrán en consideración al momento del nuevo proceso de acreditación.”.

27) Incorpórase al título II del capítulo II el siguiente párrafo 2º, que consta de los artículos 25 ter, 25 quáter y 25 quinquies:

“Párrafo 2° Del Proceso de apertura y cierre de sedes, carreras o programas

Artículo 25 ter.- Las instituciones de educación superior acreditadas, podrán abrir nuevas sedes, o impartir nuevas carreras o programas de pregrado, debiendo cumplir con lo dispuesto en el presente artículo.

Las instituciones de educación deberán informar previamente a la Comisión Nacional de Acreditación sobre la apertura de nuevas sedes o impartir nuevas carreras o programas de pregrado.

Por su parte, aquellas instituciones que cuenten con cuatro años de acreditación institucional deberán solicitar autorización a la Comisión para abrir nuevas sedes, o impartir nuevas carreras o programas de pregrado en áreas del conocimiento distintas a aquellas evaluadas en el último proceso de acreditación al que se sometió la institución de educación superior, de conformidad con el procedimiento regulado en el artículo siguiente.

Artículo 25 quáter.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior, las instituciones de educación superior deberán presentar a la Comisión un proyecto que contenga, a lo menos, lo siguiente:

a) Justificación de la coherencia, necesidad y pertinencia de la nueva sede, carrera o programa.

b) Indicación de los objetivos de la nueva sede, carrera o programa.

c) Especificación de la infraestructura y de los recursos docentes, académicos, didácticos y financieros con que cuenta la nueva sede, carrera o programa.

d) Especificación de los resultados de aprendizaje previstos, para el caso de la nueva carrera o programa de estudio.

e) Especificación del sistema interno de gestión de la calidad, para el caso de una nueva sede.

f) Etapas y plazos de ejecución del proyecto.

La Comisión, previo informe de la Superintendencia de Educación Superior en lo que respecta a la viabilidad financiera del proyecto, deberá resolver la respectiva solicitud. El plazo máximo de duración de este procedimiento de autorización no podrá exceder de tres meses.

Mediante resolución la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo del proceso de autorización de apertura de sedes, carreras y programas.

Artículo 25 quinquies.- Para efectos del cierre de una sede, carrera o programa, las instituciones de educación superior deberán presentar un Plan de Cierre a la Subsecretaría de Educación Superior, el que previamente deberá ser notificado a los estudiantes matriculados en la respectiva carrera.

El Plan de Cierre deberá contener, al menos, lo siguiente:

a) Antecedentes sobre la necesidad de cerrar la sede, carrera o programa.

b) Información relativa a matrícula de la sede, carreras, y programas, planta docente, datos de titulación y retención.

c) Copia de los planes y programas de estudio.

d) Indicar los mecanismos a través de los cuales se resguardará la integridad de los registros académicos de las carreras.

e) Señalar la manera en que se resguardará y garantizará la continuidad de estudios de los estudiantes, además de la forma en que éstos recibirán el servicio educativo comprometido hasta finalizar sus carreras, en la medida que cumplan con los requisitos académicos que correspondan, lo que en ningún caso podrá contemplar cobros adicionales.

f) Información detallada sobre etapas y plazos de ejecución del cierre.

La Subsecretaría deberá pronunciarse sobre el Plan de Cierre, aprobándolo o formulándole observaciones fundadas, las que deberán ser subsanadas por la institución.

Sólo una vez aprobado el Plan de Cierre por la Subsecretaría, la institución de educación superior podrá ejecutarlo. Una vez finalizado el Plan de Cierre, la institución de educación superior deberá presentar los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste dicte el acto administrativo correspondiente.

El incumplimiento de lo señalado en este artículo constituirá una infracción gravísima para los efectos de lo dispuesto en la Ley de Educación Superior.

Un reglamento del Ministerio de Educación regulará las materias que trata este artículo.”.

28) Reemplázase el epígrafe del título III por el siguiente “De la acreditación de carreras y programas conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano y demás profesiones de la salud que se indican, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial o Especial y Educador de Párvulos”.

29) Elimínase en el título III la referencia al “Párrafo 1° Del Objeto de la acreditación”.

30) Elimínase el artículo 26.

31) Reemplázase el artículo 27 por el siguiente:

“Artículo 27.- Las carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Médico Cirujano, Cirujano Dentista, Enfermero, Matrón, Kinesiólogo, Terapeuta Ocupacional, Fonoaudiólogo, Nutricionista, Tecnólogo Médico, Químico Farmacéutico, Bioquímico, Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Diferencial o Especial y Educador de Párvulos deberán someterse obligatoriamente al proceso de acreditación establecido en este párrafo.

La acreditación de estas carreras y programas consistirá en la evaluación y verificación del cumplimiento de estándares de calidad, y tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte.

Esta acreditación se extenderá hasta por un plazo de siete años, según el grado de cumplimiento de los estándares de calidad. Con todo, a la carrera o programa que no presente un cumplimiento aceptable de los estándares de calidad, no se le otorgará la acreditación.

Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de estas carreras y programas, los que, en todo caso, deberán considerar las etapas de autoevaluación, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.”.

32) Modifícase el artículo 27 bis en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en su inciso primero la oración “carreras y programas de estudio conducentes a los títulos profesionales de Profesor de Educación Básica, Profesor de Educación Media, Profesor de Educación Técnico Profesional, Profesor de Educación Diferencial y Educador de Párvulos” por la siguiente frase “las carreras y programas referidas en el artículo anterior”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“Asimismo, las universidades que se encuentren en proceso de licenciamiento y bajo la supervisión del Consejo Nacional de Educación, y que cuenten con la autorización de ese organismo, podrán impartir las carreras referidas en el artículo anterior hasta que dichas instituciones logren la plena autonomía, momento en el cual deberán iniciar su proceso de acreditación y acreditar la o las respectivas carreras. Con todo, las carreras o programas podrán funcionar mientras se tramite este primer proceso de acreditación.”.

c) Intercálase en su inciso tercero, antes de la segunda coma, la frase: “de pedagogía”.

d) Reemplázase en su inciso final la frase “de pedagogía” por la oración “referidas en el artículo anterior”.

33) Modifícase el artículo 27 ter en el siguiente sentido:

a) Incorpórase el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual inciso primero a ser segundo:

“Para efectos de otorgar la acreditación de las carreras y programas referidos en el artículo 27, la Comisión Nacional de Acreditación deberá establecer criterios y estándares de calidad, de conformidad a lo establecido en el artículo 18 de esta ley.”.

b) Reemplázase en el encabezado del inciso primero, que pasa a ser inciso segundo, la palabra “orientaciones” por la frase “estándares de calidad”.

c) Reemplázase en el inciso final la frase: “de evaluación” por “y estándares de calidad”.

34) Reemplázase el artículo 27 quáter por el siguiente:

“Artículo 27 quáter.- La acreditación de las carreras y programas referidos en el artículo 27 será otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación. Con todo, para efectos del financiamiento de dichas acreditaciones, se procederá de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14.”.

35) Modifícase el artículo 27 quinquies en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero:

i. Reemplácese la frase: “En caso de que la carrera o programa no obtuviera o perdiese la acreditación a que se refiere este artículo” por la siguiente: “En caso que alguna carrera o programa referidos en el artículo 27 no obtuviera o perdiese la acreditación”.

ii. Incorpórase después de la palabra “supervisión” la segunda vez que aparece, la siguiente frase: “o, si sometiéndose, no obtiene un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación”.

b) Elimínase en su inciso final la frase: “o un resultado satisfactorio ante el Consejo Nacional de Educación”.

36) Intercálase en el artículo 27 sexies, en su inciso primero, después de la frase “prosecución de estudios” la siguiente alocución “de las carreras de pedagogía”.

37) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase la oración “Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen” por la siguiente: “Si en el ejercicio de sus funciones, la Comisión toma”.

b) Reemplázase la frase “57, 67 ó 74 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza” por “64, 74 u 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación”.

38) Elimínanse los artículos 30, 31, 32 y 33.

39) Elimínanse los párrafos 2° y 3° del Título III.

40) Modifícase el artículo 44 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en su inciso primero las frases “postgrado correspondientes a magíster,”, “y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación,”, y la palabra “autónomas”.

b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:

“La acreditación de estos programas de postgrado será obligatoria.”.

41) Modifícase el artículo 45 en el sentido que se indica a continuación:

a) Reemplázase la frase “de evaluación” por la siguiente: “y estándares de calidad”.

b) Incorpórase a continuación del punto final, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “de conformidad con lo establecido en el artículo 18 de esta ley.”.

42) Modifícase el artículo 46 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:

“La acreditación de programas de postgrado y especialidades en el área de la salud será otorgada por la Comisión Nacional de Acreditación.”.

b) Elimínase su inciso segundo.

c) Incorpórase los siguientes cambios en su inciso tercero, que pasó a ser segundo:

i. Reemplázase la oración “En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación” por la siguiente frase: “En el caso en que un programa de los referidos en el inciso anterior no cumpla íntegramente con los criterios y estándares de calidad”.

ii. Elimínase la frase “agencia o”.

d) Incorpórase en su inciso cuarto, que pasó a ser tercero, las siguientes modificaciones: 

i. Reemplázase la frase “de evaluación” por la oración “y estándares de calidad”.

ii. Reemplázase la palabra “Superior” por “Nacional”.

43) Modifícase el artículo 47 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en el inciso primero la frase: “; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado; y la acreditación de programas de postgrado”.

b) Elimínase en el segundo inciso la frase: “las agencias acreditadoras y”.

c) Elimínase en el inciso final la frase “profesionales y técnicas”.

44) Modifícase el artículo 48 en el sentido que se indica a continuación:

a) Elimínase su letra b), pasando la actual c) a ser b).

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual segundo a ser inciso final: “En el caso de la información referida a las carreras o programas de estudio, deberá señalarse el estado de la acreditación institucional, según se establece en el inciso anterior. Además, deberá informarse si se les ha otorgado la acreditación a la carrera o programa respectivo, y si se encontraren en proceso de acreditación, cuando corresponda.”.

45) Reemplázase en el artículo 49 la frase “su División” por “la Subsecretaría”.

46) Modifícase el artículo 50 en el sentido que se indica a continuación:

a) Reemplázase la palabra “División” por “Subsecretaría”.

b) Elimínase la palabra “estadísticos”.

47) Reemplázase el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- El Sistema de Información contendrá los datos que remita la Superintendencia de Educación Superior y la Comisión Nacional de Acreditación. Para estos efectos, la obligación de recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla e incorporarla al Sistema Nacional de Información de la Educación Superior corresponderá a la Superintendencia de Educación Superior y a la Comisión Nacional de Acreditación, respectivamente.

La coordinación de los órganos en la incorporación de la información al Sistema Nacional de Información corresponderá a la Subsecretaría de Educación Superior.”.

48) Elimínanse los artículos 52, 53 y 54.

TÍTULO V

DEL FINANCIAMIENTO INSTITUCIONAL PARA LA GRATUIDAD

Párrafo 1° Del financiamiento institucional para la gratuidad

Artículo 82.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica, que cumplan con los requisitos señalados en esta ley, podrán acceder al financiamiento institucional para la gratuidad de conformidad a las condiciones que establece este título.

Artículo 83.- Para optar a este financiamiento, las instituciones de educación superior señaladas en el artículo anterior deberán:

a) Contar con cuatro o más años de acreditación institucional, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 20.129.

b) Estar constituidas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro, corporaciones de derecho público o cuya personalidad derive de éstas u otras entidades de derecho público reconocidas por ley.

c) Estar adscritas, al menos un año antes de la solicitud respectiva, al Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior regulado en la presente ley. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación y firmado por el Ministro de Hacienda, establecerá criterios de selectividad para las universidades que reciban este financiamiento, basados en desempeños mínimos que deberán tener los estudiantes matriculados en primer año en dichas instituciones en los instrumentos del Sistema de Acceso.

d) Aplicar políticas, previamente autorizadas por la Subsecretaría de Educación Superior, al menos un año antes de la solicitud respectiva, que permitan el acceso equitativo de estudiantes; y contar con programas de apoyo a estudiantes vulnerables que promuevan su retención, fomentando que al menos el 20% de la matrícula total de la institución corresponda a estudiantes de hogares pertenecientes a los cuatro primeros deciles de menores ingresos del país.

e) Cumplir estrictamente las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias que regulen diversos aspectos de la vida nacional en todos sus ámbitos, especialmente en educación y salud.
Sin perjuicio de los requisitos establecidos anteriormente, si una institución se encuentra en el caso regulado en el artículo 112, no podrá acceder al financiamiento regulado en el presente título, durante el plazo que dicho artículo dispone.

Las instituciones de educación superior estatales que cumplan los requisitos anteriores accederán a este financiamiento por el solo ministerio de la ley, debiendo dar cumplimiento a las obligaciones señaladas en el presente título, no siendo aplicable lo dispuesto en los artículos 84 y 86.

Artículo 84.- Las instituciones de educación superior reconocidas oficialmente por el Estado, que deseen acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán solicitarlo a la Subsecretaría hasta el 30 de abril de cada año.

La Subsecretaría tendrá un plazo de treinta días corridos, contado desde la fecha de la solicitud, para verificar el cumplimiento de los requisitos.

Acogida la solicitud, el financiamiento se otorgará a contar del año siguiente y se entenderá que la institución lo mantiene mientras cumpla con lo dispuesto en el presente título y no manifieste su voluntad en contrario de conformidad al artículo 86.

Artículo 85.- La Subsecretaría determinará un monto anual en dinero expresado en pesos para las instituciones que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad. Dicho monto considerará la información del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula establecidos de conformidad a este título. Asimismo, deberá tener en consideración el volumen de estudiantes de cada institución, considerando la información de a lo menos los tres últimos años.

Para establecer el volumen de estudiantes en el caso de instituciones nuevas se considerarán, mientras no alcancen el mínimo de años señalado en el inciso anterior, los años para los cuales la institución disponga de información.

Artículo 86.- La institución reconocida oficialmente por el Estado que opte por dejar de recibir el financiamiento de que trata este título deberá comunicarlo a la Subsecretaría antes del 30 de abril de cada año, lo que se materializará el año siguiente a dicha comunicación.

Con todo, la institución deberá asegurar que los estudiantes matriculados con anterioridad a dicha comunicación, mantengan la misma situación respecto de todos los cobros que les efectúe la institución o su exención, según corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.

La institución de educación superior que comunique la decisión de dejar de percibir el financiamiento, podrá volver a solicitarlo sólo una vez transcurridos cinco años contados desde la fecha de la referida comunicación.

Artículo 87.- Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad deberán dar cumplimiento a las siguientes obligaciones:

a) Regirse por la regulación de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, establecidas en el párrafo 2° y en conformidad al párrafo 5° del presente título.

b) Regirse por la regulación de vacantes establecida en el párrafo 4° del presente título.

c) Otorgar estudios gratuitos de conformidad al párrafo 5° de este título.

Párrafo 2° De los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación

Artículo 88.- Aquellas instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional para la gratuidad se regirán por los valores regulados de aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.

Los valores de los aranceles regulados se determinarán en razón a “grupos de carreras” definidos por la Subsecretaría, los que corresponderán a conjuntos de carreras o programas de estudios que tengan estructuras de costo similares entre sí. Para ello, la Subsecretaría deberá considerar, al menos, los recursos que se requieran para impartirlas en razón de su estructura curricular, si se trata de carreras o programas de estudios profesionales o técnicos de nivel superior, los años de acreditación institucional con que cuentan las instituciones que las imparten, el tamaño de estas últimas y la región en que se imparten.

Los valores de los derechos básicos de matrícula corresponderán a un valor anual por estudiante, determinado según tipo de institución, es decir, universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica. Por su parte, los valores de los cobros por concepto de titulación o graduación corresponderán a un valor único por estudiante para uno o más grupos de carrera.

Los valores que trata este artículo se establecerán, cada cinco años, mediante resoluciones exentas del Ministerio de Educación, las que deberán ser visadas por el Ministro de Hacienda y publicarse en abril del año anterior al que se aplicarán dichos valores.

Artículo 89.- El arancel regulado deberá dar cuenta del costo de los recursos materiales y humanos que sean necesarios y razonables, de acuerdo a lo previsto en las bases técnicas señaladas en el artículo 90, para impartir una carrera o programa de estudios de los grupos de carreras respectivos.

Dicho arancel deberá considerar tanto los costos anuales directos e indirectos como el costo anualizado de las inversiones en infraestructura, tales como laboratorios, servicios, edificios y uso de dependencias.

Artículo 90.- La Subsecretaría establecerá, mediante resolución exenta, visada por el Ministro de Hacienda, las bases técnicas para la realización del cálculo de los valores regulados de arancel, cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras y de los derechos básicos de matrícula. Estas bases contendrán el mecanismo de elaboración de los grupos de carreras, las hipótesis, criterios de cálculo, metodologías y procedimientos conforme a los cuales se determinarán los valores que trata este artículo.

Artículo 91.- Para la elaboración de las bases técnicas que trata el artículo anterior, la Subsecretaría deberá presentar una primera propuesta a la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, establecida en el párrafo 3° siguiente (en adelante “la Comisión”), dentro de los tres años siguientes a la publicación de la resolución exenta que determinó, para el último quinquenio vigente, los valores del arancel regulado, los derechos básicos de matrícula y cobros por titulación o graduación para el grupo o los grupos de carreras respectivos. Para la elaboración de la propuesta deberá considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento regulado en este título.

La propuesta presentada a la Comisión deberá adjuntar los antecedentes relacionados con el proceso de consulta señalado en el inciso anterior.

La Comisión deberá pronunciarse respecto de las bases técnicas dentro de tres meses desde la recepción de la propuesta. En el caso que la Comisión realice observaciones a la propuesta, éstas serán enviadas a la Subsecretaría, la que tendrá un plazo de dos meses para remitir una nueva propuesta que considere las modificaciones necesarias o dé respuesta fundada del rechazo de las observaciones.

La Comisión deberá pronunciarse respecto de esta nueva propuesta dentro del plazo de un mes contado desde su recepción. Este pronunciamiento será vinculante y podrá modificar de manera fundada la proposición de bases técnicas de la Subsecretaría, la que deberá dictar la resolución exenta de conformidad al último pronunciamiento de la Comisión.

La resolución exenta que establezca las bases técnicas de que trata este artículo deberá entrar en vigencia dentro del plazo de ocho meses contado desde la presentación de la propuesta a la que alude el inciso primero.

En caso que la Subsecretaría no presente las bases técnicas o que no se cumpla el plazo señalado en el inciso anterior, se aplicarán aquellas que se encuentren vigentes, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa según corresponda.

Artículo 92.- Dentro del plazo de ocho meses contado desde la dictación de la resolución exenta que establece las bases técnicas, la Subsecretaría deberá presentar a la Comisión un informe que contenga el cálculo de los valores de los aranceles regulados, los derechos básicos de matrícula y los cobros por concepto de titulación o graduación, de conformidad a dichas bases técnicas, así como también las memorias de cálculo que correspondan.

La Comisión, dentro del plazo de dos meses contado desde la recepción de dicho informe, se pronunciará al respecto, pudiendo aprobarlo o realizarle observaciones fundadas. Por su parte, la Subsecretaría, dentro del plazo de tres meses contado desde la recepción de dichas observaciones, deberá pronunciarse fundadamente sobre éstas, aprobándolas o rechazándolas, debiendo dictar la o las resoluciones exentas correspondientes.

Dichas resoluciones exentas deberán dictarse en el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 88.

Artículo 93.- Las resoluciones exentas señaladas en el artículo anterior deberán establecer, al menos, lo siguiente:

a) La definición de el o los grupos de carreras que se hubieren determinado, debiendo explicitar las carreras o programas de estudios que se incluyan en cada grupo.

b) Los valores de los aranceles regulados y cobros por concepto de titulación o graduación expresados en pesos por estudiante para cada grupo de carreras señalados en la letra a).

c) Los valores de derechos básicos de matrícula, expresados en pesos por estudiante, de conformidad a la resolución vigente correspondiente a cada tipo de institución de educación superior, sin perjuicio de los reajustes que establece esta ley.

Artículo 94.- La Subsecretaría actualizará en octubre de cada año, mediante resolución exenta, los valores establecidos en las resoluciones vigentes de que trata el artículo anterior, de conformidad al reajuste que señale la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año respectivo. Este reajuste aplicará para los aranceles, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de todos los estudiantes matriculados en la institución respectiva.

Asimismo, en dicha resolución se deberá incorporar una nómina de las instituciones de educación superior que acceden al financiamiento institucional para la gratuidad, indicando los años de acreditación institucional vigente para dicho año, debiendo considerar para ello los años de acreditación institucional del mes inmediatamente anterior a la fecha de dictación de la resolución.

En caso de que la acreditación institucional cambie durante la vigencia de la resolución regulada en este artículo, se deberán considerar los nuevos años de acreditación en la resolución para el año siguiente.
Párrafo 3° De la Comisión de Expertos para la regulación de aranceles

Artículo 95.- Créase una Comisión de Expertos para la regulación de aranceles, de carácter permanente. Corresponderá a la Comisión:

a) Aprobar o modificar fundadamente las bases técnicas para el cálculo de los valores de aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación, presentadas por la Subsecretaría.

b) Aprobar u observar fundadamente y de conformidad a las bases técnicas vigentes, el cálculo de los valores de los aranceles regulados, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación propuestos por la Subsecretaría.

c) Emitir informes sobre otros requerimientos de opinión o asesoría técnica solicitados por el Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría.

d) Realizar las demás funciones y ejercer las atribuciones que le correspondan de conformidad a la ley.

Para el cumplimiento de sus funciones, la Comisión podrá solicitar información a la Subsecretaría.

Artículo 96.- La Comisión estará integrada por siete profesionales nacionales o extranjeros, de amplia trayectoria profesional o académica, que acrediten al menos diez años de experiencia laboral o profesional, y dominio y experiencia laboral mínima de cinco años en materias económicas o jurídicas de regulación económica de servicios públicos, o en gestión de educación superior en el subsistema universitario o técnico profesional.

La integración de la Comisión deberá reunir experiencias profesionales o laborales, tanto del subsistema universitario como técnico profesional, así como experiencias regionales, distintas a la Región Metropolitana, y promover la paridad de género.

Los integrantes de la Comisión serán seleccionados por el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, mediante concurso público de antecedentes, fundado en condiciones objetivas, transparentes y no discriminatorias. En el marco del concurso, dicho Consejo deberá constatar la idoneidad de los profesionales elegidos y la ausencia de incompatibilidades e inhabilidades que les afecten. El concurso deberá cumplir con el procedimiento establecido en el reglamento de esta ley, y desarrollarse en un plazo máximo de noventa días. Para ello, la Subsecretaría propondrá al Consejo de Alta Dirección Pública perfiles profesionales, y de competencias y aptitudes.

El nombramiento de los seleccionados se efectuará mediante resolución del Ministerio de Educación.

Los integrantes de la Comisión permanecerán en sus cargos seis años. Podrán ser designados para un nuevo período, debiendo para ello presentarse al concurso público correspondiente.

La renovación de los integrantes de la Comisión se efectuará por parcialidades, las que como máximo podrán considerar dos miembros. Las designaciones serán efectuadas en listas únicas por el Consejo de Alta Dirección Pública, con acuerdo de cuatro quintos de sus integrantes.

Artículo 97.- No podrán ser nombrados integrantes de la Comisión:

a) Las personas que ejerzan funciones directivas en una institución de educación superior, de conformidad al artículo 72.

b) Los miembros, asociados o fundadores; o socios o propietarios, según corresponda, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de una institución de educación superior.

c) Los cónyuges, convivientes civiles y parientes, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de las personas señaladas en las letras anteriores.

d) Los funcionarios públicos, con excepción de aquellos que posean dicha calidad en razón de ejercer labores académicas en las instituciones de educación superior estatales. Así también, quienes detenten convenios de honorarios en ministerios u otros servicios públicos.

Las personas que al momento de su nombramiento se encuentren en cualquiera de las condiciones señaladas en el inciso anterior deberán renunciar a ellas para poder ser nombrados en el cargo.

Una vez que los consejeros hayan cesado en su cargo por cualquier motivo, no podrán ejercer funciones directivas de una institución de educación superior, ni podrán tener cualquier participación de aquellas señaladas en la letra b) del presente artículo, hasta doce meses después de haber expirado en sus funciones.

Asimismo, no podrán ser nombrados integrantes de la Comisión quienes hubieren sido removidos de su cargo de conformidad a lo establecido en la letra e) del artículo 100 de esta ley.

Artículo 98.- El Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría, financiará los gastos de administración y funcionamiento de la Comisión, así como también el monto de los honorarios de sus integrantes, incluyéndolos en las partidas correspondientes de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Asimismo, la Subsecretaría deberá coordinar y ejecutar las actividades necesarias para la administración de gastos y el funcionamiento de la Comisión, brindándole asistencia administrativa.

Los honorarios mensuales de cada integrante corresponderán a diez unidades tributarias mensuales, por cada sesión, con un tope total mensual de cien unidades tributarias mensuales.

Artículo 99.- La Comisión elegirá de entre sus integrantes a quien la presidirá por los siguientes tres años o hasta que expire su cargo, lo que ocurra primero.

El quórum mínimo para sesionar será de cuatro integrantes y los acuerdos se adoptarán por simple mayoría, decidiendo el voto del Presidente en caso de empate.

De los acuerdos de la Comisión se dejará constancia en los libros de actas respectivos y en las resoluciones que se emitan.

Artículo 100.- Serán causales de cesación en el cargo de integrante de la Comisión:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Ministro de Educación.

c) Incapacidad legal sobreviniente.

d) Inhabilidad o incompatibilidad sobreviniente.
e) Faltas graves al cumplimiento de las obligaciones en su calidad de integrante de la Comisión de Expertos. Se entenderán faltas graves:

i. Inasistencia injustificada a dos sesiones consecutivas o a cuatro sesiones en un semestre calendario.

ii. No guardar la debida reserva respecto de la información recibida en el ejercicio de su cargo que no haya sido divulgada oficialmente.

Párrafo 4° Regulación de las vacantes de las instituciones de educación superior

Artículo 101.- La Subsecretaría, mediante resolución, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda y que deberá dictarse a más tardar el 30 de abril del año anterior al que se aplique la regulación, determinará las vacantes máximas de estudiantes de primer año para instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, para aquellas carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.

Dicha resolución considerará, entre otras, las siguientes variables:

a) Los años de acreditación institucional.

b) El tipo de institución, ya sea universidad, instituto profesional o centro de formación técnica.

c) La cobertura regional de la educación superior.

Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, la Subsecretaría deberá considerar antecedentes tales como la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional, regulada en el artículo 15, así como otras estrategias y políticas relevantes para los subsistemas universitario y técnico profesional.

Párrafo 5° Del deber de otorgar estudios gratuitos y cobros regulados

Artículo 102.- Las instituciones de educación superior que accedan al financiamiento institucional de que trata este título deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que, de acuerdo a la condición socioeconómica que la ley disponga, cumplan los siguientes requisitos:

a) Ser chileno, extranjero con permanencia definitiva, o extranjero con residencia, y respecto a éste último caso, que haya cursado la enseñanza media completa en Chile.

b) No poseer un título técnico de nivel superior, ni un título profesional o una licenciatura; ni un título o grado académico reconocido o revalidado en Chile, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108 de esta ley.

Se entenderá que cumplen este requisito los estudiantes que hayan obtenido una licenciatura en carreras o programas de estudio conducentes a un título profesional, mientras no obtengan este último.

c) Estar matriculado en alguna de las carreras o programas de estudio señalados en el artículo 103.

Artículo 103.- Para efectos de esta ley, se entenderá que la institución de educación superior cumple con otorgar estudios gratuitos si exime a los estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo anterior de cualquier pago asociado a arancel y a derechos básicos de matrícula, cualquiera sea su denominación, respecto de aquellas carreras y programas de estudio presenciales conducentes a los títulos y grados señalados en las letras a), b) y c) del artículo 54 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2009, del Ministerio de Educación. En caso que dichas carreras o programas de estudio sean impartidas en modalidad semipresencial, su financiamiento deberá ser autorizado por resolución de la Subsecretaría de Educación Superior, de conformidad a criterios objetivos establecidos en el reglamento respectivo.

En lo relativo a los cobros por concepto de titulación o graduación, las instituciones de educación superior sólo podrán cobrar como máximo aquel valor definido de conformidad al párrafo 2º de este título.

Artículo 104.- La obligación de otorgar estudios gratuitos de que trata este párrafo será exigible respecto de aquellos estudiantes que permanezcan matriculados en la respectiva carrera o programa de estudio por un tiempo que no exceda la duración nominal de éstas.

La duración nominal de la carrera o programa de estudio corresponderá al tiempo de duración del plan de estudios y los procesos asociados a la titulación o graduación de los estudiantes. Dicha duración nominal será informada por las instituciones de educación superior de conformidad a las normas vigentes.

Para el caso de los programas de formación inicial general, tales como bachilleratos u otros equivalentes de conformidad a las normas vigentes, su duración nominal se deberá entender incorporada a aquella de la carrera o programa de estudios en que prosiga el estudiante.
Artículo 105.- Tanto para los efectos del cálculo de la permanencia de un estudiante del artículo anterior, como para aquella a la que se refiere el artículo 107, no se considerará el tiempo en el cual el estudiante suspenda justificadamente sus estudios, siempre que dicha suspensión sea aprobada por la institución respectiva y se haya notificado a la Subsecretaría según lo disponga el reglamento.

Artículo 106.- En caso de estudiantes que realicen cambios de carreras o programas de estudio dentro de una institución de educación superior o entre instituciones que acceden al financiamiento institucional, éstas mantendrán su obligación de otorgar estudios gratuitos a aquellos que cumplan lo dispuesto en el artículo 102 sólo respecto del cambio de la primera carrera o programa de estudios a otra.

Para la determinación de la duración de dicha obligación se considerará la duración nominal de la carrera o programa de estudio en curso, descontándosele el total del tiempo que el estudiante haya cursado de forma gratuita en la anterior carrera o programa de estudio.

Artículo 107.- En caso que la permanencia de un estudiante que cumple con los requisitos para acceder a estudios gratuitos en una institución de educación superior que recibe el financiamiento institucional exceda el plazo de la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en este párrafo, la institución podrá cobrar a dicho estudiante de conformidad a lo dispuesto a continuación:

a) En caso que el tiempo de permanencia exceda hasta un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta sólo podrá cobrar al estudiante hasta el 50% del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional a dicho plazo.

b) Si el tiempo de permanencia excede más de un año sobre el plazo de la obligación de la institución, ésta podrá cobrar al estudiante hasta el total del valor de la suma del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula correspondientes al período adicional al señalado en la letra a).

La determinación del porcentaje de cobro lo realizará la institución de educación superior en la cual el estudiante se encuentre matriculado, de conformidad a los límites máximos señalados en el inciso anterior.

Artículo 108.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 102, las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad deberán otorgar estudios gratuitos a aquellos estudiantes que cumplan con lo dispuesto en las letras a) y c) de dicho artículo, y que posean un título técnico de nivel superior otorgado por instituciones de educación superior, para cursar una segunda carrera o programa de estudios cuya finalidad sea la obtención de un título profesional o grado académico de licenciado impartido por una institución que reciba dicho financiamiento.

Para la determinación de la duración de los estudios gratuitos, se considerará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 106.

Asimismo, dichas instituciones deberán otorgar estudios gratuitos a los estudiantes que cumplan con los requisitos establecidos en las letras a) y c) del artículo 102 y que posean el grado de licenciado o licenciada otorgado por instituciones de educación superior, para cursar un módulo de licenciatura conducente a título pedagógico otorgado por una institución que reciba el financiamiento institucional cuya duración no exceda de cuatro semestres. Para este caso, no le será aplicable lo dispuesto en el inciso segundo.

Artículo 109.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, podrán cobrar como máximo a aquellos estudiantes que cumplan solo lo dispuesto en las letras a) y c) del artículo 102, y a aquellos estudiantes que cumpliendo con los requisitos del referido artículo realicen más de un cambio de carrera en conformidad a lo dispuesto en el artículo 106, el arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación fijados para la carrera o programa de estudio respectivo de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2º de este título, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 108.

Los nuevos valores establecidos en las resoluciones exentas señaladas en el artículo 92, serán aplicables a los nuevos estudiantes matriculados el año en que se inicia la vigencia de la resolución respectiva.

Respecto de aquellos estudiantes que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 102 o aquellos matriculados en carreras o programas de estudios conducentes a título técnico de nivel superior, título profesional o licenciatura en modalidad a distancia o semipresenciales que, en este último caso, no hayan sido autorizadas por la Subsecretaría, no aplicará el límite dispuesto en el inciso anterior.

Párrafo 6° Infracciones y sanciones a este título

Artículo 110.- La Superintendencia de Educación Superior fiscalizará el cumplimiento de las obligaciones y requisitos establecidos en el presente título, sin perjuicio de las facultades que le corresponden a la Subsecretaría de Educación Superior.

Artículo 111.- Sin perjuicio de las demás infracciones que la ley establezca, el incumplimiento de los requisitos establecidos en las letras c) y d) del artículo 83 se considerarán infracciones graves.

En caso que una institución de educación superior pierda su acreditación, se requerirá únicamente la notificación de esta circunstancia que realice la Comisión Nacional de Acreditación a la Subsecretaría para que ésta determine la pérdida del financiamiento público regulado en este título.
Por su parte, en caso que la institución de educación superior incumpla el requisito establecido en la letra b) del artículo 83, la Subsecretaría determinará la pérdida del financiamiento público regulado en este título.

El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 87 de la presente ley se considerarán infracciones gravísimas. En caso que la institución incumpla lo dispuesto en la letra b) de dicho artículo se descontará de los recursos que se le transfieran por los nuevos estudiantes matriculados, una proporción equivalente al porcentaje del total de estudiantes nuevos matriculados por sobre el límite correspondiente. En este caso la institución igualmente deberá otorgar estudios gratuitos a todos aquellos estudiantes que cumplen los requisitos señalados en el artículo 102, y que mantengan las condiciones señaladas en el párrafo 5° del presente título.

Con todo, la Superintendencia podrá, atendida la gravedad y las consecuencias del hecho o la existencia de infracciones reiteradas a esta regulación, resolver la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior que ejecute dicha medida, a partir del año siguiente a la fecha de la resolución final del procedimiento sancionatorio. Se entenderá, para estos efectos, que son infracciones reiteradas cuando se hayan cometido dos o más de ellas en los últimos tres años.

La Superintendencia podrá establecer devoluciones de dinero a favor de los estudiantes, así como también otras medidas correctivas. El cumplimiento de estas medidas se considerará como una circunstancia atenuante de conformidad a lo dispuesto en el artículo 61.

En caso que se disponga la pérdida del financiamiento público regulado en este título de conformidad a este artículo, la institución sancionada sólo podrá solicitar nuevamente el acceso a dicho financiamiento diez años después de la resolución final del procedimiento sancionatorio de la Superintendencia. Con todo, este plazo no regirá cuando la pérdida del financiamiento se deba a la no obtención de la acreditación.

Artículo 112.- Si una institución que recibe el financiamiento público regulado en el presente título es sancionada por infracciones graves o gravísimas cinco o más veces dentro de tres años, el Superintendente resolverá la pérdida de dicho financiamiento, solicitando a la Subsecretaría de Educación Superior la ejecución de la medida.

En este caso, la institución sancionada sólo podrá solicitar el acceso al financiamiento público regulado en el presente título diez años después de la resolución final en que la Superintendencia resolvió la pérdida del financiamiento.

Artículo 113.- El Estado transferirá recursos públicos a las instituciones que dejen de recibir el financiamiento institucional para la gratuidad, respecto de aquellos estudiantes que con anterioridad a la comunicación regulada en el artículo 86 o a la determinación de la pérdida del financiamiento público regulado en el presente título, cursaban sus estudios de forma gratuita, en la medida que éstos mantengan los requisitos y condiciones regulados en el presente título.

Las instituciones de educación superior que sean sancionadas de conformidad a lo dispuesto en el presente párrafo, deberán asegurar que aquellos estudiantes matriculados con anterioridad a la verificación de la infracción, mantengan la misma situación respecto de los cobros que efectúe la institución o su exención, de conformidad a lo dispuesto en el presente título.

Artículo 114.- Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, regulará las materias y procedimientos necesarios para la aplicación del presente título.

TÍTULO VI

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 115.- La Subsecretaría de Educación Superior será la sucesora legal de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en el número 6) del artículo quinto transitorio de esta ley.

En consecuencia, toda referencia que las leyes, reglamentos y demás normas hagan a la División de Educación Superior y al Jefe de División de dicha repartición, deberán entenderse hechas a la Subsecretaría de Educación Superior y al Subsecretario de Educación Superior, respectivamente, desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Superior.

Artículo 116.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.591, que establece normas complementarias de administración financiera, de incidencia presupuestaria y personal:

1) Reemplázase en el artículo 79, la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.

2) Reemplázase en el artículo 80, la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.

3) Reemplázase en el artículo 80 bis la expresión “Valores y Seguros” por la expresión “Educación Superior”.

Artículo 117.- Modifícase la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:

1) Intercálase en la letra i) del artículo 2 bis, a continuación de la palabra “Educación” la frase “o la Superintendencia de Educación Superior”.

2) Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:

a) Introdúzcase la siguiente letra d) nueva, pasando la actual letra d) a ser letra e):

“d) La Subsecretaría de Educación Superior.”.

b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

“El Ministro de Educación será subrogado, en primer orden, por el Subsecretario de Educación, y a falta de éste, sucesivamente por el Subsecretario de Educación Parvularia y por el Subsecretario de Educación Superior, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”.

3) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:

a) Intercálase, a continuación de la expresión “Tendrá a su cargo la coordinación”, la frase “de las Subsecretarías que componen el Ministerio,”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo:

“Asimismo, contará con una unidad de formación técnico profesional, encargada de la coordinación de las iniciativas relacionadas con la modalidad formativa técnico profesional a nivel sectorial, entre la Subsecretaría de Educación y la Subsecretaría de Educación Superior del Ministerio de Educación, asegurando que las políticas de formación técnico profesional de cada subsecretaría se articulen en pos del desarrollo de trayectorias educativo- laborales. Además, le corresponderá apoyar técnicamente al Consejo Asesor de Formación Técnico Profesional, para la elaboración de la Estrategia Nacional de Formación Técnico Profesional.”.

4) Derógase el artículo 8.

Artículo 118.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación:

1) Agrégase en la letra d) del artículo 52, a continuación de la frase “Suboficiales de Carabineros de Chile,” la frase “la Escuela de Gendarmería de Chile;”.

2) Agrégase, en el inciso final del artículo 53, a continuación del punto final, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “excepto la Escuela de Gendarmería de Chile, la que se relacionará con el Estado a través del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.

3) Agrégase en el artículo 54 letra a) a continuación de la frase “de una duración mínima de mil seiscientas clases” la oración “o cuatro semestres”.

4) Agrégase en el artículo 82, a continuación de la frase “de Carabineros” la expresión “, Gendarmería”.

5) Agrégase en el artículo 84, a continuación de la frase “Escuela de Suboficiales de Carabineros” la expresión “, así como la Escuela de Gendarmería de Chile”.
6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 100 por los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:

“En caso contrario, el Consejo deberá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial de dicha institución.

Con todo, el Consejo Nacional de Educación podrá ampliar el período de verificación hasta por tres años. Si transcurrido el nuevo plazo, la entidad de educación superior no diere cumplimiento a los requerimientos del Consejo, éste deberá solicitar fundadamente al Ministerio de Educación la revocación del reconocimiento oficial.”.
7) Derógase el artículo 114.

Artículo 119.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.800, que crea el administrador provisional y administrador de cierre de instituciones de educación superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales:

1) Modifícase el artículo 3 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “El Ministerio de Educación, de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación preliminar, de carácter indagatorio,” por “La Superintendencia de Educación Superior (en adelante “la Superintendencia”), de oficio o por denuncia, y por resolución fundada, dará inicio a un período de investigación”.

b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“La Superintendencia podrá, para los fines de esta investigación, ingresar a la institución, acceder y recopilar toda la información que estime necesaria, sin impedir el normal funcionamiento de las actividades académicas de la misma.”.

c) Reemplázase en los incisos tercero, cuarto y quinto, la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

2) Modifícase el artículo 4 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “preliminar, el Ministerio de Educación” por “, la Superintendencia”.

b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:

“c) Proponer al Ministerio de Educación que dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial, en caso de que se constaten problemas de entidad tal que pudieren ser constitutivos de causales de aquella. De decretarse la revocación, el Ministerio procederá al nombramiento de un administrador de cierre.”.

c) Reemplázase en el inciso final la referencia a “N° 19.880” por “de Educación Superior”.

3) Modifícase el artículo 5 en el siguiente sentido:

a) Reemplázanse todas las referencias a “el Ministerio de Educación”, a “al Ministerio de Educación” y a “el Ministerio” por la frase “la Superintendencia” o “a la Superintendencia”, según corresponda.

b) Incorpórase en el inciso segundo después de “plan” la frase “previo informe favorable del Ministerio de Educación,”, precedida por una coma.

c) Elimínase en el inciso tercero la palabra “ministerial”.

d) Reemplázase en el inciso cuarto la palabra “decretará” por el vocablo “resolverá”.

4) Modifícase el artículo 6 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación” por “la Superintendencia”.

b) Incorpórase en el inciso primero, en la letra d), después de “la ley N° 20.720” la frase “en cuyo caso la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar dicha circunstancia a la Superintendencia de Educación Superior”, precedida de una coma.

c) Incorpórase en el inciso primero las siguientes letras f) y g) nuevas:

“f) En caso que una institución de educación superior autónoma no se acredite de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.129.

g) Si una institución de educación superior constituida como persona jurídica sin fines de lucro no cumple con su obligación de destinar sus recursos y de reinvertir los excedentes o ganancias que genere, según sea el caso, en la consecución de sus fines y en la mejora de la calidad de la educación que brinda.”.

d) Elimínanse sus incisos tercero, cuarto, quinto y sexto.

5) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 8 la frase “entenderán que son entes relacionados,” por “entenderá por personas relacionadas” y la referencia a “el artículo 100 de la ley Nº 18.045, de Mercado de Valores” por “el artículo 71 de la Ley de Educación Superior”.

6) Reemplázase en el artículo 9:

a) En el inciso segundo la referencia “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia” y la palabra “Éste” por “Ésta”.

b) En el inciso tercero la referencia “el Ministerio” por “la Superintendencia”.

7) Modifícase el artículo 10 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“El administrador provisional, dentro de los treinta días siguientes a su nombramiento, deberá levantar un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero en que recibe la institución de educación superior. Asimismo, dentro de los sesenta días siguientes a su nombramiento deberá realizar un informe respecto de la situación financiera y patrimonial en que se encuentra la institución. Este informe comprenderá, a lo menos, la gestión de la institución de educación superior realizada durante los sesenta días anteriores a que haya asumido sus funciones.”.

b) En el inciso segundo reemplázase la palabra “treinta” por “sesenta”.

c) En el inciso segundo reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia, con informe favorable del Ministerio de Educación”.

d) En el inciso tercero reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.

e) En el inciso cuarto reemplázase la expresión “el Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”.

f) En el inciso quinto:

i. Reemplázase la referencia “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

ii. Reemplázase la frase “División de Educación Superior del Ministerio de Educación” por “misma”.

8) Modifícase el artículo 11 en el siguiente sentido:

a) En el inciso cuarto, reemplázase “al Consejo Nacional de Educación” por “a la Superintendencia”.

b) En el inciso quinto, reemplázase “al Consejo” por “a la Superintendencia”.

c) En el inciso sexto, reemplázase “El Consejo” por “La Superintendencia”.

9) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) En el inciso primero reemplázase las frases “un año, plazo prorrogable por una sola vez hasta por igual período” por “por un plazo de hasta dos años, prorrogable hasta por un año más” y “el Ministerio de Educación, previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por mayoría de sus miembros en ejercicio” por “la Superintendencia”.

b) Incorpórase el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los demás a ordenarse sucesivamente:

“Con todo, en caso que, de conformidad a la letra f) del artículo 6 de esta ley, se nombre un administrador provisional por la no acreditación según la ley N° 20.129, éste durará tres años en su cargo, prorrogables hasta por un año más.”.

c) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto la expresión “El Ministro de Educación,” por “La Superintendencia”, y elimínese la frase “previo acuerdo del Consejo Nacional de Educación adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión convocada para ese solo efecto,”.

10) Reemplázase en el artículo 13 en su inciso segundo, letra g) la palabra “tres” por la expresión “cuatro”.

11) Reemplázase en el artículo 16 la frase “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia, para que ésta proceda de conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.

12) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 18 por el siguiente:

“El informe señalado en el inciso anterior deberá ser entregado a más tardar un mes después del término de la gestión del Administrador Provisional y deberá ser aprobado por la Superintendencia. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 12, la designación del Administrador Provisional será alzada por la Superintendencia, una vez aprobado el referido informe y habiéndose subsanado los problemas y deficiencias que dieron origen a la medida, circunstancia que deberá ser debidamente acreditada por el Administrador Provisional.”.

13) Reemplázase en el artículo 19 la frase “el Ministerio de Educación” por “la Superintendencia”.

14) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese, en el inciso primero la oración “el Ministerio de Educación dará inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “la Superintendencia enviará los antecedentes al Ministerio de Educación para que, de estimarlo procedente, dé inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior”.

b) En el inciso segundo, elimínase la expresión “, lo que requerirá el acuerdo previo del Consejo Nacional de Educación, adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto”.

c) En el inciso cuarto, reemplázase la expresión “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia”, la palabra “éste” por “ésta” y la oración “El Ministerio de Educación, si lo estima pertinente, podrá dar inicio al procedimiento de revocación del reconocimiento oficial de la institución de educación superior” por “La Superintendencia, si lo estima pertinente y mediante resolución fundada, podrá proceder en conformidad a lo establecido en el artículo 4 letra c) de la presente ley.”.

d) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Para efectos de lo señalado en el inciso primero, la Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento deberá comunicar a la Superintendencia de Educación Superior la circunstancia de haberse dictado una resolución de liquidación de la respectiva institución o de su entidad organizadora en conformidad a la ley N° 20.720.”.

15) Reemplázase en el artículo 21 la frase “y al Superintendente” por “, a la Superintendencia de Educación Superior y a la Superintendencia”.

16) Sustitúyese en el artículo 24, inciso quinto, la palabra “tres” por “cuatro”.

17) Reemplázase en el artículo 25 la palabra “División” por “Subsecretaría” y elimínese la frase “provisional o”.

18) Incorpórase el siguiente artículo cuarto transitorio:

“Artículo cuarto.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 13 letra g) y 24 de la presente ley, también podrán suscribirse convenios con instituciones de educación superior que cuenten con al menos cuatro años de acreditación conforme a lo previsto en la ley Nº 20.129 y sus modificaciones.”.

Artículo 120.- Derógase el artículo 3, que establece un aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre financiamiento de las universidades.

Artículo 121.- Derógase la ley N° 20.027, que establece Normas para el Financiamiento de Estudios de Educación Superior, a partir del 1 de enero de 2019. Dicha derogación entrará en vigencia siempre que comience a regir otro mecanismo de financiamiento de estudios de educación superior que lo reemplace, el cual será administrado por el Estado y será propuesto por la Presidenta de la República a través de un proyecto de ley que presentará durante el año 2017.
Artículo 122.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones que se establezcan en las siguientes disposiciones transitorias.

Párrafo 1° De la transitoriedad de las normas relativas al Título I

Artículo segundo.- Las instituciones de educación superior que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren bajo régimen de supervisión por parte del Ministerio de Educación, y aquellas que se encuentren bajo régimen de examinación por parte de otra institución de educación superior, tendrán el plazo de un año contado desde la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Superior para iniciar el proceso de licenciamiento administrado por el Consejo Nacional de Educación. En caso de no iniciar dicho proceso en el plazo indicado, el Ministerio de Educación iniciará el procedimiento de cancelación de la personalidad jurídica y revocación del reconocimiento oficial de conformidad a los artículos 64, 74 y 81 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, según corresponda.

Para los efectos del presente artículo, se entenderá que la institución de educación superior ha iniciado el proceso de licenciamiento una vez que se cumplan las siguientes condiciones copulativas:

a) Que la institución presente los antecedentes y formularios solicitados por el Consejo Nacional de Educación para estos efectos.

b) Que presente el informe de análisis institucional para el proceso de autonomía ante dicho organismo.

c) Que pague los aranceles fijados por el Consejo por concepto de verificación de proyectos institucionales establecidos en la circular respectiva.

Artículo tercero.- El Sistema Común de Acceso a las Instituciones de Educación Superior establecido en el párrafo 3° del título I de esta ley será obligatorio para las instituciones establecidas en el inciso quinto del artículo 10 de esta ley a partir del año 2020, iniciando su funcionamiento para los procesos de admisión del año 2021.

Artículo cuarto.- Para efectos de lo establecido en esta ley, se entenderá que el Marco Nacional de Cualificaciones (en adelante también “Marco”), es un instrumento para organizar y reconocer aprendizajes, distribuidos en una estructura gradual de niveles, los que comprenden conocimientos, habilidades y competencias. Su objetivo es contribuir a la generación de un sistema coordinado e integrado de cualificaciones, que considera tanto la educación formal como no formal, ayudando a articular las demandas del mundo del trabajo y la sociedad con la oferta formativa y educativa, de acuerdo a las necesidades del país. Asimismo, este instrumento busca fomentar la calidad y pertinencia de la oferta de educación y formación, así como promover los aprendizajes a lo largo de la vida de las personas, orientándolas en la conformación de sus trayectorias formativo-laborales.

Corresponderá al Ministro de Educación establecer, por decreto supremo dictado bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, un primer Marco Nacional de Cualificaciones, dentro del plazo de un año desde la publicación de la presente ley.

Adicionalmente, la Subsecretaría de Educación Superior, de conformidad a lo establecido en el artículo 7 letra j) de la presente ley y dentro del plazo de tres años contado desde su publicación, deberá proponer al Ministro de Educación el procedimiento para revisar y actualizar el Marco, así como la institucionalidad encargada de administrarlo. Con todo, el Marco deberá ser revisado y actualizado, al menos, cada cinco años, considerando la participación de los organismos y entidades públicas con competencia en la materia, especialmente del sector educativo, laboral y productivo, tales como el Consejo Asesor de Formación Técnico-Profesional, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, la Corporación de Fomento de la Producción, y las instituciones que conforman el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad Escolar y el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales. Asimismo, deberá considerar la participación de representantes de las instituciones educativas y formativas, tanto de la educación formal como no formal, así como también representantes del sector productivo, trabajadores y expertos.

Artículo quinto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta podrá incluir a los funcionarios de la División de Educación Superior, y adicionalmente, podrá incluir a los funcionarios de la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y de personal a contrata desde la División de Educación Superior, y desde la Subsecretaría de Educación del Ministerio de Educación, si procede, a la Subsecretaría de Educación Superior. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.

3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Superior. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fijen la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, establecer el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento de la planta de la Subsecretaría de Educación Superior. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en la ley N° 19.553, entre otras.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Asimismo, podrá determinar la fecha de entrada en vigencia de los traspasos y los encasillamientos que se practique a dicha planta. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior y la fecha de supresión de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, la cual será la misma de entrada en vigencia del numeral 4) del artículo 117 de la presente ley.

Artículo sexto.- El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo séptimo.- El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Superior, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo octavo.- Los procedimientos administrativos, de fiscalización y sancionatorios, iniciados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, especialmente aquellos regidos por la ley N° 20.800, y que se sustancien ante la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, continuarán su tramitación ante la Subsecretaría de Educación Superior desde la fecha de entrada en vigencia de esta última, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 6) del artículo quinto transitorio de esta ley, y conforme a las normas vigentes a la época de su iniciación, hasta su total terminación.

Párrafo 2° De la entrada en vigencia de la Superintendencia de Educación Superior

Artículo noveno.- Desde de la fecha de publicación de la presente ley, el Presidente de la República podrá nombrar al Superintendente de Educación Superior, quien asumirá de inmediato, y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la ley N° 19.882 para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, tendrá derecho a una remuneración equivalente al grado 1 de la Escala de Fiscalizadores del decreto ley N° 3.551, de 1981, que será financiada con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación mientras no entre en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior. Al Superintendente le corresponderá realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de dicha Superintendencia.

Artículo décimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Superintendencia de Educación Superior. El encasillamiento en esta planta, cuando proceda, podrá incluir personal del Ministerio de Educación.

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de funcionarios de planta y a contrata desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. El traspaso del personal de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado.

3) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de los funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica desde el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, si procede, a la Superintendencia. Con todo, la individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos dictados bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, en el plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha de publicación del o de los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta. A contar de la fecha del traspaso, el cargo de que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de los funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

4) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de la planta a que se refiere el numeral 1) de este artículo. En especial, podrá determinar el número de cargos para dicha planta, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del título VI de la ley N° 19.882 y los niveles para la aplicación del artículo 8 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo. Además, en el ejercicio de esta facultad, podrá establecer las normas de encasillamiento del personal derivados de las plantas que fije. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 3) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en las leyes N° 19.528 y N° 18.091, entre otras.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o de los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos o aquellas cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

5) Determinar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal que fije. Además, podrá fijar la fecha de los traspasos y encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Superintendencia de Educación Superior, la cual no estará afecta a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

6) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Superintendencia de Educación Superior.

Artículo décimo primero.- El ejercicio de las facultades señaladas en el artículo anterior, en lo relativo a personal, quedará sujeto a las siguientes condiciones:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones ni modificaciones de derechos previsionales respecto del personal traspasado.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo décimo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Educación Superior, y transferirá a ella los fondos de las entidades que traspasan personal o bienes, necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo décimo tercero.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribir el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia de Educación Superior. El Superintendente de Educación Superior requerirá de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.

Artículo décimo cuarto.- Las modificaciones establecidas en el artículo 119 entrarán en vigencia desde la fecha de entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior, de acuerdo a lo establecido en el número 6) del artículo décimo transitorio, a excepción de las indicadas en los números 5) y 7) letra a) del señalado artículo 119.

Por su parte, lo dispuesto en la nueva letra f) del artículo 6 de la ley N° 20.800, incorporada por el letra c) del número 4 del artículo 119, entrará vigencia el 1 de enero del año 2020.

Párrafo 3° De la transición de la supervigilancia de la viabilidad financiera de las instituciones de educación superior y de sus obligaciones de informar

Artículo décimo quinto.- La obligación de llevar contabilidad completa conforme a principios de contabilidad generalmente aceptados establecida en el artículo 36 a las instituciones de educación superior, será exigible en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, sin perjuicio de aquellas obligaciones en materias relacionadas que se establezcan en otras leyes.

Artículo décimo sexto.- Las obligaciones de informar que establece el artículo 37 a las instituciones de educación superior, serán exigibles en el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Subsecretaría de Educación Superior, ejercer las facultades que dicha norma confiere a la Superintendencia de Educación Superior en tanto ésta no inicie sus funciones.

Párrafo 4° De la transición a las nuevas regulaciones y prohibiciones aplicables a las instituciones de educación superior organizadas como personas jurídicas de derecho privado sin fines de lucro

Artículo décimo séptimo.- Las instituciones de educación superior deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 63 y 64 de esta ley dentro del plazo de dos años contado desde su publicación.

Artículo décimo octavo.- Para cumplir con las regulaciones y prohibiciones establecidas en los artículos 73 a 80 de esta ley, las instituciones de educación superior deberán modificar los actos o contratos que hayan otorgado o celebrado, dentro del plazo de tres años contado desde su publicación.

Párrafo 5° De las transiciones de los procedimientos de acreditación

Artículo décimo noveno.- El Comité de Coordinación a que se refiere el artículo 3 de la ley N° 20.129, deberá constituirse dentro del plazo de dos meses contado desde la fecha de inicio de actividades de la última de las instituciones que componen el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior.

A más tardar dentro de seis meses de constituido el Comité, deberá establecerse el primer Plan de Coordinación para el Mejoramiento de la Calidad de la Educación Superior del que trata la letra d) del artículo 4 de la ley N° 20.129.

Artículo vigésimo.- Los numerales 14, 15, 16, 17, 20, 21 y 26 del artículo 81 de la presente ley, que modifica la ley N° 20.129 entrarán en vigencia a contar del 1 de enero del 2020.

Por su parte, las disposiciones del artículo 81 de la presente ley que modifican el capítulo III de la ley N° 20.129 entrarán en vigencia una vez que inicie su funcionamiento la Subsecretaría de Educación Superior de conformidad con el artículo quinto transitorio.

Artículo vigésimo primero.- La Comisión Nacional de Acreditación deberá elaborar una primera propuesta de los criterios y estándares de los que trata el nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 que se entregará al Comité Coordinador para su aprobación, dentro del plazo de tres meses contado desde la fecha en que el Comité se haya constituido. En caso que el Comité no aprobare la propuesta en el plazo señalado, se entenderá aprobada la propuesta de la Comisión.

Para estos efectos, la Comisión Nacional de Acreditación deberá iniciar el proceso de consulta del que trata el inciso segundo del nuevo artículo 18 de la ley N° 20.129 dentro del plazo de ocho meses de publicada esta ley.

Con todo, dichos criterios y estándares de calidad deberán estar aprobados y publicados antes del 1 de enero del año 2020.

Artículo vigésimo segundo.- La obligación de las instituciones de educación superior autónomas de estar acreditadas institucionalmente, de conformidad con lo establecido en el nuevo artículo 15 de la ley N° 20.129, entrará en vigencia a partir del 1 de enero del año 2020.

Con todo, a aquellas instituciones de educación superior autónomas que no se encontraren acreditadas institucionalmente al 1 de enero del año 2020, no les será aplicable lo dispuesto en el nuevo artículo 22 de la ley N° 20.129, sino hasta la dictación de la resolución final que pone término al proceso de acreditación institucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo vigésimo sexto transitorio.

Las acreditaciones institucionales otorgadas por la Comisión Nacional de Acreditación con anterioridad al 1 de enero de 2020 mantendrán su vigencia por el plazo que fueron otorgadas y se entenderá, para todos los efectos legales, que dan cumplimiento a la obligación establecida en el inciso primero de este artículo.

Artículo vigésimo tercero.- La obligación de acreditar las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano y a las otras profesiones de la salud, de conformidad con el numeral 31 del artículo 81 de esta ley, entrará en vigencia a partir del 1 de enero del año 2020.

Con todo, a aquellas carreras y programas que no se encontraren acreditados al 1 de enero del año 2020, no les será aplicable lo dispuesto en el nuevo artículo 27 quinquies de la ley N° 20.129 sino hasta la dictación de la resolución final que pone término al proceso de acreditación de dichas carreras y programas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo vigésimo sexto transitorio.

Aquellas carreras y programas de estudio a los que la Comisión Nacional de Acreditación o una agencia acreditadora les otorgó la acreditación con anterioridad al 1 de enero de 2020 mantendrán la vigencia de la misma por el plazo que fueron otorgadas y se entenderá, para todos los efectos legales, que dan cumplimiento a la obligación señalada en el inciso primero de este artículo.

Artículo vigésimo cuarto.- Aquellas instituciones de educación superior no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar procesos de acreditación institucional ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. Por su parte, aquellas instituciones cuyas acreditaciones institucionales vencieren durante los años 2018 y 2019 podrán iniciar sus procedimientos de acreditación de conformidad con la normativa vigente.

Asimismo, aquellas instituciones de educación superior que dicten carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano no acreditadas a la fecha de publicación de la presente ley podrán iniciar sus procesos de acreditación ante la Comisión Nacional de Acreditación sólo hasta el 31 de mayo de 2019. 

Artículo vigésimo quinto.- La Comisión Nacional de Acreditación deberá notificar antes del 15 de enero de 2020 a aquellas instituciones de educación superior autónomas, cuyas acreditaciones institucionales vencieren durante dicho año, la fecha de inicio de sus respectivos procesos de acreditación institucional.

Asimismo, la Comisión notificará a aquellas universidades que impartan carreras y programas de acreditación obligatoria, cuyas acreditaciones vencieren durante el 2020, la fecha de inicio de sus respectivos procesos de acreditación.

Con todo, las acreditaciones institucionales y de carreras y programas de acreditación obligatoria que vencieren durante el año 2020 se entenderán, para todos los efectos legales, vigentes hasta la dictación de la resolución final que ponga término al proceso de acreditación institucional conforme al presente artículo.

Artículo vigésimo sexto.- Aquellas instituciones de educación superior autónomas y las carreras y programas de estudio conducentes al título profesional de médico cirujano no acreditadas al 31 de diciembre del año 2019, se sujetarán a las siguientes reglas para el inicio de sus procesos de acreditación obligatoria:

1) La Comisión Nacional de Acreditación establecerá, a más tardar el 1 de diciembre de 2019, mediante un sistema aleatorio, las fechas de inicio de los procesos de acreditación.

2) La Comisión Nacional de Acreditación comenzará a tramitar dichos procesos de acreditación según el orden establecido de conformidad con el numeral anterior, a partir del 1 de enero del año 2020, los que no podrán extenderse más allá del año 2024.

Artículo vigésimo séptimo.- Las carreras y programas conducentes al título profesional de médico cirujano que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren en proceso de acreditación ante agencias de acreditación continuarán con dicho proceso hasta su finalización. Dichos procesos no podrán extenderse más allá del 31 de diciembre de 2019.

Artículo vigésimo octavo.- Los procedimientos de acreditación institucional de universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica iniciados con posterioridad al 31 de diciembre de 2019 se regirán por las siguientes reglas:

1) En los procesos de acreditación institucional iniciados dentro del plazo de quince años, contado desde la publicación de la presente ley, no será exigible para obtener la acreditación institucional y la acreditación institucional condicional, la dimensión de generación de conocimiento, creación y/o innovación.

2) Adicionalmente, en aquellos procesos de acreditación institucional iniciados dentro del plazo de siete años, contado desde la publicación de la presente ley, tampoco será exigible para obtener la acreditación institucional y la acreditación institucional condicional, la dimensión de vinculación con el medio.

Sin perjuicio de lo anterior, en todos los procesos de acreditación deberá evaluarse el cumplimiento de los criterios y estándares correspondientes a todas y cada una de las dimensiones señaladas en el nuevo artículo 17 de la ley N° 20.129.

Con todo, los aranceles regulados que sean fijados por la Comisión de Expertos de los que trata el título V de la presente ley se determinarán por grupos de carreras y considerarán los años de acreditación institucional; las dimensiones o áreas en las que se encuentre acreditada la respectiva institución; el tamaño de estas últimas; y, la región en que se imparten; hasta el vencimiento de todas las acreditaciones obtenidas por las instituciones de educación superior en conformidad a las reglas de los numerales 1) y 2) del presente artículo.

Artículo vigésimo noveno.- Se entenderá que la Universidad de Aysén y la Universidad de O’Higgins, creadas mediante la ley N° 20.842, así como también los centros de formación técnica estatales creados mediante la ley N° 20.910, cumplen con la obligación señalada en el inciso primero del artículo 15 de la ley N° 20.129, incorporada por el numeral 14 del artículo 81 de esta ley, mientras den cumplimiento a lo dispuesto en el artículo cuarto transitorio de la ley N° 20.842, y el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.910. Vencidos tales plazos, dichas instituciones deberán acreditarse de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.129.

Párrafo 6° De la designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación

Artículo trigésimo.- La designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación, de conformidad con lo establecido en la presente ley, deberá efectuarse dentro del plazo de nueve meses contado desde su publicación.

Con el objeto de permitir la renovación parcial de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación, la mitad de los consejeros señalados en las letras a) y b), y el consejero de la letra c) del artículo 7 de la ley N° 20.129, incorporado por el numeral 7 del artículo 81 de esta ley, serán nombrados por un período de tres años. En el acto de nombramiento deberá constar la circunstancia de ejercerse el cargo por este período especial.

Por su parte, los representantes estudiantiles que integran la Comisión a la fecha de la publicación de esta ley, se mantendrán en sus cargos hasta el vencimiento de su período, momento en el cual tendrán que ser reemplazados en conformidad a la normativa vigente.

Artículo trigésimo primero.- La Comisión Nacional de Acreditación, dentro del plazo de tres años contado desde que se haya integrado de conformidad a lo dispuesto en el artículo trigésimo transitorio, desarrollará una propuesta para el establecimiento de un nuevo procedimiento de acreditación, la que deberá contemplar, al menos, el establecimiento y la definición de nuevos niveles de acreditación, que reemplazarán la acreditación por años.

Párrafo 7° De las transiciones del financiamiento institucional para la gratuidad

Artículo trigésimo segundo.- Las instituciones de educación superior que a la fecha de publicación de esta ley reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, se entenderá que continuarán recibiendo dicho financiamiento.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, estas instituciones podrán manifestar al Ministerio de Educación su voluntad de no continuar recibiéndolo. Para ello, desde la fecha de publicación de esta ley, tendrán un plazo de sesenta días para solicitar su retiro, caso en el cual, se mantendrá el financiamiento solamente para aquellos estudiantes que hayan sido beneficiarios en años anteriores y cumplan los requisitos para mantener sus estudios gratuitos, según los requisitos y condiciones en las que fueron otorgadas.

Con todo, las instituciones señaladas en el inciso primero, para mantener el financiamiento público regulado en el título V, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83 de la presente ley de conformidad a lo dispuesto en el artículo trigésimo noveno.

Artículo trigésimo tercero.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad cumplirán la obligación señalada en la letra c) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el siguiente cronograma y a lo dispuesto en dicho título.

a) Desde el año 2018 hasta el año en que se verifique lo dispuesto en la letra siguiente, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los seis primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

b) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 23,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los siete primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

c) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 24,5% respecto del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los ocho primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

d) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 26,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V, siempre que dichos estudiantes provengan de los hogares pertenecientes a los nueve primeros deciles de menores ingresos de la población del país.

e) A partir del año siguiente a aquel en que se verifique, de la forma prevista en el inciso penúltimo del presente artículo, que los ingresos fiscales estructurales representaron al menos un 29,5% del PIB Tendencial del país, en los dos años inmediatamente precedentes, las instituciones de educación superior deberán otorgar estudios gratuitos a sus estudiantes de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5º del título V.

Desde el año 2020, el Ministerio de Hacienda verificará, a más tardar el 15 de julio de cada año, el cumplimiento de los requisitos antedichos referidos a los ingresos fiscales estructurales. Para ello utilizará las estadísticas de ingresos cíclicamente ajustados calculados por la Dirección de Presupuestos, publicados anualmente en su Informe de Evaluación de la Gestión Financiera del Sector Público, y las estadísticas de PIB tendencial reportadas en el acta del Comité Consultivo del PIB Tendencial más próximo a la fecha señalada, llevadas a moneda de cada año con el deflactor del PIB del año respectivo, reportado por el Banco Central de Chile.

Un reglamento del Ministerio de Hacienda, que deberá ser firmado por el Ministro de Educación, regulará las materias señaladas en el presente artículo.

Artículo trigésimo cuarto.- Las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, cumplirán la obligación señalada en la letra a) del artículo 87 de conformidad a lo señalado en el artículo trigésimo tercero anterior y a lo dispuesto en el título V de la presente ley.

Las instituciones de educación superior podrán cobrar como máximo los derechos básicos de matrícula y el arancel regulado más un porcentaje adicional de éstos, fijados para la carrera o programa de estudio respectivo, a:

1) Aquellos estudiantes que cumplen los requisitos para cursar estudios gratuitos, señalados en el párrafo 5° del título V, mientras no cuenten con la condición socioeconómica señalada en las letras del artículo anterior.

2) Aquellos estudiantes señalados en el inciso primero del artículo 109.

La determinación del porcentaje adicional se establecerá según la condición socioeconómica del estudiante de la forma que sigue:

a) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan a los primeros siete deciles de menores ingresos del país: hasta un 20%.

b) Aquellos estudiantes que provengan de hogares que pertenezcan al octavo y noveno decil de menores ingresos del país: hasta un 60%.

Con todo, las instituciones que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad, no podrán cobrar a los estudiantes señalados en las letras a) y b) anteriores, aranceles cuyo monto supere el arancel informado por la institución en la oferta académica del año 2017 para la respectiva carrera o programa de estudio, reajustado anualmente en conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor del año anterior, más dos puntos porcentuales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, para el caso de los estudiantes extranjeros que no cumplan lo dispuesto en la letra a) del artículo 102 o aquellos estudiantes que se encuentren matriculados en carreras o programas de estudio no comprendidos en el artículo 103 o aquellos estudiantes que provengan de hogares pertenecientes al décimo decil, no se les aplicarán las limitaciones anteriores.

Artículo trigésimo quinto.- Para la determinación de los deciles señalados en el artículo anterior, el Ministerio de Educación podrá solicitar a los estudiantes, la presentación de antecedentes en el Formulario Único de Acreditación Socioeconómica (FUAS). El Ministerio de Educación podrá verificar y complementar la información proporcionada por los estudiantes para acceder a este beneficio, pudiendo solicitar antecedentes a diversas entidades públicas y privadas, considerando entre otros, el instrumento establecido en el artículo 5 de la ley N° 20.379.

Sin perjuicio de lo anterior, a partir del año 2020, se utilizará el instrumento establecido en el artículo 5 de la ley N° 20.379.

Artículo trigésimo sexto.- La primera resolución exenta que establezca las primeras bases técnicas para el cálculo del arancel regulado, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación para uno o más grupos de carreras, deberá dictarse dentro del plazo de dos años contado desde la fecha de publicación de la ley. Para estos efectos, se aplicará el procedimiento regulado en los incisos siguientes.

La Subsecretaría deberá presentar a la Comisión de Expertos, establecida en el párrafo 3° del título V, una primera propuesta de bases técnicas a que se refiere este artículo, debiendo considerar previamente un proceso de consulta a las instituciones de educación superior, de conformidad a los incisos primero y segundo del artículo 91.

La Comisión deberá pronunciarse dentro del plazo de tres meses, aprobando dicha propuesta o realizando observaciones fundadas. Por su parte, la Subsecretaría, tomando en consideración dichas observaciones deberá dictar las resoluciones exentas que establezcan las primeras bases de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 2° del título V de esta ley, la que deberá dictarse en el mes de diciembre del año correspondiente.

Para la determinación de los valores señalados en el inciso primero, se estará a lo dispuesto en el artículo 92 de la presente ley.

Artículo trigésimo séptimo.- Mientras no se encuentren vigentes la o las resoluciones exentas que establezcan los valores regulados de arancel, derechos básicos de matrícula y cobros por concepto de titulación o graduación de un grupo de carreras o programas de estudio determinado, dictadas en conformidad a lo establecido en el título V de esta ley, el cálculo del arancel regulado y los derechos básicos de matrícula para dicho grupo, se realizará de conformidad a lo dispuesto en los incisos siguientes.

La fórmula de cálculo de arancel regulado de los grupos de carreras o programas de estudio se establecerá mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministro de Hacienda, la que se determinará en base a los derechos básicos de matrícula promedios por el tipo de institución que corresponda, determinados conforme al inciso quinto del presente artículo, y al promedio ponderado de los aranceles de referencia del año 2017 de las carreras o programas de estudio de dicho grupo de las instituciones que durante dicho año se encontraban adscritas al financiamiento regulado en las asignaciones 24.03.198 y 24.03.199, asociadas al programa 09.01.30, Educación Superior, de la ley N° 20.981 y contaban con el mismo número de años de acreditación institucional al 31 de diciembre de 2016, considerando también las áreas o dimensiones de acreditación de las instituciones a la misma fecha. 

El Ministerio de Educación deberá publicar en el Diario Oficial y en la página web del Ministerio, el valor del arancel regulado calculado según lo dispuesto en el inciso anterior, el que deberá ser actualizado anualmente de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor. Para cada año, el arancel regulado de cada carrera o programa de estudio en cada institución será asignado según el grupo que le corresponda de acuerdo a la acreditación institucional y las áreas o dimensiones de acreditación al 31 de diciembre del año anterior.

El monto que corresponda transferir a las instituciones de educación superior que reciban el financiamiento institucional para la gratuidad para aquellas carreras o programas de estudios señalados en el artículo 103 respecto de cuyos grupos de carreras o programas no se haya dictado una resolución exenta que establezca el cálculo de los valores señalados en el inciso primero, se determinará sumando los siguientes valores:

a) El resultado de multiplicar el valor del arancel regulado, calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes respecto de los cuales la institución tenga la obligación de otorgar estudios gratuitos de conformidad a lo dispuesto en el párrafo 5° del título V y según el cronograma señalado en el artículo trigésimo tercero transitorio, al año académico correspondiente.

b) El resultado de multiplicar la diferencia entre el valor del arancel real más derechos básicos de matrícula reajustados, según se establece en el párrafo siguiente, y el del arancel regulado calculado de conformidad al inciso segundo, por el número de estudiantes señalados en la letra anterior, al año académico correspondiente. Con todo, este valor no podrá superar el 20% del valor resultante de la letra anterior.

Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, en el caso de las universidades, se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2015, reajustados de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2014 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero. Por su parte, para el caso de los centros de formación técnica e institutos profesionales se considerará el valor del arancel real y derechos básicos de matrícula correspondiente al año 2016, reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre noviembre de 2015 y noviembre del año anterior de aquel para el cual se calculan los valores señalados en el inciso primero.

Si algún programa de estudios no tuviera información del arancel real o derechos básicos de matrícula según lo considerado en el inciso anterior, se utilizará el valor correspondiente al primer valor del arancel real y derecho básico de matrícula que registre el programa de estudio, el que será reajustado de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor entre enero del primer año de registro y noviembre del año anterior para el cual se calculan los valores. 

Artículo trigésimo octavo.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, deberá procederse al nombramiento de los profesionales que integrarán la Comisión de Expertos y a la instalación del mismo, de acuerdo al procedimiento establecido en el párrafo 3° del título V.

Para los efectos de la renovación parcial de la Comisión de Expertos, el período inicial de vigencia del nombramiento de los integrantes será:

a) De tres años para dos de sus integrantes.

b) De cuatro años para dos de sus integrantes.

c) De cinco años para dos de sus integrantes.

d) De seis años para uno de sus integrantes.

Lo anterior se aplicará de conformidad a la designación que efectúe el Consejo de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, el cual oficiará al Ministro de Educación, para efectos de que curse la correspondiente resolución de nombramiento.

Artículo trigésimo noveno.- Aquellas instituciones de educación superior que soliciten acceder al financiamiento institucional para la gratuidad, deberán dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 83 de conformidad a lo dispuesto en el presente artículo.

Los requisitos de las letras a) y b) del artículo 83 serán exigibles desde la fecha de publicación de la presente ley. Para dar cumplimiento a lo establecido en la letra b) del referido artículo, las instituciones de educación superior deberán modificar los actos o contratos que hayan otorgado o celebrado para cumplir con lo establecido en los artículos 73 a 80 de la presente ley.

Por su parte, lo dispuesto en la letra c) del artículo 83 será exigible desde que el Sistema Común de Acceso sea obligatorio. Con todo, mientras no entre en vigencia el Sistema Común de Acceso será exigible a las instituciones que cuenten con un sistema de admisión transparente, objetivo y que no implique discriminaciones arbitrarias, para el caso de universidades este sistema debe estar basado en el mérito, mientras que para el caso de instituciones pertenecientes al subsistema técnico profesional, el sistema de admisión deberá favorecer a estudiantes egresados de los establecimientos de enseñanza media técnico - profesional y a trabajadores cuyas trayectorias educativas y laborales se vinculen con las carreras y programas a los que postulen. Dicho sistema deberá encontrarse publicado en su página web.

Además, para el caso de universidades, deberán cumplir con que al menos el 80% de los estudiantes matriculados para el año correspondiente, en primer año en licenciaturas no conducentes a título o carreras profesionales con licenciatura, cuenten con un puntaje ponderado promedio, igual o mayor a 450 puntos entre la Prueba de Selección Universitaria de Lenguaje y Comunicación, la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas, el puntaje de notas de enseñanza media y el puntaje de ranking de notas, los que se considerarán en idéntica proporción.

Respecto del requisito establecido en la letra d) del artículo 83, éste entrará en vigencia un año después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría.

Artículo cuadragésimo.- Para el ingreso de las instituciones al financiamiento institucional para la gratuidad para el año siguiente a la publicación de la presente ley, el plazo señalado en el inciso primero del artículo 84, se extenderá hasta el 15 de octubre del año de publicación.

Artículo cuadragésimo primero.- Lo dispuesto en el párrafo 4° del título V entrará en vigencia el año siguiente a la entrada en vigencia del Sistema de Acceso regulado en el párrafo 3° del título I.

Mientras no entre en vigencia lo dispuesto en el inciso anterior, el número de estudiantes nuevos matriculados para cursar las carreras o programas de estudios señalados en el artículo 103 para el año académico correspondiente, no podrá superar en un 2,7% de los estudiantes nuevos matriculados en el año inmediatamente anterior en dichos programas. Podrá autorizarse un incremento superior al 2,7% antes señalado en los programas de estudio con admisión regular de las instituciones que se encuentren adscritas al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en esta ley, si éste obedece a decisiones institucionales adoptadas antes del 31 de diciembre de 2015, o derivadas de requerimientos formulados por la Comisión Nacional de Acreditación como resultado del último proceso de acreditación institucional, o que sean producto de la participación de la institución en el Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo (PACE), o aquellas convenidas, de manera excepcional, entre el Ministerio de Educación y las instituciones que adscriban al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, que tengan como objetivo apoyar el desarrollo estratégico del país y sus regiones. En este último caso, la referida autorización se realizará mediante resolución fundada del Ministerio de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos.

En caso que el incremento total de estudiantes nuevos matriculados supere el límite establecido o autorizado en el párrafo anterior, se estará a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 111 de la presente ley.

Lo dispuesto en el párrafo anterior, también será aplicable en caso que una universidad adscrita al financiamiento institucional para la gratuidad regulado en la presente ley, incumpla lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo trigésimo noveno transitorio.

Párrafo 8° De las transiciones a otras disposiciones de esta ley

Artículo cuadragésimo segundo.- Lo dispuesto en el artículo 116 comenzará a regir un año después de la entrada en funcionamiento de la Superintendencia de Educación Superior.

Artículo cuadragésimo tercero.- En el plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores entregará a las comisiones de Educación y de Hacienda de la Cámara de Diputados un informe sobre el estado general de los instrumentos de financiamiento crediticio regulados por las leyes N° 20.027 y N° 19.287, y otros análogos, incluyendo en su informe, a lo menos, un balance general que dé cuenta del porcentaje de cumplimiento e incumplimiento de las obligaciones contraídas; información respecto a los créditos que se encuentren en un proceso de cobranza judicial, precisando la etapa procesal correspondiente en que se encuentren; una caracterización socioeconómica de los deudores de acuerdo a instrumentos de medición generalmente aceptados para ello y un monto estimado de las obligaciones exigibles a esa fecha, distinguiendo aquellas cuyo acreedor es una entidad privada, de las que son estatales.

Artículo cuadragésimo cuarto.- En el plazo de tres años contados desde la publicación de la presente ley, la Subsecretaría de Educación Superior presentará una propuesta de actualización de la estructura de títulos y grados del sistema de educación superior chilena contenida en el artículo 54 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.

*****

Hago presente a V.E. que, en general, las normas que a continuación se detallan fueron aprobadas con el voto afirmativo de 70 diputados, de un total de 117 en ejercicio:

-Artículo 7, letra e).

-Artículo 19, letra b) del inciso primero e inciso final.

-Artículo 33.

-Artículo 51, inciso primero.

-Artículo 81, números 1), 2), 4), 6), 8), 9), 24), 38) y 39).

-Artículo 118, números 1), 2), 3), 4), 5) y 6).

-Artículo 119, número 14).

-Artículo segundo transitorio.

Del mismo modo, la aprobación en particular de las referidas normas se produjo de la siguiente manera:

-Artículo 7, letra e), por 68 votos afirmativos.

-Artículo 19, letra b); párrafo segundo de la letra i), párrafo segundo de la letra j), todas ellas del inciso primero, e inciso final, por 111 votos a favor.

-Artículos 33 y 51, inciso primero, por 112 votos afirmativos.

-Artículo 81, números 1), 4), 6) y 39), por 106 votos a favor; números 2) y 38), por 107 votos; número 8), por 68 votos; número 9), por 110 votos, y número 24), por 111 votos a favor.

-Artículo 118, números 1), 2), 3), 4), 5) y 6), por 104 votos afirmativos.

-Artículo 119, número 14), y segundo transitorio, por 106 voto a favor.

-Artículo cuadragésimo cuarto transitorio, por 102 votos a afirmativos.

En todos los casos anteriores, la aprobación se produjo respecto de un total de 117 diputados en ejercicio.

De esta manera se dio cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2
SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL MINISTERIO DE LA CULTURA

(8.938-24)

HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:


- Del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes: el Ministro Presidente, señor Ernesto Ottone; los Asesores, señorita Karen Soto y señor Rodrigo Cabello; la Jefa de Gabinete, señora Fernanda Castillo y la Periodista, señora Daniela Zamora. 


- De la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos DIBAM: el abogado, Diego Montecinos. 


- Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: el Asesor, señor Sergio Herrera. 


- Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos, CELAP: los Asesores, señorita Yasna Bermúdez y Juan Briones.


- De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: el Asesor, señor Felipe Caro. 


- De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señora Pamela Cifuentes y señor Mauricio Holz. 


De la oficina del Honorable Senador señor Montes: el Asesor, señor Luis Díaz. 


- De Asociación Nacional de Funcionarios de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, ANFUDIBAM: el señor Camilo Moreno. 


- De la Asociación Nacional de Funcionarios de la Cultura, ANFULTURA: el señor Marco Pino.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Cabe hacer presente que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República12, la Comisión determinó que la letra e) del artículo 4, el inciso tercero del artículo 10, los artículos 16, 17, 18, 19 y 20 y 41, nuevo,13 y el número 2 del artículo 50 del proyecto de ley, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 13, 21, 25, 27, 28, 29, 31, 33, 34, 35, 37, 45, 46, 51, 52, 53, 54, 55, 56 y 57; y 4, 5 y 7 transitorios.
2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las números 14, 15, 16, 19, 26, 28, 39 a), 40, 44 b), 45, 46, 51, 52, 54, 56, 57, 58, 59, 60, 61, 65, 68 a), 71 a), 76, 80, 103, 112, 112 a), 113, 116 a), 124, 135, 139, 141 a, 143, 145, 151, 155, 156, 157, 160, 161, 165 a), 165 b), 170, 170 a, 171 a), 171 b), 172, 173, 174, 175, 176, 177, 183, 184, 187, 189, 190, 191, 192, 193, 194, 196, 199, 200, 201 a), 201 b), 204 a), 205, 206 a), 207, 209 y 211a.
3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: las números 1, 5, 22, 23, 24, 25, 29, 30, 32, 64, 66, 67, 68, 71, 89 a, 92, 93, 94, 101, 102, 104, 105, 118, 119,120, 140, 141, 144, 164, 165, 167 a, 204, 206 y 211. 
4.-
Indicaciones rechazadas: las números a.1, a.2, 2, 3, 4, 10, 11, 12, 13, 33, 79, 87, 96, 97, 98, 99, 100, 111, 142, 146, 180, 181, 182, 185, 186, 188, 201, 202, 203 y 210.

5.-
Indicaciones retiradas: las números 21, 31, 78, 91, 125, 128, 136, 150, 167, 178, 179 y 195. 

6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: las números 6, 7, 8, 9, 17, 18, 20, 27, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 41, 42, 43, 44, 47, 48, 49, 50, 53, 55, 62, 63, 69, 70, 72, 73 ,74 ,75, 77, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 88, 89, 90, 95, 106, 107, 108, 109, 110, 114, 115, 116, 117, 121, 122, 123, 126. 127, 129, 130, 131, 132, 133, 134, 137, 138, 147, 148, 149, 152, 153, 158, 159, 162, 163, 166, 168, 169, 170, 171, 197, 198, 208, 212, 213, 214 y 215. 
- - -


Dejamos constancia que con fecha 30 de mayo de 2017, la Sala del Senado autorizó un nuevo plazo de indicaciones hasta las 19:00 horas del mismo día, ocasión en la que se presentaron 22 nuevas propuestas: veinte de Su Excelencia la señora Presidenta de la República y  dos del Honorable Senador señor Allamand, todas las cuales han sido signadas con números correlativos de acuerdo con el orden del Boletín original, todas las cuales se describen en su oportunidad, como la discusión y votación que ellas tuvieron. 

- - -


Asimismo, dejamos constancia que la Dirección de Presupuestos acompañó una presentación Power Point acerca de la simulación del gasto y posición de los funcionarios en la nueva institucionalidad, la que se encuentra a disposición de los Honorables Señores Senadores en la Secretaría de la Comisión. 
- - -


Cabe hacer presente que corresponde que este proyecto sea informado, en este trámite reglamentario, por la Comisión de Hacienda, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités con fecha 20 de diciembre de 2016.

- - -


Por otra parte, cabe consignar que de acuerdo a las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, que, en lo pertinente, fueron ratificadas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, correspondería modificar la denominación de la iniciativa legal cambiando su nombre por el de “Proyecto de ley que crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado y de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión de Educación y Cultura.


Como se señaló con antelación, el Honorable Senador señor Allamand formuló dos indicaciones a todo el articulado:


La primera, signada como a.1), propone reemplazar en todo el articulado del proyecto de ley la frase “las Culturas, las Artes y el Patrimonio”, por la frase “Cultura”.


La segunda, en tanto, signada como a.2), sugiere reemplazar en todo el articulado del proyecto de ley, la frase: “Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por la frase “Subsecretaría de las Artes.”.


- Puestas en votación ambas indicaciones, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -
Artículo 1°

Inciso segundo


El texto aprobado en general por el Senado crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, fijando su ley orgánica en el presente texto. Su inciso segundo se refiere, en diversos numerales, a los principios que rigen esta ley.

Número 1)


Consagra el principio de diversidad cultural, el cual reconoce y promueve el respeto a la diversidad cultural y el reconocimiento a la dignidad de todas las culturas e identidades como valores culturales fundamentales. 

La indicación número 1), del Honorable Senador señor Tuma, incorpora después de las palabras “culturales fundamentales” la expresión “que forman parte de los derechos humanos individuales y colectivos de las comunidades y los pueblos indígenas”.

Sobre el particular, el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ernesto Ottone, en adelante “el Ministro Presidente del Consejo”, señaló que el Ejecutivo comparte el espíritu de la indicación en discusión, pero no la redacción de la misma. A fin de perfeccionarla, propuso el siguiente tenor literal para el N° 1 del artículo 1°.

“Principio de diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad, la dignidad de todas las culturas e identidades y el respeto mutuo entre las diversas identidades culturales que cohabitan en el territorio nacional como valores culturales fundamentales.”.

Agregó que la redacción precedentemente transcrita considera, además, el contenido de la indicación número 5, también de autoría del Honorable Senador señor Tuma.

- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación con la modificación propuesta por el Ejecutivo.

Número 3)


Establece el principio de reconocimiento cultural de los pueblos indígenas, el cual reconoce, respeta y promueve el respeto de sus culturas, sus prácticas ancestrales, sus creencias, su historia y su cosmovisión, con especial atención en el desarrollo de las artes y el patrimonio cultural indígena. 


La indicación número 2), del mismo Senador precedentemente señalado, reemplaza numeral por el siguiente:


"3. Principio de reconocimiento de las culturas de los pueblos indígenas. Reconocer y respetar el derecho de los pueblos indígenas a mantener, controlar, proteger y desarrollar su patrimonio cultural material e inmaterial, sus conocimientos tradicionales, sus expresiones culturales tradicionales y las manifestaciones de sus ciencias, tecnologías y culturas, comprendidos los recursos humanos y genéticos, las semillas, las medicinas, el conocimiento de las propiedades de la fauna y la flora, las tradiciones orales, las literaturas, las cosmovisiones, los diseños, los deportes y juegos tradicionales, y las artes visuales e interpretativas. Así también, se respetarán y promoverán las instituciones culturales propias de los pueblos, la autonomía del desarrollo y cambio cultural de indígenas, la integridad de sus manifestaciones y su vínculo con el territorio terrestre y acuático, y todo el entorno natural. El Estado promoverá el reconocimiento de todos los pueblos indígenas preexistentes a su fundación a la delimitación de sus actuales fronteras.".

Al respecto, el Ministro Presidente del Consejo remarcó que los conceptos “patrimonio cultural material e inmaterial indígena”, “conocimientos tradicionales”, “expresiones culturales tradicionales” y “las manifestaciones de sus ciencias, tecnologías y culturas”, entre otros, no se encuentran definidos por nuestra legislación. Aseguró que a nivel internacional, en tanto, la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) se encuentra trabajando en algunos de ellos.

Por las razones anteriores, consideró que estas materias debían ser consideradas en la discusión y debate de la futura Ley de Patrimonio. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, si bien compartió el espíritu de la indicación del Honorable Senador señor Tuma, consideró que ella parecía más un manifiesto que la definición de un principio. En virtud de ello y de las razones esgrimidas por el señor Ministro, estimó preferible rechazar la indicación.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, compartió los planteamientos del Ejecutivo, pero solicitó a éste abordar los conceptos señalados en la futura Ley de Patrimonio.

- La totalidad de los integrantes presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio, rechazó la indicación.

Número 5)


Considera el principio de reconocimiento de las culturas territoriales, referido a las particularidades e identidades culturales territoriales que se expresan, entre otros, a nivel comunal, provincial y regional, como también, en sectores urbanos y rurales; promoviendo y contribuyendo a la activa participación de cada comuna, provincia y región en el desarrollo cultural del país y de su respectivo territorio, fortaleciendo la desconcentración territorial en el diseño y ejecución de políticas, planes y programas en los ámbitos cultural y patrimonial.


La indicación número 3), del Honorable Senador señor Horvath, propone intercalar después de la expresión “respectivo territorio” la frase “incentivando la descentralización y”. 
La Honorable Senadora señora Von Baer advirtió que la propuesta de modificación en lugar de ampliar el principio sobre el que recae lo restringe. En efecto, explicó que el fortalecimiento de la desconcentración territorial va más allá del incentivo territorial.

Complementando la intervención anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, llamó a tener en consideración que la estructura patrimonial propuesta en la iniciativa de ley apunta a la descentralización.

- En esa virtud, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio, rechazó la indicación.

Número 7)


Contempla el principio del respeto a los derechos de los creadores y cultores, el cual promueve el respeto de los derechos de los creadores, en materia de propiedad intelectual, así como también los derechos laborales consagrados en el ordenamiento jurídico chileno, de quienes trabajan en los ámbitos de las artes, las culturas y el patrimonio.


La indicación número 4), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República reemplaza la expresión “y cultores” por “cultores y gestores culturales”.

El Ministro Presidente del Consejo recordó que la idea de incluir a los gestores culturales fue una demanda formulada durante la discusión en general del proyecto por el señor Arturo Navarro. Puntualizó que la gestión cultural es una especialización relativamente nueva y que los gestores culturales son los responsables de la mantención y gestión de los espacios culturales.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, remarcó que si bien es conocida la falta de gestores culturales, la indicación recae en uno de los principios que regirán al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Resaltó que los derechos de los gestores culturales, por su parte, no dicen relación con ellos.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer resaltó que el principio sobre el que recae la indicación consiste en promover el respeto de los derechos de los creadores en materia de propiedad intelectual así como también sus derechos laborales. Indicó que es razonable preguntarse si los gestores culturales tienen dichos derechos.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, insistiendo en sus planteamientos, subrayó que la indicación de Su Excelencia la Presidenta de la República quita riqueza al principio sobre el que recae. Ahondando en sus dichos, puso de relieve que los cultores y creadores son figuras muy potentes dentro del ámbito cultural, pero no así los gestores culturales. 

El Ministro Presidente del Consejo hizo presente que los gestores culturales son los encargados de asegurar la sobrevivencia de una infraestructura cultural e indicó que dicho rol tiene un proceso creativo, el que consiste en ser un puente entre el creador y la audiencia. 

Aseveró que la propuesta de Su Excelencia la Presidenta de la República permitirá concordancia con la legislación vigente de los países modernos, los que reconocen sus derechos de creación. 

En este contexto de análisis, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó cuál es el derecho de propiedad intelectual y laboral de los gestores culturales y añadió que los derechos laborales de los creadores y de los cultores son distintos a los derechos laborales de las demás personas, pero no queda claro en qué se diferencian los derechos laborales de los gestores culturales con los de los demás chilenos.

Finalmente, estimó que todos quienes desarrollan actividades relacionadas con la creación quedan considerados en el principio, por lo que, advirtió, el contenido del principio sólo debiera referirse a los creadores, toda vez que los gestores culturales y los cultores también lo son.

Sobre el particular, el Ministro Presidente del Consejo sostuvo que el 85% de los gestores culturales que se dedican a su profesión tiene la misma precariedad laboral que tienen los creadores, ya que no tienen asegurado un puesto de trabajo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de manifiesto que los gestores culturales son creadores y que, en consecuencia, no habría necesidad de incluirlos dentro del principio en estudio. A mayor abundamiento, no estimó conveniente especificar cada tipo de creador existente e insistió en que incluirlos debilitaría el principio.

- En esa virtud, la totalidad de los integrantes presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio, rechazó la indicación.

- - -


La indicación número 5), del Honorable Senador señor Tuma, incorpora un nuevo numeral del siguiente tenor:


“…. Principio de Interculturalidad. Reconocer el derecho de cualquier grupo de personas, comunidades, pueblos o colectividades que residen en el territorio nacional o parte del mismo a conservar y desarrollar su cultural, lengua, escritura y sus expresiones culturales propias, promoviendo relaciones equitativas y de respeto mutuo entre las diversas identidades culturales que cohabitan en el territorio nacional.”.

- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación con modificaciones, en los términos previstos en la indicación número 1.

- - -

Artículo 2°

Inciso primero


La norma aprobada en general por el Senado declara que el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante “El Ministerio”) será la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación, e implementación de políticas, planes y programas para contribuir al desarrollo cultural y patrimonial armónico y equitativo del país en toda su diversidad, reconociendo y valorando las culturas de los pueblos indígenas, la diversidad geográfica y las realidades e identidades regionales y locales, conforme a los principios contemplados en la presente ley.


Sobre esta norma recayeron las indicaciones números 6), 7), 8) y 9). 


La indicación número 6), del Honorable Senador señor De Urresti, reduce el ámbito de colaboración del Ministerio con la Presidencia de la República solamente a la implementación de las políticas, eliminando el diseño y formulación.

El Ministro Presidente del Consejo advirtió que a los Ministerios, a diferencia de los servicios públicos, no sólo les corresponde colaborar en la implementación de políticas, planes y programas sino también en su diseño y formulación.

- La indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo previsto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 


La indicación número 7), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incrementa el ámbito de actuación del nuevo Ministerio incorporando después de la locución “planes y programas para contribuir al” la expresión “fomento, estímulo y”.


La indicación número 8), de los mismos Senadores señalados precedentemente, en un sentido similar a la anterior, incorpora después de la palabra “cultural” la expresión “artístico”. 


La indicación número 9), del Honorable Senador señor Tuma, sustituye el vocablo “valorando” con el objeto de agregar nuevos contenidos a la función general del Ministerio que contempla la disposición, mediante la siguiente oración: "reconociendo y respetando las culturas de los pueblos indígenas y su derecho a la autodeterminación sobre su patrimonio y desarrollo cultural,".

- Las indicaciones números 7), 8) y 9) fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo previsto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Inciso segundo


Declara que el Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia cultural y patrimonial, y propenderá a su incorporación en forma transversal en la actuación del Estado. 


Las indicaciones números 10), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 11), del Honorable Senador señor De Urresti, enfatizan que la labor del Estado en esta materia será con especial énfasis en las carteras de Educación y Relaciones Exteriores.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de relieve que la indicación en estudio restringía las funciones y atribuciones del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, razón por la cual estimó que ella debía ser rechazada.

- Puestas en votación las indicaciones, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio.

Inciso tercero


Prescribe que el domicilio del Ministerio será la ciudad de Valparaíso, sin perjuicio de los otros que establezca como tales en el país y del domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, que será la ciudad de Santiago. 


Las indicaciones números 12), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 13), del Honorable Senador señor De Urresti, mediante la supresión de la frase “, sin perjuicio de los otros que establezca como tales en el país y del domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, que será la ciudad de Santiago”, fijan como único domicilio la ciudad de Valparaíso.

Al respecto, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó al Ejecutivo por qué se propone que el domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural sea la ciudad de Santiago.

Por otro lado, preguntó si es necesario que se señale en la ley el domicilio de aquella Subsecretaría y si ello podría hacerse por medio de un reglamento, y puso de relieve que, por regla general, las normas legales que regulan la estructura orgánica no determinan el domicilio de las Secretarías de Estado.

A su turno, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la indicación en estudio y agregó que la organización interna del Ministerio, en este caso el domicilio de una Subsecretaría, debiera ser materia de su competencia y no quedar normada en este proyecto de ley.

El Ministro Presidente del Consejo, respondiendo la primera consulta planteada por la Honorable Senadora señora Von Baer, sostuvo que ello obedece al hecho que la infraestructura patrimonial respecto de la cual la nueva Secretaría de Estado deberá proponer políticas y diseñar y evaluar planes y programas se encuentra en la ciudad de Santiago, como es el caso de la Biblioteca Nacional y del Archivo Nacional.

Agregó que la idea de establecer por ley el domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural persigue dar certeza a los trabajadores que se desempeñarán en ella y que actualmente lo hacen en la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos. Añadió que así como el proyecto da seguridad a los funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que el nuevo Ministerio tendrá su domicilio en Valparaíso, igual consideración debiera tenerse con aquéllos.

Adicionalmente, hizo presente que existen ciertas cuestiones de orden administrativo en este tipo de decisiones, como es el hecho de que si se dispone legalmente que la Subsecretaría de Patrimonio Cultural tenga su domicilio en la ciudad de Santiago, sus funcionarios no tendrán derecho a viático en aquellos casos en que debe desplazarse hasta la ciudad de Valparaíso.

Con todo, consideró que la indicación debiera ser declarada inadmisible, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, por cuando supone mayores costos para el Estado.

- Habida consideración de la explicación dada por el Secretario de Estado, la totalidad de integrantes presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio, rechazó ambas indicaciones.

Artículo 3°


Este artículo consta de 31 numerales, que enumeran las funciones y atribuciones del Ministerio. Varios de ellos fueron objeto de indicaciones, cuyo contenido, debate y acuerdos producidos se transcribe a continuación. 

Número 2)


Le encarga al Ministerio la función de crear y fomentar políticas para el desarrollo de las industrias y de la economía creativa, contribuyendo en los procesos de inserción en circuitos y servicios de circulación y difusión, formando y fortaleciendo el emprendimiento creativo en los niveles local, regional, nacional e internacional.


La indicación número 14), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo reemplaza por el siguiente, de manera de consignar esta función con la redacción que se señala:


“2. Fomentar el desarrollo de las industrias y de la economía creativa, contribuyendo en los procesos de inserción en circuitos y servicios de circulación y difusión, para el surgimiento y fortalecimiento del emprendimiento creativo tanto a nivel local, regional, nacional e internacional.”.

El Ministro Presidente del Consejo aseguró que la indicación en discusión persigue definir de mejor manera la función señalada, dando, al mismo tiempo, un rol más protagónico al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

- Puesta en votación, la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación.

Número 3)


Dispone que al Ministerio le corresponderá contribuir al reconocimiento, protección, rescate, conservación, restauración, reconstrucción, adquisición y salvaguardia del patrimonio cultural y bioantropológico, promoviendo su conocimiento y acceso y fomentando la participación de las personas y comunidades.


La indicación número 15), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, lo reemplaza por el siguiente:


“3. Contribuir al reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural, promoviendo su conocimiento y acceso y, fomentando la participación de las personas y comunidades en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.”.


A propósito de esta indicación, el Ministro Presidente del Consejo señaló que la expresión “salvaguardia del patrimonio cultural” resume cada uno de los conceptos a los que hace mención el texto aprobado en general, esto es, el reconocimiento, protección, rescate, conservación, restauración, reconstrucción y adquisición del patrimonio cultural.


En cuanto a los “procesos de memoria colectiva”, que considera la nueva redacción de la indicación, hizo presente que responde a una idea que no está reflejada en el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, pero que sí estaba contenida en el proyecto original del Ejecutivo presentado ante el Congreso Nacional. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en consonancia con la explicación vertida por el Ejecutivo, solicitó dejar constancia en este informe de que la expresión “salvaguardia” que considera la indicación del Ejecutivo comprende la protección, rescate, conservación, restauración, reconstrucción y adquisición, términos que considera la función que fue aprobada en general. 


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó por el sentido de la expresión “fomentando la participación de las personas y comunidades en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial”. 


El Ministro Presidente del Consejo señaló que la propuesta hace alusión a la participación ciudadana y a la definición patrimonial en esta ley, sin que sea necesario esperar la discusión que se abordará en el proyecto de ley referido exclusivamente al patrimonio. Explicó que son procesos vivos, en permanente evolución, de ahí la importancia de establecer criterios flexibles sobre la materia patrimonial, el cual puede ser material o inmaterial. 


- Puesta en votación esta indicación, resultó aprobada, con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio. 

Número 4)


Establece como función del Ministerio el promover y colaborar al reconocimiento, protección, rescate, conservación, restauración, reconstrucción y salvaguardia del patrimonio cultural indígena, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones del folclor del país, y de las culturas tradicionales y populares en sus diversas manifestaciones.


Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 16), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, y 17), del Honorable Senador señor Tuma.


La primera de ellas la reemplaza por el siguiente:


“4. Promover y colaborar al reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural indígena, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones del folclor del país, y de las culturas tradicionales y populares en sus diversas manifestaciones.”.


Cabe hacer presente que la redacción propuesta por la indicación es similar a la anterior, en el sentido de utilizar la expresión “salvaguardia” en vez de enumerar cada uno de las acciones que se desarrollarán respecto del patrimonio cultural indígena.


Respecto de ella, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó de qué forma el Ejecutivo planea llevar adelante las políticas públicas relativas a los pueblos indígenas en materia de cultura sin duplicar funciones con la CONADI. Todo lo anterior dice relación, además, afirmo, con asignaciones presupuestarias específicas para cada una de estas instituciones.


Sobre el particular, el Ministro Presidente del Consejo explicó que el Departamento de Pueblos Originarios, creado hace un año y diez meses en el Consejo Nacional de la Cultura, a partir del mandato de la Consulta Indígena, ha llevado adelante un importante trabajo con todas las comunidades y organizaciones indígenas, sean o no partícipes de la CONADI. Este Departamento cuenta con presupuesto propio contenido en la Ley de Presupuestos que casi triplica los montos asignados a la CONADI, los que se destinan a educación, cultura social y deportes, en lo que destacan los proyectos desarrollados por los cultores indígenas. 


Precisó que existen los lazos pertinentes que impiden la duplicidad de funciones a la que hizo mención la Honorable Senadora señora Von Baer. 


- Puesta en votación, esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 


A su turno, la segunda indicación sustituye la función por la siguiente:


"4. Proteger y colaborar en la promoción, valoración, mantención, rescate, conservación, restauración, reconstrucción y salvaguardia del patrimonio y desarrollo cultural de los pueblos indígenas del país, incluyendo su patrimonio cultural material e inmaterial, lenguas y sus conocimientos tradicionales, reconociendo y respetando la autodeterminación de dichos pueblos indígena en relación a sus culturas, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas y las instancias representativas de dichos pueblos; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones culturales tradicionales y populares del país, en sus diversas manifestaciones, incluyendo tanto aquellas que se produzcan en el medio urbano como en el rural.".


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, al redefinir la atribución que deberá desarrollar el Ministerio.3
Número 7)


Dispone como atribución ministerial el estimular y contribuir al conocimiento, valoración y difusión de las manifestaciones culturales de las comunidades afrodescendientes y de pueblos inmigrantes residentes en Chile, fomentando la interculturalidad.


La indicación número 18), del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza la palabra “afrodescendientes” por “provenientes del extranjero”.


Sobre el particular, el Ministro Presidente del Consejo, hizo presente que la proposición senatorial extiende la atribución y la modifica, toda vez que la locución “provenientes del extranjero” no es equivalente a “afrodescendientes”. En efecto, afirmó que en el país existen nueve pueblos originarios y la comunidad afrodescendiente de Arica y Parinacota, razón por la cual ellos no son inmigrantes sino que nacionales.


- Por la misma razón que la señalada respecto de la indicación anterior, esto es, referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo por cuanto varía una función propia del nuevo Ministerio, ésta fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.
Número 8)


Contempla la función de fomentar y colaborar, en el ámbito de sus competencias, en el desarrollo de la educación artística formal y no formal como factor social de desarrollo.


Sobre este numeral se formularon las indicaciones números 19), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, y 20) de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana. 


La primera de ellas elimina de la función lo relativo a la educación artística formal.


Sobre el particular, el señor Ministro Presidente del Consejo explicó que el sentido de esta indicación radica en que el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes no tiene facultades para ejecutar políticas de educación formal, las cuales están a cargo de la Cartera respectiva, es decir, Educación. 


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia en este informe de que la colaboración entre el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes y el Ministerio de Educación en esta materia es fundamental para el desarrollo de la cultura de los pueblos originarios, asunto que se ha discutido de manera frecuente en el debate presupuestario, precisamente por la falta de educadores formales en materia bilingüe para estas comunidades. 


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 


Por su parte, la segunda propuesta, agrega después de la locución “en el ámbito de sus competencias, en”, la frase “la acreditación de capacidades académicas y”.


Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, ya que redefine la atribución del texto aprobado en general, agregando un concepto nuevo. 

Número 11)


Dispone que será función del Ministerio promover la cultura digital y la utilización de herramientas tecnológicas en los procesos de creación, producción, circulación, distribución y puesta a disposición de las obras, contenidos y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y su acceso a ellos.


La indicación número 21), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), propone sustituir la frase “la cultura digital”, por “el empleo de medios digitales”.


Respecto de esta proposición, el Ministro Presidente del Consejo declaró que el Ejecutivo no comparte la indicación, toda vez que el concepto de “cultura digital” es más amplio e involucra factores creativos, sociales, y comunitarios, lo que se relaciona con el fomento del uso de tecnologías para la creación y difusión de las culturas y las artes, pero también se abre al análisis y reflexión cultural sobre el uso y expansión de las tecnologías existentes. 


La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, argumentó que la expresión “cultura digital” debe estar incluida dentro de las funciones que, en cuanto política pública, debe ejecutar el futuro Ministerio de las Culturas y las Artes, el que incluye, necesariamente, el empleo de medios digitales. Por lo demás, hizo presente que el texto aprobado en general señala que “la utilización de herramientas tecnológicas”, por lo que la idea ya está considerada.


- Por las consideraciones anteriores, esta indicación fue retirada por su autor. 

Número 12)


Dispone como función ministerial impulsar la construcción, ampliación y habilitación de infraestructura y equipamiento para el desarrollo de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales del país, y promover la capacidad de gestión asociada a esa infraestructura, fomentando el desarrollo de la arquitectura y su inserción territorial; como asimismo, promover y contribuir a una gestión y administración eficaz y eficiente de los espacios de infraestructura cultural pública y su debida articulación.


Este numeral fue objeto de cuatro indicaciones, las signadas con los números 22), 23), 24) y 25). 


Las dos primeras, una de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y la otra del Honorable Senador señor De Urresti, respectivamente, incorporan después de la expresión “patrimoniales del país,” la frase “con especial énfasis en regiones distintas de la Metropolitana,”.


El Ministro Presidente del Consejo expresó que sin perjuicio de entender que la indicación debiera ser declarada inadmisible, por cambiar el sentido de función ministerial, observó que el contenido de ella pudiera ser incorporado en el texto del numeral, pata lo cual propuso que a continuación de la expresión “patrimoniales del país” se añadiera la expresión “propendiendo a la equidad territorial”.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Quintana manifestó que el uso de expresiones como “propender” se utilizan regularmente como válvulas de salida a conceptos que son más complejos y que requieren de mayor estudio, razón por la cual, en su opinión, no cumplen con los fines que se persiguen. 


Las dos siguientes, números 24), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 25), del Honorable Senador señor De Urresti, proponen agregar después de la palabra “articulación” la frase “a lo largo de todo el país”.


Respecto de estas dos propuestas, el Ministro Presidente del Consejo afirmó que sin perjuicio de las dudas respectos de su admisibilidad por las razones expuestas precedentemente con ocasión de las otras dos indicaciones, estimó que el agregado que se plantea enriquecen la redacción del texto aprobado en general, dado que implícitamente la articulación de los espacios culturales debe realizarse a lo largo de todo el territorio nacional. 


La unanimidad de los integrantes de la Comisión juzgó que estas indicaciones apunta en un sentido similar, razón por la cual fueron partidarios de incorporar su contenido, en esta parte del numeral, con la redacción sugerida por el Ejecutivo, esto es, que a continuación de la expresión “patrimoniales del país”, incorporar la frase “propendiendo a la equidad territorial”. 


- En esa virtud, las cuatro indicaciones resultaron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio a fin incorporar la referida enmienda al numeral.

Número 14)


Consagra la función de promover la inversión y donación privada en el ámbito cultural y patrimonial.


La indicación número 26), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, enmienda su redacción reemplazando la parte final del numeral por “de las culturas, las artes y el patrimonio.”.


- Esta indicación fue aprobada en sus mismos términos por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 

Número 18)


Contempla la función ministerial de estudiar, formular, implementar y evaluar políticas, planes y programas en materias culturales y artísticas, así como estudiar, formular y evaluar políticas, planes y programas en materias patrimoniales, para contribuir al cumplimiento de sus funciones y atribuciones, teniendo en consideración los principios señalados en esta ley.


La indicación número 27), del Honorable Senador señor De Urresti, intercala a continuación de la frase “así como estudiar, formular”, la expresión “, implementar”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, ya que enmienda la función ministerial contemplada en el numeral. 

Número 20)


Dispone que corresponderá al Ministerio velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales en materia cultural y patrimonial en que Chile sea parte, y explorar, establecer y desarrollar vínculos y programas internacionales en materia cultural y patrimonial, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Relaciones Exteriores.


La indicación número 28), los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la expresión “en materia cultural”, la palabra: “, artística”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio, por tratarse de una materia propia del nuevo Ministerio que se crea. 

Número 22)


Considera la función de estimular y apoyar la elaboración de planes comunales y regionales de desarrollo cultural, que consideren la participación de la comunidad y sus organizaciones sociales.


Este numeral fue objeto de dos indicaciones, las números 29) y 30).


La primera de ellas, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora después de la expresión “desarrollo cultural,”, la locución “artístico y patrimonial”.


La segunda de ellas, del Honorable Senador señor Horvath, hace lo propio, agregando la locución “artístico o patrimonial”.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer preguntó por las diferencias conceptuales entre los conceptos “artístico”, “cultural” y “patrimonial”. 


El señor Ministro Presidente del Consejo señaló que la expresión “cultural” engloba las ideas sobre el significado de los vocablos “artísticos” y “patrimonio”. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que es importante destacar que si bien están agrupados dentro de una misma idea, son conceptos que tienen particularidades que los diferencian y por ello es necesario considerarlos a todos.

- Puestas en votación, ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio, con la redacción de la número 29, es decir, “artístico y patrimonial” 

Número 23)


Considera la función de promover, colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones en materias de su competencia.


La indicación número 31), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la expresión verbal “Promover,” la de “encargar,”.


El Ministro Presidente del Consejo hizo presente que la redacción del texto aprobado en general entiende inserto el verbo “realizar”.


- Esta indicación fue retirada por uno de sus autores. 

Número 26)


Considera como función ministerial declarar el reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos; asimismo, definir las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO. En todos estos casos, ejercerá esta atribución a propuesta del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, escuchando previamente al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Para tal efecto, el Servicio elaborará su propuesta mediante un procedimiento que asegure la participación ciudadana.


Sobre este numeral recayeron las indicaciones números  32), 33), 34) y 35).


La Comisión analizó, en primer término, la indicación número 32), de Su Excelencia la Presidenta de la República, que reemplaza el numeral por el siguiente:


“26. Declarar el reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos; asimismo, definir las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO. En todos estos casos, ejercerá esta atribución a propuesta del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Para tal efecto, la propuesta del Servicio deberá elaborarse mediante un procedimiento que asegure la participación ciudadana, además de ser aprobada por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.”.


Al respecto, el Ministro Presidente del Consejo expresó que la indicación entrega mayores facultades al Consejo para que las propuestas que se formulen, además de la participación ciudadana, tengan una integración de la mencionada institución. Lo anterior obedece, además, a una solicitud que realizó durante el debate en general por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en relación con aumentar las facultades del Consejo que, de crearse el Ministerio, podrían desaparecer. 


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que el Ministerio ejerce esta función a propuesta del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, que además tiene que ser aprobado por el Consejo de la Cultura, las Artes y el Patrimonio. De esta forma, en el ejercicio de esta función participan tres instituciones, a saber, el Ministerio, el Servicio y el Consejo. 


Luego, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó por las razones para ubicar dentro de las funciones del futuro Ministerio un procedimiento, toda vez que, en su opinión, la norma debiera ser de carácter reglamentario y no legal. Y, en caso de establecerla en la ley, debiera estar localizada en otro Título o Párrafo. 


La señorita Karen Soto, asesora del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, sostuvo que el sistema, en la actualidad, opera de la siguiente manera: existe un Departamento de Patrimonio Inmaterial que elabora una propuesta que se presenta al Ministro Presidente para que se apruebe por el Consejo Nacional. Precisó que es el Ministro el que realiza la “declaratoria de patrimonio inmaterial”, lo que se formaliza por medio de un decreto. Estas declaratorias, continuó, surgen luego de una propuesta que hacen las mismas comunidades si se trata del reconocimiento del patrimonio de Tesoros Humanos Vivos al Servicio, el cual pone en ejecución este decreto, sin intervenir en la propuesta propiamente tal. Por ello, puntualizó, es importante que el Consejo también participe de este procedimiento. 


A su turno, el Honorable Senador señor Quintana afirmó que la ubicación del procedimiento en esta norma no presenta problemas, pues dice relación directa con la función asignada y la participación del Consejo y la participación ciudadana. Además, según dijo, se relaciona con las indicaciones números 33) y 34).


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, concordó con la Honorable Senadora señora Von Baer respecto a la ubicación de la norma procedimental dentro de las funciones generales del Ministerio. De esta manera, sugirió suprimir la palabra “asimismo” y la frase final de la indicación: “En todos estos casos, ejercerá esta atribución a propuesta del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Para tal efecto, la propuesta del Servicio deberá elaborarse mediante un procedimiento que asegure la participación ciudadana, además de ser aprobada por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.” Con lo anterior, en su opinión, se refuerza la función general y se releva el procedimiento a una norma reglamentaria o a otra ubicación dentro del proyecto.  


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada, con la modificación transcrita, por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Von Baer y Walker, don Ignacio, en tanto que por la negativa lo hizo el Honorable Senador señor Quintana. 


La indicación número 33), del Honorable Senador señor Horvath, por su parte reemplaza la expresión “la participación ciudadana” por “una participación ciudadana efectiva”.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que es una norma que debe ser incluida en el reglamento. 


- Esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Por la negativa los Honorables Senadores señora Von Baer y Walker, don Ignacio; por la afirmativa el Honorable Senador señor Quintana. 


La indicación número 34), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora después de la expresión “participación ciudadana” la locución “con carácter de vinculante”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, ya que la modificación planteada altera la forma de ejercer esta atribución, lo que corresponde a la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 


Seguidamente, el Ministro Presidente del Consejo se comprometió a que las materias de participación ciudadana serán incluidas en el reglamento. 


Sin perjuicio del compromiso del Ejecutivo, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que durante el desarrollo de la discusión en particular de esta iniciativa legal se discuta lo referido a la participación ciudadana, para que al menos sus principios rectores queden recogidos en la ley. 


La indicación número 35), del Honorable Senador señor Tuma, agrega la siguiente oración final: "En los reconocimientos y postulaciones a que se refiere este numeral, cuando éstos vayan a recaer en personas o grupo de personas indígenas, se deberá realizar previamente, una consulta indígena en los términos del Convenio 169 de la OIT, salvaguardando el derecho de los pueblos indígenas del país a la autodeterminación sobre su patrimonio cultural material e inmaterial. El señalado procedimiento de consulta previa no se aplicará cuando el reconocimiento haya sido propuesto por la comunidad o pueblo indígena.".


- Por las mismas razones señaladas precedentemente, esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, toda vez que redefine una función del Ministerio. 


A solicitud de la Honorable Senadora señora Von Baer, los demás miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, acordaron dejar constancia de que sin perjuicio de que la indicación haya sido declarada inadmisible, hay que cumplir siempre con el mandato contenido en el Convenio N° 169 de la OIT respecto de los pueblos originarios. 

Número 28)


Considera la función de proponer al Presidente de la República, políticas y planes destinados a fomentar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial en los canales de televisión pública y en otros medios de comunicación pública, sin perjuicio de las demás atribuciones y funciones que tenga en la materia.


El numeral fue objeto de dos indicaciones, las números 36), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y la 37), del Honorable Senador señor  De Urresti.

La primera de ellas, reemplaza el numeral por otro que dispone como función la de “Aprobar la programación y emisión de contenido audiovisual de relevancia cultural, artística y/o patrimonial en la empresa creada por la ley 19.132. En los  otros servicios de radiodifusión, podrá calificar la calidad de cultural de la programación de Televisión de libre recepción, en lo que se relaciona a las letras b) y j) del artículo 12 de la ley N° 18.838; sin perjuicio de las demás atribuciones y funciones que tenga en las materias relacionadas a la Radiodifusión Sonora.”.


La segunda de ellas, reemplaza la frase “Proponer al Presidente de la República, políticas y planes destinados a fomentar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial”, por la siguiente: “Aprobar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial”.


- Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, pues la determinación de las atribuciones y funciones ministeriales corresponde a una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 

Número 29)


Dispone como atribución ministerial la de apoyar el desarrollo de la Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural y las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural, de conformidad a esta ley.


Este numeral fue objeto de dos indicaciones, las números 38), del Honorable Senador señor De Urresti, y 39), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.


La primera de ellas reemplaza la frase “Apoyar el desarrollo de la Estrategia Quinquenal Nacional”, por “Apoyar la implementación de la Estrategia Quinquenal Nacional”.


- Esta indicación también fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por ser una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, por las razones expuesta con ocasión de la indicación anterior. 


La segunda proposición agrega, después de la locución “Apoyar el desarrollo”, las palabras “e implementación”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por las mismas razones de la anterior. 

Sin perjuicio de ello, el Ejecutivo anunció que presentará una propuesta sobre el particular, a fin de incorporar la materia en el contenido de la atribución. 

- - -


Como se indicó precedentemente, durante el nuevo plazo autorizado por la Sala del Senador para presentar indicaciones, Su Excelencia la señora Presidenta de la República propuso, en la indicación número 39 a, incorporar a continuación de la palabra “desarrollo” la frase “e implementación”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Pérez Varela, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

Número 30)


Dispone como atribución ministerial desarrollar y operar sistemas nacionales y regionales de información, registro y catastro cultural y patrimonial de acceso público, de conformidad a la normativa vigente.

La indicación número 40), Su Excelencia la señora Presidenta de la República, lo sustituye por el que sigue:


“30. Desarrollar y operar sistemas nacionales y regionales de información y registro cultural y patrimonial de acceso público, de conformidad a la normativa vigente.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer preguntó por las razones por las cuales no se considerará el catastro en la redacción propuesta para esta función.


La asesora señorita Karen Soto explicó que la redacción propuesta corresponde a aquella que planteó originalmente el Ejecutivo, la cual fue enmendada en la Honorable Cámara de Diputados al aprobarse una indicación que el Ejecutivo estimó en su oportunidad como inadmisible, porque involucraba mayores recursos, criterio que no fue compartido por dicha Corporación. De esta manera, sólo se repone la redacción inicial de este numeral.


- Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.  

- - -


Seguidamente, la indicación número 41), del Honorable Senador señor Tuma, consulta después del número 30 los siguientes numerales, nuevas atribuciones ministeriales, a saber:


“…. Diseñar, coordinar e implementar una Política Nacional de Culturas y Lenguas Indígenas. Esta política deberá previamente aprobada por la institucionalidad representativa de los Pueblos Indígena que determine la ley.


….  Exigir y gestionar la repatriación de los restos humanos indígenas, patrimonio arqueológico y cultural de los pueblos indígenas del país que se encuentren en poder de personas o instituciones situadas en el extranjero, sin que su salida haya sido debidamente autorizada por los pueblos indígenas o dicho consentimiento no sea regular o haya sido excedido o vulnerado. Dicho procedimiento se iniciará de oficio o a solicitud del Pueblo Indígena que tenga derecho a reclamarlos.


…. Prevenir, representar, exigir el término, responsabilidades y reparación respecto de la apropiación indebida de conocimientos tradicionales y expresiones culturales tradicionales pertenecientes a los pueblos indígenas. Para tales efectos, el Ministerio tendrá facultades para realizar las denuncias y hacerse parte en juicios correspondientes, así como otras que les otorgue la ley.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, como es la determinación de funciones de una institución de la Administración Pública. 


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión hizo presente al Ejecutivo la importancia de ejercer las funciones a las cuales hace alusión el Honorable Senador señor Tuma. 

- - -


La indicación número 42), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora el siguiente numeral, nuevo:


“…. Estimular y apoyar a los Municipios en la elaboración de los Planes Reguladores Comunales, para los efectos del artículo 184 del Decreto con Fuerza de Ley 458, General de Urbanismo y Construcciones, en lo que se relaciona con la instalación o incorporación de obras de arte en el espacio público, en coordinación con la Comisión Nemesio Antúnez del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”.


- Al igual que la anterior, la indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


Por su parte, la indicación número 43), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, consulta un número nuevo, del tenor que se señala:


“…. Estimular y apoyar a los Municipios en la formulación de Ordenanzas Municipales que promuevan mecanismos no discriminatorios para el uso del espacio público de todas las manifestaciones artísticas y culturales, considerando el debido resguardo de los espacios patrimoniales y las necesidades específicas de las diversas disciplinas artísticas.”.


- La indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

- - -


La indicación número 44), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega un inciso del tenor que se señala:


“En relación a las resoluciones que el Ministerio adopte de conformidad con las atribuciones conferidas en los números 2, 18, 19, 21, 22, 26 y 28 del presente artículo, deberá siempre oír la opinión del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.”.

- La indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Con todo, el Ministro Presidente del Consejo valoró la indicación y aseguró que Su Excelencia la Presidenta de la República presentaría una indicación similar, pero sin afectar el funcionamiento del nuevo Ministerio. 

Dando cumplimiento a lo anterior, el Ejecutivo formuló la indicación número 44 b), que incorpora el siguiente inciso final, nuevo:


“Para ejercer las atribuciones conferidas en los números 2, 18, 19, 21, 22, 26 y 28 del presente artículo, el Ministerio deberá siempre oír la opinión del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio dentro del plazo que al efecto fije el Reglamento. En caso de no emitirse la opinión del Consejo dentro del plazo señalado en el Reglamento, el Ministerio adoptará la resolución correspondiente.”.


- Esta indicación resultó aprobada con el acuerdo unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores De Urresti, Pérez Varela, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -

Artículo 4°


Esta norma regula la organización interna del nuevo Ministerio, que considera los siguientes órganos:


a) El Ministro o la Ministra de las Culturas, las Artes y el Patrimonio; b) La Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares; c) La Subsecretaría del Patrimonio Cultural; d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y e) El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y los consejos regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

- - -





Con ocasión del inicio de la discusión de las indicaciones recaídas en este artículo, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó a los integrantes de la instancia analizar la estructura institucional propuesta para las Culturas, las Artes y el Patrimonio antes de continuar el estudio de las indicaciones presentadas al proyecto de ley. Puso de relieve que sólo una adecuada organización permitirá el buen funcionamiento del nuevo Ministerio y el fortalecimiento de sus áreas temáticas.4
En atención a la demanda formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, la Comisión se detuvo en el análisis de la estructura institucional propuesta, transcribiéndose a continuación los diversos planteamientos que formularon los integrantes de la instancia como las precisiones y explicaciones que formularon los representantes del Ejecutivo.

En ese sentido, el Ministro Presidente del Consejo explicó que el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, el Consejo de Monumentos Nacionales y el Consejo Asesor de Pueblos Indígenas dependerán de la nueva Secretaría de Estado que se crea en virtud de este proyecto de ley, lo cual alterará el actual marco institucional existente.

En efecto, y en lo que dice relación con el Consejo de Monumentos Nacionales acotó que en la actualidad este organismo depende del Ministerio de Educación y que su Vicepresidente es el Director Nacional de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos (DIBAM). Resaltó que el proyecto de ley en estudio no introducirá modificaciones respecto a la estructura de dicho consejo, toda vez que ello será materia de la futura Ley de Patrimonio.

En cuanto al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, en tanto, comentó que éste pasará a denominarse Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y que en cuanto a su integración, pasará de 11 a 21 miembros, constituyéndose en un órgano asesor ministerial, en los términos que señala en los artículos 16 y siguientes, de lo cual se da cuenta en este informe más adelante.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que la labor del Consejo de Monumentos Nacionales no consistirá en aconsejar al Ministro de la nueva cartera sino en adoptar decisiones relativas a materias de su competencia. A la luz de lo anterior, estimó que sería preferible que el Consejo de Monumentos Nacionales dependiera administrativamente de la Subsecretaría de Patrimonio Cultural y no del nuevo Ministro de Estado.

En relación con este punto, el señor Ottone, resaltó que, administrativamente, el Consejo de Monumentos Nacionales es el órgano encargado de definir ciertos temas, los cuales serán puestos en aplicación por la Secretaría Técnica de dicho Consejo, la que dependerá de la Subsecretaría de Patrimonio Cultural.

La Honorable Senadora señora Von Baer advirtió que la explicación dada por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes respalda la tesis que el Consejo de Monumentos Nacionales debe depender de la Subsecretaría aludida y no del Ministro del ramo.

Añadió que la labor de dictar las políticas generales recaerá en el Ministro, mientras que las decisiones particulares corresponderán a las Subsecretarías correspondientes. 

Insistió en que el Consejo de Monumentos Nacionales no es un consejo asesor del Ministro y que nada justificaría, en consecuencia, hacerlo depender de aquel. A mayor abundamiento, aseveró que en aquellos casos en que los consejos si dependen de un Ministerio, ello se debe a que aquellos tienen el carácter de consultivos.

Reafirmando su raciocinio, sostuvo que los ministerios son los órganos encargados de definir políticas públicas generales, las que son propuestas al Presidente de la República. Añadió que aquellos consejos que dependen de una secretaría de Estado lo hacen porque tienen la misión de aconsejarlos en las mencionadas políticas, e indicó que los problemas que debe enfrentar el Consejo de Monumentos Nacionales no se solucionan haciéndolo depender del Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 

Insistiendo en sus planteamientos, el Ministro Presidente del Consejo aseguró que en la actualidad uno de los grandes problemas que afecta al Consejo de Monumentos Nacionales es que las decisiones están concentradas en un solo órgano. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, estimó que la dependencia del Consejo de Monumentos Nacionales es un tema de suma relevancia, y compartió la inquietud de la Honorable Senadora señora Von Baer en orden a que el señalado consejo dependa del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. En ese mismo orden de ideas, y sin perjuicio de aquello, destacó que, como se ha explicado por el Ejecutivo, el proyecto de ley no introduce grandes innovaciones respecto a la estructura del Consejo, toda vez que sólo se sustituye al ministro que lo presidirá y al Director de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos por el Subsecretario del Patrimonio Cultural.

El Honorable Senador señor Quintana, a su turno, remarcó que la Subsecretaría de Patrimonio Cultural es un órgano con responsabilidad administrativa y el jefe superior del servicio en materia administrativa. Con todo, destacó que este consejo no discutirá temas de índole administrativo sino asuntos técnico-políticos, lo que hace indispensable su dependencia del Ministerio.

Sin perjuicio de sus anteriores afirmaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer recordó que las atribuciones del Consejo de Monumentos Nacionales consisten, entre otras, en reglamentar el acceso a los monumentos nacionales, conceder permisos para excavaciones, organizar exposiciones y gestionar la adquisición de los monumentos nacionales que sean de propiedad particular a cualquier título del Estado. Precisado lo anterior, notó que la labor del referido Consejo no radica en definir políticas, sino adoptar decisiones específicas. En efecto, consideró, su misión se acerca más a la de un servicio público que a la de un consejo. Por las razones anteriores, insistió en que nada justifica su dependencia del nuevo Ministro de Estado y en que sería más adecuado que dependiera de la Subsecretaría de Patrimonio Cultural.

El Ministro Presidente del Consejo aseguró que la inquietud de la Honorable Senadora señora Von Baer sería discutida en el marco de la reforma a la Ley de Patrimonio. Explicó que modificar en esta oportunidad una ley que data del año 1927 retardaría el proyecto en estudio. Por ello, continuó, la iniciativa de ley en estudio se limita a hacer cambios menores.

Adicionalmente, añadió que la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales dependerá del Servicio Nacional de Patrimonio Cultural.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer aseguró que en la reforma a la Ley de Patrimonio será muy difícil hacer cambios de dependencia. Por otra parte, remarcó que la idea de alejar al Ministro de Cultura del Consejo de Monumentos Nacionales sería una medida positiva, al igual que la propuesta de transformarlo en un servicio lo más técnico posible.

El Ministro Presidente del Consejo recalcó que es las decisiones del Consejo de Monumentos Nacionales las adopta su Secretaría Técnica y no el Ministro.

Finalmente, y a fin de aclarar la nueva estructura institucional propuesta, el Ministro Presidente del Consejo acompañó su presentación con un video, el que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -


Una vez concluido el referido análisis, la Comisión se avocó al estudio de las indicaciones formuladas respecto de la estructura organizacional propuesta para el nuevo Ministerio. Asimismo, corresponde consignar que la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de las letras b), c), d) y e) del artículo 4°.

Las indicaciones recayeron en los siguientes órganos que considera la estructura ministerial:

Letra a)


El Ministro o la Ministra de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante, indistintamente, “el Ministro”). 


La indicación número 45), del Honorable Senador señor Horvath, suprime la expresión “o la Ministra”.

- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra b)


Contempla la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares (en adelante, “la Subsecretaría de las Artes”).


La indicación número 46), de Su Excelencia la Presidenta de la República, la reemplaza por la siguiente:


“b) La Subsecretaría de las Culturas y las Artes (en adelante “la Subsecretaría de las Culturas”).”.

- La indicación fue respaldada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.

Cabe hacer presente que la Comisión acordó que la aprobación de esta indicación, dado que tienen el mismo contenido, se haga extensiva, con la misma votación, para las indicaciones números 52, 54, 57, 58, 59, 60, 61, 65, 151, 187, 189, 190, 191, 193 y 194. Sin perjuicio de lo anterior, y para efectos de este informe, se dejara constancia en cada una de estas indicaciones del referido acuerdo.

Letra c)


Contempla la Subsecretaría del Patrimonio Cultural (en adelante “la Subsecretaría del Patrimonio”).


La indicación número 47), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza esta letra, con el objeto de cambiar la denominación de esta Subsecretaría por la de “Subsecretaría de la Interculturalidad y el Patrimonio Cultural” (en adelante la "Subsecretaría de la Interculturalidad y el Patrimonio").".


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, ya que se refiere a la estructura organizacional de este Ministerio, y de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural.


Cabe consignar que el Senador Tuma presentó diversas indicaciones en el mismo sentido que la precedentemente transcrita, es decir, que lo referente al Patrimonio cultural sea con expresa mención de la Interculturalidad, todas las cuales fueron, del mismo modo, declaradas inadmisibles por la razón señalada. Para los efectos de este informe, en cada caso se deja la constancia correspondiente.

- - -


Como se consignó con antelación, luego fueron sometidas a votación los literales referidos a la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares (en adelante, “la Subsecretaría de las Artes”); la Subsecretaría del Patrimonio Cultural (en adelante “la Subsecretaría del Patrimonio”); las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante las “secretarías regionales ministeriales”) y el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y los consejos regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, letras b), c), d) y e), las que resultaron aprobadas por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -

Artículo 5° 

Inciso primero


Prescribe que Ministro es el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en la conducción del ministerio y la dirección superior de las políticas nacionales, planes y programas en materia de cultura y patrimonio.


El inciso fue objeto de dos indicaciones, las números 48), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 49), del Honorable Senador señor De Urresti, que proponen agregar después de la expresión “dirección superior” la alocución “e implementación”.


- Ambas indicaciones, por enmendar la función general del Ministro, fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión ya que corresponden a materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.
Artículo 6°


La norma declara que un reglamento expedido por el Ministerio determinará su estructura organizativa interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. La disposición añade que para efectos de establecer la estructura interna, deberán considerarse, a lo menos, las siguientes áreas para cumplir funciones en todo el Ministerio, incluyendo ambas subsecretarías: Planificación y Presupuesto y Asesoría Jurídica. Además, podrá establecer otras áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio o de algunas de las subsecretarías.


El precepto fue objeto de dos indicaciones.


La indicación número 50), del Honorable Senador señor Horvath, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 6.- Una ley determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, bajo el principio de desconcentración territorial.”.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó por las razones de que sea un reglamento y no un decreto con fuerza de ley el que determine la estructura organizativa interna. 


Sobre el particular, la Secretaría de la Comisión hizo presente, de manera introductoria, que de acuerdo con el inciso primero del artículo 22 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, “los Ministerios son órganos de colaboración del Presidente de la República en las funciones de Gobierno y Administración de sus respectivos sectores, los cuales corresponden a los campos específicos de actividades en que deben dichas funciones”. De esta manera, los Ministerios no constituyen una persona jurídica diferente del Estado, sino que es un órgano centralizado que actúa con la personalidad jurídica y patrimonio del Estado. A mayor abundamiento, se precisó que el régimen jurídico de estas organizaciones se encuentra en normas de diversa jerarquía, partiendo por la Constitución Política, la ley de Bases Generales a la que se hizo mención y en decreto con fuerza de ley N° 7.912 del año 1927, que establece el número y precedencia de estos, norma que se considera como la Ley Orgánica de los Ministerios. 


En cuanto a su organización interna, se recordó lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 33 de la Constitución Política, norma que prescribe que el Presidente de la República podrá encomendar a los Ministros la coordinación de la labor que corresponde a los Secretarios de Estado. 


De esta manera, existe una remisión normativa tanto de la Constitución Política como de la ley de Bases Generales para que los Ministerios puedan, por un reglamento, establecer su organización interna, tal como ocurrió con el caso del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género (ley N° 20.820, de 20 de marzo de 2015) que, en el inciso segundo del artículo 5° establece que “un reglamento expedido por el Ministerio determinará la estructura interna, de conformidad con lo dispuesto en la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”


Otra cuestión diferente es la fijación de las plantas de personal, que sí se hace por medio de un decreto con fuerza de ley, tal como lo establece el artículo 2° transitorio de este proyecto de conformidad con el artículo 38 de la Carta Fundamental.


- En razón de los planteamientos anteriores, y por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, el señor Presidente de la Comisión declaró inadmisible la indicación, toda vez que afecta la potestad reglamentaria ministerial.

Inciso segundo


Dispone que en la confección del señalado reglamento necesariamente se deberá contemplar la participación de la o las entidades nacionales que agrupen a las asociaciones de funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.


La indicación número 51), de Su Excelencia la Presidenta de la República lo sustituye por el que sigue:


“Para la confección del señalado reglamento se deberán considerar los mecanismos de información a los funcionarios y sus Asociaciones.”.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y sin perjuicio de destacar que es una buena forma de ejecución de las políticas públicas consultar a los funcionarios y sus asociaciones, si  acaso una norma como la sugerida por el Ejecutivo debe estar reconocida en una ley.


El Ministro Presidente del Consejo recordó que esta es una disposición que se incorporó durante la discusión en la Honorable Cámara de Diputados y que en la práctica funciona de esa manera. 


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que al ser una disposición que se incorporó en la Honorable Cámara no estaba recogida en el proyecto original del Ejecutivo, por lo que ahora, lo que se hace, es que el Gobierno la hace suya. 


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 

Artículo 7°

Inciso primero


Ubicado en el Título II (De las Subsecretarías), la disposición prescribe que el Ministerio contará con la colaboración inmediata de las subsecretarías de las Artes y del Patrimonio. Cada subsecretaría estará a cargo de un Subsecretario, quien será el jefe superior del Servicio y le corresponderá desempeñar las demás funciones que le asigna la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


La indicación número 52), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “Artes” por “Culturas”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio, en razón de la aprobación de la indicación número 46), precedentemente descrita. 


Por su parte, la indicación número 53), del Honorable Senador señor Tuma, sustituye la expresión "del Patrimonio" por "de la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 

Inciso segundo


Señala que el Ministro será subrogado por el Subsecretario de las Artes, y a falta de éste, por el Subsecretario del Patrimonio, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.


Sobre esta norma recayeron las indicaciones números 54), 55) y 56). 


La primera de ella, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sugiere agregar después de la expresión “Subsecretario de las”, las palabras “Culturas y las”.


- Esta indicación, al igual que otras a las que se ha hecho referencia, fue aprobada en los mismos términos de la indicación número 46), esto es por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.


La segunda, del Honorable Senador señor Tuma, sustituye la expresión "del Patrimonio" por "de la Interculturalidad y el Patrimonio".


Al igual que la indicación número 47), esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar de materias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

La tercera, de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega después del vocablo “Patrimonio” la palabra “Cultural”.


- Esta indicación fue aprobada, sin debate, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 

Inciso tercero


Establece que la Subsecretaría de las Artes tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio.


La indicación número 57), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “Artes” por “Culturas”.


- Al igual que la anterior, esta indicación fue aprobada, sin debate, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 


Finalizada la votación de las indicaciones en esta materia, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada del artículo 7° del texto aprobado en general. 


- Puesto en votación, fue aprobado por mayoría de votos. A favor se expresaron los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio y en contra la Honorable Senadora señora Von Baer. 

“Párrafo 1°

De la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”

La indicación número 58), Su Excelencia la Presidenta de la República reemplaza en el epígrafe la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 

Artículo 8°


Establece que la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, estará a cargo del Subsecretario o la Subsecretaria (en adelante, indistintamente, “el Subsecretario de las Artes”), y tendrá como objeto el proponer políticas al Ministro, y diseñar, ejecutar y evaluar planes y programas en materias relativas al arte, a las industrias culturales y economías creativas; a las culturas populares y comunitarias; a las demás funciones asignadas en esta ley, y las demás tareas que el Ministro le encomiende.


La indicación número 59), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio, conforme se consignó precedentemente en este informe.

La indicación número 60), también de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza las palabras “Subsecretario de las Artes”, por “Subsecretario de las Culturas”.


- Del mismo modo que la anterior, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio, de conformidad a lo ya señalado.


Seguidamente, y de conformidad a la solicitud de votación separada formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, fue votado el artículo 8°, el que resultó aprobado por mayoría de votos, pronunciándose por la afirmativa los Honorables Senadores Quintana y Walker, don Ignacio, en tanto que sufragó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer. 

Artículo 9°

Inciso primero


La norma dispone que la Subsecretaría de las Artes deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas, y formular planes y programas coherentes con las políticas ministeriales, para el desarrollo artístico y cultural del país, en los ámbitos de su competencia de conformidad a la disposición precedente. Asimismo, deberá ejecutar políticas, planes y programas destinados al cumplimiento de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, en especial las referidas a las artes e industrias culturales, y culturas populares y culturas comunitarias, contempladas en sus numerales 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 30. Las propuestas señaladas en atribuciones establecidas en los numerales 17), 19) y 28 del referido artículo 3 deberán realizarse ante el Ministro.


El inciso fue objeto de tres indicaciones, signadas con los números 61), 62) y 63).

La primera indicación de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la expresión “Subsecretaría de las Artes” por “Subsecretaría de las Culturas”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 


Por su parte, las otras dos propuestas, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y De Urresti, respectivamente, suprimen la locución “, y formular planes y programas”.


En relación con estas proposiciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que las indicaciones debieran ser declaradas inadmisibles por tratarse de materias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, toda vez que intentan enmendar las atribuciones de la Subsecretaría. Sin perjuicio de lo anterior, estimó que el sentido de la propuesta puede aportar a una mejor implementación de la ley. 


A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer declaró no estar de acuerdo con la declaración de inadmisibilidad, toda vez que suprimir una facultad a la Administración del Estado no es, a su juicio, privativo del Ejecutivo, como sí lo es, en cambio, agregar funciones. 


- Sin perjuicio de la posibilidad de que el cambio propuesto sea recogido en una indicación que presente el Ejecutivo, ambas fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.5
Inciso segundo


Señala que para el cumplimiento de las funciones que correspondan a ambas subsecretarías o a la Subsecretaría de las Artes, esta subsecretaría deberá coordinarse con la Subsecretaría del Patrimonio.


La indicación número 64), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo reemplaza por el siguiente:


“Para el cumplimiento de las funciones que correspondan a ambas Subsecretarías o a la Subsecretaría de las Culturas y al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, esta Subsecretaría deberá coordinarse con la Subsecretaría del Patrimonio y/o con dicho Servicio, según corresponda.”.


La Secretaría de la Comisión hizo presente que el sentido de la indicación consiste en precisar que las funciones que se asignan a la Subsecretaría de las Culturas debe tener un mecanismo de coordinación con la Subsecretaría del Patrimonio. Así, la propuesta del Ejecutivo consiste en que no se coordine solamente con la Subsecretaría del Patrimonio sino que, además, con el Servicio Nacional del Patrimonio. 


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió redactar la norma de una manera que quede más claro su sentido y alcance. Recordó que desde el inicio de la discusión de este proyecto ha manifestado sus reparos a la eventual tensión que pudiere provocarse entre la Subsecretaría del Patrimonio y el Servicio del Patrimonio, ya que no existe una relación de dependencia propiamente tal. 


A su turno, la Honorable Senadora señora Von Baer expresó que la norma se refiere a la Subsecretaría de las Culturas, por lo que no le queda claro el sentido la redacción con la indicación que propone el Ejecutivo en cuanto a las dependencias de las ambas Subsecretarías y los Servicios que se crean. 


El Ministro Presidente del Consejo explicó que existen diferencias entre la implementación de políticas y de quiénes y dónde se ejecutan, debido a que se está transformando un Consejo en un Ministerio, razón por la cual declaró que el Ejecutivo tiene la más amplia voluntad para presentar los cambios de redacción que sean necesarios. 


El Honorable Senador señor Quintana sugirió invitar a los representantes de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos con el objeto de que entreguen su visión al respecto. 


Con el objeto de establecer una redacción comprensiva de las ideas planteadas durante el debate, el Ejecutivo presentó la siguiente redacción para el artículo 9°:


“Artículo 9°.- La Subsecretaría de las Culturas deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales para el desarrollo artístico y cultural del país, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá diseñar y ejecutar, planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, numerales 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 30. 


Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría del Patrimonio o con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría de las Culturas deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.”. 


La Honorable Senadora señora Von Baer afirmó que esta redacción no es sino una muestra más de un mal diseño estructural del proyecto de ley en debate, en que siguen existiendo fisuras en cuanto a las dependencias y coordinaciones entre las diversas instituciones que lo integrarán.


- Puesta en votación la indicación, contenida en la nueva redacción del Ejecutivo, resultó aprobada, con las señaladas enmiendas, por mayoría de votos: por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio y por la negativa, lo hizo la Honorable Senadora señora Von Baer. 


En seguida, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada del artículo 9°, el cual resultó aprobado por mayoría de votos; votaron por la afirmativa los Honorables Senadores Quintana y Walker, don Ignacio, en tanto que por la negativa, lo hizo la Honorable Senadora señora Von Baer. 

Artículo 10

Inciso primero


Establece que forman parte de la Subsecretaría de las Artes, el Consejo Nacional del Libro y la Lectura, creado en la ley Nº 19.227, el Consejo de Fomento de la Música Nacional, creado en la ley Nº 19.928 y el Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, creado en la ley Nº 19.981.


La indicación número 65), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “Artes” por la palabra “Culturas”.


- Al igual que anteriores de igual sentido, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio.

Inciso segundo


Señala que los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Añade que las normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio consejo, teniendo en consideración lo establecido en cada una de sus respectivas leyes.


La indicación número 66), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone agregar la siguiente oración final: “Los consejos podrán recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite. Asimismo, los Consejos remitirán al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, información sobre los procedimientos de asignación de recursos de los respectivos Fondos.”.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que, a fin de evitar redundancias, debía suprimirse la expresión “los Consejos”, la segunda vez que ésta aparece.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, deteniéndose en la primera oración de la indicación en estudio, consultó al Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes si los consejos podían negarse a la petición del Secretario de Estado.


El Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes explicó que en la actualidad los consejos sectoriales son presididos por el Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, mientras que, de conformidad al proyecto de ley en estudio, ellos serán presididos por el Subsecretario de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Por ello, precisó, se permite la participación del Ministro en aquellos casos en que lo estime conveniente y así lo solicite.


La Honorable Senadora señora Von Baer estimó que si lo que se busca es que el Secretario de Estado sea recibido y escuchado por los consejos, debiera preferirse la voz “deberán” en lugar de “podrán”.


Agregó que de no ser así, podría darse la situación que los consejos decidan no recibir ni escuchar al Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio cuando éste lo solicite.


En el mismo orden de consideraciones, sentenció que si recibir y escuchar al Ministro será facultativo para los consejeros, la oración objeto de análisis no sería necesaria.


Con todo, consultó si la expresión “deberán” generaría conflictos y preguntó qué reacción generaría en los consejos.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, respaldó los planteamientos de la Honorable Senadora señora Von Baer. 


El Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes aseguró que la expresión “deberán” no generaría conflictos y, en consecuencia, la compartió.


- Sometida a votación la indicación, ésta fue aprobada, con las modificaciones propuestas, por la unanimidad de los miembros presentes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio.

 
En consecuencia, su tenor literal sería el que sigue:


“Los consejos deberán recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite. Asimismo, remitirán al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, información sobre los procedimientos de asignación de recursos de los respectivos Fondos.”.

Inciso cuarto


Señala que un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará las causales de cesación en el cargo de los integrantes de estos consejos.


Sobre esta disposición recayeron las indicaciones números 67) y 68). 


La primera propuesta, de la Honorable Senadora señora Von Baer, sugiere suprimirlo.


La segunda propuesta, del Honorable Senador señor Horvath, lo reemplaza por el siguiente:


“Una ley determinará las causales de cesación en el cargo de los integrantes de estos consejos.”.

La Senadora autora de la primera indicación advirtió que, generalmente, es la ley la norma jurídica encargada de señalar las causales de cesación en el cargo. En consecuencia, discrepó de la idea que un reglamento sea el instrumento propuesto para ello. Adicionalmente, remarcó que en la actualidad las causales de cesación de los integrantes del Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, del Consejo Nacional del Libro y la Lectura y del Consejo de Fomento de Música Nacional están señaladas en la ley.

La Asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Karen Soto, valoró la indicación de la Honorable Senadora señora Von Baer, por cuanto, reconoció que las causales de cesación de los consejeros deben ser materia de ley y no de reglamento.

Añadió que cada una de las leyes previstas para los consejos sectoriales trata de manera distinta las causales de cesación en el cargo. Con todo, afirmó, sólo se refieren al plazo de cesación. 

Precisado lo anterior, aseguró que Su Excelencia la Presidenta de la República presentaría, oportunamente, una indicación para establecer las causales de cesación de los integrantes de los distintos consejos.6
- Habida consideración del anuncio recientemente consignado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio, acordó dejar pendiente ambas indicaciones.


De acuerdo con lo señalado en los párrafos precedentes, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 68 a, que reemplaza el inciso cuarto por el siguiente: 

“Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a)
Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b)
Renuncia voluntaria.


c)
Condena a pena aflictiva.


d)
Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e)
Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Los reemplazantes de las vacantes que se puedan generar serán elegidos utilizando el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y ejercerán el cargo de consejero por el resto del período que a éste le correspondía cumplir.”.


El Honorable Senador señor Pérez Varela afirmó que los tres primeros literales se refieren a hechos objetivos, mientras que las lateras d) y e) utilizan en calificativo de “grave”. De esta forma, continuó, alguien tiene que calificar dicha situación de acuerdo a algún procedimiento. Consultó por la persona y el procedimiento que se utilizará para ello. 


Karen Soto, abogada del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, explicó que la norma es una réplica de la ley número 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, particularmente en lo que se refiere a la cesación en el cargo en las agrupaciones que regula dicho cuerpo normativo. 


- Esta indicación resultó aprobada con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Pérez Varela, Quintana y Walker, don Ignacio. 

En tanto, las indicaciones números 67) y 68), quedaron subsumidas en la referida propuesta, por lo que se dieron por aprobadas, con modificaciones, con la misma votación.
“Párrafo 2°

De la Subsecretaría del Patrimonio Cultural”


La indicación número 69), del Honorable senador señor Tuma, reemplaza el epígrafe por el siguiente: “De la Subsecretaría de Interculturalidad y Patrimonio Cultural”.


- El Presidente de la Comisión, y de la misma manera como lo hiciera con otras propuestas similares del Senador Tuma, declaró inadmisible la indicación por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Artículo 11


Dispone que la Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario o la Subsecretaria del Patrimonio (en adelante, indistintamente, “el Subsecretario del Patrimonio”), y tendrá como objeto el proponer políticas al Ministro, y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial e infraestructura patrimonial, como asimismo, la participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.


En su inciso segundo, declara que el Subsecretario del Patrimonio será el superior jerárquico de las secretarías regionales ministeriales, en las materias de su competencia.


La indicación número 70), del Honorable senador señor Tuma, lo sustituye por el que sigue:


"Artículo 11.- La Subsecretaría de Interculturalidad y  Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario o la Subsecretaria de Interculturalidad y Patrimonio (en adelante, indistintamente, “el Subsecretario de Interculturalidad y Patrimonio), y tendrá como objeto el proponer políticas al Ministro, y diseñar y evaluar planes y programas e  n materias relativas a la interculturalidad, folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial e infraestructura patrimonial, como asimismo, la participación ciudadana y consulta y participación indígena, en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.


El Subsecretario de Interculturalidad y Patrimonio será el superior jerárquico de las secretarías regionales ministeriales, en las materias de su competencia.".


- Al igual que la anterior, la indicación fue declarada inadmisible por recaer en una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo señalado en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Inciso primero


La indicación número 71), de su Excelencia la Presidenta de la República lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 11.- La Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario o la Subsecretaria del Patrimonio Cultural (en adelante, indistintamente, “el Subsecretario del Patrimonio”), y tendrá como objeto el proponer políticas al Ministro, y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial, infraestructura patrimonial, y participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.”.


Sobre el particular, la Secretaría de la Comisión propuso eliminar las expresiones “o la Subsecretaria” “, indistintamente,” y “el”, la segunda vez que ésta aparece.

- Sometida la votación la indicación, con las modificaciones sugeridas, fue aprobada por  dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Rossi y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

En consecuencia, el inciso primero de este artículo queda como sigue:

“Artículo 11.- La Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario del Patrimonio Cultural (en adelante “el Subsecretario del Patrimonio”), y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturales tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial, infraestructura patrimonial y participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.”.

Sin perjuicio de lo anterior, y de la misma manera como lo ha efectuado respecto de los demás preceptos de este proyecto de ley, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votar separadamente el artículo 11. Adelantó que votaría en contra de dicho precepto por cuanto discrepaba de la estructura propuesta para el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, como lo afirmó con ocasión de la discusión del artículo 4°.

Ahondando en sus planteamientos, explicó que la idea de crear dos subsecretarías dará paso a problemas de funcionamiento institucionales. Adicionalmente, agregó que ellas y algunos de los servicios propuestos deberán coordinarse cuando existan funciones de competencia común, tal como lo señala el artículo 9° de la iniciativa de ley.

Seguidamente, lamentó que el Consejo de Monumentos Nacionales, pese a no ser un órgano asesor, dependiera del Ministro del ramo, en lugar de hacerlo de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural y quedar al lado del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.

En sintonía con el punto anterior, remarcó que el nuevo Secretario del ramo no será el encargado directo de los asuntos patrimoniales, por cuanto ellos estarán a cargo de la subsecretaría correspondiente.

Criticó también que el proyecto en estudio quitara atribuciones a los servicios y les encomendara asuntos de orden político. Puntualizó que así ocurre en el ámbito patrimonial.

Por las razones anteriores, y pese a compartir la necesidad de crear un Ministerio de Cultura, consideró que la estructura institucional propuesta estaba mal concebida, lo que impediría a la nueva Secretaría de Estado funcionara adecuadamente.

El Honorable Senador señor Rossi, en tanto, deteniéndose en los planteamientos de la Honorable Senadora señora Von Baer, compartió la idea que algunos consejos, como el Consejo de Monumentos Nacionales y el Consejo Asesor de Pueblos Indígenas, dependieran directamente de la subsecretaría correspondiente y no del Ministro, tal como se ha hecho con otros consejos en la creación de nuevos ministerios. Con todo, valoró la propuesta del Ejecutivo de crear dos Subsecretarías.

El Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, refiriéndose a los dichos de la Honorable Senadora señora Von Baer, explicó que el Gobierno busca modernizar la institucionalidad cultural existente, pero, al mismo tiempo, que ésta respete su construcción histórica. 

Indicó que la idea de crear el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural responde al anhelo de crear un órgano que sea el continuador de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, el que por muchos años ha funcionado como un servicio público. Advirtió que el gran problema que éste presenta es que no ha actuado de manera descentralizada, con lo cual las decisiones, sin importar a quiénes afecten, se adoptan a nivel central.

Continuando con el desarrollo de su exposición, aseguró que un modelo distinto al propuesto habría consistido en crear el Ministerio con una Subsecretaría y el Servicio Nacional del Patrimonio. No obstante, recalcó, la subsecretaría, al no tener un servicio y ser un servicio, como es el consejo, asumiría también la ejecución de políticas, planes y programas. Añadió que si se quisiera tener sólo un subsecretario, tendría que haber una estructura que proponga y ejecute políticas y debería tener una doble personalidad. 

En atención a la realidad descrita, apuntó que uno de los objetivos del proyecto de ley en estudio es poner en igualdad de condiciones al mundo patrimonial y al de fomento de las culturas y las artes, razón por la cual se propone la creación de dos subsecretarías. Añadió que la Subsecretaría del Patrimonio podrá proponer al Ministro del ramo las políticas sobre el particular, cuestión que un simple servicio descentralizado no podría hacer.

Insistiendo en sus planteamientos, enfatizó que los principales aspectos pendientes de la institucionalidad vigente son la descentralización del ámbito patrimonial y la coordinación entre éste y el mundo de la creación artística. A la luz de lo anterior, subrayó que el inciso segundo del artículo 9°, respecto del cual se aprobó la indicación número 64), del Ejecutivo, es fundamental ya que regula la necesaria coordinación en el accionar del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes con el de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos. En efecto, acotó, hace más de catorce años se espera un decreto con fuerza de ley que establezca condiciones de coordinación entre las instituciones señaladas.

En sintonía con el punto anterior, explicó que la necesidad de crear dos subsecretarías dentro del nuevo ministerio se justifica por razones presupuestarias, ya que de mantenerse el ámbito patrimonial como un mero servicio, su patrimonio no podría ser defendido con la fuerza requerida durante la tramitación de la Ley de Presupuestos para el Sector Público.

Por las razones anteriores, continuó, se propone crear dos subsecretarías en el mismo nivel y que ellas y los servicios relacionados se coordinen entre ellos cuando deban abordar funciones de competencia común. Agregó que la idea de crear el Servicio Nacional del Patrimonio irá en beneficio de la institucionalidad patrimonial, toda vez que éste se desconcentrará territorialmente.

Al respecto, el Honorable Senador señor Rossi estimó necesario considerar la experiencia del Ministerio del Deporte y del Instituto Nacional del Deporte durante la tramitación de esta propuesta legal. Recordó que este último opera a través de direcciones regionales y que ellas no tienen ninguna relación con las Secretarías Regionales Ministeriales del Deporte. Consideró que el modelo propuesto por Su Excelencia la Presidenta de la República en esta iniciativa de ley replicará aquel modelo. Insistiendo en sus planteamientos, resaltó que el Secretario Regional Ministerial de Cultura debiese ser un Ministro de Cultura en la región, cuestión que no ocurrirá si se mantiene el modelo señalado.

Por otro lado, reiteró que el Consejo de Monumentos Nacionales y el Consejo Asesor de Pueblos Indígenas debieran estar al lado del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural y no al lado del Ministro.

La Honorable Senadora señora Von Baer, refiriéndose a la explicación dada por el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, compartió la aseveración que la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y su presupuesto están al final de la lista de preocupaciones del Ministerio de Educación, motivo por el cual coincidió en la necesidad de crear un Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio que se haga cargo de estas materias. Con todo, insistió en que el modelo institucional propuesto no era el adecuado. Ahondando en sus dichos, recalcó que el mero hecho de crear dos subsecretarías y ponerlas al mismo nivel no significará que el presupuesto y la preocupación para ellas sea la misma.

Consideró que el modelo adecuado habría sido crear sólo una subsecretaría encargada de las artes, las culturas y el patrimonio y bajo ella los servicios correspondientes. Así, comentó, habría un Ministro, Secretarios Regionales Ministeriales, un subsecretario y servicios, evitando enredos institucionales que impidan el adecuado funcionamiento de la nueva institucionalidad. A mayor abundamiento, hizo presente que la estructura sugerida acarreará problemas de gobernabilidad, de toma de decisiones y no responderá a la tradición de buena estructura institucional con la que cuenta el país.

En el mismo orden de ideas, recalcó que la creación de dos subsecretarías no es una medida indispensable para dar paso a la desconcentración. Asimismo, calificó como un error que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural dependiera del nuevo Secretario de Estado y no de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural.

Deteniéndose en el modelo institucional patrimonial planteado, notó que éste llevará a que la estructura de los museos esté a cargo del subsecretario del ramo y todo lo que ocurre en su interior a cargo de otro órgano. En este punto, llamó a tener en consideración que la experiencia ha demostrado que si las instituciones públicas no tienen un mismo superior no se coordinan entra ellas. Así, ejemplificó, ocurre en el caso del Servicio Nacional de Menores.

A su turno, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aseveró que si bien habría preferido crear sólo una subsecretaría, sería flexible sobre el particular.

Luego de hacer presente lo anterior, recordó que los dos grandes entes existentes en materia cultural son el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, creado el año 2003, y la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos. Remarcó que ninguno de ellos dependerá de las subsecretarías, cuestión que calificó como extraña.

Valoró la creación del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural y su conformación, sin embargo lamentó que éste no tuviera ninguna relación con la Subsecretaría del Patrimonio Cultural. Subrayó que una situación similar se observa en el caso del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, institución que no tiene relación alguna con la Subsecretaría de las Culturas y las Artes.

La Honorable Senadora señora Von Baer advirtió que el Gobierno tenía una oportunidad única para recoger la institucionalidad cultural vigente, pero ordenándola de la manera adecuada para potenciar la cultura, las artes y el patrimonio.

La Asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Karen Soto, recordó que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes es un órgano de carácter excepcional, toda vez que es un servicio público que no sólo ejecuta políticas sino que también las elabora y las propone directamente a Su Excelencia la Presidenta de la República. Añadió que a la excepcionalidad señalada se suman que él se vincula directamente con el Presidente de la República y que la generación de las políticas se hace de manera participativa.

Aseguró que dicha excepcionalidad debía ser preservada en el modelo propuesto, motivo por el cual, notó, se propuso radicar el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes en la Subsecretaría de las Culturas y las Artes, y no en el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, en donde sólo reside su directorio.

Indicó que para preservar la idea que la generación de políticas se haga de manera participativa, es fundamental la participación de los consejos, del directorio nacional y de los consejos regionales de las Culturas y las Artes. Notó que con el mismo propósito se crean consejos consultivos dentro de la Subsecretaría de las Culturas y las Artes.

Continuando con su explicación, insistió en que la nueva institucionalidad debía recoger todo lo bueno y excepcional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, lo que hace indispensable separarlo en dos instituciones: la Subsecretaría y el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, órgano este último cuya opinión no será vinculante en materia de políticas públicas, toda vez que ello sería inconstitucional de acuerdo a lo prescrito en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado. 

Señaló que el proyecto presentado a tramitación por el Ex Presidente de la República señor Sebastián Piñera Echeñique contemplaba una subsecretaría y dos servicios, pero éste acarreaba el inconveniente que desaparecía la participación existente en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, toda vez que en un servicio no es posible contar con órganos que elaboren políticas.

Por otro lado, resaltó que los consejos sectoriales propuestos no podrían mantenerse en una estructura de servicios, ya que, insistió, estos sólo tienen la facultad de ejecutar.

La Honorable Senadora señora Von Baer consideró que la preservación de las virtudes del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes también podría lograrse con la creación de una sola subsecretaría.

La Asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, antes de abocarse al último comentario realizado por la Honorable Senadora señora Von Baer, hizo presente que en la actualidad la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos sólo ejecuta políticas, ya que la elaboración de ellas está entregada al Ministerio de Educación. Por ello, comentó, se creó la Subsecretaría del Patrimonio, la que podrá proponer políticas, gracias a su división de estudios y planificación.

Por otra parte, resaltó que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural no es una excepcionalidad como el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, toda vez que éste se crea como un servicio propiamente tal, ejecutor de políticas. Puso de relieve que, de conformidad a lo dispuesto en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, este servicio debe depender del Ministerio y no del Subsecretario del Patrimonio.

En relación con las críticas realizadas por la Honorable Senadora señora Von Baer al inciso final del artículo 9° del proyecto, aseguró que la coordinación se ha establecido de manera expresa, toda vez que se han generado funciones de competencia común. Así, ilustró, el Secretario Regional Ministerial deberá coordinarse con el Director Regional del Servicio Nacional del Patrimonio.

Respondiendo la inquietud de la Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que el Subsecretario de las Culturas y las Artes no sólo propondrá políticas públicas sobre el particular sino que también las ejecutará. Lo anterior, ahondó, impide crear sólo una subsecretaría, por cuanto el subsecretario debería abocarse a la elaboración de políticas culturales, artísticas y patrimoniales y a ejecutar las dos primeras, sobrecargándolo en sus funciones.

Complementando la exposición de la asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, notó que el Servicio de Vivienda y Urbanismo, el Instituto Nacional del Deporte, el Instituto de Desarrollo Agropecuario y el Servicio Agrícola y Ganadero no dependen de subsecretarías sino de sus respectivos ministerios. 

En relación con el punto anterior, el Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Felipe Caro, hizo presente que el artículo 31 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado dispone que si bien los directores de los servicios públicos tienen el rango de director, también pueden tener otro tipo de jerarquía. En consecuencia, notó, una ley podría establecer que el director del servicio es el subsecretario.7
Complementando la intervención anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer subrayó que la decisión era de carácter meramente político.

Por otro lado, puso de manifiesto que el hecho de contar sólo con un subsecretario no implica sobrecargarlo de trabajo, toda vez que ello dependerá de la organización dispuesta. 

Adicionalmente, advirtió que la decisión de crear más de una subsecretaría al interior de un ministerio se adopta en aquellos casos en que no existe posibilidad alguna que la subsecretaría existente se aboque a una determinada materia. Eso, ejemplificó, motiva la creación de la Subsecretaría de la Niñez en el Ministerio de Desarrollo Social. Remarcó que un caso tal no se observa para el Ministerio de Cultura, dado que entre las Subsecretaría de las Culturas y las Artes y la del Patrimonio Cultural existen sinergias evidentes. A mayor abundamiento, consideró que la medida adoptada irá en desmedro de la nueva institucionalidad, en lugar de contribuir.

Con todo, insistió en que el mayor problema radicaba en que el Consejo de Monumentos Nacionales dependa del Ministro.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, se manifestó abierto a la creación de una o dos subsecretarías. No obstante, recordó que en materia cultural, tradicionalmente han existido dos líneas: la patrimonial y la de las culturas y las artes.

- Puesto en votación el aludido precepto, éste resultó aprobado por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Rossi y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo 12

Inciso primero


La norma aprobada en general dispone que Subsecretaría del Patrimonio deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas en los ámbitos de su competencia, en cumplimiento de las atribuciones y funciones establecidas en el artículo 3 de la presente ley, en especial las referidas en sus numerales 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29 y 30 del artículo 3. Las propuestas señaladas en atribuciones establecidas en los numerales 17, 19 y 28 del referido artículo 3, deberán realizarse ante el Ministro.


Sobre esta disposición recayeron, inicialmente, las indicaciones números 72) y 73), ambas de autoría del Honorable Senador señor Tuma.


La primera de ellas sustituye la expresión "del Patrimonio" por "de la Interculturalidad y el Patrimonio"; en tanto que la segunda reemplaza la expresión “ y 30 del artículo 3 por ", 30, 31, 32 y 33 del artículo 3".8

Cabe hacer presente que ambas indicaciones presentadas por el Senador Tuma son consecuencia de otras de su autoría referidas a la denominación propuesta para la Subsecretaría del Patrimonio y de nuevas funciones que proponía agregar al Ministerio, indicaciones que fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de las Comisión, por los fundamentos esgrimidos en su oportunidad.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó por las razones por las cuales se repite la misma propuesta del artículo 11, esto es, proponer al Ministro políticas, planes y programas.


Sobre el particular, se hizo presente por parte de la Secretaría que esta disposición se enmarca en la hipótesis normativa de los artículos 8° y 9° para la Subsecretaría de las Artes, razón por la cual se establece la misma disposición para la Subsecretaría del Patrimonio. 


La asesora del Consejo, señora Karen Soto, explicó que ambas Subsecretarías deben quedar establecidas de manera similar en cuanto a su objeto y sus funciones.


- De conformidad a lo señalado anteriormente, ambas indicaciones fueron, de la misma manera que otras del Senador Tuma, declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Inciso segundo


Dispone que, la Subsecretaría asimismo, le corresponderá coordinar la acción del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural que se crea en esta ley.


La indicación número 74), también del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza la expresión "del Patrimonio" por "de la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Al igual que anteriores, esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Inciso tercero


Señala que para el cumplimiento de las funciones que correspondan a ambas subsecretarías o a la Subsecretaría del Patrimonio y al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, esta subsecretaría deberá coordinarse con la Subsecretaría de las Artes o con dicho servicio, según corresponda.


El inciso fue objeto de dos indicaciones.


La indicación número 75), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza la expresión "del Patrimonio" por "de la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Por las mismas razones ya enunciadas, esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

La indicación número 76), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la palabra “Artes” por “Culturas”.


- Esta indicación, en concordancia con la decisión adoptada respecto de anteriores propuestas, fue aprobada, sin debate, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio. 

- - -


Seguidamente, con la indicación número 77), el Honorable Senador señor Tuma propone incorporar un inciso nuevo a este artículo, del siguiente tenor:


“Del mismo modo, la Subsecretaría de la Interculturalidad y el Patrimonio deberá contemplar una División especializada en culturas y lenguas indígenas, la cual será la encargada de elaborar, coordinar e implementar la Política Nacional de Culturas y Lenguas Indígenas. Para tales efectos, dicha división se relacionará con el resto las instituciones públicas y privadas, y las instituciones de los pueblos indígenas del país, así como participar a nombre del Ministerio en las instancias de coordinación de las políticas públicas que afecten a dichos pueblos o sus miembros.”.


- Esta indicación, que es complementaria de la propuesta signada con el número 47), del mismo autor, fue declarada, al igual que aquella y otras más, inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, según se ha consignado precedentemente en este informe.


- Seguidamente, y de acuerdo a la solicitud formulada en su momento por la Honorable Senadora señora Von Baer, se procedió a votar el artículo 12, el que resultó aprobado con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Rossi y Walker, don Ignacio y el voto en contra la Honorable Senadora señora Von Baer. 

- - -


Sin perjuicio de lo señalado precedentemente, y tal cual se hizo mención respecto de otras propuestas, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación 71 a durante el plazo extraordinario autorizado por la Sala del Senado, mediante la cual reemplaza íntegramente el artículo 12 del texto aprobado en general por el que sigue:

 
“Artículo 12.- La Subsecretaría del Patrimonio deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá formular planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, numerales 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29 y 30.


Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría de las Culturas y con el Servicio del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría del Patrimonio deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Pérez Varela, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -

Artículo 14


Enumera las diez funciones que asumirán cada una de las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

Número 1)


Considera la función de prestar asesoría técnica al intendente.


La indicación número 78), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la frase “al Intendente” por “al Gobernador Regional y al Delegado Presidencial Regional”.


- Esta indicación fue retirada por su autora, en razón de que la figura del Gobernador Regional aún no está vigente. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que esta propuesta debe ser considerada al momento de implementar los nuevos Gobiernos Regionales.

Número 3)


Establece la función de ejecutar políticas y diseñar y ejecutar planes y programas ministeriales en la región en materias culturales, para lo cual podrá adoptar las medidas de coordinación necesarias para este propósito.


La indicación número 79), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, intercala a continuación de la expresión “materias culturales,” la siguiente: “artísticas o patrimoniales,”.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que, a su juicio, la indicación es inadmisible pues se refiere a materias de iniciativa del Ejecutivo. 


El Honorable Senador señor Rossi expresó que, en su opinión, la indicación es admisible pues la propuesta sólo intercala una frase que está estrechamente ligada al texto aprobado en general, sin alterar su sentido. 


El ministro Presidente afirmó que lo que se propone ya está recogido en otras normas del proyecto aprobado en general.


Atendido el argumento del Honorable Senador señor Rossi, y considerando que las facultades de las Secretarias Regionales Ministeriales se regulan en el sentido de la propuesta de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, la indicación fue declarada admisible. 


- Puesta en votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio. 

Número 6)


Entrega a este órgano la función de colaborar con los municipios de la región, las corporaciones municipales y las organizaciones sociales cuyo objeto principal sea cultural, manteniendo con todas ellas vínculos permanentes de información y coordinación.


La indicación número 80), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, intercala a continuación de la expresión “cultural,” la expresión “artístico o patrimonial,”.


El Ministro Presidente señaló que, a diferencia de la indicación anterior, esta ayuda a una mejor comprensión del texto aprobado en general, toda vez que la Secretaría Regional Ministerial se debe coordinar con los municipios, no sólo desde el ámbito cultural, sino que también patrimonial.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio. 

Número 7)


Establece la función de otorgar reconocimientos públicos, de conformidad a la ley y al reglamento, a creadores y cultores destacados de la región, y a comunidades y organizaciones culturales y patrimoniales; para lo cual deberá previamente escuchar al Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


La indicación número 81), del Honorable Senador señor Horvath, sustituye la frase “para lo cual deberá previamente escuchar al Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio” por la siguiente: “previa decisión favorable del Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


- Esta indicación cambia el sentido de la atribución, razón por la cual fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

- - -


A continuación, las indicaciones números 82), 83), 84) y 85) incorporan, a continuación del número 8, otras nuevas atribuciones para este órgano, a saber: 


 La indicación número 82), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, consagra la función de “estimular y apoyar a los Intendentes en la formulación de las políticas de desarrollo y promoción de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales.”.


La indicación número 83), de los mismos Senadores, añade la función de “estimular y apoyar a los Gobiernos Regionales en la formulación de las políticas de desarrollo y promoción de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales.”.


La indicación número 84), también de dichos Senadores contemplan la función de “estimular, apoyar y desarrollar proyectos de construcción, habilitación y equipamiento de la infraestructura cultural de la región.”.


Finalmente, la indicación número 85), del Honorable Senador señor De Urresti, incorpora la atribución de “desarrollar proyectos de construcción habilitación y equipamiento de la infraestructura cultural de la región.”.


- Todas estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Número 9)


Establece la función de colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones regionales y locales en materias de su competencia.


La indicación número 86), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después del vocablo “realizar” la expresión “, encargar”.


- Por la misma razón anterior, esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión. 


- Seguidamente, y conforme lo solicitado por la la Honorable Senadora señora Von Baer, se procedió a votar el artículo 14, el que resultó aprobado por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Rossi y Walker, don Ignacio, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.
Artículo 15


Prescribe, en su inciso primero, que para efectos de esta ley se entenderá por Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Nacional”, las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural del conjunto del país, a partir de estudios y diagnósticos de los diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural realizados por el Ministerio, considerando el aporte de las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural.


En su inciso segundo, declara que la Estrategia Quinquenal Regional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Regional”, corresponderá a las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural regional, en todos sus ámbitos, formulados sobre la base de estudios y diagnósticos realizados por el Ministerio sobre la realidad del sector, y considerando las particularidades e identidades propias de la región. Las Estrategias Quinquenales Regionales, agrega el precepto, deberán ser consideradas para efectos de la elaboración de la Estrategia Quinquenal Nacional.


Este artículo fue objeto de tres indicaciones.


La indicación número 87), del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza las expresiones “Estrategia Quinquenal Nacional”, “Estrategia Quinquenal Regional” y “Estrategias Quinquenales Regionales”, por “Estrategia Nacional”, “Estrategia Quinquenal” y “Estrategias Regionales”, respectivamente.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio. 



Seguidamente, la indicación número 88), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega el siguiente inciso, nuevo a este precepto, el cual es del siguiente tenor:


“La elaboración y revisión de las Estrategias Quinquenales Nacional y Regionales, deberán siempre considerar procesos de participación ciudadana de carácter vinculante.”.


La indicación número 89), del Honorable Senador señor De Urresti, por su parte, incorpora un inciso nuevo, del tenor que se señala:


“La elaboración y revisión de las Estrategias Quinquenales Nacional y Regionales, deberán siempre considerar procesos de participación ciudadana.”.


- Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, toda vez que agregan un nuevo requisito para la elaboración de las referidas estrategias.

- - -

Artículo 16


Esta disposición crea y fija la integración del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio presidido por el Ministro. 

Inciso primero

Encabezamiento


En la indicación número 90), el Honorable Senador señor Tuma reemplaza la expresión "y el Patrimonio" por ", la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Esta indicación, al igual como ocurrió con indicación número 47), fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa del Ejecutivo, al cambiar la denominación de este Consejo.


En lo que respecta a la integración de este Consejo, el inciso primero contempla doce numerales, los que fueron objeto de diversas indicaciones. Cabe consignar que la Comisión acordó analizar en conjunto toda la integración de este órgano y de las indicaciones presentadas a su respecto. La integración, además del Ministro de las Culturas, que lo preside, es la siguiente:


1. El Ministro de Relaciones Exteriores o su representante.


2. El Ministro de Educación o su representante.


3. El Ministro de Economía, Fomento y Turismo o su representante.


4. Cuatro personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura y gestión cultural, designadas por el Ministro a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores y gestores, que posean personalidad jurídica vigente. Al menos dos de estos integrantes deberán provenir de una región distinta a la región Metropolitana.


5. Tres personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas y gestores culturales, designadas por el Ministro a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país, que posean personalidad jurídica vigente. Al menos dos de estos integrantes deberán provenir de una región distinta a la Metropolitana.


6. Una persona representativa de las culturas populares o culturas comunitarias que tenga una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creador, cultor, investigador, especialista y gestor cultural, designada por el Ministro a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente.


7. Dos representantes de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de asociaciones y comunidades indígenas constituidas según la legislación vigente.



8. Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años. Al menos uno de ellos deberá ser de una región distinta de la Metropolitana.


9. Un representante de las comunidades de inmigrantes residentes en el país con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designado por el Ministro a propuesta de las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente.


10. Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción.


11. Dos representantes de organizaciones ciudadanas cuyos objetos sociales estén relacionados directamente con el ámbito de la cultura o el patrimonio cultural, y que tengan personalidad jurídica vigente, elegidos por dichas organizaciones. Uno de estos integrantes deberá provenir de una región distinta de la Metropolitana.


12. Una persona con destacada experiencia en gestión cultural pública designada por el Ministro, a propuesta, de común acuerdo, por la o las asociaciones nacionales de funcionarios del Ministerio y la o las asociaciones nacionales de funcionarios del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, constituidas de conformidad a la ley Nº 19.296, que Establece Normas Sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado.


Las indicaciones que recayeron sobre los distintos numerales del inciso primero, fueron las siguientes:

Número 4)


Este numeral dispone la integración del Consejo por cuatro personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura y gestión cultural, designadas por el Ministro a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores y gestores, que posean personalidad jurídica vigente, y precisa que al menos dos de estos integrantes deberán provenir de una región distinta a la región Metropolitana.


Este numeral fue objeto de dos indicaciones.


La indicación número 91), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, aumenta a seis el referido número.


Por su parte, la indicación número 92), del Honorable Senador señor De Urresti, dispone que dichas personas sean designadas por el Presidente de la República, y no por el Ministro del ramo.

Número 5)


La indicación número 93), del Honorable Senador señor De Urresti, al igual que en el número 4), propone que las personas que él considera sean designadas por el Presidente de la República, y no por el Ministro del ramo

Número 6)


La indicación número 94) del Honorable Senador señor De Urresti, propone lo mismo que las números 92) y 93).

Número 7)


La indicación número 95) del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza este numeral, proponiendo que sean tres los representantes que pertenezcan a los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designados por el Ministro, a propuesta de la institucionalidad representativa de los pueblos indígenas del país que determine la ley."


En este mismo numeral, la indicación número 96) de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone que en vez de “representantes” sean “personas representativas” de dichos pueblos.


La indicación número 97), del Honorable Senador señor De Urresti, efectúa la misma proposición que las indicaciones anteriores de su misma autoría, en cuanto a que la designación la haga el Presidente de la República. 

Número 9)


La indicación número 98) de Su Excelencia la Presidenta de la República, al igual que la 96) reemplaza la expresión “Un representante” por “Una persona representativa”.


La indicación número 99), del Honorable Senador señor De Urresti, efectúa la misma proposición que las indicaciones anteriores de su misma autoría, en cuanto a que la designación la haga el Presidente de la República. 

Número 11)


La indicación número 100) de Su Excelencia la Presidenta de la República, al igual que las 96) y 98) reemplaza la expresión “Un representante” por “Una persona representativa”.


Luego la indicación número 101) del Honorable Senador señor Horvath, propone que las designaciones que realice el ministro conforme lo establecido en los números 4), 5), 6), 7), 8), y 9), deberán ser confirmadas por la mayoría de los miembros en ejercicio del Senado.


En tanto, la indicación número 102) del Honorable Senador señor De Urresti, hace lo propio para las designaciones del Presidente de la República de los números 4), 5), 6), 7) y 9).


En relación con estas materias, el Senador Walker, don Ignacio, primeramente, consultó al Ejecutivo acerca de los criterios que se tuvieron en consideración para definir la integración de este nuevo Consejo.


Sobre el particular, el señor Ministro Presidente recordó que en la actualidad el Directorio Nacional está conformado por 11 miembros, presidido por el Ministro; cinco consejeros del ámbito cultural, artístico y patrimonial nombrados por la Presidenta de la República, de los cuales dos tienen que ser ratificados por el Senado. También hay un representante de los Premios Nacionales; uno del Ministerio de Educación; uno del Ministerio de Relaciones Exteriores; uno de las universidades privadas y otro de las universidades del CRUCH. 


La nueva conformación que se propone persigue un mayor grado de representatividad de este organismo, razón por la cual se incorpora al Ministerio de Economía y se consideran las demás personas y representantes que se han transcrito precedentemente. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que 12 de los 21 miembros que son designados por el Ejecutivo “a propuesta de” de alguna instancia u órgano, por lo que consultó aceras de la manera que se regulará el procedimiento para efectuar estos nombramientos. En ese mismo orden de ideas expresó que, en total, en el nombramiento de 15 de los 21 miembros del Consejo tiene participación el Ministerio (si se suman los 3 Ministros o sus representantes). Ello constituye, a su juicio, una alteración de los necesarios contrapesos y validación democrática en la constitución de este tipo de organismos.


En relación con el primer aspecto de la intervención del Senador Walker, el señor Ministro Presidente afirmó que se dictará un reglamento sobre la materia.  


A continuación, la Honorable Senadora señora Von Baer preguntó por las razones de eliminar al Senado como órgano consultivo de algunos de los nombramientos, supresión que, en su opinión, suprime los necesarios contrapesos que deben existir en un sistema repúblicano con separación de poderes.


En ese mismo sentido, expresó su preocupación por la forma en que se regulará esta materia, puesto que los reglamentos son facultad del Ejecutivo y deben ajustarse al marco normativo que se entregue en este proyecto, es decir, en la ley.


A su turno, el Honorable Senador señor Rossi concordó con lo expresado por los Senadores que le antecedieron en el uso de la palabra, respecto de privar al Senado de participar en algunos de los nombramientos de los miembros del Consejo, ya que con ello se entrega entregando una señal equívoca para nuestro sistema democrático, ya que Corporación tiene como función exclusiva la participación en el nombramiento de diversas autoridades de la República.


Por su parte, Karen Soto, asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, explicó que el Consejo que se propone es diferente al actual Directorio, puesto que asesorará al Ejecutivo en materias de políticas culturales y patrimoniales sólo de manera consultiva. Ciertamente tiene, según dijo, algunas atribuciones que explícitamente se le han reconocido en cuanto a las declaratorias de patrimonio inmaterial o la aprobación de propuestas en otros asuntos. La razón de suprimir la participación del Senado, aseveró, está en que ya no se está frente a un órgano resolutorio, sino que meramente consultivo. 


El espíritu de la norma, añadió, es que el reglamento al cual se ha hecho referencia sea el reflejo de la visión de las diferentes organizaciones que participan en las propuestas que finalmente el Ministro sanciona. 


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Von Baer afirmó que las instituciones deben funcionar, más allá de quien temporalmente ocupe un determinado cargo. De ahí que las labores del Consejo no son meramente consultivas, puesto que una de ellas es la aprobación de la Estrategia Quinquenal Nacional, cuestión que, según dijo, es de la más alta relevancia. Este es otro motivo más para reconsiderar la norma y explorar una nueva redacción que considere al Senado en su nombramiento. Agregó que una estrategia quinquenal, que se extiende más allá de un periodo presidencial, (4 años), aprobada por un Consejo integrado en su mayoría por miembros nombrados por el Ejecutivo sin participación del Senado es, a lo menos, compleja.


Hizo presente, además, que diversos nombramientos están a cargo de organizaciones sociales, lo que implica contar con un registro acabado de las mismas con el objeto de que no se provoquen distorsiones en la integración del Consejo, el que debiere estar considerado en la ley incluso por una remisión normativa vía reglamento.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio expresó que, más allá de la necesaria revisión de la participación del Senado en los nombramientos, es importante determinar el número de integrantes del Consejo, lo que, en su opinión, superan el número necesario para su buen funcionamiento. Para lo anterior, y considerando los argumentos expuestos, sugirió que el Ejecutivo presente una nueva redacción para este artículo que puede basarse en la siguiente fórmula:


Uno) 4 Ministros o sus representantes. 


Dos) 2 representantes de las culturas.  


Tres) 2 representantes de las Artes.


Cuatro) 2 representantes del Patrimonio.


Cinco) 2 representantes de los Académicos.


Seis) 2 representantes de los Pueblos Indígenas.


Siete) 1 representante de los Premios Nacionales. 


Al menos uno de los nominados para Artes, Cultura o Patrimonio debe contar con la participación del Senado. 


En ese contexto, el señor Ministro planteó que la presidencia del Consejo debe mantenerse en el Ministro de las Culturas, y asimismo, la presencia de los Ministros de Relaciones Exteriores, de Educación y de Economía, o de sus representantes. 


Por otra parte, prosiguió, y recogiendo la propuesta de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Rossi, juzgó adecuado incorporar al Senado, como órgano de aprobación de la proposición para la designación de los consejeros representativos de las artes, patrimonio y culturas populares, haciendo hincapié que éstos miembros del Consejo deben ser nombrados por el Presidenta de la República. 


En otro orden de consideraciones, adelantó que en la nueva propuesta del Ejecutivo se reduce la cantidad de consejeros provenientes de la sociedad civil de un total de 17 a 12, disminuyendo así el total de 21 a 16. 


De conformidad con lo expuesto precedentemente, propuso la siguiente redacción para los números 4, 5, 6, 7, 8 y 9 del artículo 16:


“4.- Tres personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en actividades vinculadas al quehacer de la creación artística , industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura o gestión cultural, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores o gestores que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado.


5.- Dos personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá del acuerdo del Senado.


6.- Dos personas representativas de las culturas populares, culturas comunitarias y organizaciones ciudadanas que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creadores, cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá acuerdo del Senado. 


7.- Dos personas representativas de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designadas por las asociaciones, comunidades y organizaciones indígenas constituidas según la legislación vigente. 


8.- Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a los menos cuatro años.


9.- Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción. 


Añadió que tal cual se establece en el texto aprobado en general, los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios.


A continuación, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó por las diferencias contenidas en la propuesta realizada por el Ejecutivo y el texto aprobado en general respecto a la participación del Senado en los nombramientos. Además, hizo presente que el número total de consejeros, que suman 16, no es conveniente, pues pueden producirse situaciones de empate, y para evitar aquello, generalmente las instituciones trabajan con números impares en la integración de sus directorios o consejos.


A este respecto, el Honorable Senador Walker, don Ignacio, sugirió que en caso de empate resuelva el Presidente, lo que puede incluirse en el inciso final de la propuesta. 


El señor Ministro Presidente contestó que el Senado ahora se considera en la participación de los Consejeros representativos de las artes y de las culturas populares, tal como está en los números 4) 5) y 6) transcritos precedente, cuestión que no estaba considerada en el texto aprobado en general. 


Respecto del segundo punto, señaló que la intención del Ejecutivo es tener un Consejo balanceado en cuanto a la representación de todos los actores, en que el número que resulta es de 16. 


La Honorable Senadora señora Von Baer consultó, a continuación, por los siguientes asuntos:


Uno) Mecanismo por el cual serán cubiertas las vacancias cuando estas se provoquen por cualquiera de las causales. 


Dos) Forma y modo de los nombramientos, esto es, si se harán todos de una vez o se harán de manera gradual. 



El señor Ministro Presidente explicó que el reemplazo se hará por medio del mismo sistema por el cual fueron nombrados. En cuanto a los nombramientos, precisó que estos se harán de manera gradual según lo indique el reglamento. 


Sin perjuicio de las anteriores explicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó que se estudie de manera más profunda el asunto de los nombramientos y los tiempos en que estos se harán, toda vez que cuando existen nombramientos en los cuales tiene participación el Senado es razonable que todos se lleven a cabo al mismo tiempo y que así quede reconocido en la ley.


- En esa virtud, la propuesta presentada por el Ejecutivo respecto de la integración del Consejo fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio. 


Consecuencialmente, la Comisión adoptó, con igual quórum, los siguientes acuerdos respecto de las indicaciones formuladas respecto de aquella materia, según se consigna a continuación:


La indicación número 91), fue retirada por el Senador Quintana.


Las indicaciones números 92), 93), 94), 101) y 102) fueron aprobadas, con modificaciones.


La indicación número 95), fue declarada inadmisible, por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Las indicaciones números 96), 97) 98), 99) y 100), fueron rechazadas.

- - -

Inciso cuarto


El texto aprobado en general dispone que las personas que sean designadas o propuestas por entidades o sus pares deberán ser representativas de los respectivos sectores o actividades y no tendrán el carácter de representantes de quienes los designaron o propusieron.


La indicación número 103), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, lo suprime.


- Conforme a los acuerdos anteriormente consignados, esta indicación fue aprobada por el quórum precedentemente señalado, de forma que se elimina el inciso cuarto de este artículo.

Inciso quinto


Dispone que un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del consejo señalados en el presente artículo y las causales de cesación en el cargo. Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un periodo sucesivo, por una sola vez.


Sobre esta norma se formularon las indicaciones números 104), 105) y 106). 


La indicaciones números 104), de la Honorable Senadora señora Von Baer, y 105), del Honorable Senador señor Horvath, tienen por objeto modificar la regulación del procedimiento mediante el cual se efectuarán las propuestas o designaciones de los miembros del consejo, materia que en el texto aprobado en general es entregado a un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


La primera de ellas, dispone que el procedimiento para la propuesta, designación y cesación de los miembros del consejo se realizarán en virtud de lo establecido en la 20.500 sobre participación y las normativas legales vigentes que le sean aplicables.


La segunda en tanto, dispone que dichas materias sean reguladas por una ley.



Sobre el particular, y recogiendo lo que fue el debate habido en el seno de la Comisión, el Ejecutivo propuso la siguiente redacción para este precepto, que acoge la propuesta de la Honorable Senadora señora Von Baer al respecto:


“Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento a través del cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del Consejo por parte de las organizaciones señaladas en el presente artículo, para lo cual deberá existir un Registro Nacional de dichas organizaciones.”

- La redacción propuesta para este inciso, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Rossi y Walker, don Ignacio, dándose por aprobadas, consecuencialmente y con modificaciones, ambas indicaciones.

La indicación número 106), del Honorable Senador señor Tuma, sustituye la expresión "y el Patrimonio" por ", la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Al igual que otras del mismo autor en igual sentido, fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

- - -


La indicación número 107), del Honorable Senador señor De Urresti, agrega a continuación del inciso quinto un inciso, nuevo, con el siguiente texto:


“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, por una sola vez y solo para efectos de verificar la primera integración del consejo, la designación de los consejeros de los numerales 4), 5) y 8) del inciso primero, tendrá una duración de dos años, pudiendo reelegirse por un nuevo periodo de cuatro años por una sola vez.”.


- Fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, toda vez que cambia la forma de ejercer la atribución de un órgano público, lo que corresponde a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Como se señaló precedentemente, la Comisión analizó la demás normas de este precepto, conforme la petición de la Honorable Senadora señora Von Baer.


A raíz de lo anterior, se aprobó la propuesta del Ejecutivo, la que será refrendada en una indicación que éste presentará en un nuevo plazo que la Comisión acordó solicitar a la Sala, una vez que concluya el estudio y votación de las propuestas de enmienda del articulado aprobado en general.


A propósito de las causales de cesación en el cargo, el señor Ministro Presidente explicó que se suprime la posibilidad de que su regulación sea vía reglamento, incorporando el tema directamente en el proyecto de ley de acuerdo con la redacción que sigue:


“Serán causales de cesación en el cargo de consejeros las siguientes:

a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se extenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante;

b) Renuncia voluntaria;

c) Condena a pena aflictiva; 

d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa, y

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.”.


Finalmente sobre esta norma (artículo 16), explicó que se mantienen las disposiciones sobre la materia contenidas en los cuatro incisos finales que no fueron objeto de indicaciones. No obstante lo anterior, se precisa el primero de los incisos enunciados, incorporando parte de lo que se sugiere en la indicación número 136). Así, la redacción sería la siguiente:


“El Consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio Consejo en un reglamento interno. En éste, deberá contemplarse la elección por el Consejo de un Secretario, elegido de entre los miembros señalados en los números 4 a 9 del presente artículo, quien actuará como Ministro de Fe, correspondiéndole autorizar las actas de las deliberaciones y acuerdos adoptados por el Consejo, de las que deberá dejarse constancia en un libro especial que estará a su cargo. El Secretario también colaborará con el Presidente del Consejo en la fijación de las materias a tratar en sus reuniones.”.

- - -


De acuerdo con lo que se ha transcrito precedentemente, el Ejecutivo presentó, durante el plazo extraordinario autorizado por la Sala, la indicación número 89 a, que reemplaza el artículo 16 del texto aprobado en general por el que sigue:


“Artículo 16.- Créase el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que será presidido por el Ministro, y estará además integrado por:


1.
El Ministro de Relaciones Exteriores o su representante.


2.
El Ministro de Educación o su representante.


3.
El Ministro de Economía, Fomento y Turismo o su representante.


4.
Tres personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura o gestión cultural, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores o gestores, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 


5.
Dos personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 


6.
Dos personas representativas de las culturas populares, culturas comunitarias u organizaciones ciudadanas que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creadores, cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 


7.
Dos personas representativas de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designadas por las asociaciones, comunidades y organizaciones indígenas constituidas según la legislación vigente. 


8.
Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años. 


9.
Una persona representativa de las comunidades de inmigrantes residentes en el país con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente.


10.
Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción.


Los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios.


Tratándose de las propuestas o designaciones de las personas de que tratan los numerales 4), 5), 6), 7) y 8) del inciso primero, éstas deberán realizarse asegurando, en cada caso, la representatividad de ambos sexos y que al menos una de ellas sea de una región distinta de la Metropolitana.


Un Reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento a través del cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del Consejo señalados en el presente artículo, para lo cual deberá existir un Registro Nacional de organizaciones. 


Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un periodo sucesivo, por una sola vez.


Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a)
Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b)
Renuncia voluntaria.


c)
Condena a pena aflictiva. 


d)
Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e)
Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.


Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, quedarán sujetos a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y en el título II de la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. 


El Consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio Consejo. El Subsecretario de las Culturas actuará como secretario y ministro de fe del Consejo, pudiendo adoptar todas las providencias o medidas que fuesen necesarias para su buen  cometido. En caso de ausencia o impedimento de éste, será subrogado en estas funciones por el Subsecretario del Patrimonio.


Las sesiones del Consejo serán de carácter público, pudiendo utilizarse diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.


Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero. 


Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del Consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.


Para todos los efectos legales, con el consejo de que trata el presente título, se entenderá cumplida la obligación establecida en el artículo 74 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


El Honorable Senador señor Pérez Varela llamó la atención sobre el inciso que prescribe que “los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios”, toda vez que la norma, tal cual está redactada, autoriza al Ministro para nombrar como su representante a cualquier persona, lo que, a su juicio, establece un margen de discrecionalidad que puede ocasionar problemas, particularmente cuando se deciden o discuten asuntos graves, en los cuales tiene que concurrir alguien con el rango necesario para adoptar decisiones en nombre del Secretario de Estado respectivo. 


El señor Ministro Presidente explicó que si bien la norma puede entenderse como lo plantea el señor Senador, siempre quien concurre en reemplazo del Ministro es el Subsecretario u otro funcionario con las facultades necesarias para adoptar decisiones en nombre del Estado. 


En otro orden de materias, el Honorable Senador señor De Urresti afirmó que la composición del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio tiene que obedecer, al igual que otros órganos colegiados del Estado, al principio de equidad territorial, esto es, que las regiones que no son la Metropolitana tengan una participación equilibrada en su conformación. 


Por esa razón, solicitó dejar constancia en este informe que el inciso tercero de la norma propuesta por el Ejecutivo debe entender bajo la aplicación del Principio de Equidad Territorial, que consiste, según dijo, en diseñar una configuración geográfica que asegurare a todos los habitantes del país las mismas condiciones de acceso a los servicios públicos.


La Comisión se mostró de acuerdo con el planteamiento formulado por el Senador señor De Urresti, razón por la cual acordó introducir una enmienda al inciso tercero de la propuesta para precisar la idea de la adecuada representación territorial en cada uno de los casos que consigna la norma.


- Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Pérez Varela, Quintana y Walker, don Ignacio, con la enmienda señalada.
- - -

Artículo 17


Enumera las funciones del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

Previo al debate de las indicaciones formuladas a este artículo, la Honorable Senadora señora Von Baer preguntó por los cambios que se introducen respecto de las funciones actuales que desarrolla el Consejo Nacional, particularmente sobre la convocatoria a la realización de la Convención Nacional de las Culturas y las Artes. 


Del mismo modo, consultó por la administración de los Fondos, que si bien es función del Consejo, en la indicación número 121), los Honorables Senadores Navarro y Quintana proponen una atribución diferente que debiera ser considerada en el debate respecto de la distribución del Fondo.

Karen Soto, asesora del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, señaló que el órgano al cual se refiere esta norma es el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, el que será, como se ha señalado precedentemente,  una entidad asesora del Ministerio, que es diferente al órgano colegiado que hoy funciona como Directorio del Consejo. Lo que se hace, considerando esta distinción, es trasladar la función de administración de los fondos sectoriales desde el Consejo hacia lo que será la Subsecretaría de las Artes que estudia, elabora y ejecuta; y, por otro lado, en el caso del patrimonio, la administración del fondo estará en el Servicio del Patrimonio. 


Todo lo anterior, añadió, se hace de acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, por lo que la indicación de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, a que se ha hecho mención, que reemplaza el N° 5 del artículo 17, debiera desecharse o ser declarada inadmisible. 


Sin embargo, la Honorable Senadora señora Von Baer insistió en que la indicación mencionada debe considerarse puesto que no dispone la administración de los fondos, sino que aprobar el diseño, las líneas de acción y los procedimientos para la distribución del Fondo.


El señor Ministro Presidente argumentó que lo anterior es inviable, por cuanto el Consejo es consultivo y no puede disponer de los fondos, sólo propone para que luego decida el Ministro de las Culturas. 

Encabezamiento


La indicación número 108), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza, en el encabezamiento, la expresión "y el Patrimonio" por ", Interculturalidad y el Patrimonio".

- Como se ha dicho precedentemente en este informe, y en consonancia con la decisión adoptada por el señor Presidente de la Comisión respecto de la indicación número 47, ésta fue declarada igualmente inadmisible.

Número 1)


Establece la función de aprobar la Estrategia Quinquenal Nacional, a propuesta de su presidente, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector. Dicha estrategia deberá considerar la Estrategia Quinquenal Regional.


Sobre este numeral recayeron dos indicaciones, signadas con los números 109) y 110). 


La primera de ellas, del Honorable Senador señor De Urresti, sustituye este numeral disponiendo que deberá aprobar la Estrategia Quinquenal Nacional, la que deberá ser elaborada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15.


La segunda, del Honorable Senador señor Horvath, concordante con la indicación número 87), reemplaza las expresiones “Estrategia Quinquenal Nacional” y “Estrategia Quinquenal Regional” por “Estrategia Nacional” y “Estrategia Quinquenal”, respectivamente.


- Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.
Número 2)


Establece la función de conocer la memoria y el balance del año anterior del Ministerio.


El numeral fue objeto de dos indicaciones, las números 111) y 112). 


La primera de ellas, del Honorable Senador señor De Urresti, reemplaza la frase “la memoria y el balance” por “la ejecución presupuestaria”.


- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

La segunda propuesta, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después de la palabra “memoria” la locución “, la ejecución presupuestaria”.


La Comisión discutió respecto de la admisibilidad de esta indicación, toda vez que se refiere a atribuciones de la Administración. Sin perjuicio de que modifica una de las funciones del Consejo, la Comisión estimó que la alteración no es de fondo sino que establece un complemento de la misma, razón por la cual se estimó admisible. 


Considerando lo anterior, el Ejecutivo comprometió una indicación en este sentido para resolver cualquier problema de admisibilidad que pudiera ocurrir.


- Esta indicación fue aprobada, sin enmiendas,  por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -


Al igual como respecto de otras indicaciones, y dando cumplimiento a un compromiso adquirido durante el debate de esta iniciativa, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 112 a), que incorpora después de la palabra “memoria”, la frase “, la ejecución presupuestaria”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Pérez Varela, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -

Número 3)


Considera la función de proponer al Ministro las políticas, planes, programas o medidas destinadas a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3, y las medidas que crea necesario para la debida aplicación de políticas culturales y para el desarrollo de la cultura, la creación y difusión artísticas y el patrimonio cultural.


Este número fue objeto de cuatro indicaciones, signadas con los números 113), 114), 115) y 116). 


La indicación número 113), de Su Excelencia la Presidenta de la República, intercala, a continuación de la palabra “medidas”, la expresión “y cambios normativos”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio, con una enmienda formal de redacción de sustituir la conjunción “o” por una coma “,” .


Las indicaciones números 114), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 115), del Honorable Senador señor de Urresti, intercala a continuación del vocablo “cumplir” la expresión “con la Estrategia Quinquenal Nacional, de conformidad con”.


La indicación número 116), del Honorable Senador señor De Urresti, reemplaza la expresión “políticas culturales” por “políticas, planes o programas culturales”.


- Estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Número 4)


Contempla la función de convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio con el fin de recibir de las personas e instituciones de la sociedad civil, observaciones y propuestas sobre la marcha institucional, siendo de responsabilidad del Ministerio su organización y realización. En esta convención, el Ministerio dará cuenta pública anual, entendiéndose cumplida para todos los efectos legales, la obligación establecida en el artículo 72 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Se formularon sobre este numeral las indicaciones números 117), 118), 119) y 120). 


La indicación número 117), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza la expresión "y el Patrimonio" por ", la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Como se ha dicho precedentemente en este informe, y en consonancia con la decisión adoptada por el señor Presidente de la Comisión respecto de la indicación número 47), ésta fue declarada igualmente inadmisible.


La indicación número 118), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la frase “recibir de las personas e instituciones de la sociedad civil, observaciones y propuestas”, por la siguiente: “llevar a cabo un debate público con los órganos del Ministerio y las personas e instituciones de la sociedad civil”.


La indicación número 119), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), intercala a continuación de las palabras “marcha institucional” el siguiente texto: “. El Consejo Nacional definirá las materias a tratar, los ponentes que sean requeridos para la exposición de determinados asuntos, las personas y organizaciones que participarán, de acuerdo a la factibilidad presupuestaria, así como el procedimiento para la discusión y aprobación de las conclusiones de la Convención”.


La indicación número 120), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la expresión “En esta convención”, por “Al inicio de esta convención”.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que el sentido de su indicación es ampliar la norma del texto aprobado en general con el objeto de integrar al sector público y privado, particularmente de la sociedad civil interesada en estos asuntos. Afirmó que la Convención anual es de la máxima importancia, puesto que se trata de un momento de deliberación acerca de las políticas culturales, en que es de suyo necesario que sea, además, un diálogo integrador acerca de estas materias. 


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó información sobre el sentido de llevar adelante esta Convención.


El señor Ministro Presidente explicó que la ley que creó el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes el año 2003 estableció que anualmente se realizará una Convención Nacional, que es el encuentro de las Direcciones Regionales, Departamentos y el mundo de la cultura y el patrimonio presente en la sociedad civil, en el que se fijan las grandes líneas de trabajo y se evalúa lo que se ha hecho.


En este sentido, y considerando la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso una nueva redacción del siguiente tenor para este número 4):


“4) Convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio con el fin de recibir de las personas e instituciones de la sociedad civil, observaciones y propuestas sobre la marcha institucional y demás materias que defina, siendo de responsabilidad del Ministerio su organización y realización. En esta Convención, el Ministerio dará cuenta pública anual, entendiéndose cumplida para todos los efectos legales, la obligación establecida en el artículo 72 de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


Sin perjuicio de la nueva redacción que presentó el Ejecutivo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio, acordaron dejar pendiente tanto las indicaciones como la propuesta del Gobierno para recoger el contenido de las propuestas de las indicaciones de los números señalados.


En razón del debate descrito, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 116 a), que reemplaza el número 4 por el siguiente, nuevo:


“4. Convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio con el fin de generar instancias de reflexión  crítica sobre las necesidades culturales y su correlato en las políticas públicas e institucionalidad cultural y demás materias que defina, siendo de responsabilidad del Ministerio su organización y realización. Al inicio de esta convención, el Ministerio dará cuenta pública anual, entendiéndose cumplida para todos los efectos legales, la obligación establecida en el artículo 72 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


El Consejo Nacional definirá las materias a tratar, los ponentes que sean requeridos para la exposición de determinados asuntos, las personas y organizaciones que participarán, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, así como el procedimiento para la discusión y aprobación de las conclusiones de la Convención.”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Pérez Varela, Quintana y Walker, don Ignacio. Consecuencialmente, resultaron aprobadas, con enmiendas las indicaciones números 118), 119) y 120).
Número 5)


Establece la función de proponer al Subsecretario competente los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.


El numeral fue objeto de dos indicaciones.


La indicación número 121), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, lo sustituye por el que sigue:


“5. Aprobar el diseño, las líneas de acción y los procedimientos para la distribución del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.”.


La indicación número 122), del Honorable Senador señor De Urresti, para sustituirlo por el siguiente:


“5. Aprobar el diseño, procedimientos para la distribución o líneas de acción del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.”.


- Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, toda vez que cambian el sentido de función del Consejo.
- - -


Seguidamente, se formuló la indicación número 123), del Honorable Senador señor De Urresti, que propone agregar a continuación del numeral 5) otro, nuevo, del siguiente tenor:


“….Conocer el diseño, procedimiento y distribución de recursos del Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura creado en la ley N°19.227; del Fondo para el Fomento de la Música Nacional, creado en la ley N°19.928 y del Fondo de Fomento Audiovisual creado en la ley N°19.981.”.


- Al igual que otras de una lógica similar, ésto es, establecer nuevas funciones para un órgano público, esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

- - -

Número 6)


Considera la función de entregar su opinión al Ministro para la definición de las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO; y sobre las declaratorias de reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 26) del artículo 3° de esta ley.


El numeral fue objeto de la indicación número 124), de Su Excelencia la Presidenta de la República, que lo reemplaza por el siguiente:


“6. Aprobar la propuesta que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural realice al Ministro para las declaratorias de reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO, que trata el numeral 26 del artículo 3, de la presente ley.”.


El señor Ministro Presidente explicó que la modificación consiste en fijar una atribución mayor, cual es la aprobación de la propuesta que se efectúe al Ministro para las declaratorias de reconocimiento oficial y no sólo entregar una opinión al respecto. 


- Fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio,

Número 7)


Considera la función de proponer al Subsecretario las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura nacional.


Sobre este numeral se formularon las indicaciones números 125), 126) y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado).


La indicación número 125), el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) sustituye la expresión “Proponer al Subsecretario”, por la frase “Aprobar y comunicar al Subsecretario”.


- Fue retirada por su autor.


Las indicaciones números 126), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 127), del Honorable Senador señor De Urresti, sustituyen la expresión “Proponer al Subsecretario”, por la frase “Aprobar la propuesta de”.


- Al igual que otras de una lógica similar, ésto es, cambiar la atribución que se pretende entregar a un órgano público, estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Número 8)


Proponer al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo del Patrimonio Cultural de que trata la presente ley, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución al patrimonio nacional.


Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 128), 129) y 130). 


La indicación número 128), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), reemplaza la expresión “Proponer al Director del Servicio”, por la frase “Aprobar y comunicar al Director del Servicio”.


- Fue retirada por su autor.


Las indicaciones números 129), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 130), del Honorable Senador señor De Urresti, sustituyen la expresión “Proponer al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, por la frase “Aprobar la propuesta de”.


- Al igual que otras de una lógica similar, ésto es, cambiar la atribución que se pretende entregar a un órgano público, estas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

- - -


Seguidamente, las indicaciones números 131), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 132), del Honorable Senador señor De Urresti, consulta a continuación del numeral 9 el siguiente:


“…. Proponer al Ministro los proyectos de ley y los actos administrativos que considere necesarios para la debida aplicación de la Estrategia Quinquenal Nacional.


Luego, la indicación número 133), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega después del numeral 9 el que sigue:


“…. Estimular y apoyar a los Municipios en la formulación de las políticas municipales de desarrollo y promoción de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales del Municipio.”.


- Estas tres indicaciones, al igual que otras de una lógica similar, ésto es, establecer nuevas funciones para un órgano público, esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Número 10)


Establece la función de proponer fundadamente al Ministro la adquisición para el Fisco de bienes de interés cultural y patrimonial, escuchando previamente al respectivo Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


La indicación número 134), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza la expresión "y el Patrimonio" por ", Interculturalidad y el Patrimonio".


- Como se ha dicho precedentemente en este informe, y en consonancia con la decisión adoptada por el señor Presidente de la Comisión respecto de la indicación número 47, ésta fue declarada igualmente inadmisible.

- - -


A continuación, la indicación número 135), de Su Excelencia la Presidenta de la República, consulta a continuación del numeral 10, los siguientes, números nuevos:


“…. Convocar a equipos de trabajo como apoyo en el ejercicio de sus funciones, pudiendo integrarlos por representantes de organismos públicos competentes y personas representativas de la sociedad civil.


…. Proponer al Ministro iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3 de la presente ley.


…. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Ministro.”.


Al respecto, el señor Ministro Presidente expresó que las atribuciones contenidas en la propuesta del Ejecutivo corresponden a las que actualmente tiene el Consejo, por lo que es conveniente agregarlas al texto aprobado en general.


La Honorable Senadora señora Von Baer preguntó por el correcto sentido de la palabra “cualquier”, que se considera en la última de las funciones propuestas por la indicación, puesto que, en su opinión, ello puede llevar a interpretaciones erradas respecto de qué materias deben obligatoriamente concurrir al trámite de consulta. 


El señor Ministro Presidente explicó que ello dice relación con que existen consejos sectoriales dedicados a materias específicas, los que emiten opinión sobre las materias de su competencia y que, de acuerdo con la propuesta del Ejecutivo, podrán ser también conocidas por el Consejo Nacional. 


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 

 - -

Número 11)


Considera la función de desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.


La indicación número 136), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), agrega un inciso del tenor que se señala:


“El Consejo Nacional de las Culturas y las Artes se organizará y funcionará de acuerdo a la forma establecida en su Reglamento Interno, que deberá ser aprobado por la mayoría absoluta de sus miembros, requiriendo de igual quórum para su modificación. En dicho Reglamento, deberá contemplarse la elección por el Consejo de un Secretario General, que será elegido de entre los miembros contemplados en los números 4 a 12 del artículo 16, quien tendrá por función proponer al Presidente del Consejo las materias a tratar en sus reuniones, y actuará como Ministro de Fe del Consejo, correspondiéndole autorizar las actas de las deliberaciones y acuerdos adoptados por el Consejo, de las deberá dejarse constancia en un libro especial de actas que será llevado por el Secretario General.”.


En relación con esta proposición, el señor Ministro Presidente argumentó que más allá de admisibilidad del contenido de la misma, el Ejecutivo la hará propia en una nueva propuesta de redacción del siguiente tenor:


“El Consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio Consejo en un reglamento interno. En éste, deberá contemplarse la elección por el Consejo de un Secretario, elegido de entre los miembros señalados en los números 4 a 9 del presente artículo, quien actuará como Ministro de Fe, correspondiéndole autorizar las actas de las deliberaciones y acuerdos adoptados por el Consejo, de las que deberá dejarse constancia en un libro especial que estará a su cargo. El Secretario también colaborará con el Presidente del Consejo en la fijación de las materias a tratar en sus reuniones.”.


Sin perjuicio de la propuesta que se ha transcrito, el señor Presidente acotó que la norma en comento debería ser incorporada como un nuevo inciso noveno al artículo 16, según se explicó en su oportunidad, toda vez que se refiere a una norma de funcionamiento del Consejo, materia tratada en dicho precepto, y no a atribuciones o funciones del mismo.


- De acuerdo con los argumentos planteados, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, retiró la indicación. 


Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó por las labores específicas que desarrollará el Secretario Ejecutivo y si acaso ello conlleva una carga mayor de trabajo para el consejero que desempeñe esa labor en caso de que no sea un funcionario público. 


Sobre el particular, el señor Ministro Presidente señaló que en la actualidad actúa como Ministro de Fe la señora Subdirectora, en tanto que el resto de los consejeros realizan sus labores ad honorem. Además, hizo presente que en la actualidad existe una Secretaría compuesta por 3 personas que se dedican a esa función de manera especial, por lo que el nuevo Secretario, que será un Consejero, dispondrá de un equipo para ejecutar las funciones propias del cargo. 


A su vez, la Subdirectora del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, señora Ana Tironi, dijo que efectivamente actúa como Ministro de Fe y cuenta con un equipo que se encarga de tomar el acta y de ejecutar todas las labores propias de una Secretaría, razón por la cual quien lleve adelante esta función contará con el respaldo necesario. 


Respecto a la nueva redacción del artículo 16, la asesora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Karen Soto, recordó que el tema en debate está recogido en la propuesta que el Ejecutivo formuló en su oportunidad. Expresó que se revisó la redacción de acuerdo con los puntos planteados por la Honorable Senadora señora Von Baer, precisamente porque lo que se persigue es que la labor del Secretario actúe como Ministro de Fe, correspondiéndole autorizar las actas de las deliberaciones y acuerdos adoptados por el Consejo. De esta manera no elabora el acta, la que estará a cargo de un funcionario de la Subsecretaría de las Artes. 


La Honorable Senadora señora Von Baer insistió en que el rol de Ministro de Fe es de suma relevancia en todos los órganos colegiados que adoptan acuerdos, especialmente considerando que son quienes tienen a su cargo la recopilación de información, asesoría y dar fiel testimonio de las discusiones y acuerdos. Hizo presente que el equipo que se ha mencionado no es propio del Consejero que se desempeñará como Secretario, sino que es del Consejo. 


Por esas razones, fue de opinión que el mecanismo propuesto debe ser objeto de mejoras para un buen funcionamiento. 


El Honorable Senador Quintana fe de opinión que la fórmula propuesta puede ser reforzada para subsanar los reparos que se han hecho, considerando que las funciones del Secretario van más allá de autorizar las actas que contienen las discusiones y acuerdos. Preguntó si acaso se ha tenido presente la situación en que el Consejero que actúe como Secretario tenga una agenda que le impida desempeñar sus funciones o que bien exista colisión entre su labor como Consejero y como Secretario. 


Sin perjuicio del retiro de la indicación por parte del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, la Comisión acordó dejar pendiente la redacción de esta norma que, como se ha señalado, estará contenida en el artículo 16., como nuevo inciso noveno.


Concordante con lo anterior, el señor Ministro Presidente comprometió una nueva propuesta que recoja los asuntos debatidos. Al mismo tiempo, hizo presente que el Ministro de Fe, según lo que se ha dicho, debe seguir siendo el Subsecretario de las Artes en caso de ser aprobado el proyecto, lo que lo asimila a la situación actual en que la función la desempeña la Subsecretaria.9
Párrafo 2°

De los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

La indicación número 137), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza en el epígrafe la expresión "y el Patrimonio" por ", la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Como se ha señalado precedentemente en este informe, y en consonancia con la decisión adoptada por el señor Presidente de la Comisión respecto de la indicación número 47, ésta fue declarada igualmente inadmisible.

Artículo 18


Declara que el Consejo Nacional de las Culturales, las Artes y el Patrimonio se desconcentrará territorialmente a través de los Consejos Regionales, los que tendrán su domicilio en la respectiva capital regional o en alguna capital provincial.


La indicación número 138), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza la expresión "y el Patrimonio" por ", la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Al igual que la anterior, y en consonancia con la decisión adoptada por el señor Presidente de la Comisión respecto de la indicación número 47, ésta fue declarada igualmente inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, el señor Ministro Presidente hizo presente que hay un error ortográfico en el texto aprobado en general, en que hay que sustituir el vocablo “Culturales” por la palabra “Cultura”. 


- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, en virtud de lo preceptuado en el artículo 121 del Reglamento de la Corporación, aprobó la modificación sugerida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 

Artículo 19


Esta disposición regula la integración de los Consejos Regionales.


Antes del inicio de la discusión de este precepto, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de cada uno de los incisos del artículo 19.

Inciso primero

Número 4)


Este numeral considera a un representante de las organizaciones ciudadanas cuyos objetos estén relacionados directamente con el ámbito de la cultura o el patrimonio cultural, que tengan personalidad jurídica vigente y domicilio principal en la respectiva región, elegido por dichas organizaciones.


La indicación número 139), de Su Excelencia la Presidenta de la República, en un sentido similar de otra indicación presentada respecto de la integración del Consejo Nacional de la materia, reemplaza la expresión “Un representante” por “Una persona representativa”.


Como se ha señalado precedentemente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que en su oportunidad se discutió que más que “un representante” de alguna organización tiene que ser “una persona representativa”, lo que implica que no debe ser necesariamente elegida por un procedimiento formal. Esto se aplica, en este artículo, en los números 4), 5) y 6). 


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que en el caso del número 6), que consagra la integración con un representante de las municipalidades, la situación es distinta toda vez que no es “una persona representativa”, pues debe ser elegida por los municipios. A su juicio, es un error que no sea ratificado por los concejos municipales, toda vez que estos organismos le dan mayor legitimidad democrática al proceso. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que cuando se designa a una persona es lo que en términos de Ciencia Política se conoce como un “representante”; en tanto que quienes ejercen el rol “representativo” son los que, sin ser designados, cumplen la función de exponer las necesidades comunes de un colectivo.


En ese contexto de ideas, el señor Ministro Presidente dijo que actualmente existen los Consejos Regionales que tienen un representante de los alcaldes, que no implica, necesariamente, que ejecutarán las opiniones del edil, sino que, por el contrario, es la demostración de los intereses culturales de una agrupación más allá del municipio respectivo. En caso de que sea una persona “representativa”, en cambio, amplía el universo fuera de las Corporaciones Municipales. En ese sentido, argumentó, que en el caso del numeral 6) se considere a “un representante” implica que puede ser alguien de la comunidad que tenga conocimiento de los problemas locales relacionados con la cultura.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana fue de opinión que la discusión tiene que ver con asuntos de funcionamiento y no de principios. Por ello, es importante que sean las Asociaciones de Municipios de las comunas correspondientes los que representen las dinámicas propias de los territorios que agrupan las zonas geográficas que lo integran. 


En virtud de lo anterior, se concordó que en el caso de los números 4) y 5) serán “representativos”, en tanto que el del número 6) será un representante definido por un mecanismo contenido en el reglamento. 


- Esta indicación fue aprobada, en los términos señalados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 5)


Dispone la integración del consejo con un representante de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas y/o el patrimonio, designado por el Ministro, a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la legislación vigente.


Este número fue objeto de dos indicaciones.


La indicación número 140), del Honorable Senador señor Tuma, lo sustituye por el que sigue:


"5. Un representante que pertenezca a los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designado por el Ministro, a propuesta de la institucionalidad representativa de los pueblos indígenas del país que determine la ley.".


En relación con este indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer apuntó que hay que hay que fijar criterios uniformes en el proyecto en debate en lo que respecta a la composición de los diferentes órganos que éste considera. En este sentido, consultó al Ejecutivo si la personas que integrarán el Consejo Regional se designarán por medio de ternas o directamente por el Ejecutivo, y, asimismo, cuántas ingresarán con el concurso de otras instituciones. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, observó, en el mismo orden de ideas, que de los once miembros que se considera en la integración de este Consejo, ocho son designados por el Secretario Regional Ministerial o corresponden directamente a un órgano del Ejecutivo, lo que rompe los equilibrios a los que se ha hecho mención en otras normas del proyecto. En ese orden de ideas, sugirió que el resto de los miembros deben ser designados por un órgano regional. 


Sobre el particular, señaló que debe explorarse la posibilidad de que sean elegidos por las asociaciones culturales o patrimoniales de la región, sin que tenga participación el Secretario Regional Ministerial.  En ese sentido habría que reemplazar la frase “a propuesta” por “serán elegidos”, entregando al reglamento la forma en que se haga. 


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia en este informe de que el sentido de la norma implica que será el reglamento el que establezca la forma y modo de elección, y no el Secretario Regional Ministerial de manera arbitraria.


- La indicación número 141), de Su Excelencia la Presidenta de la República, en el mismo sentido que la 139) reemplaza la expresión “Un representante” por “Una persona representativa”.


De acuerdo con las razones expuestas, Su Excelencia la señora Presidenta de la República, en la indicación número 141 a), reemplaza el número 5 por el siguiente:


“5. Una persona representativa de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas y/o el patrimonio, designada por las comunidades, asociaciones y organizaciones indígenas constituidas de conformidad a la legislación vigente.”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Pérez Varela, Quintana y Walker, don Ignacio. Con la misma unanimidad se aprobó, subsumida en la nueva redacción del Ejecutivo, la indicación número 140.


- Por su parte la indicación número 141) fue aprobada, en los términos señalados precedentemente respecto de la indicación 141 a, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.
Número 6)


Dispone que integrará este Consejo un representante de los municipios de la región, elegido por sus alcaldes, ratificado por sus concejos respectivos.


La indicación número 142), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “Un representante” por “Una persona representativa”.


- De conformidad a lo señalado con ocasión de la discusión del numeral 4), esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.


La indicación número 143), de Su Excelencia la Presidenta de la República, elimina la frase “, ratificado por sus concejos respectivos”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 7)


Consigna la integración de Consejo por un representante de las instituciones de educación superior de la región respectiva, designado por el secretario regional ministerial de una terna propuesta por las respectivas instituciones de educación superior acreditadas.


La indicación número 144), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “Un representante” por “Un académico”.


En relación con esta indicación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió una nueva redacción para este numeral:, del siguiente tenor:


“7. Un académico de las instituciones de educación superior de la región respectiva, elegido por las respectivas instituciones acreditadas.”.



- Fue aprobada, con la modificación descrita, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 8)


Un representante del gobierno regional, designado por el intendente de la región.


La indicación número 145), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la locución “el intendente de la región” por “su respectivo Consejo Regional”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.


Seguidamente, y de acuerdo a la solicitud formulada por la Honorable Senadora señora Von Baer, fueron sometidos a votación todos los incisos de este artículo, los cuales fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.
Artículo 20


Enumera las funciones de los Consejos Regionales.

Número 2)


Contempla la función de aprobar la Estrategia Quinquenal Regional, a propuesta de la secretaría regional ministerial, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector y que aportará a la definición de la Estrategia Quinquenal Nacional por parte del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


Sobre este numeral se formularon las indicaciones números 146) y 147).


La indicación número 146), del Honorable Senador señor De Urresti, lo reemplaza por el siguiente:


“2. Aprobar la Estrategia Quinquenal Regional, la que deberá ser elaborada de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 15.”.


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker.

La indicación número 147), del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza las expresiones “Estrategia Quinquenal Regional” y “Estrategia Quinquenal Nacional” por “Estrategia Quinquenal” y “Estrategia Nacional”, respectivamente.


- Del mismo modo que respecto de otras indicaciones del mismo sentido del Senador Horvath, esta proposición fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.
Número 4)


Considera la función de proponer al Subsecretario de las Artes y al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural a las personas que cumplirán la labor de evaluación y selección en los concursos públicos de carácter regional para la asignación de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes y del Fondo del Patrimonio Cultural, respectivamente, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura y patrimonio regional, respectivamente.


Este numeral fue objeto de cuatro indicaciones, signadas con los números 148), 149), 150) y 151).


Las dos primeras, de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y De Urresti, respectivamente, reemplazan la frase “Proponer al Subsecretario de las Artes y al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural a” por: “Aprobar la propuesta de”.


- Del mismo modo como se resolvió respecto de las indicaciones números 126) y 127), ambas fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión, pues se refieren a materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


La indicación número 150), del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio), sustituye la expresión “Proponer al Subsecretario”, por la frase: “Aprobar y comunicar al Subsecretario”.


- Fue retirada por su autor.

La indicación número 151), de Su Excelencia la Presidenta de la República, finalmente, reemplaza la expresión “Subsecretario de las Artes” por “Subsecretario de las Culturas”.


- Como se resolvió con la indicación número 46), esta fue igualmente aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 

Número 5)


Establece la función de proponer al secretario regional ministerial las políticas, planes y programas destinados a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3 de esta ley.


Las indicaciones números 152), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 153), del Honorable Senador señor De Urresti, agregan después de la palabra “cumplir” la frase “con la Estrategia Quinquenal Regional, de conformidad con”.


- Fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, pues tratan sobre materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

- - -


Seguidamente, la indicación número 155),10 de Su Excelencia la Presidenta de la República, incorpora a continuación del numeral 5, los siguientes, nuevos:


“…. Proponer al Secretario Regional Ministerial iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3 de la presente ley.


…. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Secretario Regional Ministerial.”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -


El Título VI del texto aprobado en general quedó de la siguiente manera:

Título VI

Del Fondo del Patrimonio Cultural


La indicación número 156), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo suprime.

El fundamento de la supresión de este título es que el Ejecutivo propone considerarlo, junto con los artículos que lo integran, en otra parte del proyecto de ley, como lo consigna la indicación número 165), la que se describe más adelante, junto con el debate que ella suscitó.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio. 

Artículo 22


Dispone la creación del Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.


La disposición añade, en su inciso segundo, que el Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual del Fondo y la enviará al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural para su ejecución.


Asimismo preceptúa, en el inciso tercero, que el Director deberá elaborar y remitir una propuesta de componentes o líneas de acción anual del Fondo para efectos de su revisión por parte del Consejo Nacional de la Cultura, las Artes y el Patrimonio. Asimismo, enviará un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año.


Finalmente señalada que la adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.


Este artículo fue objeto de tres indicaciones.


La indicación número 157), de Su Excelencia la Presidenta de la República, lo elimina.


Las indicaciones números 158), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y 159), del Honorable Senador señor De Urresti, reemplazan en el inciso tercero el vocablo “revisión” por “aprobación”.


- En consonancia con la indicación número 165), según se señala más adelante, la proposición signada con el número 157) fue aprobada unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y Señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


Las indicaciones números 158) y 159), en tanto, fueron declaradas inadmisibles por referirse a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.

Artículo 23


Regula la composición del Fondo, considerando lo siguiente:


1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.


2. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.


3. Los aportes que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo.


4. Los recursos que reciba el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo por cualquier otro concepto, de conformidad al decreto ley N° 1263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.”.


La indicación número 160), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, lo suprime. 


- En consonancia con la indicación número 165), según se señala más adelante, la proposición signada con el número 160) fue aprobada unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y Señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

Artículo 24


Señala que los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.

Por su parte, el inciso segundo prescribe que un reglamento elaborado por el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo del Patrimonio Cultural, el que deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos; las normas de evaluación, elegibilidad, selección, y rangos de financiamiento; la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección; y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.


En la indicación número 161) Su Excelencia la Presidenta de la República sugiere suprimirlo.


- En consonancia con la indicación número 165), según se señala más adelante, la proposición signada con el número 161) fue aprobada unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y Señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 

- - -


Luego, la indicación número 162), del Honorable Senador señor Tuma, consulta un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


"El reglamento del Fondo del Patrimonio Cultural deberá contemplar concursos y líneas de financiamiento especial para el patrimonio cultural y los conocimientos tradicionales de los pueblos indígenas.".


- Fue declarada inadmisible por referirse a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.


Sin perjuicio de los acuerdos precedentemente transcritos, cabe hacer presente que los artículos 22 a 24, y las indicaciones que se formularon respecto de cada una de ellos, fueron discutidos por la Comisión más adelante, según se consigna en este informe, ya que el Ejecutivo propuso trasladar la ubicación del Fondo para otro lugar del articulado del proyecto.

- - -

Artículo 25


Establece la creación del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural (en adelante “el Servicio”), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y tendrá su domicilio y sede en la ciudad de Santiago. Añade que el Servicio estará afecto a las normas del Título VI de la ley N° 19.882.


Si bien este artículo no fue objeto de indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada del mismo. 


- Puesto en votación, fue aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio. Por la negativa lo hizo la Honorable Senadora señora Von Baer. 

Artículo 26


El texto aprobado en general se refiere al objeto del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.

Inciso segundo


El Servicio tendrá las atribuciones señaladas para el Ministerio en los numerales 20, 24, 27 y 30 del artículo 3 de esta ley.


La indicación número 163), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza la expresión “ y 30 del artículo 3 por ", 30, 31, 32 y 33 del artículo 3".


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 

Inciso cuarto


Para el cumplimiento de las funciones que correspondan al servicio y a alguna de las subsecretarías, este deberá coordinarse con la Subsecretaría del Patrimonio.


La indicación número 164), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “del Patrimonio”, por la palabra “correspondiente”.


La asesora del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, señora Karen Soto, explicó que el sentido de la propuesta radica en replicar lo que se ha aprobado sobre la materia en las Subsecretarías, las que se ocuparán de las materias de acuerdo con la especialidad que se requiera. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió reemplazar la palabra “correspondiente” por “respectiva”. 


- Con la modificación descrita, esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Muñoz, doña Adriana, y Walker, don Ignacio. Votó en contra el Honorable Senador señor Allamand. 

- - -


Como se señaló precedentemente, mediante la indicación número 165), Su Excelencia la Presidenta de la República incorpora a continuación del artículo 28 el siguiente párrafo y artículos, nuevos, que corresponden al Fondo del Patrimonio Cultural.
“Párrafo 2°

Del Fondo del Patrimonio Cultural


Artículo ….- Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.


El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual del Fondo y la enviará al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural para su ejecución.


El Director deberá elaborar y remitir una propuesta de componentes o líneas de acción anual del Fondo para efectos de su revisión por parte del Consejo Nacional de la Cultura, las Artes y el Patrimonio. Asimismo, enviará un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año.


La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.


Artículo ….- El Fondo estará constituido por:


1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.


2. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.


3. Los aportes que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo.


4. Los recursos que reciba el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo por cualquier otro concepto, de conformidad al decreto ley N° 1263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.


Artículo….- Los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.


Un reglamento del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo del Patrimonio Cultural, el que deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos; las normas de evaluación, elegibilidad, selección, y rangos de financiamiento; la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección; y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.”.


La Comisión discutió la totalidad de la propuesta, sin perjuicio de lo cual, cada uno de los artículos que ella considera fueron analizados de manera individual.


Cabe hacer presente que los representantes del Ejecutivo explicaron que esta indicación debe entenderse relacionada con las indicaciones números 156), 157), 160) y 161), como se señaló precedentemente en este informe.


a) Respecto del primero de los artículos propuestos por el Ejecutivo, la Honorable Senadora señora Von Baer preguntó por la diferencia entre la norma propuesta y de cómo funciona el Fondo en la actualidad.  Además, consultó por quienes estarán facultados para postular a este Fondo.


El señor Ministro Presidente afirmó que el Fondo al cual se refiere la Honorable Senadora señora Von Baer no existe en la actualidad, razón por la cual se crea por medio de esta indicación del Ejecutivo. 


Respecto de la postulación, dijo que serán las instituciones patrimoniales del país, en donde también podrán hacerlo las Corporaciones Municipales y en algunos casos los municipios que no cuenten con este tipo de organizaciones. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que el Servicio Nacional del Patrimonio que se está creando por medio de esta iniciativa de ley y que tiene una fuerte dimensión regional, será el encargado de ejecutar y el Subsecretario, en su caso, es el que aprueba. 


- Este nuevo artículo resultó aprobado con una enmienda formal en su inciso tercero; dicho acuerdo fue adoptado  por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


Habida consideración del debate sobre esta norma, el Ejecutivo, en la indicación número 165 a), reemplaza su inciso segundo, por otro, nuevo, del siguiente tenor:


“El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual y la distribución de los recursos del Fondo, propiciando un desarrollo cultural armónico y equitativo entre las regiones y la enviará al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural para su ejecución.”.


- Esta indicación fue aproada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Pérez Varela, Quintana y Walker, don Ignacio. 


b) Con ocasión de la discusión del segundo artículo propuesto en la indicación, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó por la cantidad de dinero que se ha considerado para este Fondo de Infraestructura y si se han sostenido las reuniones al respecto con la Dirección de Presupuestos. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, destacó que es importante conocer los montos existentes para el caso de que este proyecto de ley sea promulgado y entre en vigencia durante este año, ya que en caso de que opere desde el próximo año hay que incluirlo en la discusión presupuestaria que se llevará a cabo este 2017. 


El señor Ministro Presidente expresó que esas reuniones no se han llevado a cabo, pero señaló que el Fondo del Patrimonio es cercano a los 3 mil millones de pesos que, sumado a la infraestructura, entrega un global aproximado de 5 mil millones de pesos. En el mismo tema, manifestó que de todas formas los montos deben ser considerados ya para el año 2018, toda vez que hay que dictar un decreto con fuerza de ley luego de promulgada la ley que tomará, al menos, 6 meses. 


Destacó también que dentro del Fondo de Patrimonio, durante este año, se constituirá por primera vez un Fondo de Museos que trabajará en conjunto con la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos para el fomento de 200 establecimientos aproximadamente. Lo anterior no dice relación sólo con construcción, sino que también con remodelaciones, museografía y restauración de fachadas. Es un instrumento que ha sido pensado para todo lo que diga relación con el área patrimonial. 


Este artículo fue aprobado, sin enmiendas, por la unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.


c) Sobre el tercer artículo sugerido en esta indicación número 165) el Honorable Senador señor Montes expresó que la norma prescribe que los recursos del Fondo serán asignados por concurso público. Destacó que las donaciones no siempre son abiertas sino que operan con fines específicos (política de donaciones), caso en el cual no debieran ser por esta vía sino que para el fin que indique la donación. Recordó que también existe la fórmula de los convenios del Ministerio con diversas instituciones, las que tampoco serán por la vía enunciada (concurso público). De acuerdo con lo expuesto, consultó si existen otras formas de acceder a estos Fondos.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer sugirió que dentro del Fondo, particularmente en el reglamento, se considere la generación de un equilibrio regional en materia de asignaciones.


Los Honorables Senadores señores Allamand y Walker, don Ignacio, compartieron la sugerencia de la Honorable Senadora señora Von Baer (velar por la equidad territorial) y solicitaron al Ejecutivo que recoja esta inquietud en una de las indicaciones que presentará en el plazo especial que se abrirá al efecto, disponiendo que en la asignación de recursos de este Fondo se establezca un criterio de equidad territorial.


El señor Ministro Presidente sostuvo, respecto de la intervención del Honorable Senador señor Montes, que existen las asignaciones directas para proyectos específicos. La norma propuesta está pensada para los que accedan solamente a este fondo. 


En relación con la sugerencia de la y los señores Parlamentarios, el Ejecutivo acogió la propuesta y comprometió una redacción en el sentido propuesto, esto es, reconocer en la ley un principio de equidad territorial. Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que, en su opinión, es preferible que este tipo de materias queden normadas en un reglamento y no en la ley, de manera de entregar mayores niveles de flexibilidad en su manejo.


- Este artículo resultó aprobado con modificaciones. Dicho acuerdo fue adoptado por la unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y Señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


De acuerdo con las votaciones trascritas, esta indicación, la número 165), resultó aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y Señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio. 


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este artículo número 28.


Sometido a votación, resultó aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

Artículos 29, 30 y 31


Si bien estos artículos no fueron objeto de indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó discusión y votación separada de los mismos. 

Artículo 29


Enumera las instituciones patrimoniales nacionales que serán parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural y se relacionarán directamente con el Director Nacional, y define la misión que tendrá cada una de ellas. Estas son la Biblioteca Nacional; el Archivo Nacional, el Museo Nacional de Bellas Artes, el Museo Histórico Nacional, el Museo Nacional de Historia Natural  y la Cineteca Nacional.


- Fue aprobado, sin enmiendas, por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.  


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia en este informe que su voto en contra se funda en su disconformidad con el diseño institucional del nuevo Ministerio.

Artículo 30


Establece que la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales será parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural y define cuáles serán sus funciones 


Al respecto, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó al Ejecutivo por las diferencias que existen entre la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales contenida en el texto aprobado en general con lo que existe en la actualidad en el Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes.


El señor Ministro Presidente explicó que lo que se hace es recoger todo el trabajo que realiza la Secretaría de facto, entregándole un reconocimiento y una regulación en la propia ley. Lo anterior implica que, en la práctica, no se introducen cambios a la labor que realiza.


Recordó que el Ejecutivo acogió una propuesta de la Honorable Senadora señora Von Baer en el sentido de que el Consejo de Monumentos pase a depender de la Subsecretaría y no del Ministro.


De acuerdo con lo anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer precisó que, según lo dicho por el Ministro, existirá el Consejo de Monumentos Nacionales que dependerá de la Subsecretaría y, a su vez, la Secretaría del Consejo de Monumentos Nacionales responderá al Servicio, estructura que no aparece del todo clara en cuanto a las líneas de mando y de ejecución. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la inquietud de la Honorable Senadora señora Von Baer, en el sentido de que un asunto es incorporar el Consejo de Monumentos Nacionales a las dependencias de la Subsecretaría, pero la Secretaría Técnica es parte del Servicio y éste ejecuta, todo lo cual, en principio, no aparece del todo claro. 


La asesora del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, señora Karen Soto, explicó que el Consejo de Monumentos Nacionales funciona, al día de hoy, como un órgano colegiado que propone, entre otras cosas, las Declaratorias de Patrimonio. En ese sentido, propone que un inmueble sea declarado como patrimonio nacional y todos sus derivados (impacto ambiental entre ellos), y orgánicamente quien concreta el acuerdo administrativamente es el Ministro de Educación; la Secretaría Ejecutiva (personal que trabaja para proveer de insumos a este órgano colegiado) está radicada en la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos (DIBAM), que es un Servicio. No existe, continuó, en la ley de manera orgánica, sino que sólo funciona de hecho; por ello, lo que se pretende con esta norma es mantener el estatus de esta Secretaría Ejecutiva dentro del Servicio del Patrimonio así como hoy existe en la DIBAM.


Con ocasión del plazo extraordinario autorizado por la Sala del Senado, y considerando el debate a propósito de la Secretaría Técnica, el Ejecutivo formuló la indicación número 165 b), que incorpora, a continuación del punto seguido del inciso primero del artículo 30, la siguiente oración: “y estará a cargo del Secretario del Consejo de Monumentos Nacionales.”. 


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio. 


- Este artículo fue aprobado, con la enmienda descrita, por la unanimidad de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio.


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que su voto favorable en este artículo, radica en la importancia de la Secretaría Técnica en las labores de apoyo que realiza y de que ésta quede demostrada por reconocimiento legal que se hace de los funcionarios, de su labor y de todos los beneficios que ellos conlleva. 

Artículo 31


Crea el Sistema Nacional de Museos, administrado por el Servicio e integrado por los museos dependientes de éste, así como por aquellos administrados por instituciones públicas o privadas, que se integren voluntariamente, y semana que éste tendrá por objeto contribuir a una gestión eficaz y eficiente de los museos que lo integren, los asesorará técnicamente, aportará en el desarrollo de los museos del país y promoverá la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados.


- Fue aprobado, sin enmiendas, por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

Artículo 32

Inciso primero


La norma aprobada en general prescribe que existirá un consejo asesor integrado, al menos, por los directores del Museo Nacional de Bellas Artes, el Museo Nacional de Historia Natural y el Museo Histórico Nacional, y por las demás personas o entidades que señale el reglamento. Este consejo asesor podrá proponer al Subsecretario del Patrimonio todas las medidas que estime necesarias para el fomento y desarrollo de los museos del país.


La indicación número 166), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza la expresión "del Patrimonio" por "de la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 


La indicación número 167), de Su Excelencia la Presidenta de la República, intercala, a continuación de la palabra “Patrimonio”, la expresión: “, por intermedio del Director del Servicio,”.


- Esta indicación fue retirada por el Ejecutivo.
Artículos 33, 34, 35, 36, 37 y 38.


Si bien estos artículos no fueron objeto de indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó discusión y votación separada de los mismos, como se ha señalado precedentemente en este informe.

Artículo 33


Crea el Sistema Nacional de Archivos, administrado por el Servicio, que estará constituido por el Archivo Nacional de Chile y los archivos regionales, en su caso, y por todos aquellos archivos privados que se integren al sistema voluntariamente. La disposición agrega que el Sistema Nacional de Archivos será dirigido por el Director del Archivo Nacional, y dependerá del Servicio y precisa que al Archivo Nacional le corresponderá supervisar la aplicación de las políticas y normas administrativas y técnicas para el funcionamiento de los archivos que integren este Sistema.


La Honorable Senadora señora Von Baer preguntó por el número de archivos regionales existen en la actualidad. 


El señor Ministro Presidente afirmó que son 2 en regiones además del de Santiago: los de las ciudades de Iquique y Temuco. Por ello, lo que está considerado en el Informe Financiero de este proyecto de ley es la creación de trece oficinas de Archivos Regionales en un plazo de ocho años. 


La Honorable Senadora señora Von Baer observó que sin perjuicio del espíritu de la norma, no existe la obligación de crearlos en 8 años, por lo que sólo se trata de una declaración de intenciones. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, dijo que efectivamente la norma a la que se ha hecho alusión para la creación de los Archivos Regionales no es vinculante, puesto que se utiliza el vocablo “podrá”. Afirmó estar de acuerdo con que sea de esta manera, con el objeto de atender a las necesidades que se presenten en cada uno de los territorios, las que siempre pueden ser diferentes. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand expresó que si se establece como una obligación se generará un cuadro complejo porque no se fija su modo de cumplimiento en caso de que no existan los recursos. Además, en su opinión no es conveniente que las leyes tengan estas propuestas programáticas y, en cambio, es mejor que su sentido quede reflejado en la historia fidedigna de la ley. 


En relación con lo expuesto, el señor Ministro Presidente expuso que el plazo de 8 años le parece razonable para cumplir con una meta de política pública como es la construcción de trece Archivos Regionales, con la consecuente amortización económica y la generación de economías de escala que se pueden presentar.


- En consideración a los argumentos planteados, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó dejar constancia en este informe de que la intención de la Comisión de Educación del Senado consiste en que todas las regiones puedan contar con Archivos Regionales.

Artículo 36


Esta disposición, al conceptualizar el término “biblioteca pública”, señala que se entiende que es aquella que abre sus puertas al público, independientemente de la propiedad o administración de la misma, y que tiene por objeto ser un lugar de encuentro y recreación de la comunidad, sitio de acceso a las tecnologías de la información y centro para la promoción de la cultura y la lectura, que tiene como función primordial ofrecer a los lectores un acceso amplio y sin discriminación a las colecciones bibliográficas, audiovisuales y de multimedia, o en cualquier otro soporte, actualizadas en forma permanente y añade que las bibliotecas públicas pueden ser estatales, privadas o comunitarias.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Allamand señaló que el concepto que consagra este precepto, que entiende por biblioteca pública “aquella que abre sus puertas al público, independientemente de la propiedad o administración de la misma”, significaría que serían privadas, en una interpretación a contrario sensu, las que no abren sus puertas al público. En relación con ese efecto, expresó que existen una serie de situaciones que se presentan que no caben dentro de la definición contenida en este artículo, como es el caso de las bibliotecas móviles, las privadas que se abren a un grupo de personas clubes de lectores y otras similares. 


Además, la norma señala que  éstas tendrán por objeto “ser un lugar de encuentro y recreación de la comunidad, sitio de acceso a las tecnologías de la información y centro para la promoción de la cultura y la lectura.” Consultó por el caso de las bibliotecas comunitarias y en qué lugar debieran ser encasilladas ante estas afirmaciones respecto de “lo público” y “la comunidad”. 


En ese mismo orden de ideas, afirmó que la distinción entre una biblioteca privada y una estatal no presenta dificultades, pero que con la definición que contempla este artículo sí puede generarse problemas de interpretación, como es el caso de las universidades privadas que tienen bibliotecas abiertas al público. Consultó qué sucede o qué categoría jurídica tendrían estos espacios privados de acceso público y las implicancias institucionales que ello conlleva. Aún más confuso, añadió, es el caso de una biblioteca privada que abre sus puertas al público y que establece un costo de entrada al recinto o por el uso del material.


En relación con estas mismas materias, el Honorable Senador Walker, don Ignacio, sugirió introducir una modificación de redacción al texto aprobado en general, incorporando una frase que diga “Para los efectos de esta ley, se entenderá como biblioteca pública”, con lo que, a su parecer, se salvan las interrogantes planteadas por el Honorable Senador señor Allamand precedentemente transcritas.


Por su parte, la Subdirectora del Consejo Nacional para la Cultura y de las Artes, señora Ana Tironi, explicó que la definición de una biblioteca pública implica que esté abierta al público en general o bien de manera segmentada, pero sin cobrar por el acceso a la misma o al material contenido en ella, por lo que el concepto de “público” está ligado al de “gratuidad”.


Precisó que en la actualidad el carácter público del Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas, que funciona en todo el país, es que funcionan bajo la tuición de la DIBAM y de la Biblioteca Nacional y, en algunos casos, a cargo de las municipalidades. 


Seguidamente, el Honorable Senador señor Montes hizo presente que una posible respuesta a la pregunta del Honorable Senador señor Allamand está en la parte final del artículo 36 del texto aprobado en general, que señala que “las bibliotecas públicas pueden ser estatales, privadas o comunitarias.” 


Sin perjuicio de lo anterior, concordó en que la conceptualización de “biblioteca pública” que plantea el precepto requiere de mejoras en su redacción que solucionen los problemas jurídicos que pueden acarrear la propiedad de la misma o el cobro por el acceso al recinto o por el uso de sus libros o archivos. 


- De conformidad con los argumentos expuestos, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y señora Von Baer y señores Allamand, Montes y Walker, don Ignacio, solicitó al Ejecutivo una nueva redacción de recoja las observaciones para una nueva definición de “Biblioteca Pública”. 

La redacción sería la siguiente:


“Para los efectos de esta ley, se entiende por biblioteca pública aquella que está permanentemente abierta al público, independientemente de la propiedad o administración de la misma. 


Tendrá por objeto ser un lugar de encuentro y recreación de la comunidad y de acceso a las tecnologías de la información y centro para la promoción de la cultura y la lectura. Su función primordial será ofrecer a los lectores un acceso amplio y sin discriminación a las colecciones bibliográficas, audiovisuales y de multimedia, o en cualquier otro soporte, actualizadas en forma permanente. Esta bibliotecas públicas pueden ser estatales, privadas o comunitarias.”.


El Ejecutivo formalizó la propuesta por medio de la indicación número 167 a), que introduce las siguientes enmiendas:


Uno) Incorpórase, al inicio, la siguiente frase: “Para los efectos de esta ley,”. 


Dos) Elimínase la palabra “sitio”. 


Tres) Reemplázase la frase “que tiene como función primordial”, a continuación de la expresión “lectura,”, por “cuya función primordial es”.


Si bien es cierto, los cambios propuestos por la indicación recogen las inquietudes planteadas durante la discusión de este precepto, la Comisión, para una mejor técnica legislativa, prefirió reemplazar el artículo en los términos que se han señalado precedentemente.


- En consecuencia, esta indicación fue aprobada, con enmiendas, según se ha señalado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio. 


- Por su parte, todas las normas referidas (artículos 33, 34, 35, 36, 37 y 38) fueron aprobadas, con las modificaciones señaladas en cada precepto, por mayoría de votos. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker. Votó en contra la Honorable senadora señora Von Baer. 

Artículo 39

Inciso primero


Dispone que la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerada, para todos los efectos, sucesora y continuadora legal del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones, con excepción de las materias de patrimonio , en que se entenderá sucesor del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Subsecretaría del Patrimonio o el Servicio del Patrimonio Cultural, según corresponda. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al señalado consejo se entenderán efectuadas a los mencionados organismos, según corresponda.


La indicación número 168), del Honorable Senador señor De Urresti, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 39.- El Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerado, para todos los efectos, sucesora y continuadora legal del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al señalado consejo se entenderán efectuadas al Ministerio.”.


La indicación número 169), del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza la expresión "Subsecretaría del Patrimonio" por "Subsecretaría de la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Ambas indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 

Inciso segundo


Establece que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas a la señalada Dirección se entenderán efectuadas al mencionado Servicio, con excepción de aquellas funciones y atribuciones que correspondan a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, respecto de las cuales dicha subsecretaría será la sucesora y continuadora legal de la mencionada dirección.


La indicación número 170) del Honorable Senador señor Tuma, reemplaza la expresión "Subsecretaría del Patrimonio" por "Subsecretaría de la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Al igual que las de los números 168) y 169), esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión, por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.


- Finalizada la discusión sobre las indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este artículo 39, el cual resultó aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio. Por la negativa la Honorable Senadora señora Von Baer. 


Sin perjuicio de la votación anterior, el Honorable Senador Walker sugirió, por razones de orden en los temas, incorporar como nuevo artículo 40 el inciso segundo del artículo 39 del texto aprobado en general, propuesta que contó con el voto afirmativo de los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Walker, don Ignacio, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -

Artículo 40


Al fijar la fecha de entrada en vigencia de esta ley, dispone que ello ocurrirá en la o las fechas que determine el decreto con fuerza de ley contemplado en el numeral 1 del artículo segundo transitorio.11

Esta norma del texto aprobada en general no fue objeto de indicaciones. 


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este artículo. 


- Sometido a votación, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, acordó suprimir esta norma del texto aprobado en general.

- - -

Artículo 41


Modifica la ley N° 17.288, que legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes números 16.617 y 16.719, y deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925.

Número 1)


Introduce modificaciones en el artículo 2° de la ley N° 17.288, de 1970, que Legisla Sobre Monumentos Nacionales, particularmente sobre su integración. 

Letra b)


Reemplaza la letra a) por la siguiente:


“a) Del Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que lo presidirá;”.


La indicación número 170 a), de S.E. la señora Presidenta de la República reemplaza dicho literal b), por otro, nuevo, del siguiente tenor:


“b) Reemplázase su literal a), por el siguiente:


“a) Del Subsecretario del Patrimonio Cultural, quien lo presidirá;”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Letra c)


Sustituye la letra b) de la legislación vigente, que dispone que el Consejo estará compuesto por el Director de Bibliotecas, Archivos y Museos, que actuará como Vicepresidente Ejecutivo, por una nueva letra b) que reemplaza al Director por el Subsecretario del Patrimonio Cultural, quien subrogará al Ministro cuando este se encuentre impedido de asistir por cualquier causa.


La indicación número 171), del Honorable Senador señor Tuma, sustituye en el literal b) propuesto la expresión "Subsecretario del Patrimonio" por "Subsecretario de la Interculturalidad y el Patrimonio".


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo. 

- - -


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este artículo. 

Número 1


Cabe hacer presente que los distintos literales que considera este precepto introducen enmiendas a la dependencia e integración del Consejo de Monumentos Nacionales.

Letra a)


Reemplaza la dependencia del Consejo, que actualmente es respecto del Ministerio de Educación Pública por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 


- Este literal fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y señora Von Baer, y señores Montes y Walker, don Ignacio.


A continuación, el Ejecutivo presentó una nueva redacción en la indicación número 171 a) para las letras b), c) y f) del texto aprobado en general, que se trascriben a continuación, con el objeto de realizar las adecuaciones necesarias en la integración del Consejo de Monumentos, la que guarda relación con una sugerencia que hiciera la Honorable Senadora señora Von Baer sobre este asunto. Las redacciones propuestas son las siguientes:

Letra b)


“b) Reemplázase su literal a) por el siguiente:


“a) Del Subsecretario del Patrimonio Cultural, quien lo presidirá;”.

Letra c)


“c) Sustitúyese su literal b) por el siguiente:


“b) Del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, quien será su Vicepresidente Ejecutivo y subrogará al Subsecretario cuando éste se encuentre impedido de asistir por cualquier causa;”

Letra f)


“Elimínase la letra t).”.


- La nueva redacción del Ejecutivo de los enunciados literales fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio.

Letra g)


Agrega en la integración del Consejo a un representante de asociaciones de barrios y zonas patrimoniales, nombrado de conformidad al reglamento y a un representante del Colegio de Arqueólogos de Chile.


Sobre el particular, el señor Ministro Presidente explicó, estas nuevas integraciones se hacen necesario por cuanto, en el caso de los barrios, abarca un área del patrimonio que no está incluido en lo que se refiere a las zonas patrimoniales, así como tampoco no existía en la composición de esta institución ningún arqueólogo. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Montes hizo presente que es necesario contar con la presencia de arqueólogos y representantes de barrios patrimoniales para la concepción del diseño de las ciudades para el futuro, toda vez que el modelo de desarrollo implementado en nuestro país no ha respetado zonas patrimoniales en pro de la construcción de edificios que anulan la identidad de diversos sectores de la sociedad. 


Seguidamente, José Cortés, representante de la DIBAM, señaló que la Sociedad Chilena de Arqueología es una agrupación que goza de antigüedad y prestigio, prestando apoyo en numerosas oportunidades al Consejo de Monumentos, pero hacía falta una reconocimiento institucional (en la ley) de los mismos, al igual como ocurre con otras agrupaciones de profesionales ligadas al rubro. 


Con la misma votación resultaron aprobados los literales d), e), g) y h) de este número 1 del artículo 41.

Número 2


La Honorable Senadora señora Von Baer aludió al artículo 3° de la ley vigente que se modifica por este numeral, esto es, la ley N° 17.288, que legisla sobre monumentos nacionales. Dicho artículo prescribe que “el Consejo tendrá un Secretario encargado de extender las actas, tramitar sus acuerdos y desempeñar las comisiones que se le encomienden y cuya remuneración se consultará anualmente en el Presupuesto del Ministerio de Educación Pública. El Secretario tendrá el carácter de ministro de fe para todos los efectos legales.”.


La enmienda aprobada en general dispone que la remuneración se consultará en el Presupuestos del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.


Tal cual como lo ha hecho presente en otras discusiones referidas a las Secretarías Técnicas de las reparticiones que se crean en este proyecto, consultó por la ubicación y la jerarquía que tendrá en la nueva institucionalidad esta Secretaría a la que alude el artículo 3° de la ley vigente. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, compartió la inquietud de la Honorable Senadora señora Von Baer en el sentido de que se aclare por parte del Ejecutivo el carácter y la dependencia de las Secretarías Ejecutivas, tal como se hizo cuando se discutió sobre este tema a propósito de las nuevas Subsecretarías que se crean, puesto que respecto de este artículo de la ley vigente no se formularon indicaciones. 


Sobre el particular, el representante de la DIBAM, señor José Cortés explicó que se trata de un Consejo que es un organismo colegiado en que el Presidente será el Subsecretario y el Vicepresidente Ejecutivo el Director del Servicio. Bajo esa línea de mando, añadió, estará el Secretario del Consejo de Monumentos, que es funcionario de la DIBAM. En otras palabras, explicó, la situación no sufre modificaciones de fondo en lo que respecta a la Secretaría Técnica. 


Por su parte, asesora del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, señora Karen Soto, precisó que de acuerdo con el proyecto de ley aprobado en general no se modifica el cargo del Secretario. Por ello, ocurrirá que el Secretario pasará a ocupar un lugar en la planta del Servicio del Patrimonio, por lo que ejercerá como jefe del equipo de la Secretaría Técnica que apoyará al Consejo. 


La Honorable Senadora señora Von Baer consultó en que norma de la ley vigente se considera al Secretario del Consejo como jefe de la Secretaría Técnica. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó se aprobó que la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales será parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural; de esta manera, como no se modifica el artículo 3° en cuestión, el Secretario no ocupará un cargo de jefatura en la planta. 

Número 3


Este numeral elimina dentro de las atribuciones del Consejo la de formar el Registro de Monumentos Nacionales y Museos.


La Honorable Senadora señora Von Baer consultó por las razones de dicha supresión. 


Al respecto, representante de la DIBAM, señor José Cortes, explicó que el Registro de Museos quedará radicado en el Sistema Nacional de Museos, en tanto que el de Monumentos estará en la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos. 


- Este numeral, al igual que los signados con los números 4, 5, 6 y 7, respecto de los cuales la Honorable Senadora señora Von Baer también solicitó votación separada, resultaron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y Señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio. 

Artículo 42


El precepto modifica la letra a) del número 1 del artículo 12, letra E, del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Impuestos a las Ventas y Servicios. Dicha disposición establece que estarán exentos del pago de dicho impuesto los ingresos percibidos por concepto de entradas a los espectáculos y reuniones artísticos, científicos o culturales, teatrales, musicales, poéticos, de danza y canto, que por su calidad artística y cultural cuenten con el auspicio del Ministerio de Educación Pública.


La modificación reemplaza la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por lo siguiente: “otorgado por el Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares, quien podrá delegar esta atribución en los secretarios regionales ministeriales del ramo. En el ejercicio de esta atribución, los secretarios regionales ministeriales deberán considerar los criterios que establezca el Subsecretario referido, mediante resolución dictada para estos efectos. Dicho Subsecretario emitirá un reporte anual sobre los auspicios otorgados, el que deberá remitir al Ministro del ramo y al Subsecretario de Hacienda”.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo presente que si bien este es un tema que escapa a la idea matriz de este proyecto de ley, es importante que el nuevo Ministerio de la Cultura, las Artes y el Patrimonio establezca un mecanismo, en conjunto con el Ministerio de Hacienda  y el Servicio de Impuestos Internos, con el objeto de que los artistas internacionales que se presenten en Chile paguen sus impuestos en el territorio, siempre considerando los tratados de reciprocidad que existen sobre la materia. 


En relación con este aspecto, la Honorable Senadora señora Von Baer concordó con el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y solicitó una indicación al Ejecutivo para que se informe, de manera periódica, a la Comisión de Educación y a la Subcomisión de Presupuestos que trata la Partida correspondiente acera de las causas y montos de las exenciones de que trata este artículo en materia de espectáculos artísticos. 


Atendidas las razones del debate, S.E. la señora Presidenta de la República en la indicación número 171 b) incorpora en la oración final, después de la palabra “Hacienda”, la siguiente frase: “y a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio. 


- Sometido a votación separada a petición de la Honorable Senadora señora Von Baer, este artículo fue aprobado con la modificación del Ejecutivo por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y señora Von Baer, y señor Walker, don Ignacio. 

Artículo 43


Modifica la ley N° 19.169, que establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales. Las modificaciones que se aprobaron en general y las indicaciones que se formularon a su respecto se refieren, fundamentalmente, a la integración de los jurados para el otorgamiento de dichos premios. La Comisión analizó conjuntamente todas estas disposiciones, como se consigna a continuación.

Número 1)

Letra a)

Modifica el artículo 9° del mencionado texto legal


La norma actual dispone en el inciso primero que dichos premios se otorgarán por jurados que, en todos los casos, estarán compuestos por el Ministro de Educación, el Rector de la Universidad de Chile y el último galardonado con el respectivo Premio Nacional.


El literal en análisis dispone que el jurado estará integrado en la forma señalada para el otorgamiento de los premios referidos en los artículos 3°, 4°, 5°, 6° y 8° de esta ley, es decir, Periodismo; Ciencias Exactas, de Ciencias Naturales y de Ciencias Aplicadas y Tecnológicas, Historia; Ciencias de la Educación y de Humanidades y Ciencias Sociales, no siendo aplicable la referida integración, por tanto, para los premios de los artículos 2°, Literatura, y 7°, Artes Plásticas, de Artes Musicales y de Artes de la Representación y Audiovisuales. La integración del jurado para el otorgamiento de estos últimos premios se regula en el número 2. de este artículo, que se trata más adelante.


La indicación número 172), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana,  suprime este numeral.
Letra b)


Este literal modifica el inciso segundo del mencionado artículo 9° eliminando en la integración del jurado para el otorgamiento de los premios nacionales de Literatura, Artes Plásticas, Artes Musicales y Artes de la Representación y Audiovisuales al académico del designado por el Consejo de Rectores

Número 2


Incorpora, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo 9° bis, el cual señala, consecuencialmente, que los premios referidos en los artículos 2° y 7° ya reseñados se otorgarán por jurados que, en todos los casos, estarán compuestos por el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y el último galardonado con el respectivo Premio Nacional y que integrarán además los jurados, según el Premio de que se trate, las siguientes personas:


a) Literatura: un representante de la Academia Chilena de la Lengua, y dos autores destacados de la literatura chilena, sean estos escritores, poetas o poetisas o ensayistas, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


b) Artes Plásticas: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, y dos creadores destacados en el ámbito de las artes visuales del país, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


c) Artes Musicales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, y dos creadores destacados de la música chilena, sean compositores, autores o intérpretes, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.


d) Artes de la Representación y Audiovisuales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, y dos personas destacadas en la creación y producción en las artes de la representación y audiovisuales del país, designadas por el Consejo Nacional de las Culturas , las Artes y el Patrimonio.


Esta norma fue objeto de cinco indicaciones, signadas con los números 173 a 177, todas formuladas por Su Excelencia la señora Presidenta de la República.


La primera de ellas, tiene por objeto de reincorporar al Rector de la Universidad de Chile en el jurado para el otorgamiento de los premios nacionales de Literatura, Artes Plásticas, de Artes Musicales y de Artes de la Representación y Audiovisuales. En tanto las otras hacen lo propio con el académico designado por el Consejo de Rectores. 


Conforme a lo anterior, las indicaciones 172 a 177 tienen por finalidad mantener la actual regulación sin enmiendas, dejando sin efecto, por ende, los cambios propuestos por el texto del primer informe.


- Puestas en votación todas estas indicaciones, resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Muñoz y señora Von Baer, y señor Walker, don Ignacio.

- - -


La indicación número 178), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega a continuación del número 3 el siguiente, nuevo:


“…. Elimínase en el artículo 11 la frase “sin expresión de causa”.”.


El artículo 11 señala que el jurado podrá declarar desiertos los Premios que establece esta ley, sin expresión de causa. 


- La indicación fue retirada por uno de sus autores, el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


La indicación número 179), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora un numeral nuevo con el objeto de suprimir el artículo 13 vigente, que declara que el jurado es soberano en la selección de postulantes, sin que exista la obligación de presentar informe documentado de méritos y que cada miembro del jurado deliberará en libertad.


- La indicación fue retirada por uno de sus autores, el Honorable Senador señor Quintana.

- - -


La indicación número 180), del Honorable Senador señor De Urresti, consulta después del numeral 6 el siguiente, nuevo:


“….Sustitúyese el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Al momento de dictarse el acto administrativo que consigne la elección del correspondiente galardonado, junto con consignar los beneficios económicos establecidos en los artículos precedentes, se deberán señalar los mecanismos e instancias de difusión de la vida y obra del galardonado.


En cumplimiento de lo señalado en el inciso precedente, cada galardonado podrá solicitar que se consigne su disponibilidad para colaborar con el Estado en las acciones y mecanismos de difusión de su vida y obra, para lo cual se podrán incluir las correspondientes licencias que cada premiado, libremente, estime pertinente otorgar sobre su obra.”.”.


Cabe hacer presente que la norma actual dispone que además de los beneficios económicos, el Estado promoverá el conocimiento y la difusión de la obra de los premiados.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

Artículo 44


La norma aprobada en general introduce diversas modificaciones en la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual. 

Número 1)


El inciso segundo del artículo 76 de la legislación vigente preceptúa, respecto del monto de los derechos de ingeniería; arquitectura; programas computacionales; obras cinematográficas, y cualquier otra inscripción de las que considera esta ley serán depositados en la cuenta corriente única de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, bajo la responsabilidad y custodia del funcionario que dicha Dirección designe, quien los destinará a la administración del Departamento de Derechos Intelectuales creado por el artículo 90 de esta ley.


La enmienda introducida por este numeral reemplaza en el inciso segundo del artículo 76 las expresiones “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” y “dicha Dirección”, por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “dicho Servicio”, respectivamente.


La indicación número 181), del Honorable Senador señor De Urresti, reemplaza esta enmienda con el objetivo de que el organismo encargado sea el Ministerio de las Culturas las Artes y el Patrimonio y no la referida Dirección.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este numeral. 


- Sometido a votación, resultó aprobado por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores Quintana, Montes y Walker, don Ignacio. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.

Número 2)


El artículo 90 de la ley vigente crea el Departamento de Derechos Intelectuales, que tendrá a su cargo el Registro de Propiedad Intelectual y las demás funciones que le encomiende el Reglamento. Este organismo dependerá de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y tendrá la siguiente Planta allí dispuesta. 


El texto aprobado en general crea el Departamento de Derechos Intelectuales, que tendrá a su cargo el Registro de Propiedad Intelectual y las demás funciones que le encomiende el reglamento. Este organismo dependerá del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. 


La indicación número 182), del Honorable Senador señor De Urresti, reemplaza la expresión “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


La indicación número 183), de Su Excelencia la Presidenta de la República, consulta a continuación del número 6 el siguiente, un nuevo numeral que modifica el inciso noveno del artículo 100 ter de la ley. Este precepto regula el procedimiento que se sigue en caso que la mediación fracase, disponiendo el referido inciso que el tribunal arbitral remitirá copia de la sentencia al Consejo de la Cultura y las Artes.


La indicación adecua la referencia, señalando que dicha sentencia deberá remitirse a la Subsecretaría de las Culturas y las Artes.


- Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores Quintana, Montes y Walker, don Ignacio. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.



Seguidamente la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada del resto de los numerales de este artículo, esto es, 2, 3, 4, 5, 6 y 7, los que resultaron aprobados por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer. 


Con la misma votación anterior, se aprobó el artículo 44. 

- - -

Artículo 45


Introduce modificaciones al artículo 8° de la ley N° 18.985, que Establece Normas Sobre Reforma Tributaria, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales, de la forma que sigue

Si bien esta norma no fue objeto de indicaciones, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de cada uno de los numerales del mismo. 

Número 1

Letra a)


Reemplaza en el párrafo segundo del numeral 1 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

- Este literal fue aprobado con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Votó en contra la Honorable Senadora señora Von Baer. 

Letras b) y c)


La primera de ellas sustitúyese en el numeral 3, las dos veces que aparece, la expresión “Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


La segunda reemplaza en el numeral 5 la frase “Ministerio de Educación, a propuesta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la expresión “Ministerio de las Culturas, la Artes y el Patrimonio”.


- Ambas letras del número 1 de este artículo fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer, y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Números 2, 3, 4 y 5


Estos numerales reemplazan en la letra c) del artículo 10 y en los artículos 11, 12, 17 y 19, la referencia al Consejo de la Cultura y las Artes y Ministerio de Educación por “Ministerio de las Culturas, la Artes y el Patrimonio”.


- Fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer, y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 


Con la misma votación, se aprobó el artículo 45 del texto aprobado en general. 

Artículo 47


Modifica la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura, y modifica otros cuerpos legales.

Número 2)

Letra b)


El artículo 5° del mencionado cuerpo legal crea, en el Ministerio de Educación, el Consejo Nacional del Libro y la Lectura.


Este consejo estará integrado entre otros, según reza el literal a) de este artículo 5°, por el Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, o su representante, quien lo presidirá. 


El texto aprobado en general reemplaza en la letra b) del numeral 2) la letra a) descrita por la siguiente:


“a) El Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”; 


Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 184) y 185). 

La primera de ellas, de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza el literal b) por el siguiente:


“b) Sustitúyese el literal a) del inciso segundo, por el siguiente:


“a) El Subsecretario de las Culturas y las Artes, quien lo presidirá”.”.


- Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Von Baer. 


La segunda, del Honorable Senador señor De Urresti, para sustituir el literal a) propuesto, por el que se señala:


“a) El Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio;”.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de este artículo. 


Sometido a votación separada el artículo 47, los acuerdos adoptados fueron los siguientes:


Números 1 y 2


Ambos numerales fueron aprobados por mayoría de votos. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.

Número 3


Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Artículo 48


Modifica la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Chilena.

Número 2)


El texto aprobado en general reemplaza todas las veces que aparece la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares.



Sobre este numeral recayeron las indicaciones números 186) y 187).

La primera propuesta, del Honorable Senador señor De Urresti, reemplaza la expresión “Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


La segunda, de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “Culturas y las Artes”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 49


Introduce enmiendas en la ley N° 19.891, sobre Fomento Audiovisual. 

Número 2)


Sustituye, todas las veces que aparece, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”.


La indicación número 188), del Honorable Senador señor De Urresti, reemplaza la expresión “Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


La indicación número 189), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “Culturas y las Artes”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de los números 3 y 4 de este artículo. 

Número 3


Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 4


Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 50


Introduce diversas modificaciones a la ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes.

Número 5)


Este numeral introduce enmiendas al artículo 28 de la ley N° 18.891, el cual crea el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en adelante "el Fondo", que será administrado por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes con el objeto de financiar, total o parcialmente, proyectos, programas, actividades y medidas de fomento, ejecución, difusión y conservación de las artes y el patrimonio cultural en sus diversas modalidades y manifestaciones, con exclusión de aquellas materias cubiertas por la ley Nº 19.227, de Fomento del Libro y la Lectura.


El inciso segundo declara que los recursos del Fondo se asignarán a proyectos seleccionados mediante concurso público. 

Letra b)


Intercala, en su inciso segundo, entre la expresión “concurso público” y el punto y final, la siguiente frase: “, lo que se formalizará a través de resolución del Subsecretario de las Artes”.

La indicación número 190), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la palabra “Artes” por la expresión “Culturas y las Artes”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 6)


Modifica el número 2) del actual artículo 29, que al disponer la constitución del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural, precisa que lo integrarán las donaciones, herencias o legados que se hagan al Consejo, con la precisa finalidad de incrementar los recursos del Fondo. La enmienda consiste en sustituir los vocablos “al Consejo” por la expresión “a la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”.


La indicación número 191), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.
- - -


Seguidamente, la indicación número 192), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega un literal, nuevo, con el objeto de eliminar en el número 6), referido a las Becas y Pasantías como parte del Fondo, la expresión “el patrimonio cultural”. De tal manera, este componente del referido fondo será para financiar proyectos de personas naturales del ámbito de la formación artística, la creación artística y la gestión cultural.

- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

- - -

Número 10)


Modifica el inciso primero del artículo 34 de la ley vigente, referido al procedimiento que regula la selección de proyectos que se propongan a nivel regional como nacional en cuanto a que ellos se sujetarán a las bases generales establecidas en las disposiciones precedentes y el respectivo reglamento. La enmienda propuesta por el numeral señala que las referidas bases serán definidas por el Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares.


La indicación número 193), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.


- Esta indicación fue aprobada por mayoría de votos. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -


A continuación, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de los numerales 1, 2, 3, 4, 5, 7, 8 y 11 de este artículo, como así también de los artículos 52 a 57 del texto aprobado en general. A continuación se hace una relación de dichas normas y de la votación que recayó sobre ellas.

Número 1


Elimina en el título de la ley la expresión “el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y”.


Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 2


Deroga el Título I, y los artículos 1° al 27 que lo integran.


Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 3


Elimina, a continuación del artículo 27, los siguientes epígrafes: - “Título II Del Fomento de la Cultura, las Artes y el Patrimonio Cultural”. - “Párrafo 1° Del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.


Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 4


Reemplaza, todas las veces en que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 5


En el artículo 28, introduce las siguientes enmiendas:


a) Agrega en el inciso primero, después de la palabra “Lectura”, la frase “, la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Nacional y la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual”.


b) Intercala, en su inciso segundo, entre la expresión “concurso público” y el punto y final, la siguiente frase: “, lo que se formalizará a través de resolución del Subsecretario de las Artes”.


Este número fue aprobado por mayoría de votos. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.

Número 7


En el inciso primero del artículo 30:


a) Elimina en el número 1 el vocablo “música” y la coma que le sucede, las palabras “y audiovisuales”, la frase “y los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas.”, y la oración “A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.


b) Suprime en el numeral 2) las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por un Comité de Especialistas. A partir de los resultados de tal evaluación, los proyectos serán seleccionados por un jurado.”.


c) Deroga los numerales 3 y 4, pasando los numerales 5 y 6 a ser 3 y 4, respectivamente.


d) Elimina en el numeral 5, que pasa a ser 3, las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas. A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.


Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 8


En el inciso primero del artículo 31: 


a) Reemplaza la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”. 


b) Elimina el guarismo “6”. 


c) Sustituye la frase “la forma de selección y designación de los Comités de Especialistas para la evaluación de los proyectos presentados al Fondo,” por “la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección,”.


- Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Número 11


Deroga el Título III, y los artículos 36 al 40 que lo componen.


- Este número fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 51


Reemplaza en el literal i) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las expresiones “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, “el Consejo” y “su Presidente” por las expresiones “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”, “el Ministerio” y “el Ministro”, respectivamente.


- Sometido a votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 52


Reemplázase en el literal h) del artículo 4° de la ley N° 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


- Este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 53


Modifica el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, que Organiza las Secretarías de Estado, con el objeto de incorporar en el listado de Ministerios al que se crea en virtud de este proyecto de ley.


- Este artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 54


Modifica la ley N° 17.236, que Aprueba Normas que Favorecen el Ejercicio y Difusión de las Artes, en la siguiente forma:


1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por la expresión “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


2. En el inciso segundo del artículo 2°, sustitúyese la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.


3. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 6° la frase “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


4. Sustitúyese en el artículo 7° las expresiones “Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, y “el Secretario-Abogado de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Subsecretario del Patrimonio”.


5. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 9° la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.


- Fue aprobado por mayoría de votos. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo 55


Reemplaza en los literales b) y j) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que Crea el Consejo Nacional de Televisión, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.


- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer, y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. 

Artículo 56


Modifica el decreto con fuerza de ley N° 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:


1. Otorga el siguiente título a esta norma: “Sobre instituciones nacionales patrimoniales dependientes del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


2. Reemplaza en el artículo 2° la expresión “el Director General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


3. Elimina los artículos 1°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10, 11,12, 13, 19, 20, 21, 22, 24,26 y 28.


4. En el inciso segundo del artículo 8°:


a) Sustituye la expresión “a la Dirección General” por “al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


b) Reemplaza la expresión “la Dirección General”, la segunda vez que aparece, por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


5. Sustituye en el artículo 15 la expresión “La Dirección General” por “El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


6. Elimina en el artículo 16 la frase “ni objeto alguno de las colecciones de los museos”.


7. Sustituye en el inciso primero del artículo 17 la expresión “el Director General” por “el funcionario que lo subrogue”. 


8. Reemplaza en el artículo 23 las expresiones “museos de provincia” por “museos regionales”, “Dirección General” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “decreto supremo” por “resolución del Director Nacional”.


- Los números 1), 2) 3), 4), 5) y 8) del precepto fueron aprobado por mayoría de votos. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Von Baer. En tanto que los numerales 6) y 7) lo fueron por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 57


Modifica la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en el siguiente sentido:


1. Reemplaza en los incisos primero y segundo del artículo 30 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


2. Sustituye en el inciso segundo del artículo 8° transitorio la expresión “de la Dirección General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.


- Fue aprobado por mayoría de votos. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Montes, Quintana y Walker, don Ignacio. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Von Baer.

Artículo 58


Sustituye en el artículo 35 de la ley N° 20.079, de 2005, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del Sector Público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la frase “Subsecretario de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”.


Cabe hacer presente que la norma en comento permite a la referida autoridad a contratar, según las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, al personal que se desempeña en la Orquesta de Cámara de Chile y el Ballet Folclórico Nacional, hasta el máximo de trabajadores que autorice la Ley de Presupuestos.


La indicación número 194), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio.
Artículo 59


El texto aprobado en general introduce dos modificaciones en la ley N° 20.216, que establece normas en beneficio del circo chileno, del siguiente tenor:


1. En el inciso primero del artículo 2° elimínase la expresión “, animales amaestrados”. 


2. En el inciso segundo del artículo 3° elimínase la frase “el Servicio Agrícola y Ganadero,”.


La indicación número 195), de la Honorable Senadora señora Von Baer, lo suprime. 


Esta indicación fue retirada por su autora.
- - -


Seguidamente, en la indicación número 196), Su Excelencia la Presidenta de la República agrega un nuevo artículo al texto aprobado en general, del siguiente tenor: 


“Artículo …- Reemplázase, el artículo 4 de la ley N° 19.166, que Modifica ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, por el siguiente:


“Los fondos recaudados por las entidades de gestión colectiva de derechos intelectuales, que no sean distribuidos o no sean cobrados por sus titulares, dentro del plazo de tres años contado desde su percepción, incrementarán los recursos que anualmente destine el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, para financiar los Fondos Culturales y Artísticos.”.”.


El mencionado artículo 4° vigente dispone que los fondos recaudados por las entidades de gestión colectiva de derechos intelectuales, que no sean distribuidos o no sean cobrados por sus titulares, dentro del plazo de tres años contado desde su percepción, incrementarán los recursos que anualmente destine el Ministerio de Educación para financiar los proyectos de desarrollo artístico y cultural que se encuentran reglamentados en la forma establecida en la glosa 09 de la Subsecretaría de dicho Ministerio de la Ley de Presupuestos del Sector Público del presente año, y en el Decreto Supremo N° 125, de Educación, de 1992.


El señor Ministro Presidente explicó que el sentido de la indicación, que modifica la ley vigente, radica en una adecuación para que sea el Ministerio de la Cultura, las Artes y el Patrimonio quien se encargue de los fondos a que se hace mención, y no el Ministerio de Educación. 


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio.

- - -


La indicación número 197), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para introducir un artículo nuevo, del tenor siguiente:


“Artículo…- Agrégase en el decreto con fuerza de ley N° 33 de 1979, que fija el Estatuto del Personal del Ministerio de Relaciones Exteriores el siguiente Artículo 5° Bis:


“Artículo 5° BIS.- En el caso de los agregados culturales, éstos deberán ser al menos 11 de las 33 designaciones que establece el Artículo 5°.


Para su designación, el Presidente de la Republica deberá considerar a aquellos artistas, gestores, críticos, curadores y en general personalidades del mundo de la cultura, las artes y el patrimonio, de las más variadas disciplinas y manifestaciones que, por medio de su obra o trabajo, hayan desarrollado o cuenten con la capacidad de desarrollar iniciativas o proyectos de intercambio cultural en el exterior.


Los agregados culturales, en el ejercicio de sus funciones, deberán ejecutar los proyectos e iniciativas que estimen pertinentes, en consideración a la realidad y necesidad del país en que desarrollen su misión, debiendo coordinarse, para tal efecto, con el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y la Dirección de Asuntos Culturales y de Información del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.
- - -


La indicación número 198), del Honorable Senador señor De Urresti, incorpora, en un sentido similar a la anterior, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo…- Agrégase en el decreto con fuerza de ley N° 33 de 1979, que fija el Estatuto del Personal del Ministerio de Relaciones Exteriores el siguiente Artículo 5° Bis:


“Artículo 5° Bis.- En el caso de los agregados culturales, éstos deberán ser, al menos, 9 de las 33 designaciones que establece el Artículo 5°.


Para su designación, el Presidente de la Republica deberá considerar a aquellos artistas, gestores, críticos, curadores y en general personalidades del mundo de la cultura, las artes y el patrimonio, de las más variadas disciplinas y manifestaciones que, por medio de su obra o trabajo, hayan desarrollado o cuenten con la capacidad de desarrollar iniciativas o proyectos de intercambio cultural en el exterior.


Los agregados culturales, en el ejercicio de sus funciones, deberán ejecutar los proyectos e iniciativas que estimen pertinentes, en consideración a la realidad y necesidad del país en que desarrollen su misión, debiendo coordinarse, para tal efecto, con el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y la Dirección de Asuntos Culturales y de Información del Ministerio de Relaciones Exteriores.”.”.


- Esta indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero


En su inciso primero crea un Consejo Asesor de Pueblos Indígenas (en adelante “Consejo Asesor”), para asesorar al Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena, que estará integrado por nueve personas pertenecientes a los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de sus culturas, artes y patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la ley.


El inciso segundo preceptúa que un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de cuatro sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.


El inciso tercero declara que este Consejo cesará en sus funciones en la fecha de entrada en vigencia de la ley que establezca la creación de un Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, o un órgano similar que determine la ley.


En la indicación número 199), los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana sugieren trasladarlo al articulado permanente, eliminando su inciso final.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio. 


El Honorable Senador señor Quintana, de conformidad con el artículo 125 del Reglamento de la Corporación, solicitó reapertura del debate sobre esta indicación. 


El señor Presidente indicó que, conforme a lo acordado por la Comisión en una sesión anterior, en el sentido que la reapertura del debate podía solicitarse en cualquier momento, sin necesidad de someter a votación la petición respectiva, procedió en la forma requerida por el Senador señor Quintana. 


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por mayoría de votos. Por la afirmativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores De Urresti y Quintana. Por el rechazo el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio. 


De esta manera, el artículo primero transitorio pasa a ser artículo 41 del proyecto de ley, es decir, como la última de las normas permanentes referidas a la nueva institucionalidad que se crea en virtud de esta iniciativa legal, con las enmiendas que se indican seguidamente a raíz de la aprobación de indicaciones.
Inciso primero


La indicación número 200), del Honorable Senador señor Tuma, agrega después de las palabras “pertenecientes a” la expresión “cada uno de”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio. 

Inciso segundo


La indicación número 201), de la Honorable Senadora señora Von Baer, reemplaza la oración “Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo” por el siguiente texto: “Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el adecuado funcionamiento del Consejo. El procedimiento para la propuesta, designación y cesación de los miembros del consejo se realizarán en virtud de lo establecido en la 20.500 sobre participación y las demás normas legales vigentes que le sean aplicables.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer explicó que el sentido de la indicación radica en que sea la ley N° 20.500, sobre participación ciudadana, la que regule el procedimiento de designación y cesación de los miembros del Consejo y no un reglamento.


En relación con este propuesta, la asesora del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, señora Karen Soto, afirmó que, a juicio del Ejecutivo, es conveniente replicar las normas que se han aprobado para el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio para los Consejos sectoriales. En ese sentido, puntualizó, la propuesta gubernamental es incorporar en el proyecto las causales de cesación. De esta manera, solicitó que se mantenga una parte del texto aprobado en general, particularmente el que prescribe que “un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo.”


En cuanto a la cesación, como indicó, esta se regulará en la ley de la misma forma que se aprobó para el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio; idea que será recogida en una nueva redacción del Ejecutivo.


- Sometida a votación, esta indicación fue rechazada por mayoría de votos. Votaron en contra los Honorables Senadores Montes y Walker. Se pronunció a favor la Honorable Senadora señora Von Baer.


La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio, solicitaron dejar constancia en este informe de que pese al rechazo de la indicación, la idea contenida en ella, esto es, que sea la ley la que regule la cesación en el cargo, fue recogida por el Ejecutivo para la nueva redacción del texto.

- - -


De esta forma, la indicación número 201 a), de S.E. la señora Presidenta de la República, incorpora, a continuación del primer punto seguido (.), la siguiente frase:


“Los Consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un período sucesivo, por una sola vez.”.


- Esta indicación resultó aprobada con el acuerdo unánime de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -

Inciso tercero


La indicación número 202), del Honorable Senador señor Tuma, incorpora la siguiente oración final: "Este Consejo ejercerá las facultades de la institucionalidad representativa de los Pueblos Indígenas que determina esta ley, hasta el momento de la cesación de sus funciones.".


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio. 

- - -


Según se ha señalado precedentemente en este informe, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló una indicación, la 201 b), que incorpora 2 incisos nuevos (tercero y cuarto, pasando el actual tercero a ser quinto) a este artículo:


“Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:


a)
Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b)
Renuncia voluntaria.


c)
Condena a pena aflictiva. 


d)
Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.


e)
Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.”.


- Esta indicación resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio. 

- - -

Artículo segundo

Encabezado


La disposición faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular una serie de materias.


La indicación número 203) de Su Excelencia la Presidenta de la República, dispone el plazo de diez meses para el ejercicio de la referida facultad.


Sobre el particular, el señor Ministro Presidente explicó que el proyecto original fijaba un plazo de 12 meses para la dictación  de los decretos con fuerza de ley respectivos. En la Comisión de Hacienda de la Honorable Cámara de Diputados se rebajó este plazo a 6 meses. Hizo presente que la indicación en discusión recoge el planteamiento formulado por la  Dirección de Presupuestos en el sentido que el plazo máximo para poner en marcha la nueva institucionalidad contenida en este proyecto de ley debe ser el de 10 meses. Asimismo, precisó que para le entrada en vigencia de este proyecto se dictará un solo decreto con fuerza de ley. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Montes dijo ser partidario de mantener el plazo de 6 meses, con el objeto de no dilatar las autorizaciones de gastos que puedan dilatar la puesta en marcha de la nueva institucionalidad.


- Puesta en votación, esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio.

Número 2)


Dispone que el o los referidos decretos con fuerza de ley deberán fijar las plantas de personal de las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas y podrá establecer la gradualidad en que los cargos serán creados; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de hacienda. Asimismo, podrá determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, en relación con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. En este proceso se deberá salvaguardar que el número de cargos destinados a la planta de directivos de exclusiva confianza, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 18.834, sea debidamente proporcional al número de cargos de las otras plantas del Ministerio.


El numeral fue objeto de tres indicaciones:


La indicación número 204), de la Honorable Senadora señora Von Baer, elimina de las materias que deberá regular la normativa legal por delegación lo referido a los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos.


La indicación número 205), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sustituye la oración que señala “En este proceso se deberá salvaguardar que el número de cargos destinados a la planta de directivos de exclusiva confianza, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 18.834 sea debidamente proporcional al número de cargos de las otras plantas del Ministerio.”, por la siguiente: “El número de cargos a que se refiere el artículo 8 de la ley N°18.834, será determinado considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifiquen las respectivas funciones.”.


La indicación número 206), de la Honorable Senadora señora Von Baer, agrega la siguiente oración final: “Toda contratación o traspaso de personal ya sea en calidad de planta o contrata deberá cumplir con requisitos mínimos de concursabilidad, idoneidad, objetividad, imparcialidad y transparencia, sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.”.


A propósito de la indicación número 204), la Honorable Senadora señora Von Baer expresó que la determinación de las plantas y de los requisitos para el ingreso y promoción a las mismas es asunto que hay estudiar con detención, particularmente en lo que se refiere al número de funcionarios que las integrarán. En su opinión el texto aprobado en general entrega amplias facultades al Ejecutivo para ello, razón por la cual la indicación persigue que esta situación se ajuste a la Constitución, a la ley de Bases Generales de la Administración del Estado y al Estatuto Administrativo.


En el mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó al Ejecutivo una simulación respecto del número de funcionarios desagregados por área del nuevo Ministerio y del costo que ello significa para el Estado. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Montes, dijo que el número de funcionarios de planta del Consejo de la Cultura y de las Artes es cercano al 2%, mientras que el 98% restante se divide entre honorarios y a contrata, razón por la cual es importante conocer cómo quedará constituida la situación laboral de los trabajadores con este proyecto de ley. 



En relación con las consultas de los señores parlamentarios, el Jefe de Planificación del Consejo Nacional de la Cultura y de las Artes, señor Eduardo Oyarzún, señaló que el nivel central de la nueva institucionalidad es la que se demuestra en el siguiente cuadro con el mayor gasto anual que allí se contiene (cifras referenciales):
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Enseguida, desglosó en las láminas que se transcriben los cargos que se crean en el equipo ministerial; la Subsecretaría de las Artes; la Subsecretaría del Patrimonio, y el Servicio Nacional del Patrimonio. 
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A nivel regional, la dotación de personal queda de la siguiente manera:
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En lo que respecta al gasto de la nueva institucionalidad, este queda demostrado así:
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A continuación, el señor Ministro Presidente recordó que el Consejo nace de la División de Cultura del Ministerio de Educación. Por ello cuando se crea en el año 2003 los funcionarios de esa División pasaron a formar parte del Consejo Nacional de la Cultura. La intención del proyecto es adecuar a los trabajadores que han desempeñado sus funciones durante los últimos 14 años.


El Honorable Senador señor Montes manifestó su preocupación por este asunto, toda vez que se pretende solucionarlo por medio de la dictación de un decreto con fuerza de ley y con un informe financiero, lo que, en su opinión, refleja un escenario de inestabilidad para los funcionarios. Estimó que buena parte de lo que se ha expuesto tiene que incorporarse en este proyecto de ley, al menos el número y la definición de los cargos, más aun considerando que sólo el 2% de los funcionarios del nuevo Ministerio tienen la calidad de planta. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, concordó con lo expuesto por el Honorable Senador señor Montes, en el sentido de que el proyecto que hoy conoce este Comisión tiene que resolver el tema antes de que lo vea la Comisión de Hacienda del Senado. 


Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que la determinación del número y definición de los cargos, así como el encasillamiento, tiene que quedar definido en la resolución que adopte esta instancia legislativa y no esperar a que lo resuelva la Comisión de Hacienda, puesto que, en ese escenario, el debate y el estudio que ha hecho la Comisión de Educación carece de sentido. 


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, también estuvo de acuerdo acerca de que el Informe Financiero no es parte de la ley y que tampoco puede entregar de manera abierta a un decreto con fuerza de ley un asunto como el que está en debate. En esta misma línea, consultó al Ejecutivo si el Ministerio de Hacienda resolvió acerca de los montos que se van a destinar, así como también respecto de las funciones, cargos y calidad de los mismos y de cómo quedarán los cerca de 1.300 funcionarios que hoy son parte del Consejo.


El señor Ministro Presidente recordó que existe una Mesa de Trabajo compuesta por la Asociación de Funcionarios del Consejo de la Cultura y el Ministerio de Hacienda, por lo que no cuenta con la información específica que se ha requerido. 


El Honorable Senador señor Walker don Ignacio, señaló que estos temas deben quedar regulados en una ley, por ello lo que siempre se solicita en este tipo de iniciativas es una simulación de lo que resultará. Por ello, según dijo, no es adecuada una respuesta como lo que ha planteado el señor Ministro de que aún se está conversando en una mesa de trabajo. Por esa razón, sugirió que una vez que terminen dichas negociaciones y se cuente con la información completa acerca de estas materias, se voten las indicaciones que se refieren al tema. 

Número 4)


Determinar la dotación máxima del personal de las subsecretarías y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


La indicación número 207), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el siguiente:


“4. Determinar la dotación máxima del personal de las Subsecretarías y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.”.

Número 6)


Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


La indicación número 208), de la Honorable Senadora señora Von Baer, para suprimirlo.


- En virtud de los argumentos expuestos, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Montes y Walker, acordó dejar pendiente la resolución de las indicaciones formuladas a este numeral, es decir, la signadas con los números 204, 205, 206, como así también las números 207, 208 y 209, recaídas en los números siguientes, según se consigna a continuación.


Como se ha señalado precedentemente en este informe, en el nuevo plazo de indicaciones, Su Excelencia la señora Presidenta de la República, formuló las siguientes indicaciones en relación con este precepto

Uno) La 204 a), que suprime la frase “generales y”.

Dos) La 206 a), que incorpora en el numeral 3, la siguiente oración final:


“La selección de personal, ya sea en calidad de planta o contrata, se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales, transparentes e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos, de conformidad a lo establecido en la ley. Lo anterior, es sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.".

- Ambas indicaciones resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio. 


Resultado de ese acuerdo, las indicaciones números 204) y 206) fueron aprobadas con modificaciones, subsumidas en las indicaciones números 204 a) y 206 a), respectivamente. 


Las indicaciones números 205) y 207) fueron aprobadas con la misma unanimidad. 


La indicación número 208) fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión por tratar de materias propias de la iniciativa del Ejecutivo. 

Número 9)


Para la dictación del o los decretos con fuerza de ley de conformidad al presente artículo, la autoridad tomará conocimiento de la opinión, a través de un proceso participativo, de la o las entidades nacionales que agrupen a las asociaciones de funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.


La indicación número 209), de Su Excelencia la Presidenta de la República, suprime la frase “, a través de un procedimiento participativo,”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio. 
Artículo tercero

Inciso primero


Dispone que en tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, todos sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.

- - -


La indicación número 210), del Honorable Senador señor Quintana, para introducir, a continuación del inciso primero, uno nuevo, del tenor que se indica:


“Los funcionarios de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y de su sucesor legal, el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar SERBIMA, entidad de seguridad social creada por la ley N° 19.556.”.


- Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señorea Von Baer y señores Montes y Walker, don Ignacio.

- - -

Artículo sexto


Señala que las personas que, a la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, estén cumpliendo la función de directores de las instituciones patrimoniales nacionales de que trata esta ley, continuarán cumpliendo dicha función y cargo por un período de tres años, contado desde la fecha antes señalada, según lo dispone el numeral 1 del artículo segundo transitorio, salvo renuncia voluntaria del interesado.

La indicación número 211), de la Honorable Senadora señora Von Baer, agrega después de la locución “cumpliendo dicha función y cargo” la frase “, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 8° de la Ley 18.834 sobre Estatuto Administrativo,”.


La asesora del Consejo Nacional de la Cultura, señora Karen Soto, señaló que la indicación, en opinión del Ejecutivo es inadmisible por tratarse de una materia que es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. Sin perjuicio de lo anterior, comparte el sentido de la misma y sugirió una nueva redacción del siguiente tenor:


Agregar, a continuación del punto final,  que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente:


“Los funcionarios permanecerán en estos cargos mientras se encuentren calificados en lista número 1, de distinción.”.


En razón de lo anterior, Su Excelencia la señora Presidenta de la República formuló la indicación número 211 a), que incorpora a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 


“Los funcionarios permanecerán en estos cargos mientras se encuentren calificados en lista número 1, de distinción.”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores De Urresti, Quintana y Walker, don Ignacio.


La indicación número 211 fue aprobada, con el mismo quórum, subsumida en aquellas.

- - -


Las últimas cuatro indicaciones formuladas a este proyecto de ley proponen agregar nuevos preceptos al mismo, según se consigna a continuación:


La indicación número 212), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega un nuevo artículo, del siguiente tenor:


“Artículo….- Junto con la entrada en vigencia de esta ley, el Ministerio comenzará un proceso de consulta ciudadana para reformular las leyes y reglamentos que lo rigen, a fin de generar un mecanismo de financiamiento estable para artistas consagrados.”.

- - -


La indicación número 213), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, incorpora un nuevo artículo, del tenor que se indica:


“Artículo….- Junto con la entrada en vigencia de esta ley, el Ministerio comenzará un proceso de reformulación de las leyes y reglamentos que lo rigen, que permita generar un mecanismo nuevo de financiamiento estable para costear los gastos básicos de funcionamiento, para los recintos que tienen por objeto principal la exhibición o circulación de las artes.”.

- - -


La indicación número 214), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, agrega el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo….- Junto con la entrada en vigencia de esta ley, el Ministerio de las Culturas y el Ministerio de Hacienda, comenzarán un proceso participativo de reformulación del decreto con fuerza de ley N° 825, Sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, que permita exención tributaria permanente para todas las manifestaciones artísticas y culturales así como para los recintos que tienen por objeto principal la exhibición o circulación de las artes.”.

- - -


La indicación número 215), de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, consulta un nuevo artículo, del tenor siguiente:


“Artículo….- Junto con la entrada en vigencia de esta ley, el Ministerio comenzará un proceso participativo de reformulación de la ley N° 19.169, que Establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales, en el sentido de generar categorías nuevas en las siguientes cuatro disciplinas: Teatro, Danza, Circo y Audiovisual.”.


- Estas cuatro indicaciones fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión por tratarse de materias propias de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.
- -  -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación y Cultura tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:
MODIFICACIONES

Artículo 1.-

- Eliminar en todos sus numerales la palabra “Principio” con que se encabeza cada uno de ellos.
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, 3x0).

Número 1.

Reemplazarlo por el siguiente: 

“1.- De diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad, la dignidad de todas las culturas e identidades y el respeto mutuo entre las diversas identidades culturales que cohabitan en el territorio nacional como valores culturales fundamentales.”.

(Indicaciones números 1) y 5), aprobadas con modificaciones 3x0.)

Artículo 3.-

Número 2

Reemplazarlo por el siguiente:

 “2. Fomentar el desarrollo de las industrias y de la economía creativa, contribuyendo en los procesos de inserción en circuitos y servicios de circulación y difusión, para el surgimiento y fortalecimiento del emprendimiento creativo tanto a nivel local, regional, nacional e internacional.”.

(Indicación número 14), aprobada 3x0.)

Número 3

Sustituirlo por el que sigue:

 “3. Contribuir al reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural, promoviendo su conocimiento y acceso y fomentando la participación de las personas y comunidades en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.”.

(Indicación número 15), aprobada 3x0.)

Número 4

Reemplazarlo por el siguiente:

 “4. Promover y colaborar en el reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural indígena, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones del folclor del país y de las culturas tradicionales y populares en sus diversas manifestaciones.”.

(Indicación número 16), aprobada con modificaciones 3x0.)

Número 8

Sustituirlo por el que se señala:

“8. Fomentar y colaborar, en el ámbito de sus competencias, en el desarrollo de la educación artística no formal como factor social de desarrollo.”.

(Indicación número 19), aprobada 3x0.)

Número 12

Reemplazarlo por el que sigue:

 “12. Impulsar la construcción, ampliación y habilitación de infraestructura y equipamiento para el desarrollo de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales del país, propendiendo a la equidad territorial, y promover la capacidad de gestión asociada a esa infraestructura, fomentando el desarrollo de la arquitectura y su inserción territorial; como asimismo, promover y contribuir a una gestión y administración eficaz y eficiente de los espacios de infraestructura cultural pública y su debida articulación a lo largo de todo el país.”.

(Indicaciones números 24) y 25), aprobadas con modificaciones 3x0.)

Número 14

Reemplazarlo por el siguiente:

 “14. Promover la inversión y donación privada en el ámbito de las culturas, las artes y el patrimonio.”.

(Indicación número 26), aprobada 3x0.)

Número 20

Agregar después de la expresión “en materia cultural”, la siguiente: “, artística”.

(Indicación número 28), aprobada 3x0.)

Número 22

Agregar después de la expresión “desarrollo cultural,”, la locución “artístico y patrimonial”.

(Indicación números 29), aprobada 3x0, e indicación número 30), aprobada con modificaciones 3x0.)

Número 26

Reemplazarlo por el siguiente:

“26. Declarar el reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y definir las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.”.

(Indicación número 32), aprobada con modificaciones 3x0.)

Número 29

Incorporar, a continuación de la palabra “desarrollo”, la frase “e implementación”.

(Indicación 39 a, aprobada 3x0).

Número 30

Sustituirlo por el que sigue:

 “30. Desarrollar y operar sistemas nacionales y regionales de información y registro cultural y patrimonial de acceso público, de conformidad a la normativa vigente.”.

(Indicación número 40, aprobada 3x0.)

- - -

Agregar el siguiente inciso final, nuevo: 

“Para ejercer las atribuciones conferidas en los números 2, 18, 19, 21, 22, 26 y 28 del presente artículo, el Ministerio deberá siempre oír la opinión del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio dentro del plazo que al efecto fije el Reglamento. En caso de no emitirse la opinión del Consejo dentro del plazo señalado en el Reglamento, el Ministerio adoptará la resolución correspondiente.”.
(Indicación número 44.b, aprobada 3x0).

- - -

ARTICULO 4.
Letra a)

Eliminar las expresiones “o la Ministra”  y la palabra “, indistintamente,”.

(Indicación número 45, aprobada con modificaciones 3x0.)

Letra b)

Reemplazarla por la siguiente:

“b) La Subsecretaría de las Culturas y las Artes (en adelante “la Subsecretaría de las Culturas”).”.

(Indicación número 46, aprobada 3x0.)

ARTÍCULO 6

Inciso segundo

Sustituirlo por el que sigue:

 “Para la confección del señalado reglamento se deberán considerar los mecanismos de información a los funcionarios y sus asociaciones.”.

(Indicación número 51, aprobada 3x0.)

ARTÍCULO 7

Inciso primero

Reemplazar la palabra “Artes” por “Culturas”.

 (Indicación número 52, aprobada 3x0.)

Inciso segundo

Agregar después de la expresión “Subsecretario de las”, las palabras “Culturas y las” y a continuación del vocablo “Patrimonio”, la palabra “Cultural”.

(Indicaciones números 54) y 56), aprobadas 3x0.)

Inciso tercero

Reemplazar la palabra “Artes” por “Culturas”.

(Indicación número 57, aprobada 3x0.)

PÁRRAFO 1°

De la Subsecretaría de las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares

Sustituir en el epígrafe la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.

(Indicación número 58, aprobada 3x0.)

ARTÍCULO 8

Inciso primero

Reemplazarlo por el que sigue:

“La Subsecretaría de las Culturas y las Artes estará a cargo del Subsecretario (en adelante “el Subsecretario de las Culturas”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar, ejecutar y evaluar planes y programas en materias relativas al arte, a las industrias culturales, a las economías creativas, a las culturas populares y comunitarias, a las asignadas en esta ley y las demás tareas que el Ministro le encomiende.”.

(Indicación número 59, aprobada con modificaciones 3x0, e indicación número 60, aprobada 3x0.)

ARTÍCULO 9

Inciso primero

Reemplazarlo por el que sigue:

 “La Subsecretaría de las Culturas deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales para el desarrollo artístico y cultural del país, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá diseñar y ejecutar planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 30 del artículo 3.”.

(Indicación número 61, aprobada con modificaciones 3x0.)

Inciso segundo

Sustituirlo por el siguiente:

 “Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría del Patrimonio o con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría de las Culturas deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.”.

(Indicación número 64, aprobada con modificaciones 2x1 en contra.)

ARTÍCULO 10

Inciso primero

Reemplazar la palabra “Artes” por “Culturas”.

(Indicación número 65, aprobada 3x0.)

Inciso segundo

Agregar la siguiente oración final: “Los consejos deberán recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite. Asimismo, remitirán al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, información sobre los procedimientos de asignación de recursos de los respectivos fondos.”.

(Indicación número 66, aprobada con modificaciones 3x0.)

Inciso cuarto

Reemplazar el inciso cuarto, por el siguiente:

“Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena a pena aflictiva.

d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Los reemplazantes de las vacantes que se puedan generar serán elegidos utilizando el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y ejercerán el cargo de consejero por el resto del período que a éste le correspondía cumplir.”. 

(Indicaciones números 67, 68 y 68 a, unanimidad 4x0).
ARTÍCULO 11

Inciso primero

Reemplazarlo por el siguiente:

 “La Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario del Patrimonio Cultural (en adelante “el Subsecretario del Patrimonio”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial, infraestructura patrimonial y participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.”.

(Indicación número 71, aprobada con modificaciones 3x0.)

ARTÍCULO 12

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 12.- La Subsecretaría del Patrimonio deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá formular planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, numerales 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29 y 30.

Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría de las Culturas y con el Servicio del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría del Patrimonio deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.”.

(Indicación número 71 a, aprobada 4x0, e indicación número 76, aprobada 3x0.)

ARTÍCULO 13


Suprimir la expresión “o una Secretaria”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado)

ARTÍCULO 14

Número 6

Intercalar a continuación de la expresión “cultural,” la expresión “artístico o patrimonial,”.

(Indicación número 80, aprobada 3x0.)

ARTÍCULO 16

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 16.- Créase el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que será presidido por el Ministro, y estará además integrado por:

1.
El Ministro de Relaciones Exteriores o su representante.

2.
El Ministro de Educación o su representante.

3.
El Ministro de Economía, Fomento y Turismo o su representante.

4.
Tres personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura o gestión cultural, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores o gestores, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

5.
Dos personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

6.
Dos personas representativas de las culturas populares, culturas comunitarias u organizaciones ciudadanas que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creadores, cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

7.
Dos personas representativas de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designadas por las asociaciones, comunidades y organizaciones indígenas constituidas según la legislación vigente. 

8.
Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años. 

9.
Una persona representativa de las comunidades de inmigrantes residentes en el país con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente.

10.
Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción.

Los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios.

Tratándose de las propuestas o designaciones de las personas de que tratan los numerales 4), 5), 6), 7) y 8) del inciso primero, éstas deberán realizarse asegurando, en cada caso, la representatividad de ambos sexos y que al menos una de ellas, en cada caso, sea de una región distinta de la Metropolitana.

Un Reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento a través del cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del Consejo señalados en el presente artículo, para lo cual deberá existir un Registro Nacional de organizaciones. 

Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un periodo sucesivo, por una sola vez.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a)
Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b)
Renuncia voluntaria.

c)
Condena a pena aflictiva. 

d)
Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e)
Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.

Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, quedarán sujetos a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y en el título II de la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. 

El Consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio Consejo. El Subsecretario de las Culturas actuará como secretario y ministro de fe del Consejo, pudiendo adoptar todas las providencias o medidas que fuesen necesarias para su buen  cometido. En caso de ausencia o impedimento de éste, será subrogado en estas funciones por el Subsecretario del Patrimonio.

Las sesiones del Consejo serán de carácter público, pudiendo utilizarse diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero. 

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del Consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Para todos los efectos legales, con el consejo de que trata el presente título, se entenderá cumplida la obligación establecida en el artículo 74 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

(Indicaciones números 96, 98, 100. 103, 104, 105, aprobadas con modificaciones 3x0, e indicación número 89 a, aprobada 4x0)

ARTÍCULO 17

Número 2

Incorporar después de la palabra “memoria” la locución “, la ejecución presupuestaria”.

(Indicaciones números 112 y 112 a, aprobadas 4x0).

Número 3

Uno) Reemplazar la conjunción “o” por una coma (,).
Dos) Intercalar, a continuación de la palabra “medidas”, la expresión “y cambios normativos”.

(Artículo 121 del Reglamento de la Corporación e indicación número 113 aprobada con modificaciones 4x0).

Número 4

Reemplazarlo por el siguiente:

“4. Convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio con el fin de generar instancias de reflexión  crítica sobre las necesidades culturales y su correlato en las políticas públicas e institucionalidad cultural y demás materias que defina, siendo de responsabilidad del Ministerio su organización y realización. Al inicio de esta convención, el Ministerio dará cuenta pública anual, entendiéndose cumplida para todos los efectos legales, la obligación establecida en el artículo 72 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El Consejo Nacional definirá las materias a tratar, los ponentes que sean requeridos para la exposición de determinados asuntos, las personas y organizaciones que participarán, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, así como el procedimiento para la discusión y aprobación de las conclusiones de la Convención.”.

(Indicación número 116 a, aprobada 4x0)

Número 6

Reemplazarlo por el siguiente:

 “6. Aprobar la propuesta que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural realice al Ministro para las declaratorias de reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO, que trata el numeral 26 del artículo 3.”.

(Indicación número 124, aprobada 4x0).

- - -

Incorporar los siguientes numerales nuevos:

 “11. Convocar a equipos de trabajo como apoyo en el ejercicio de sus funciones, pudiendo integrarlos por representantes de organismos públicos competentes y personas representativas de la sociedad civil.

12. Proponer al Ministro iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3 de la presente ley.

13. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Ministro.”.

(Indicación número 135, unanimidad 3x0).

- - -

Número 11

Pasa a ser número 14., en sus mismos términos.

(artículo 121 del Reglamento de la Corporación)

ARTÍCULO 18

Sustituir la palabra “Culturales” por “Culturas”. 

(Artículo 121 del Reglamento de la Corporación, unanimidad 3x0).

ARTÍCULO 19

Inciso primero 

Número 4

Reemplazar la expresión “Un representante” por “Una persona representativa”.

(Indicación número 139, aprobada 3x0).

Número 5

Sustituirlo por el siguiente:

 “5. Una persona representativa de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las comunidades, asociaciones y organizaciones indígenas constituidas de conformidad a la legislación vigente ".

(Indicaciones números 140, 140a y 141, aprobadas con modificaciones 3x0, e indicación 141 a, aprobada 4x0).

Número 6

Suprimir a frase “, ratificado por sus concejos respectivos”.

(Indicación número 143, aprobada 3x0).

Número 7

Reemplazarlo por el siguiente:

 “7.- Un académico de las instituciones de educación superior de la región respectiva, elegido por las respectivas instituciones acreditadas.”

(Indicación número 144, aprobada con modificaciones 3x0). 

Número 8

Reemplazar la locución “el intendente de la región” por “su respectivo Consejo Regional”.

(Indicación número 145, aprobada 3x0).

ARTÍCULO 20

Número 4

Reemplazar la expresión “Subsecretario de las Artes” por “Subsecretario de las Culturas”.

(Indicación número 151, aprobada 3x0).

- - -

Incorporar a continuación del numeral 5, los siguientes, nuevos:

 “6. Proponer al Secretario Regional Ministerial iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3 de la presente ley.

7. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Secretario Regional Ministerial.”.

(Indicación número 155, aprobada 3x0).

- - -

Número 6

Pasa a ser número 8, sin enmiendas.

TÍTULO VI

Título IV

Del Fondo del Patrimonio Cultural

ARTÍCULOS 22 A 24

Suprimirlos.

(Indicaciones números 156, 157, 160 y 161, aprobadas 3x0).

ARTÍCULO 25

Pasa a ser artículo 22, sin enmiendas

ARTÍCULO 26

Pasa a ser artículo 23, con las siguientes enmiendas:

Inciso cuarto

Reemplazar la expresión “del Patrimonio”, por la palabra “respectiva”.

(Indicación número 164, aprobada 2x1).

ARTÍCULO 27

Pasa a ser artículo 24, sin enmiendas.
ARTÍCULO 28

Pasa a ser artículo 25, sin enmiendas. 

- - - -

Incorporar a continuación del artículo 28, que pasa a ser 25, el siguiente párrafo y artículos, nuevos:

“Párrafo 2°

Del Fondo del Patrimonio Cultural

Artículo 26. Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.

El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual del Fondo y la enviará al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural para su ejecución.

El Director deberá elaborar y remitir una propuesta de componentes o líneas de acción anual del Fondo para efectos de su revisión por parte del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Asimismo, enviará un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año.

La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.

Artículo 27. El Fondo estará constituido por:

1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.

2. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.

3. Los aportes que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo.

4. Los recursos que reciba el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo por cualquier otro concepto, de conformidad al decreto ley N° 1263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.

Artículo 28. Los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.

Un reglamento del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo del Patrimonio Cultural, el que deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos, resguardando la equidad territorial; las normas de evaluación, elegibilidad, selección, y rangos de financiamiento; la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección; y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.”.

(Indicación número 165, aprobada 5x0, e indicación número 165 a, aprobada 4x0).

ARTÍCULO 30

Inciso primero


Incorporar a continuación del punto y seguido, que pasa a ser una coma, lo siguiente: “y estará a cargo del Secretario del Consejo de Monumentos Nacionales.”.

(Indicación número 165 b, unanimidad 3x0).

ARTÍCULO 36

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 36. Para los efectos de esta ley, se entiende por biblioteca pública aquella que está permanentemente abierta al público, independientemente de la propiedad o administración de la misma. 

Tendrá por objeto ser un lugar de encuentro y recreación de la comunidad y de acceso a las tecnologías de la información y centro para la promoción de la cultura y la lectura. Su función primordial será ofrecer a los lectores un acceso amplio y sin discriminación a las colecciones bibliográficas, audiovisuales y de multimedia, o en cualquier otro soporte, actualizadas en forma permanente. Esta bibliotecas públicas pueden ser estatales, privadas o comunitarias.”.

(Indicación número 167 a), aprobada con modificaciones 2x1).
ARTÍCULO 39

Inciso primero





Reemplazar la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares” por “Culturas”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado).
Inciso segundo

Considerarlo como artículo 40, en sus mismos términos.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, mayoría 3x1)

ARTÍCULO 40

Suprimirlo.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0). 

- -  -

Incorporar el siguiente artículo 41, nuevo:

“Artículo 41.- Créase un Consejo Asesor de Pueblos Indígenas (en adelante “Consejo Asesor”), para asesorar al Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena, que estará integrado por nueve personas pertenecientes a cada uno de los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de sus culturas, artes y patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la ley.

Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo. Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un período sucesivo, por una sola vez. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de cuatro sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a)
Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b)
Renuncia voluntaria.

c)
Condena a pena aflictiva. 

d)
Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e)
Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.”.
ARTÍCULO 41

Pasa a ser artículo 42, con las siguientes enmiendas:

Número 1.

Letras b) y c) 

Sustituirlas por las siguientes:

“b) Reemplázase su literal a), por el siguiente:

“a) Del Subsecretario del Patrimonio Cultural quien lo presidirá;”.

c) Sustitúyese su literal b), por el siguiente:

“b) Del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, quien será su Vicepresidente Ejecutivo y subrogará al Subsecretario cuando éste se encuentre impedido de asistir por cualquier causa;”.”.

(Indicación número 170 a), aprobada 3x0).

Letra f) 

Reemplazarla por la siguiente:


“f) Elimínase la letra t).

(Indicación número 171 a, aprobada 3x0).

Letra g)


Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:


g) Agréganse los siguientes literales t) y u) a continuación del literal s), pasando el actual literal u) a ser v):
(Artículo 121 del Reglamento del Senado) 

ARTÍCULO 42

Pasa a ser artículo 43, con las siguientes enmiendas:


Uno) Sustituir la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares” por “Culturas”.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado) 

Dos) Reemplazar en la oración final, a continuación de la palabra “ramo”, la letra “y” por una coma “,”. 

Tres) Agregar, en la oración final, a continuación de la palabra “Hacienda” la siguiente frase: “y a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.”.

(Indicación número 171 b, aprobada 3x0).

ARTÍCULO 43

Pasa a ser artículo 44, con las siguientes enmiendas:

Número 1

Suprimirlo.

(Indicación número 172, aprobada 3x0)

Número 2

Pasa a ser Número 1

Inciso primero

Incorporar a continuación de la expresión “Patrimonio,”, la frase “el Rector de la Universidad de Chile”:

(Indicación número 173, aprobada 3x0).

Inciso segundo

Letra a)

Agregar entre la primera coma (,) y la conjunción “y”, la frase “, un académico designado por el Consejo de Rectores”.

(Indicación número 174, aprobada 3x0).

Letra b)


Intercalar entre la primera coma (,) y la conjunción “y”, la frase “un académico designado por el Consejo de Rectores.”

(Indicación número 175, aprobada 3x0).

Letra c)


Intercalar entre la primera coma (,) y la conjunción “y”, la frase “un académico designado por el Consejo de Rectores.”

(Indicación número 176, aprobada 3x0).

Letra d)

Intercalar entre la primera coma (,) y la conjunción “y”, la frase “un académico designado por el Consejo de Rectores.”

(Indicación número 177, aprobada 3x0).

Números 3, 4, 5, y 6 

Pasan a ser números 2, 3, 4 y 5 
sin enmiendas.

ARTÍCULO 44

Pasa a ser artículo 45, con las siguientes enmiendas:

- - -

Incorporar el siguiente numeral 7, nuevo:

7.- Reemplazase, en el inciso noveno del artículo 100 ter, la expresión “Consejo de la Cultura y las Artes” por “Subsecretaría de las Culturas y de las Artes”.”.

(Indicación número 183, aprobada 3x1)

- - -

Número 7

Pasa a ser número 8, sin enmiendas.

ARTÍCULOS 45 Y 46

Pasan a ser artículos 46 y 47, sin enmiendas.

ARTÍCULO 47

Pasa a ser artículo 48, con la siguiente enmienda: 

Número 2

Letra b)

Reemplazarla por la siguiente:

“b) Sustitúyese el literal a) del inciso segundo, por el siguiente:

“a) El Subsecretario de las Culturas y las Artes, quien lo presidirá”.”

(Indicación número 184, aprobada 3x1).

ARTÍCULO 48

Pasa a ser artículo 49, con la siguiente enmienda: 

Número 2

Sustituir la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “Culturas y las Artes”.

(Indicación número 187, aprobada 4x0).

ARTÍCULO 49

Pasa a ser artículo 50, con la siguiente enmienda:

Número 2

Sustituir la expresión “Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “Culturas y las Artes”.

(Indicación número 189, aprobada 4x0).

ARTÍCULO 50

Pasa a ser artículo 51, con las enmiendas que se señalan a continuación:
Número 5

Letra b)

Reemplazar la palabra “Artes” por la expresión “Culturas y las Artes”.

(Indicación número 190, aprobada 4x0).

Número 6

Sustituir la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.

(Indicación número 191, aprobada 4x0).

- - -

Incorporar el siguiente numeral nuevo:

“8) Elimínase en el numeral 6, que pasó a ser 4, la expresión “el patrimonio cultural”:”.
(Indicación número 192, aprobada 4x0).

- - -

Números 8 y 9 
Pasan a ser números 9 y 10, sin enmiendas. 

Número 10

Pasa a ser número 11 con la siguiente enmienda:

Reemplazar la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares” por “las Culturas y las Artes.”

(Indicación número 193, aprobada 3x1).

Número 11


Pasa a ser número 12, sin enmiendas.

ARTÍCULOS 51, 52, 53, 54, 55, 56 Y 57
Pasan a ser artículos 52, 53, 54, 55, 56, 57 y 58, en sus mismos términos.
ARTÍCULO 58

Pasa a ser artículo 59, con la siguiente enmienda:

Reemplazar la expresión “las Artes, Industrias Culturales y Culturas Populares”, por “las Culturas y las Artes”.

(Indicación número 194, aprobada 3x0).

ARTÍCULO 59

Pasa a ser artículo 60, sin enmiendas.
- - -
Incorporar un nuevo artículo 61, del tenor siguiente tenor:

“Artículo 61.- Reemplázase, el artículo 4 de la ley N° 19.166, que Modifica ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, por el siguiente:

“Artículo 4°.- Los fondos recaudados por las entidades de gestión colectiva de derechos intelectuales, que no sean distribuidos o no sean cobrados por sus titulares, dentro del plazo de tres años contado desde su percepción, incrementarán los recursos que anualmente destine el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, para financiar los Fondos Culturales y Artísticos.”.”.

(Indicación número 196, aprobada 3x0).

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Pasa a ser artículo 41 de las disposiciones permanentes, con las siguientes enmiendas:
Inciso primero

Incorporar después de las palabras “pertenecientes a” la expresión “cada uno de”.

(Indicación número 200, aprobada 3x0).

Inciso segundo

Incorporar a continuación del primer punto y seguido, lo siguiente:

“Los Consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un período sucesivo, por una sola vez.”.

(Indicación número 201 a, aprobada 3x0).

- - -

Incorporar los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser quinto:

“Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a)
Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b)
Renuncia voluntaria.

c)
Condena a pena aflictiva. 

d)
Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e)
Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.”.

(Indicación número 201 b, aprobada 2x1).

Inciso final


Eliminarlo.

(Indicación número 199, aprobada 2x1).

ARTÍCULO SEGUNDO

Pasa a ser artículo primero, con las siguientes enmiendas:

Número 2

Suprimir la frase “generales y”.

Indicación número 204 a, unanimidad 3x0).

Reemplazar la oración que señala “En este proceso se deberá salvaguardar que el número de cargos destinados a la planta de directivos de exclusiva confianza, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 18.834 sea debidamente proporcional al número de cargos de las otras plantas del Ministerio.”, por la siguiente: “El número de cargos a que se refiere el artículo 8° de la ley N°18.834, será determinado considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifiquen las respectivas funciones.”.

(Indicación número 205, aprobada 3x0).

Número 3

Agregar la siguiente oración final: “La selección de personal, ya sea en calidad de planta o contrata, se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales, transparentes e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos, de conformidad a lo establecido en la ley. Lo anterior, es sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.".

(Indicación número 206 a, aprobada 3x0).
Número 4

Reemplazarlo por el siguiente:

“4. Determinar la dotación máxima del personal de las Subsecretarías y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.”.

(Indicación número 207, aprobada 3x0).

Número 9

Suprimir la frase “, a través de un procedimiento participativo,”.

(Indicación número 209, aprobada 3x0).

Artículos tercero, cuarto y quinto
Pasan a ser artículos segundo, tercero y cuarto, sin enmiendas.

Artículo sexto

Pasa a ser artículo quinto, con la siguiente enmienda:

Agregar, a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, lo siguiente:

“Los funcionarios permanecerán en estos cargos mientras se encuentren calificados en lista número 1, de distinción.”.

(Indicación número 211 a, unanimidad 3x0).

Artículo séptimo

Pasa a ser artículo sexto, sin enmiendas.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“Capítulo I

Del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

Título I

Organización

Párrafo 1°

Principios

Artículo 1.- Créase el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y fíjase como su ley orgánica la contenida en este texto.

Esta ley se regirá por los siguientes principios:

1.- De diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad, la dignidad de todas las culturas e identidades y el respeto mutuo entre las diversas identidades culturales que cohabitan en el territorio nacional como valores culturales fundamentales.

2. De democracia y participación cultural. Reconocer que las personas y comunidades son creadores de contenidos, prácticas y obras con representación simbólica, con derecho a participar activamente en el desarrollo cultural del país; y tienen acceso social y territorialmente equitativo a los bienes, manifestaciones y servicios culturales.

3. De reconocimiento cultural de los pueblos indígenas. Reconocer, respetar y promover las culturas de los pueblos indígenas, sus prácticas ancestrales, sus creencias, su historia y su cosmovisión, teniendo especial consideración con el desarrollo de la cultura, las artes y el patrimonio cultural indígena.

4. De respeto a la libertad de creación y valoración social de los creadores y cultores. Reconocer y promover el respeto a la libertad de creación y expresión de creadores y cultores, y a la valoración del rol social de éstos en el desarrollo cultural del país.

5. De reconocimiento de las culturas territoriales. Reconocer las particularidades e identidades culturales territoriales que se expresan, entre otros, a nivel comunal, provincial y regional, como también, en sectores urbanos y rurales; promoviendo y contribuyendo a la activa participación de cada comuna, provincia y región en el desarrollo cultural del país y de su respectivo territorio, fortaleciendo la desconcentración territorial en el diseño y ejecución de políticas, planes y programas en los ámbitos cultural y patrimonial.

6. Del patrimonio cultural como bien público. Reconocer que el patrimonio cultural, en toda su diversidad y pluralidad, es un bien público que constituye un espacio de reflexión, reconocimiento, construcción y reconstrucción de las identidades y de la identidad nacional.

7. De respeto a los derechos de los creadores y cultores. Promover el respeto de los derechos de los creadores, en materia de propiedad intelectual, así como también los derechos laborales consagrados en el ordenamiento jurídico chileno, de quienes trabajan en los ámbitos de las artes, las culturas y el patrimonio.

8. De la memoria histórica. Reconocer a la memoria histórica como pilar fundamental de la cultura y del patrimonio intangible del país, que se recrea y proyecta a sí misma en un permanente respeto a los derechos humanos, la diversidad, la tolerancia, la democracia y el Estado de Derecho.

Para efectos de esta ley se entenderá por cultura, diversidad cultural, patrimonio cultural y patrimonio cultural inmaterial las definiciones contenidas en instrumentos internacionales vigentes de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) ratificados por Chile.

Artículo 2.- El Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante “el Ministerio”) será la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación e implementación de políticas, planes y programas para contribuir al desarrollo cultural y patrimonial armónico y equitativo del país en toda su diversidad, reconociendo y valorando las culturas de los pueblos indígenas, la diversidad geográfica y las realidades e identidades regionales y locales, conforme a los principios contemplados en la presente ley.

El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia cultural y patrimonial, y propenderá a su incorporación en forma transversal en la actuación del Estado. 

Su domicilio será la ciudad de Valparaíso, sin perjuicio de los otros que establezca como tales en el país y del domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, que será la ciudad de Santiago. 

Párrafo 2°

De las Funciones y Atribuciones

Artículo 3.- Corresponderá especialmente al Ministerio las siguientes funciones y atribuciones:

1. Promover y contribuir al desarrollo de la creación artística y cultural, fomentando la creación, producción, mediación, circulación, distribución y difusión de las artes visuales, fotografía, nuevos medios, danza, circo, teatro, diseño, arquitectura, música, literatura, audiovisual y otras manifestaciones de las artes; como asimismo, promover el respeto y desarrollo de las artes y culturas populares.

2. Fomentar el desarrollo de las industrias y de la economía creativa, contribuyendo en los procesos de inserción en circuitos y servicios de circulación y difusión, para el surgimiento y fortalecimiento del emprendimiento creativo tanto a nivel local, regional, nacional e internacional.

3. Contribuir al reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural, promoviendo su conocimiento y acceso y fomentando la participación de las personas y comunidades en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.

4. Promover y colaborar en el reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural indígena, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones del folclor del país y de las culturas tradicionales y populares en sus diversas manifestaciones.

5. Promover el desarrollo de audiencias y facilitar el acceso equitativo al conocimiento y valoración de obras, expresiones y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y fomentar, en el ámbito de sus competencias, el derecho a la igualdad de oportunidades de acceso y participación de las personas con discapacidad.

6. Contribuir al conocimiento y desarrollo de las manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales de los chilenos residentes en el exterior, como también al acceso al conocimiento y goce de las obras, expresiones y manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales del país, fomentando el diálogo, conocimiento e intercambio entre creadores y cultores residentes dentro y fuera de Chile, para lo cual coordinará su accionar con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

7. Estimular y contribuir al conocimiento, valoración y difusión de las manifestaciones culturales de las comunidades afrodescendientes y de pueblos inmigrantes residentes en Chile, fomentando la interculturalidad.

8. Fomentar y colaborar, en el ámbito de sus competencias, en el desarrollo de la educación artística no formal como factor social de desarrollo.

9. Fomentar y facilitar el desarrollo de capacidades de gestión y mediación cultural a nivel regional y local, y promover el ejercicio del derecho a asociarse en y entre las organizaciones culturales, con el fin de facilitar las actividades de creación, promoción, mediación, difusión, formación, circulación y gestión en los distintos ámbitos de las culturas y del patrimonio.

10. Promover el respeto y la protección de los derechos de autor y derechos conexos, y su observancia en todos aquellos aspectos de relevancia cultural; como asimismo, impulsar su difusión.

11. Promover la cultura digital y la utilización de herramientas tecnológicas en los procesos de creación, producción, circulación, distribución y puesta a disposición de las obras, contenidos y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y su acceso a ellos.

12. Impulsar la construcción, ampliación y habilitación de infraestructura y equipamiento para el desarrollo de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales del país, propendiendo a la equidad territorial, y promover la capacidad de gestión asociada a esa infraestructura, fomentando el desarrollo de la arquitectura y su inserción territorial; como asimismo, promover y contribuir a una gestión y administración eficaz y eficiente de los espacios de infraestructura cultural pública y su debida articulación a lo largo de todo el país.
13. Fomentar, colaborar y promover el fortalecimiento de las iniciativas, proyectos y expresiones comunitarias de las culturas y de las organizaciones sociales, territoriales y funcionales vinculadas a estas manifestaciones culturales.

14. Promover la inversión y donación privada en el ámbito de las culturas, las artes y el patrimonio.

15. Fomentar y facilitar el desarrollo de los museos, promover la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados, y promover la creación y desarrollo de las bibliotecas públicas.

16. Contribuir y promover iniciativas para el desarrollo de una cultura cívica de cuidado, respeto y utilización del espacio público, de conformidad a los principios de esta ley.

17. Proponer al Presidente de la República políticas y planes en materias de su competencia.

18. Estudiar, formular, implementar y evaluar políticas, planes y programas en materias culturales y artísticas, así como estudiar, formular y evaluar políticas, planes y programas en materias patrimoniales, para contribuir al cumplimiento de sus funciones y atribuciones, teniendo en consideración los principios señalados en esta ley.

19. Proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en el ámbito de su competencia.

20. Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales en materia cultural, artística y patrimonial en que Chile sea parte, y explorar, establecer y desarrollar vínculos y programas internacionales en materia cultural y patrimonial, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

21. Otorgar reconocimientos a personas y comunidades que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural del país, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.

22. Estimular y apoyar la elaboración de planes comunales y regionales de desarrollo cultural, artístico y patrimonial que consideren la participación de la comunidad y sus organizaciones sociales.

23. Promover, colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones en materias de su competencia.

24. Establecer una vinculación permanente con el sistema educativo formal en todos sus niveles, coordinándose para ello con el Ministerio de Educación, con el fin de dar expresión a los componentes culturales, artísticos y patrimoniales en los planes y programas de estudio y en la labor pedagógica y formativa de los docentes y establecimientos educacionales. Además, en este ámbito, deberá fomentar los derechos lingüísticos, como asimismo aportar a la formación de nuevas audiencias.

25. Declarar mediante decreto supremo los monumentos nacionales en conformidad a la ley N° 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de Octubre de 1925, previo informe favorable del Consejo de Monumentos Nacionales.

26. Declarar el reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y definir las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

27. Celebrar convenios con organismos públicos y privados, tanto nacionales como internacionales, en materias relacionadas con la labor del Ministerio.

28. Proponer al Presidente de la República, políticas y planes destinados a fomentar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial en los canales de televisión pública y en otros medios de comunicación pública, sin perjuicio de las demás atribuciones y funciones que tenga en la materia.

29. Apoyar el desarrollo e implementación de la Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural y las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural, de conformidad a esta ley.

30. Desarrollar y operar sistemas nacionales y regionales de información y registro cultural y patrimonial de acceso público, de conformidad a la normativa vigente.

31. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Para ejercer las atribuciones conferidas en los números 2, 18, 19, 21, 22, 26 y 28 del presente artículo, el Ministerio deberá siempre oír la opinión del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio dentro del plazo que al efecto fije el Reglamento. En caso de no emitirse la opinión del Consejo dentro del plazo señalado en el Reglamento, el Ministerio adoptará la resolución correspondiente.

Párrafo 3°

De la Estructura Interna

Artículo 4.- El Ministerio se organizará de la siguiente manera: 

a) El Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante, “el Ministro”). 

b) La Subsecretaría de las Culturas y las Artes (en adelante “la Subsecretaría de las Culturas”).

c) La Subsecretaría del Patrimonio Cultural (en adelante “la Subsecretaría del Patrimonio”).

d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante las “secretarías regionales ministeriales”).

e) El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y los consejos regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

Artículo 5.- El Ministro es el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en la conducción del ministerio y la dirección superior de las políticas nacionales, planes y programas en materia de cultura y patrimonio.

Al Ministro le corresponderá especialmente velar por la consistencia y coherencia de las labores realizadas por las subsecretarías y los servicios relacionados o dependientes que forman parte de su estructura, resolviendo cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a sus competencias.

Artículo 6.- Un reglamento expedido por el Ministerio determinará su estructura organizativa interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Para efectos de establecer la estructura interna, deberán considerarse, a lo menos, las siguientes áreas para cumplir funciones en todo el Ministerio, incluyendo ambas subsecretarías: Planificación y Presupuesto y Asesoría Jurídica. Además, podrá establecer otras áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio o de algunas de las subsecretarías.

Para la confección del señalado reglamento se deberán considerar los mecanismos de información a los funcionarios y sus asociaciones.
Título II

De las Subsecretarías

Artículo 7.- El Ministerio contará con la colaboración inmediata de las subsecretarías de las Culturas y del Patrimonio. Cada subsecretaría estará a cargo de un Subsecretario, quien será el jefe superior del Servicio y le corresponderá desempeñar las demás funciones que le asigna la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El Ministro será subrogado por el Subsecretario de las Culturas y las Artes, y a falta de éste, por el Subsecretario del Patrimonio Cultural, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.

La Subsecretaría de las Culturas tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio.
Párrafo 1°

De la Subsecretaría de las Culturas y las Artes

Artículo 8.- La Subsecretaría de las Culturas y las Artes estará a cargo del Subsecretario (en adelante “el Subsecretario de las Culturas”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar, ejecutar y evaluar planes y programas en materias relativas al arte, a las industrias culturales, a las economías creativas, a las culturas populares y comunitarias, a las asignadas en esta ley y las demás tareas que el Ministro le encomiende

El Subsecretario será el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales, en las materias de su competencia.

Artículo 9.-  La Subsecretaría de las Culturas deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales para el desarrollo artístico y cultural del país, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá diseñar y ejecutar planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 30 del artículo 3.

Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría del Patrimonio o con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría de las Culturas deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.
Artículo 10.- Forman parte de la Subsecretaría de las Culturas, el Consejo Nacional del Libro y la Lectura, creado en la ley Nº 19.227, el Consejo de Fomento de la Música Nacional, creado en la ley Nº 19.928 y el Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, creado en la ley Nº 19.981.

Los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio consejo, teniendo en consideración lo establecido en cada una de sus respectivas leyes. Los consejos deberán recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite. Asimismo, remitirán al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, información sobre los procedimientos de asignación de recursos de los respectivos fondos.
Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena a pena aflictiva.

d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Los reemplazantes de las vacantes que se puedan generar serán elegidos utilizando el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y ejercerán el cargo de consejero por el resto del período que a éste le correspondía cumplir.

Los miembros de los consejos antes señalados que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo, tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Párrafo 2°

De la Subsecretaría del Patrimonio Cultural

Artículo 11.- La Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario del Patrimonio Cultural (en adelante “el Subsecretario del Patrimonio”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial, infraestructura patrimonial y participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.
El Subsecretario del Patrimonio será el superior jerárquico de las secretarías regionales ministeriales, en las materias de su competencia.

Artículo 12.- La Subsecretaría del Patrimonio deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá formular planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, numerales 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29 y 30.

Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría de las Culturas y con el Servicio del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría del Patrimonio deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.
Título III

De las Secretarías Regionales Ministeriales

Artículo 13.- En cada región del país existirá una Secretaría Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, que será un colaborador directo del Intendente, que dependerá técnica y administrativamente del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, y en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo 14.- Corresponderá a la Secretaría Regional Ministerial:

1. Prestar asesoría técnica al intendente.

2. Colaborar con las subsecretarías en la elaboración de la propuesta de políticas, planes y programas ministeriales regionales.

3. Ejecutar políticas y diseñar y ejecutar planes y programas ministeriales en la región en materias culturales, para lo cual podrá adoptar las medidas de coordinación necesarias para este propósito.

4. Proponer al Subsecretario del Patrimonio políticas, planes y programas patrimoniales regionales, manteniendo una coordinación y colaboración permanente con la Dirección Regional del Servicio Nacional de Patrimonio Cultural.

5. Colaborar con el gobierno regional en la implementación de planes, programas y acciones de competencia del Ministerio.

6. Colaborar con los municipios de la región, las corporaciones municipales y las organizaciones sociales cuyo objeto principal sea cultural, artístico o patrimonial, manteniendo con todas ellas vínculos permanentes de información y coordinación.

7. Otorgar reconocimientos públicos, de conformidad a la ley y al reglamento, a creadores y cultores destacados de la región, y a comunidades y organizaciones culturales y patrimoniales; para lo cual deberá previamente escuchar al Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

8. Impulsar la cooperación e intercambio cultural entre su región y las demás regiones del país, como también con regiones de otros países, todo de, conformidad al ordenamiento jurídico.

9. Colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones regionales y locales en materias de su competencia.

10. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.
Título IV

Párrafo 1°

Del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

Artículo 15.- Para efectos de esta ley se entenderá por Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Nacional”, las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural del conjunto del país, a partir de estudios y diagnósticos de los diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural realizados por el Ministerio, considerando el aporte de las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural.

La Estrategia Quinquenal Regional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Regional”, corresponderá a las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural regional, en todos sus ámbitos, formulados sobre la base de estudios y diagnósticos realizados por el Ministerio sobre la realidad del sector, y considerando las particularidades e identidades propias de la región. Las Estrategias Quinquenales Regionales deberán ser consideradas para efectos de la elaboración de la Estrategia Quinquenal Nacional.

Artículo 16.- Créase el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que será presidido por el Ministro, y estará además integrado por:

1. El Ministro de Relaciones Exteriores o su representante.

2. El Ministro de Educación o su representante.

3. El Ministro de Economía, Fomento y Turismo o su representante.

4. Tres personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura o gestión cultural, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores o gestores, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

5. Dos personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

6. Dos personas representativas de las culturas populares, culturas comunitarias u organizaciones ciudadanas que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creadores, cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

7. Dos personas representativas de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designadas por las asociaciones, comunidades y organizaciones indígenas constituidas según la legislación vigente. 

8. Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años. 

9. Una persona representativa de las comunidades de inmigrantes residentes en el país con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente.

10. Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción.

Los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios.

Tratándose de las propuestas o designaciones de las personas de que tratan los numerales 4), 5), 6), 7) y 8) del inciso primero, éstas deberán realizarse asegurando, en cada caso, la representatividad de ambos sexos y que al menos una de ellas sea de una región distinta de la Metropolitana.

Un Reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento a través del cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del Consejo señalados en el presente artículo, para lo cual deberá existir un Registro Nacional de organizaciones. 

Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un periodo sucesivo, por una sola vez.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.
b) Renuncia voluntaria.

c) Condena a pena aflictiva. 

d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.

Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, quedarán sujetos a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y en el título II de la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. 

El Consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio Consejo. El Subsecretario de las Culturas actuará como secretario y ministro de fe del Consejo, pudiendo adoptar todas las providencias o medidas que fuesen necesarias para su buen  cometido. En caso de ausencia o impedimento de éste, será subrogado en estas funciones por el Subsecretario del Patrimonio.

Las sesiones del Consejo serán de carácter público, pudiendo utilizarse diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero. 

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del Consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Para todos los efectos legales, con el consejo de que trata el presente título, se entenderá cumplida la obligación establecida en el artículo 74 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo 17.- Corresponderá al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio:

1. Aprobar la Estrategia Quinquenal Nacional, a propuesta de su presidente, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector. Dicha estrategia deberá considerar la Estrategia Quinquenal Regional.

2. Conocer la memoria, la ejecución presupuestaria y el balance del año anterior del Ministerio.

3. Proponer al Ministro las políticas, planes, programas, medidas y cambios normativos destinados a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3, y las medidas que crea necesario para la debida aplicación de políticas culturales y para el desarrollo de la cultura, la creación y difusión artísticas y el patrimonio cultural.

4. Convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio con el fin de generar instancias de reflexión  crítica sobre las necesidades culturales y su correlato en las políticas públicas e institucionalidad cultural y demás materias que defina, siendo de responsabilidad del Ministerio su organización y realización. Al inicio de esta convención, el Ministro dará cuenta pública anual, entendiéndose cumplida para todos los efectos legales, la obligación establecida en el artículo 72 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El Consejo Nacional definirá las materias a tratar, los ponentes que sean requeridos para la exposición de determinados asuntos, las personas y organizaciones que participarán, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, así como el procedimiento para la discusión y aprobación de las conclusiones de la Convención.
5. Proponer al Subsecretario competente los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.

6. Aprobar la propuesta que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural realice al Ministro para las declaratorias de reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO, que trata el numeral 26 del artículo 3.

7. Proponer al Subsecretario las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura nacional.

8. Proponer al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo del Patrimonio Cultural de que trata la presente ley, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución al patrimonio nacional.

9. Designar a los jurados que deberán intervenir en el otorgamiento de los Premios Nacionales de Artes Plásticas, de Literatura, de Artes Musicales, y de Artes de la Representación y Audiovisuales de conformidad a la ley N°19.169, sobre Premios Nacionales.

10. Proponer fundadamente al Ministro la adquisición para el Fisco de bienes de interés cultural y patrimonial, escuchando previamente al respectivo Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

11. Convocar a equipos de trabajo como apoyo en el ejercicio de sus funciones, pudiendo integrarlos por representantes de organismos públicos competentes y personas representativas de la sociedad civil.

12. Proponer al Ministro iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3.

13. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Ministro.

14. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

Artículo 18.- El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio se desconcentrará territorialmente a través de los Consejos Regionales, los que tendrán su domicilio en la respectiva capital regional o en alguna capital provincial.

Artículo 19.- Los Consejos Regionales estarán integrados por:

1. El Secretario Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, quien lo presidirá.

2. Los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación y de Economía, Fomento y Turismo.

3. Cuatro personas representativas de las artes, las culturas y el patrimonio cultural, que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades vinculadas al quehacer cultural regional, tales como creación artística, patrimonio, industria y economía creativa, artesanía, arquitectura, gestión cultural, y diversas manifestaciones de la cultura tradicional, culturas comunitarias y cultura popular de la región. Serán designadas por el Secretario Regional Ministerial a propuesta de las organizaciones culturales o patrimoniales de la región, que posean personalidad jurídica vigente de conformidad a la ley, debiendo asegurar la representatividad de ambos sexos.

4. Una persona representativa de las organizaciones ciudadanas cuyos objetos estén relacionados directamente con el ámbito de la cultura o el patrimonio cultural, que tengan personalidad jurídica vigente y domicilio principal en la respectiva región, elegido por dichas organizaciones.

5. Una persona representativa de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las comunidades, asociaciones y organizaciones indígenas constituidas de conformidad a la legislación vigente.

6. Un representante de los municipios de la región, elegido por sus alcaldes.

7.- Un académico de las instituciones de educación superior de la región respectiva, elegido por las respectivas instituciones acreditadas.

8. Un representante del gobierno regional, designado por su respectivo Consejo Regional.
Las personas que sean designadas de conformidad a los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 deberán ser representativas de los respectivos sectores o actividades y no tendrán el carácter de representantes de quienes los propusieron.

Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros establecidos en este artículo y las causales de cesación en el cargo.

Los miembros de los consejos regionales durarán cuatro años en sus funciones y podrán ser designados para un nuevo período consecutivo, por una sola vez. Las vacantes que se produzcan serán completadas y formalizadas con el mismo procedimiento establecido en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que restare para terminar su período al consejero que provocó la vacancia, pudiendo reelegirse por un nuevo período, por una sola vez.

Los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias de las secretarias regionales ministeriales, las que proporcionarán los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias de los consejos, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo de los propios consejos. Las sesiones del consejo serán de carácter público, y se podrán utilizar diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.

Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Artículo 20.- Corresponderá a los Consejos Regionales:

1. Asesorar al secretario regional ministerial de la región en las materias de su competencia.

2. Aprobar la Estrategia Quinquenal Regional, a propuesta de la secretaría regional ministerial, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector y que aportará a la definición de la Estrategia Quinquenal Nacional por parte del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

3. Dar su opinión al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio para que formule propuestas a los subsecretarios sobre los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.

4. Proponer al Subsecretario de las Culturas y al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural a las personas que cumplirán la labor de evaluación y selección en los concursos públicos de carácter regional para la asignación de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes y del Fondo del Patrimonio Cultural, respectivamente, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura y patrimonio regional, respectivamente.

5. Proponer al secretario regional ministerial las políticas, planes y programas destinados a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3 de esta ley.

6. Proponer al Secretario Regional Ministerial iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3 de la presente ley.

7. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Secretario Regional Ministerial.

8. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que les encomiende la ley.

Título V

Del Personal

Artículo 21.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija escala única de sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.

Capítulo II

Título I

Del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones

Artículo 22.- Créase el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural (en adelante “el Servicio”), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y tendrá su domicilio y sede en la ciudad de Santiago.

El Servicio estará afecto a las normas del Título VI de la ley N° 19.882.

Artículo 23.- El Servicio tiene por objeto implementar políticas y planes, y diseñar y ejecutar programas destinados a dar cumplimiento a las funciones del Ministerio, en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial; e infraestructura patrimonial, como asimismo, a la participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.

Para estos efectos, y circunscrito a su competencia, el Servicio tendrá las atribuciones señaladas para el Ministerio en los numerales 20, 24, 27 y 30 del artículo 3 de esta ley.

Asimismo, podrá realizar estudios, investigaciones o prestar asistencia técnica a organismos en materias de su competencia, encontrándose habilitado para cobrar por el desempeño de estas labores.

Para el cumplimiento de las funciones que correspondan al servicio y a alguna de las subsecretarías, este deberá coordinarse con la Subsecretaría respectiva.
Artículo 24.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Nacional, quien será el jefe superior del Servicio.

El Director Nacional tendrá las siguientes atribuciones:

1. Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio, así como ejercer su representación ante organismos internacionales, previa autorización del Ministro.

2. Delegar en funcionarios de la institución, las funciones y atribuciones que estime conveniente, y conferir mandatos para asuntos determinados.

3. Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses del Servicio, pudiendo al efecto ejecutar y celebrar los actos y contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del Servicio, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

4. Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.

5. Determinar el valor de los derechos que se cobran por servicios que preste conforme a la ley o al reglamento.

6. Dirigir y planificar las acciones, planes y programas que se llevarán a efecto para cumplir los objetivos y funciones del Servicio.

7. Desempeñar las demás atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 25.- El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las direcciones regionales.

En cada región del país habrá un Director Regional.

Cada dirección regional podrá contar con una unidad especializada de bibliotecas públicas, museos, archivos, monumentos nacionales y patrimonio cultural inmaterial.

Párrafo 2°

Del Fondo del Patrimonio Cultural

Artículo 26. Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.

El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual y la distribución de los recursos del Fondo, propiciando un desarrollo cultural armónico y equitativo entre las regiones y la enviará al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural para su ejecución.
El Director deberá elaborar y remitir una propuesta de componentes o líneas de acción anual del Fondo para efectos de su revisión por parte del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Asimismo, enviará un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año.

La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.

Artículo 27. El Fondo estará constituido por:

1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.

2. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.

3. Los aportes que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo.

4. Los recursos que reciba el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo por cualquier otro concepto, de conformidad al decreto ley N° 1263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.

Artículo 28. Los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.

Un reglamento del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo del Patrimonio Cultural, el que deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos, resguardando la equidad territorial; las normas de evaluación, elegibilidad, selección, y rangos de financiamiento; la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección; y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.
Párrafo 2°

De las instituciones patrimoniales nacionales

Artículo 29.- Las siguientes instituciones patrimoniales nacionales serán parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural y se relacionarán directamente con el Director Nacional:

1. La Biblioteca Nacional, que tendrá como misión reunir, preservar, investigar y difundir los diversos materiales bibliográficos, impresos y en otros soportes, que forman parte de la memoria colectiva nacional, a fin de posibilitar el acceso a la información y al conocimiento contenidos en sus colecciones a todos los usuarios presenciales y remotos de la comunidad nacional e internacional que lo requieran, fomentando la lectura.

2. El Archivo Nacional, que tendrá como misión reunir, organizar, preservar, investigar y difundir el conjunto de documentos, independientemente de su edad, forma o soporte, producidos orgánicamente y/o acumulados y utilizados por una persona, familia o institución en el curso de sus actividades y funciones, así como todos aquellos documentos relevantes para la historia y desarrollo del país.

3. El Museo Nacional de Bellas Artes, que tendrá como misión contribuir al conocimiento y difusión de las prácticas artísticas contenidas en las artes visuales según los códigos, la época y los contextos en que se desarrollan. Le corresponde conservar, proteger, investigar, recuperar y difundir el patrimonio artístico nacional en el ámbito de las artes visuales, educar estéticamente al público a través de nuevas metodologías de acercamiento e interpretación del arte del pasado y del presente, organizar exposiciones del patrimonio artístico nacional e internacional en sus diversas manifestaciones y épocas, resguardando el patrimonio arquitectónico del museo.

4. El Museo Histórico Nacional, que tendrá como misión dar a conocer la historia de Chile mediante los objetos patrimoniales que custodia, buscando facilitar a la comunidad nacional e internacional el acceso al conocimiento de la historia del país, para que se reconozca en ella la identidad de Chile, a través de las funciones de acopio, recolección, conservación, investigación y difusión del patrimonio tangible e intangible que configuran la memoria histórica del país.

5. El Museo Nacional de Historia Natural, que tendrá como misión reunir, conservar, investigar y difundir el patrimonio natural y cultural del territorio nacional a través de las funciones de recolección, acopio, conservación, investigación y difusión de todos los materiales de botánica, zoología, entomología, geología, mineralogía, paleontología, antropología, etnografía, etnología y arqueología. Incluirá en sus colecciones antropológicas, etnológicas etnográficas y arqueológicas al ser humano de Chile en el contexto mundial.

6. La Cineteca Nacional, que tendrá como misión la restauración, conservación y difusión del patrimonio fílmico nacional y mundial. Será la encargada de recibir los depósitos que establece el artículo 14° de la ley N° 19.733, Sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, sin perjuicio de lo dispuesto en dicha ley respecto de la Biblioteca Nacional.

Los directores de estas instituciones quedarán afectos al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 3°

De la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales

Artículo 30.- La Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales será parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y estará a cargo del Secretario del Consejo de Monumentos Nacionales.  Tendrá las siguientes funciones:

1. Promover y ejecutar planes y programas relativos a la recuperación, valoración y sustentabilidad del patrimonio protegido por la ley Nº 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925.

2. Asesorar al Consejo de Monumentos Nacionales en todo aquello que dicho organismo le requiera y ejecutar las decisiones que éste adopte.

3. Acordar la elaboración de planes de manejo para regular las intervenciones en los monumentos nacionales y determinar su pertinencia respecto de los bienes ya declarados o que por el sólo ministerio de la ley quedan bajo la tuición y protección del Estado, sin perjuicio de las facultades del Consejo de Monumentos Nacionales.

4. Llevar el Registro de Monumentos Nacionales.

5. Velar por el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 11, 12, 13, 18, 19, 22, 23, 24, 25 y 30 de la ley N° 17.288.

Párrafo 4°

De los Sistemas de Museos, Bibliotecas y Archivos

Artículo 31.- Créase el Sistema Nacional de Museos, administrado por el Servicio e integrado por los museos dependientes de éste, así como por aquellos administrados por instituciones públicas o privadas, que se integren voluntariamente.

El Sistema Nacional de Museos tendrá por objeto contribuir a una gestión eficaz y eficiente de los museos que lo integren, los asesorará técnicamente, aportará en el desarrollo de los museos del país y promoverá la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados.

El Servicio estará a cargo del Registro Nacional de Museos, en el cual deberán estar inscritos los museos administrados por entidades públicas y privadas.

Artículo 32.- Existirá un consejo asesor integrado, al menos, por los directores del Museo Nacional de Bellas Artes, el Museo Nacional de Historia Natural y el Museo Histórico Nacional, y por las demás personas o entidades que señale el reglamento. Este consejo asesor podrá proponer al Subsecretario del Patrimonio todas las medidas que estime necesarias para el fomento y desarrollo de los museos del país.

El reglamento determinará el procedimiento de nombramiento de las personas que integrarán el consejo asesor establecido en el inciso precedente, y su funcionamiento. A lo menos cuatro de sus integrantes deberán provenir de regiones distintas a la Región Metropolitana.

Artículo 33.- Créase el Sistema Nacional de Archivos, administrado por el Servicio, que estará constituido por el Archivo Nacional de Chile y los archivos regionales, en su caso, y por todos aquellos archivos privados que se integren al sistema voluntariamente.

El Sistema Nacional de Archivos será dirigido por el Director del Archivo Nacional, y dependerá del Servicio. En ausencia del Director, subrogará un funcionario del Archivo Nacional que tenga mayor grado y antigüedad. Al Archivo Nacional le corresponderá supervisar la aplicación de las políticas y normas administrativas y técnicas para el funcionamiento de los archivos que integren este Sistema.

Artículo 34.- El Ministro, previa propuesta del Director del Servicio y según las disponibilidades presupuestarias, podrá disponer la creación de archivos regionales, los cuales estarán a cargo del Conservador Regional, el cual será nombrado por el Director del Archivo Nacional mediante concurso público y se relacionará de manera directa con dicha autoridad.

En el ámbito de su competencia territorial, a los archivos regionales les competen las funciones señaladas en el número 2 del artículo 29.

Artículo 35.- Créase el Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas, administrado por el Servicio, que estará constituido por las bibliotecas públicas dependientes de éste, como también por las bibliotecas públicas administradas por instituciones públicas o privadas, que voluntariamente se integren.

Este Sistema tendrá por objeto otorgar asesoría técnica y capacitación; y promover, difundir, desarrollar, fortalecer y coordinar al conjunto de bibliotecas públicas que lo integren, promoviendo la creación y el desarrollo de éstas.

Artículo 36.- Para los efectos de esta ley, se entiende por biblioteca pública aquella que está permanentemente abierta al público, independientemente de la propiedad o administración de la misma. 

Tendrá por objeto ser un lugar de encuentro y recreación de la comunidad y de acceso a las tecnologías de la información y centro para la promoción de la cultura y la lectura. Su función primordial será ofrecer a los lectores un acceso amplio y sin discriminación a las colecciones bibliográficas, audiovisuales y de multimedia, o en cualquier otro soporte, actualizadas en forma permanente. Estas bibliotecas públicas pueden ser estatales, privadas o comunitarias.
Párrafo 5°

Del Patrimonio del Servicio

Artículo 37.- El patrimonio del Servicio estará formado por:

1. Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto del Sector Público.

2. Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título, y los frutos de ellos.

3. Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.

4. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.

5. Los ingresos que perciba por los servicios que preste.

Párrafo 6°

Del Personal

Artículo 38.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que Señala, y su legislación complementaria.

Artículo 39.- La Subsecretaría de las Culturas, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerada, para todos los efectos, sucesora y continuadora legal del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones, con excepción de las materias de patrimonio , en que se entenderá sucesor del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Subsecretaría del Patrimonio o el Servicio del Patrimonio Cultural, según corresponda. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al señalado consejo se entenderán efectuadas a los mencionados organismos, según corresponda.

Artículo 40.- El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas a la señalada Dirección se entenderán efectuadas al mencionado Servicio, con excepción de aquellas funciones y atribuciones que correspondan a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, respecto de las cuales dicha subsecretaría será la sucesora y continuadora legal de la mencionada dirección.

Artículo 41.- Créase un Consejo Asesor de Pueblos Indígenas (en adelante “Consejo Asesor”), para asesorar al Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena, que estará integrado por nueve personas pertenecientes a cada uno de los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de sus culturas, artes y patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la ley.

Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo. Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un período sucesivo, por una sola vez. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de cuatro sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena a pena aflictiva. 

d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.

CAPÍTULO III

MODIFICACIONES LEGALES

Artículo 42.- Modifícase la ley N° 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925, en el siguiente sentido:

1. En el artículo 2°:

a) Sustitúyese en su encabezamiento la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”. 

b) Reemplázase su literal a) por el siguiente: 

“a) Del Subsecretario del Patrimonio Cultural, quien lo presidirá;”.

c) Sustitúyese su literal b) por el siguiente: 

“b) Del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, quien será su Vicepresidente Ejecutivo y subrogará al Subsecretario cuando éste se encuentre impedido de asistir por cualquier causa;”
d) Sustitúyese en su letra r) la expresión “, y” por un punto y coma.

e) Reemplázase en el párrafo segundo de la letra s) la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio” y el punto y final por un punto y coma.

f) Eliminase la letra t).

g) Agréganse los siguientes literales t) y u) a continuación del literal s), pasando el actual literal u) a ser v):

“t) De un representante de asociaciones de barrios y zonas patrimoniales, nombrado de conformidad al reglamento;

u) De un representante del Colegio de Arqueólogos de Chile, y”.

h) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta mensual equivalente a ocho unidades de fomento, siempre que asistan a lo menos a una sesión mensual, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.”.

2. Sustitúyese en el artículo 3 la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.”.

3. Elimínase el número 2 del artículo 6.

4. Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 11 la frase “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos del Ministerio de Educación Pública” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

5. Sustitúyense en el artículo 33 la expresión “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, y la expresión “del Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

6. Sustitúyese en el artículo 34 la expresión “Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

7. En el artículo 37:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Consejo de Monumentos Nacionales” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

b) Agrégase en el inciso segundo, después de la palabra Consejo, la frase “de Monumentos Nacionales”.

Artículo 43.- Sustitúyese en el artículo 12, letra E, N° 1, letra a), del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Impuestos a las Ventas y Servicios, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por lo siguiente: “otorgado por el Subsecretario de las Culturas, quien podrá delegar esta atribución en los secretarios regionales ministeriales del ramo. En el ejercicio de esta atribución, los secretarios regionales ministeriales deberán considerar los criterios que establezca el Subsecretario referido, mediante resolución dictada para estos efectos. Dicho Subsecretario emitirá un reporte anual sobre los auspicios otorgados, el que deberá remitir al Ministro del ramo, al Subsecretario de Hacienda y a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.

Artículo 44.- Modifícase la ley N° 19.169, que Establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales, en el siguiente sentido:

1. Incorpórase, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo 9° bis:

“Artículo 9° bis.- Los Premios referidos en los artículos 2° y 7° se otorgarán por jurados que, en todos los casos, estarán compuestos por el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, el Rector de la Universidad de Chile y el último galardonado con el respectivo Premio Nacional.

Integrarán además los jurados, según el Premio de que se trate, las siguientes personas:

a) Literatura: un representante de la Academia Chilena de la Lengua, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos autores destacados de la literatura chilena, sean estos escritores, poetas o poetisas o ensayistas, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

b) Artes Plásticas: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos creadores destacados en el ámbito de las artes visuales del país, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

c) Artes Musicales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos creadores destacados de la música chilena, sean compositores, autores o intérpretes, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
d) Artes de la Representación y Audiovisuales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos personas destacadas en la creación y producción en las artes de la representación y audiovisuales del país, designadas por el Consejo Nacional de las Culturas , las Artes y el Patrimonio.

El reglamento determinará el procedimiento de designación de los integrantes de los jurados establecidos en las letras a, b, c y d del inciso segundo.”.

2. Intercálase en el artículo 10, entre la expresiones “de Educación” y “y el Rector”, lo siguiente: “, el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

3. Intercálase en el artículo 14, entre la expresión “de Educación” y la coma que le sigue, la frase “o el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, según corresponda”.

4. Agrégase en el inciso tercero del artículo 16, a continuación de la expresión “de Educación”, la frase “o el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, según corresponda,”.

5. Agrégase en el artículo 24 el siguiente inciso:

“En los casos de los premios contemplados en el artículo 9° bis, los recursos necesarios para cubrir los gastos que demande esta ley serán consultados cada año en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Artículo 45.- Modifícase la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, en la siguiente forma:

1. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 76 las expresiones “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” y “dicha Dirección”, por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “dicho Servicio”, respectivamente.

2. Sustitúyese el artículo 90 por el siguiente:

“Artículo 90.- Créase el Departamento de Derechos Intelectuales, que tendrá a su cargo el Registro de Propiedad Intelectual y las demás funciones que le encomiende el reglamento. Este organismo dependerá del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.”.

3. Reemplázase en el artículo 94 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 95 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

5. Reemplázanse en el artículo 96, las dos veces que aparece, la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”; y la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

6. Sustitúyense en el inciso segundo del artículo 100 bis la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”; y la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

7.- Reemplazase, en el inciso noveno del artículo 100 ter, la expresión “Consejo de la Cultura y las Artes” por “Subsecretaría de las Culturas y de las Artes

8. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 102 la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 46.- Modifícase el artículo 8° de la ley N° 18.985, que Establece Normas Sobre Reforma Tributaria, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales, de la forma que sigue:

1. En el artículo 1°:

a) Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 1 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

b) Sustitúyese en el numeral 3, las dos veces que aparece, la expresión “Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

c) Reemplázase en el numeral 5 la frase “Ministerio de Educación, a propuesta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la expresión “Ministerio de las Culturas, la Artes y el Patrimonio”.

2. Reemplázase en el literal c) del inciso primero del artículo 10 la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

3. Sustitúyese en el artículo 12, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Reemplázase en el inciso quinto del artículo 17 la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

5. Reemplázase en artículo 19 la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 47.- Reemplázase en el inciso primero del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.675, que Modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 48.- Modifícase la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura, y modifica cuerpos legales que señala, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

2. En el artículo 5°:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

b) Sustitúyese el literal a) del inciso segundo por el siguiente:

“a) El Subsecretario de las Culturas y las Artes,”; 

c) Reemplázase en el inciso segundo el literal d) por el siguiente: 

“d) El Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, o su representante;”.

d) Elimínase en el inciso quinto la referencia a la letra “d)” y la coma que le sigue.

3. Reemplázase en la letra c) del artículo 6° la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 49.- Modifícase la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Chilena, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

2. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

Artículo 50.- Modifícase la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

2. Sustitúyese, todas las veces que aparece, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

3. Elimínase en el inciso final del artículo 5° la frase “y no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones”.

4. Reemplázase en el artículo 10 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 51.- Modifícase la ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en el siguiente sentido:

1. Elimínase en el título de la ley la expresión “el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y”.

2. Derógase el Título I, y los artículos 1° al 27 que lo integran.

3. Elimínanse, a continuación del artículo 27, los siguientes epígrafes: 

- “Título II Del Fomento de la Cultura, las Artes y el Patrimonio Cultural”.

- “Párrafo 1° Del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.

4. Reemplázase, todas las veces en que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

5. En el artículo 28:

a) Agrégase en el inciso primero, después de la palabra “Lectura”, la frase “, la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Nacional y la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual”.

b) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “concurso público” y el punto y final, la siguiente frase: “, lo que se formalizará a través de resolución del Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

6. Sustitúyense en el numeral 2 del artículo 29 los vocablos “al Consejo” por la expresión “a la Subsecretaría de las Culturas y las Artes”.

7. En el inciso primero del artículo 30:

a) Elimínanse en el número 1 el vocablo “música” y la coma que le sucede, las palabras “y audiovisuales”, la frase “y los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas.”, y la oración “A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.

b) Suprímense en el numeral 2) las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por un Comité de Especialistas. A partir de los resultados de tal evaluación, los proyectos serán seleccionados por un jurado.”.

c) Deróganse los numerales 3 y 4, pasando los numerales 5 y 6 a ser 3 y 4, respectivamente.

d) Elimínanse en el numeral 5, que pasa a ser 3, las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas. A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.

8) Elimínase en el numeral 6, que pasó a ser 4, la expresión “el patrimonio cultural”:

9. En el inciso primero del artículo 31:

a) Reemplázase la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

b) Elimínase el guarismo “6”.

c) Sustitúyese la frase “la forma de selección y designación de los Comités de Especialistas para la evaluación de los proyectos presentados al Fondo,” por “la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección,”.

10. Sustitúyese en el artículo 32 la expresión “El Consejo” por “El Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

11. Reemplázase en el inciso primero del artículo 34 la frase “generales establecidas en las disposiciones precedentes y en el” por la frase “definidas por el Subsecretario de las Culturas y las Artes y al”.

12. Derógase el Título III, y los artículos 36 al 40 que lo componen.

Artículo 52.- Reemplázanse en el literal i) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las expresiones “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, “el Consejo” y “su Presidente” por las expresiones “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”, “el Ministerio” y “el Ministro”, respectivamente.

Artículo 53.- Reemplázase en el literal h) del artículo 4° de la ley N° 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 54.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, que organiza las Secretarías de Estado, en el siguiente sentido:

1. En el numeral 19°, reemplázase la conjunción “y” y la coma que le precede por un punto y coma.

2. En el numeral 20°, sustitúyese el punto y aparte por la conjunción “y”, precedida de un punto y coma.

3. Agrégase el siguiente numeral 21°:

“21° Las Culturas, las Artes y el Patrimonio.”.

Artículo 55.- Modifícase la ley N° 17.236, que Aprueba Normas que Favorecen el Ejercicio y Difusión de las Artes, en la siguiente forma:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por la expresión “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

2. En el inciso segundo del artículo 2°, sustitúyese la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.

3. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 6° la frase “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Sustitúyese en el artículo 7° las expresiones “Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, y “el Secretario-Abogado de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Subsecretario del Patrimonio”.

5. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 9° la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.

Artículo 56.- Reemplázase en los literales b) y j) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 57.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:

1. Otórgasele el siguiente título: “Sobre instituciones nacionales patrimoniales dependientes del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

2. Reemplázase en el artículo 2° la expresión “el Director General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

3. Elimínanse los artículos 1°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10, 11,12, 13, 19, 20, 21, 22, 24,26 y 28.

4. En el inciso segundo del artículo 8°:

a) Sustitúyese la expresión “a la Dirección General” por “al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

b) Reemplázase la expresión “la Dirección General”, la segunda vez que aparece, por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

5. Sustitúyese en el artículo 15 la expresión “La Dirección General” por “El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

6. Elimínase en el artículo 16 la frase “ni objeto alguno de las colecciones de los museos”.

7. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 17 la expresión “el Director General” por “el funcionario que lo subrogue”. 

8. Reemplázanse en el artículo 23 las expresiones “museos de provincia” por “museos regionales”, “Dirección General” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “decreto supremo” por “resolución del Director Nacional”.

Artículo 58.- Modifícase la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase en los incisos primero y segundo del artículo 30 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

2. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 8° transitorio la expresión “de la Dirección General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

Artículo 59.- Sustitúyese en el artículo 35 de la ley N° 20.079, que o
torga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la frase “Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

Artículo 60.- Modifícase la ley N° 20.216, que Establece Normas en Beneficio del Circo Chileno, en los siguientes términos:

1. En el inciso primero del artículo 2° elimínase la expresión “, animales amaestrados”.

2. En el inciso segundo del artículo 3° elimínase la frase “el Servicio Agrícola y Ganadero,”.

Artículo 61.- Reemplázase, el artículo 4 de la ley N° 19.166, que modifica ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, por el siguiente:

“Los fondos recaudados por las entidades de gestión colectiva de derechos intelectuales, que no sean distribuidos o no sean cobrados por sus titulares, dentro del plazo de tres años contado desde su percepción, incrementarán los recursos que anualmente destine el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, para financiar los Fondos Culturales y Artísticos.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de las Culturas, las Artes, y el Patrimonio, sus subsecretarías y el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Además, determinará la fecha de supresión del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

2. Fijar las plantas de personal de las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas y podrá establecer la gradualidad en que los cargos serán creados; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de hacienda. Asimismo, podrá determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, en relación con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. El número de cargos a que se refiere el artículo 8 de la ley N°18.834, será determinado considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifiquen las respectivas funciones.

3. Determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley Nº 19.553, en su aplicación transitoria. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas. La selección de personal, ya sea en calidad de planta o contrata, se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales, transparentes e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos, de conformidad a lo establecido en la ley. Lo anterior, es sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.
4. Determinar la dotación máxima del personal de las Subsecretarías y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.
5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de todos los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, incluidos los funcionarios y funcionarias que desempeñen labores permanentes en la Secretaría del Consejo de Monumentos Nacionales, a las subsecretarías del Ministerio o al Servicio, según corresponda, quienes mantendrán, al menos, el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados a cada una de las entidades antes señaladas, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. No podrá significar la pérdida del beneficio de desahucio. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo su consentimiento. En caso que la funcionaria o funcionario manifieste su voluntad de mantenerse en la misma región de su desempeño habitual, mantendrá la misma función u otra similar o pertinente a su profesión o experticia administrativa.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

8. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural o a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, y desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para que sean destinados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

9. Para la dictación del o los decretos con fuerza de ley de conformidad al presente artículo, la autoridad tomará conocimiento de la opinión de la o las entidades nacionales que agrupen a las asociaciones de funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Artículo segundo.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, todos sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.

Los funcionarios y funcionarias del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos que sean traspasados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de los señalados servicios. Dicha afiliación se mantendrá hasta que las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.

Artículo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y podrá al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo cuarto.- Las personas contratadas conforme a las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, que a la fecha de entrada en funcionamiento de las instituciones señaladas en el numeral 1 del artículo primero transitorio se desempeñen en la Orquesta de Cámara de Chile, el Ballet Folclórico Nacional, y los vigilantes de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, serán traspasados a dichas instituciones, según corresponda, sin alterar los derechos y obligaciones emanados de sus contratos, los que mantendrán su vigencia y continuidad en la institución a la cual se traspasen.

Artículo quinto.- Las personas que, a la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, estén cumpliendo la función de directores de las instituciones patrimoniales nacionales de que trata esta ley, continuarán cumpliendo dicha función y cargo por un período de tres años, contado desde la fecha antes señalada, según lo dispone el numeral 1 del artículo primero transitorio, salvo renuncia voluntaria del interesado. Los funcionarios permanecerán en estos cargos mientras se encuentren calificados en lista número 1, de distinción.
Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo tercero transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.”.

- - -


Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 8 y 22 de marzo; 5 y 17 de abril; 8 y 15 de mayo, y 5 de junio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn, (Víctor Pérez Varela) y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal (Adriana Muñoz D’ Albora) y Fulvio Rossi Ciocca (Carlos Montes Cisternas y Alfonso De Urresti Longton).

Sala de la Comisión, a 12 de junio de 2017

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.

1 Esta disposición establece, en lo pertinente,  que una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes. Cabe consignar, que las disposiciones del proyecto de ley apuntadas modifican el artículo 27 de la LOC de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado es el decreto con fuerza de ley  N° 1 de 2000. 
2 Corresponde al artículo 1° transitorio, en los términos en que se indica en el informe, relativo al Consejo Asesor de Pueblos Indígenas, disposición que, en el primer informe, ya había sido calificado como norma orgánica constitucional.

3 Número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. La determinación de las atribuciones y funciones de todo órgano público corresponde a la iniciativa del Presidente de la República.

4 Este análisis se retoma con ocasión de la discusión del artículo 11, página 41 de este informe.

5 Cabe consignar que durante la discusión de las indicaciones, la Comisión acordó con los representantes gubernamentales que algunos de los contenidos planteados en ellas, que fueron declarados inadmisibles por corresponder a materias propias de la iniciativa presidencial, fueran incorporadas al texto del proyecto. Con tal finalidad, y sin perjuicio de cumplir con las formalidades reglamentarias correspondientes, se acordó, de la misma manera, en su momento, solicitar un  nuevo plazo de indicaciones para cumplir el señalado propósito, de manera que el Ejecutivo pudiera presentar las respectivas propuestas, como se ha señalado precedentemente en este informe.

6 Ibid cita 3.

7 El artículo citado dispone literalmente lo siguiente: “Los servicios públicos estarán a cargo de un jefe superior denominado Director, quien será el funcionario de más alta jerarquía dentro del respectivo organismo. Sin embargo, la ley podrá, en casos excepcionales, otorgar a los jefes superiores una denominación distinta. 

A los jefes de servicio les corresponderá dirigir, organizar y administrar el correspondiente servicio; controlarlo y velar por el cumplimiento de sus objetivos; responder de su gestión, y desempeñar las demás funciones que la ley les asigne.

En circunstancias excepcionales la ley podrá establecer consejos u órganos colegiados en la estructura de los servicios públicos con las facultades que ésta señale, incluyendo la de dirección superior del servicio.”.

8 Este precepto enumera las funciones y atribuciones del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 

9 La materia queda regulada en la indicación número 165 b), de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.

10 El proyecto no considera una indicación signada con el número 154).

11 La disposición faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para, en lo pertinente, “fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de las Culturas, las Artes, y el Patrimonio, sus subsecretarías y el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Además, determinará la fecha de supresión del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.”.

12 Esta disposición establece, en lo pertinente,  que una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes. Cabe consignar, que las disposiciones del proyecto de ley apuntadas modifican el artículo 27 de la LOC de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado es el decreto con fuerza de ley  N° 1 de 2000. 

13 Corresponde al artículo 1° transitorio, en los términos en que se indica en el informe, relativo al Consejo Asesor de Pueblos Indígenas, disposición que, en el primer informe, ya había sido calificado como norma orgánica constitucional.

3
INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL MINISTERIO DE LA CULTURA

(8.938-24)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, con urgencia calificada de “simple”. 

- - -

Cabe hacer presente que, en sesión de 3 de agosto de 2016, se da cuenta del proyecto disponiendo que pase a las comisiones de Educación y Cultura, y de Hacienda.
Posteriormente, por acuerdo de Comités, de 20 de diciembre de 2016, se dispone que el proyecto sea informado por la Comisión de Hacienda sólo durante el trámite reglamentario del segundo informe.
Finalmente, vuestra Comisión decidió abocarse únicamente a las materias que guardan estricta relación con la competencia de la Hacienda Pública y que tienen incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado.
- - -

Con fecha 4 de julio de 2017, se amplió el plazo para presentar indicaciones hasta las 18:00  del mismo día en la Secretaría de la Comisión de Hacienda, recibiéndose en la ocasión dos indicaciones de Su Excelencia el Vicepresidente de la República.

Asimismo, cabe hacer presente que la Comisión de Hacienda introdujo modificaciones respecto de los artículos 1; 7; 9; 10; 12; 16; 25; 26; 31; 37; 41; 44; y cuarto y quinto transitorios, lo que hizo en virtud del artículo 121 del Reglamento del Senado, y en los artículos primero transitorio, y sexto, séptimo y octavo transitorios, nuevos, en virtud de la aprobación de las dos indicaciones de S.E. el Vicepresidente de la República.
- - -

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Asesor en el Área de Coordinación Legislativa, señor Francisco Tapia.
Del Consejo de la Cultura y las Artes, el Ministro, señor Ernesto Ottone; la Subdirectora Nacional, señora Ana Tironi; la Jefa de Gabinete, señora Fernanda Castillo; el Jefe de Planificación, señor Eduardo Oyarzún; el Jefe de Comunicaciones, señor Andrés Bermúdez; los Asesores Legislativos, señora Karen Soto y señor Rodrigo Cabello, y la Jefa de Prensa del Ministro, señora Daniela Zamora.
Del Ministerio de Educación, la Asesora del Gabinete de la Ministra, señora Luz María Gutiérrez.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores legislativos, señoras María Jesús Mella y Verónica Pinilla, y señor Nicolás Gatica.
De la Dirección de Presupuestos, la Jefa del Departamento Institucional Laboral, señora Patricia Orellana.
De Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, el Jefe del Departamento Jurídico, señor José Cortés, y el Asesor de la Dirección General, señor Raúl Cornejo.
De la Asociación Nacional de Funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (ANFUCULTURA), la Presidenta, señora Manón Herrera; el Secretario General, señor Cristián Retamales; el Tesorero Nacional, señor Cristián Urrutia; la Directora Nacional, señora Yéssica Almonacid, y el Director, señor Marco Pino.

De la Asociación de Funcionarios de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos (ANFUDIBAM), el Presidente, señor Diego Cortez, y el Tesorero, señor Camilo Moreno.

De la Asociación Nacional de Trabajadores del Patrimonio (ANATRAP), el Presidente, señor Oscar Peñafiel; la Secretaria General, señora Tania González, y el Tesorero, señor Bruno Sepúlveda.
El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

Los Asesores del Honorable Senador Coloma, señores Álvaro Pillado y Gustavo Rosende.
El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

La Jefa de Gabinete del Honorable Senador Pizarro, señora Kareem Herrera.
La Asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

Del Comité Demócrata Cristiano, el Asesor, señor Sebastián Silva.

De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Diego Vicuña.
De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, señora María Soledad Larenas.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Educación y Cultura en su segundo informe.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Crear una nueva institucionalidad estatal para la cultura, las artes y el patrimonio, mediante la creación de una nueva secretaría de Estado que se denominará Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, la que busca expresar el reconocimiento del Estado a nuestra diversidad cultural, incluido el reconocimiento a las culturas de los pueblos originarios. El ministerio que se crea estará integrado por dos subsecretarías, que tienen por objeto, respectivamente, la cultura y las artes, y el patrimonio.
- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Educación y Cultura.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Previo a la consideración de los artículos pertinentes de la iniciativa legal, el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Ernesto Ottone, efectuó una exposición, del siguiente tenor:

- El proyecto de ley ingresa en el año 2013 durante el mandato del gobierno anterior.

- El actual Gobierno presentó una indicación sustitutiva en el mes de diciembre del año 2015.

- Propone la creación de una nueva institucionalidad que fortalezca lo existente actualmente a nivel nacional y regional:

1) Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

2) Subsecretaría de las Culturas y las Artes (continuadora del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes del año 2003). Integrará a su alero el Consejo Nacional del Libro y la Lectura; el Consejo de Fomento de la Música Nacional y el Consejo del Arte y la Industria Audiovisual. También el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes.

Estará a cargo de las secretarías regionales ministeriales y del servicio interno del Ministerio.

3) Subsecretaría del Patrimonio Cultural que coordinará la acción del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. El Subsecretario presidirá el Consejo de Monumentos Nacionales.

4) Se crean las secretarías regionales ministeriales.

5) Servicio Nacional del Patrimonio Cultural (continuador de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, y se incorpora la Cineteca Nacional que hoy es parte de la Corporación Cultural Palacio de La Moneda). Se desconcentrará a través de direcciones regionales.

6) Se crea la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales. Los funcionarios pasan de ser a honorarios a contrata.

7) Se crea el Fondo del Patrimonio Cultural administrado por el Servicio Nacional respectivo.

8) Se crea el Consejo Asesor de Pueblos Indígenas para participar en la elaboración de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio.

- La Comisión de Educación y Cultura introdujo pocas modificaciones respecto del proyecto despachado por la Cámara de Diputados. Una de ellas fue que el Consejo Asesor de Pueblos Indígenas tenga carácter permanente y no transitorio.

Asimismo, algunos consejeros del Consejo Nacional deben ser ratificados por el Senado y la nominación no la efectúa directamente el Ministro.

- - -
Artículo 1
Crea el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y fija como su ley orgánica la contenida en este texto.

Se regirá por los siguientes principios:

1.- De diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad, la dignidad de todas las culturas e identidades y el respeto mutuo entre las diversas identidades culturales que cohabitan en el territorio nacional como valores culturales fundamentales.

2. De democracia y participación cultural. Reconocer que las personas y comunidades son creadores de contenidos, prácticas y obras con representación simbólica, con derecho a participar activamente en el desarrollo cultural del país; y tienen acceso social y territorialmente equitativo a los bienes, manifestaciones y servicios culturales.

3. De reconocimiento cultural de los pueblos indígenas. Reconocer, respetar y promover las culturas de los pueblos indígenas, sus prácticas ancestrales, sus creencias, su historia y su cosmovisión, teniendo especial consideración con el desarrollo de la cultura, las artes y el patrimonio cultural indígena.

4. De respeto a la libertad de creación y valoración social de los creadores y cultores. Reconocer y promover el respeto a la libertad de creación y expresión de creadores y cultores, y a la valoración del rol social de éstos en el desarrollo cultural del país.

5. De reconocimiento de las culturas territoriales. Reconocer las particularidades e identidades culturales territoriales que se expresan, entre otros, a nivel comunal, provincial y regional, como también, en sectores urbanos y rurales; promoviendo y contribuyendo a la activa participación de cada comuna, provincia y región en el desarrollo cultural del país y de su respectivo territorio, fortaleciendo la desconcentración territorial en el diseño y ejecución de políticas, planes y programas en los ámbitos cultural y patrimonial.

6. Del patrimonio cultural como bien público. Reconocer que el patrimonio cultural, en toda su diversidad y pluralidad, es un bien público que constituye un espacio de reflexión, reconocimiento, construcción y reconstrucción de las identidades y de la identidad nacional.

7. De respeto a los derechos de los creadores y cultores. Promover el respeto de los derechos de los creadores, en materia de propiedad intelectual, así como también los derechos laborales consagrados en el ordenamiento jurídico chileno, de quienes trabajan en los ámbitos de las artes, las culturas y el patrimonio.

8. De la memoria histórica. Reconocer a la memoria histórica como pilar fundamental de la cultura y del patrimonio intangible del país, que se recrea y proyecta a sí misma en un permanente respeto a los derechos humanos, la diversidad, la tolerancia, la democracia y el Estado de Derecho.

El inciso final dispone que, para efectos de esta ley, se entenderá por cultura, diversidad cultural, patrimonio cultural y patrimonio cultural inmaterial las definiciones contenidas en instrumentos internacionales vigentes de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) ratificados por Chile.
El Honorable Senador señor Tuma expresó que la Comisión de Educación y Cultura acogió varias indicaciones por él presentadas acerca de la participación de los pueblos originarios. En particular, hizo referencia al número 3, en que se produce un reconocimiento cultural que resulta insuficiente y que, de acuerdo a una indicación de su autoría, debiera ser mucho más amplia pero no fue aprobada. Solicitó que la Comisión considere la posibilidad de ampliar la definición contenida en el número 3.

La Asesora Legislativa del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, CNCA, señora Karen Soto, señaló que la referida indicación fue motivo de un amplio debate, y se consideró que los contenidos que se desarrollaban en el principio de reconocimiento de los pueblos indígenas estaban recogidos en los otros principios incluidos en la disposición.

El Honorable Senador señor Coloma consultó el motivo por el que se parte colocando los principios inmediatamente después de la creación del Ministerio.

El Ministro, señor Ottone, respondió que debe tenerse presente que el Ministerio será el continuador del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, CNCA, y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, DIBAM, por lo que se ha buscado respetar el proceso histórico de estructuración del Consejo que también comenzaba con los principios. Agregó que en materia cultural también rigen todos los convenios suscritos con UNESCO.

El Honorable Senador señor Tuma sostuvo que la disposición no resguarda debidamente lo que se refiere a la ciencia, la tecnología y la medicina de los pueblos indígenas.
El Honorable Senador señor Coloma reparó en que la palabra cultura se repite seis veces en el número 1, por lo que debería buscarse una redacción menos reiterativa.

El Honorable Senador señor Pizarro observó que en el texto aprobado en general por el Senado la palabra cultura aparecía una vez menos.

El señor Ministro manifestó que el motivo de la reiteración es la falta de un sinónimo y la intención de no dejar fuera nada de lo que se considera más relevante. Observó que “interculturalidad” se refiere a un concepto distinto, que no puede obviarse por estar la palabra cultura otras veces.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con enmiendas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 2
Dispone que, el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante “el Ministerio”) será la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación e implementación de políticas, planes y programas para contribuir al desarrollo cultural y patrimonial armónico y equitativo del país en toda su diversidad, reconociendo y valorando las culturas de los pueblos indígenas, la diversidad geográfica y las realidades e identidades regionales y locales, conforme a los principios de esta ley. El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia cultural y patrimonial, y propenderá a su incorporación en forma transversal en la actuación del Estado. 

El inciso final establece que su domicilio será la ciudad de Valparaíso, sin perjuicio de los otros que establezca como tales en el país y del domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, que será la ciudad de Santiago.
El Ministro, señor Ottone, manifestó que, fundamentalmente, esta disposición define que el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio será el organismo rector en materia de desarrollo cultural y patrimonial, y que su sede será la ciudad de Valparaíso, tal como hasta ahora.

El Honorable Senador señor García solicitó que se expliquen las razones de cambiar el nombre del Ministerio de “Cultura” por de las “Culturas” y cuál es la experiencia a nivel internacional.

El señor Ministro respondió que fue materia de discusión durante 5 meses en la Cámara de Diputados y por 5 meses más en la Comisión de Educación y Cultura del Senado. Observó que, finalmente, la denominación de las “Culturas” se aprobó por unanimidad, y agregó que tres países latinoamericanos cuentan con esta denominación y otros cuatro se encuentran en el mismo proceso. Indicó que la propuesta surgió de la consulta indígena que se efectuó y lo mismo ocurrió con los consejos regionales que elevaron la misma petición.

Concluyó que, después de escuchar a más de 40 especialistas sobre el punto, estiman que sí tiene valor para Chile hoy, el contar con la denominación propuesta.

El Honorable Senador señor Montes planteó que en México siempre se ha hablado de “Culturas” y para nuestro país representa un reconocimiento a la diversidad el utilizar esa denominación después de muchísimos años aplicando un modelo integracionista.

El Honorable Senador señor García señaló que referirse a “Cultura” en singular no significa en ningún caso renunciar a la pluriculturalidad.

El señor Ministro indicó que la nueva denominación viene a reafirmar un compromiso del Estado de Chile de hacer un reconocimiento a la diversidad cultural existente en el país, cuestión que también se debate a nivel internacional en UNESCO.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 3
Dispone que al Ministerio corresponderán especialmente las siguientes funciones y atribuciones:

1. Promover y contribuir al desarrollo de la creación artística y cultural, fomentando la creación, producción, mediación, circulación, distribución y difusión de las artes visuales, fotografía, nuevos medios, danza, circo, teatro, diseño, arquitectura, música, literatura, audiovisual y otras manifestaciones de las artes; como asimismo, promover el respeto y desarrollo de las artes y culturas populares.

2. Fomentar el desarrollo de las industrias y de la economía creativa, contribuyendo en los procesos de inserción en circuitos y servicios de circulación y difusión, para el surgimiento y fortalecimiento del emprendimiento creativo tanto a nivel local, regional, nacional e internacional.

3. Contribuir al reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural, promoviendo su conocimiento y acceso y fomentando la participación de las personas y comunidades en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.

4. Promover y colaborar en el reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural indígena, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones del folclor del país y de las culturas tradicionales y populares en sus diversas manifestaciones.

5. Promover el desarrollo de audiencias y facilitar el acceso equitativo al conocimiento y valoración de obras, expresiones y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y fomentar, en el ámbito de sus competencias, el derecho a la igualdad de oportunidades de acceso y participación de las personas con discapacidad.

6. Contribuir al conocimiento y desarrollo de las manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales de los chilenos residentes en el exterior, como también al acceso al conocimiento y goce de las obras, expresiones y manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales del país, fomentando el diálogo, conocimiento e intercambio entre creadores y cultores residentes dentro y fuera de Chile, para lo cual coordinará su accionar con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

7. Estimular y contribuir al conocimiento, valoración y difusión de las manifestaciones culturales de las comunidades afrodescendientes y de pueblos inmigrantes residentes en Chile, fomentando la interculturalidad.

8. Fomentar y colaborar, en el ámbito de sus competencias, en el desarrollo de la educación artística no formal como factor social de desarrollo.

9. Fomentar y facilitar el desarrollo de capacidades de gestión y mediación cultural a nivel regional y local, y promover el ejercicio del derecho a asociarse en y entre las organizaciones culturales, con el fin de facilitar las actividades de creación, promoción, mediación, difusión, formación, circulación y gestión en los distintos ámbitos de las culturas y del patrimonio.

10. Promover el respeto y la protección de los derechos de autor y derechos conexos, y su observancia en todos aquellos aspectos de relevancia cultural; como asimismo, impulsar su difusión.

11. Promover la cultura digital y la utilización de herramientas tecnológicas en los procesos de creación, producción, circulación, distribución y puesta a disposición de las obras, contenidos y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y su acceso a ellos.

12. Impulsar la construcción, ampliación y habilitación de infraestructura y equipamiento para el desarrollo de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales del país, propendiendo a la equidad territorial, y promover la capacidad de gestión asociada a esa infraestructura, fomentando el desarrollo de la arquitectura y su inserción territorial; como asimismo, promover y contribuir a una gestión y administración eficaz y eficiente de los espacios de infraestructura cultural pública y su debida articulación a lo largo de todo el país.

13. Fomentar, colaborar y promover el fortalecimiento de las iniciativas, proyectos y expresiones comunitarias de las culturas y de las organizaciones sociales, territoriales y funcionales vinculadas a estas manifestaciones culturales.

14. Promover la inversión y donación privada en el ámbito de las culturas, las artes y el patrimonio.

15. Fomentar y facilitar el desarrollo de los museos, promover la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados, y promover la creación y desarrollo de las bibliotecas públicas.

16. Contribuir y promover iniciativas para el desarrollo de una cultura cívica de cuidado, respeto y utilización del espacio público, de conformidad a los principios de esta ley.

17. Proponer al Presidente de la República políticas y planes en materias de su competencia.

18. Estudiar, formular, implementar y evaluar políticas, planes y programas en materias culturales y artísticas, así como estudiar, formular y evaluar políticas, planes y programas en materias patrimoniales, para contribuir al cumplimiento de sus funciones y atribuciones, teniendo en consideración los principios señalados en esta ley.

19. Proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en el ámbito de su competencia.

20. Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales en materia cultural, artística y patrimonial en que Chile sea parte, y explorar, establecer y desarrollar vínculos y programas internacionales en materia cultural y patrimonial, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

21. Otorgar reconocimientos a personas y comunidades que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural del país, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.

22. Estimular y apoyar la elaboración de planes comunales y regionales de desarrollo cultural, artístico y patrimonial que consideren la participación de la comunidad y sus organizaciones sociales.

23. Promover, colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones en materias de su competencia.

24. Establecer una vinculación permanente con el sistema educativo formal en todos sus niveles, coordinándose para ello con el Ministerio de Educación, con el fin de dar expresión a los componentes culturales, artísticos y patrimoniales en los planes y programas de estudio y en la labor pedagógica y formativa de los docentes y establecimientos educacionales. Además, en este ámbito, deberá fomentar los derechos lingüísticos, como asimismo aportar a la formación de nuevas audiencias.

25. Declarar mediante decreto supremo los monumentos nacionales en conformidad a la ley N° 17.288, que legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes N°s 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley N° 651, de 17 de Octubre de 1925, previo informe favorable del Consejo de Monumentos Nacionales.

26. Declarar el reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y definir las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

27. Celebrar convenios con organismos públicos y privados, tanto nacionales como internacionales, en materias relacionadas con la labor del Ministerio.

28. Proponer al Presidente de la República, políticas y planes destinados a fomentar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial en los canales de televisión pública y en otros medios de comunicación pública, sin perjuicio de las demás atribuciones y funciones que tenga en la materia.

29. Apoyar el desarrollo e implementación de la Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural y las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural, de conformidad a esta ley.

30. Desarrollar y operar sistemas nacionales y regionales de información y registro cultural y patrimonial de acceso público, de conformidad a la normativa vigente.

31. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Para ejercer las atribuciones conferidas en los números 2, 18, 19, 21, 22, 26 y 28 del presente artículo, el Ministerio deberá siempre oír la opinión del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio dentro del plazo que al efecto fije el reglamento. En caso de no emitirse la opinión del Consejo dentro del plazo señalado en el reglamento, el Ministerio adoptará la resolución correspondiente.
El Honorable Senador señor Pizarro observó que el número 26 –referido a patrimonio inmaterial y tesoros humanos vivos- fue aprobado con modificaciones por mayoría de votos en la Comisión de Educación y Cultura.

El Ministro, señor Ottone, señaló que se sacó parte de un procedimiento dejándolo entregado al reglamento, dado que se consideró reiterativa su formulación en la ley, sin que existiese una objeción de fondo en la materia.

Agregó que, en el presente año, las comunidades presentaron la postulación de 32 tesoros humanos vivos.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 4
El Ministerio se organizará de la siguiente manera: 

a) Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. 

b) La Subsecretaría de las Culturas y las Artes.

c) La Subsecretaría del Patrimonio Cultural.

d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

e) El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y los consejos regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
El Honorable Senador señor Montes expresó que se produjo un gran debate acerca de la necesidad que existiesen una o dos subsecretarías.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 5
Establece que el Ministro es el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en la conducción del ministerio y la dirección superior de las políticas nacionales, planes y programas en materia de cultura y patrimonio. Al Ministro le corresponderá especialmente velar por la consistencia y coherencia de las labores realizadas por las subsecretarías y los servicios relacionados o dependientes que forman parte de su estructura.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 6
Prescribe que un reglamento expedido por el Ministerio determinará su estructura organizativa interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. Para efectos de establecer la estructura interna, deberán considerarse, a lo menos, las siguientes áreas para cumplir funciones en todo el Ministerio, incluyendo ambas subsecretarías: Planificación y Presupuesto y Asesoría Jurídica. Además, podrá establecer otras áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio o de algunas de las subsecretarías.

Además, dispone que para la confección del señalado reglamento se deberán considerar los mecanismos de información a los funcionarios y sus asociaciones.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 7
De las Subsecretarías. El Ministerio contará con la colaboración inmediata de las subsecretarías de las Culturas y del Patrimonio. Cada subsecretaría estará a cargo de un Subsecretario, quien será el jefe superior del Servicio y le corresponderá desempeñar las demás funciones que le asigna la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

El Ministro será subrogado por el Subsecretario de las Culturas y las Artes, y a falta de éste, por el Subsecretario del Patrimonio Cultural, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.

La Subsecretaría de las Culturas tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio.
El Honorable Senador señor García consideró que la redacción del inciso primero resulta extraña al discurrir acerca de que las subsecretarías son colaboradoras inmediatas del Ministerio.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 8
Dispone que la Subsecretaría de las Culturas y las Artes estará a cargo del Subsecretario de las Culturas y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar, ejecutar y evaluar planes y programas en materias relativas al arte, a las industrias culturales, a las economías creativas, a las culturas populares y comunitarias, a las asignadas en esta ley y las demás tareas que el Ministro le encomiende

El Subsecretario será el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales, en las materias de su competencia.
El Honorable Senador señor Tuma requirió más detalles acerca de la referencia a las industrias culturales y si no será más adecuado hablar simplemente de “culturas”.
El Ministro, señor Ottone, respondió que existen tres consejos sectoriales, que son de la música, del libro y audiovisual, por lo que ahora deben agregar el de la industria cultural.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó más información acerca de lo que debe entenderse por economía creativa.

El señor Ministro respondió que existe un Plan Nacional de Fomento a la Economía Creativa, que le toca presidir, y busca dar dinamismo a los servicios de exportaciones de la creatividad, entre otras, diseño, publicidad, prensa, etc. Agregó que hoy representa 2,2% del PIB.

El Honorable Senador señor Coloma acotó que la expresión “economía creativa” pareciera no identificarse inmediatamente con lo que se está explicando, por lo que le genera dudas su inclusión sin más en la ley.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 9
Prescribe lo siguiente:

“Artículo 9.-  La Subsecretaría de las Culturas deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales para el desarrollo artístico y cultural del país, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá diseñar y ejecutar planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 30 del artículo 3.

Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría del Patrimonio o con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría de las Culturas deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.”.
El Honorable Senador señor Montes observó que el inciso segundo puede generar varios conflictos de competencia entre las subsecretarías.

El Ministro, señor Ottone, respondió que por coordinación necesaria debe entenderse, por ejemplo, lo que ocurre con el plan nacional de lectura y del fomento lector, que está a cargo del Consejo y que interinstitucionalmente hace trabajar conjuntamente a más de 16 entidades públicas. Continuó indicando que, cuando exista el Ministerio  será una sola cartera la que se encargará de lo referido al contenido y al continente, cada uno a cargo de una Subsecretaría, que deberán trabajar en conjunto. Agregó que lo mismo se repite en turismo cultural.

El Honorable Senador señor Montes expresó que la experiencia –en deporte y en turismo- indica que una autoridad debe estar facultada para decidir en caso que se produzcan problemas de coordinación o de competencias, en este caso debiese ser el Ministro quien defina.

La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, expuso que, en materia de conflictos de competencia, la ley de bases generales de la administración del Estado, en su artículo 39, dispone que las contiendas son resueltas por el superior jerárquico del cual dependen o con el cual se relacionen.

El Asesor Legislativo del CNCA, señor Rodrigo Cabello, acotó que el inciso segundo del artículo 5 establece que el Ministro resuelve cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a las competencias de las subsecretarías y los servicios relacionados o dependientes.

El Honorable Senador señor Coloma solicitó votación separada del inciso segundo.

Puesto en votación el inciso segundo, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro y Tuma, la abstención del Honorable Senador señor García y el voto en contra del Honorable Senador señor Coloma.
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
- Como se explica a propósito de la discusión del artículo 12, en la siguiente sesión, se solicitó reapertura del debate respecto de esta disposición, la que fue aprobada de conformidad al artículo 125 del Reglamento de la Corporación.

En virtud de ello, fue puesta en votación la enmienda propuesta, consistente en incorporar un inciso final nuevo, aprobándose por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma.
Artículo 10
Es del siguiente tenor:

“Artículo 10.- Forman parte de la Subsecretaría de las Culturas, el Consejo Nacional del Libro y la Lectura, creado en la ley Nº 19.227, el Consejo de Fomento de la Música Nacional, creado en la ley Nº 19.928 y el Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, creado en la ley Nº 19.981.

Los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio consejo, teniendo en consideración lo establecido en cada una de sus respectivas leyes. Los consejos deberán recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite. Asimismo, remitirán al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, información sobre los procedimientos de asignación de recursos de los respectivos fondos.

Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena a pena aflictiva.

d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Los reemplazantes de las vacantes que se puedan generar serán elegidos utilizando el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y ejercerán el cargo de consejero por el resto del período que a éste le correspondía cumplir.

Los miembros de los consejos antes señalados que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo, tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.”.

El Honorable Senador señor Montes consultó la razón de que se incluya una enmienda, en el inciso segundo, para que los consejos deban recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite.

El Ministro, señor Ottone, respondió que se trata de aunar regulaciones que aparecían en tres leyes distintas, en las que no se explicitaba este deber de recibir al Ministro y se prefirió dejarlo expresamente establecido. Agregó que quien preside los consejos es el Subsecretario.

La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, explicó que la inclusión explícita del Ministro surgió de la propia Comisión de Educación y Cultura en razón que es el Subsecretario de las Culturas y las Artes quien preside las instancias.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que no le satisfacía la explicación anterior, porque el Ministro siempre tendrá la potestad de pedirle al Subsecretario que convoque a uno de los consejos con el objetivo de ser recibido y escuchado. Agregó que pareciera una norma que debilita la posición del Ministro y genera un precedente respecto de situaciones similares.

El Honorable Senador señor Coloma concordó con lo planteado precedentemente.

El señor Ministro destacó que lo relevante es que quede claro que el Ministro siempre puede asistir y debe ser escuchado por los distintos consejos.

El Honorable Senador señor Montes estuvo de acuerdo con lo expresado por el señor Ministro y señaló que ese es el parecer manifestado por los integrantes de la Comisión.

El Honorable Senador señor Pizarro solicitó votación separada de la tercera oración del inciso segundo: “Los consejos deberán recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite.”.

En votación la referida oración del inciso segundo, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
El Honorable Senador señor Coloma consultó, a propósito del inciso cuarto, letra a), la razón de que si expira el período del consejero se prorrogue hasta el nombramiento del reemplazante, dado que en otros casos se ha adoptado la decisión inversa, precisamente porque puede funcionar como desincentivo a que se nombre un nuevo consejero.

La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, explicó que el inciso cuarto fue sustituido a instancia de la Senadora señora Von Baer, quien pidió que se replicara lo contenido en la ley N° 20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.

Se hizo presente que la motivación principal de los integrantes de la Comisión de Educación y Cultura era que las causales quedarán en la ley y no entregadas al reglamento, pero sin pronunciarse acerca del detalle de cada causal.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que, desde hace un tiempo, vienen planteando que respecto de inhabilidades o cesación en el cargo debieran uniformarse los criterios dentro de la Administración del Estado.

El Honorable Senador señor Montes concordó en que resulta extraño que se establezca una prórroga del período de nombramiento, por lo que propuso aprobar el resto del artículo suprimiendo esa parte de la letra a).

Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado con la enmienda señalada precedentemente, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 11
De la Subsecretaría del Patrimonio Cultural. La Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario del Patrimonio Cultural y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial, infraestructura patrimonial y participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.

El Subsecretario del Patrimonio será el superior jerárquico de las secretarías regionales ministeriales, en las materias de su competencia.
El Honorable Senador señor Coloma planteó que la Senadora señora Von Baer votó en contra de indicación aprobada en la Comisión de Educación y Cultura por no compartir la estructura del Ministerio con dos subsecretarías. 

Señaló que se abstendrá en la votación por no estar de acuerdo con el punto específico referido a las dos subsecretarías dentro del Ministerio.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro y Tuma, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 12
Dispone lo siguiente:

“Artículo 12.- La Subsecretaría del Patrimonio deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá formular planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, numerales 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29 y 30.

Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría de las Culturas y con el Servicio del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría del Patrimonio deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.”.

El Honorable Senador señor Coloma reparó en que no es lo habitual que una misma función quede entregada a dos subsecretarías de un ministerio, como ocurre al ver la repetición de numerales de los artículos 9 y 12.

Señaló que la precedente constatación da fuerza al planteamiento de que debiera existir una sola subsecretaría.

El Ministro, señor Ottone, manifestó que en la nueva institucionalidad se están heredando servicios como los que dependen de DIBAM, y ello implica que, por ejemplo, en el caso del artículo 3, N° 5, “Promover el desarrollo de audiencias y facilitar el acceso equitativo al conocimiento y valoración de obras, expresiones y bienes artísticos, culturales y patrimoniales…”, una subsecretaría vea lo relativo al fomento de la creación artística y la otra subsecretaría vea lo relativo a materias patrimoniales. Cada sector sabe perfectamente cuál es su competencia, añadió, y existen instituciones de más de 80 años y el Consejo nace con una forma muy distinta.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que las distinciones de cada ámbito dentro de cada función no se entienden tan claramente como plantea el Ejecutivo, y más bien se advierte que comparten la mayoría de las funciones.

El Honorable Senador señor Montes estimó que los ámbitos de cada subsecretaría son claros, pero falta un principio ordenador que permita solucionar las superposiciones manteniendo la flexibilidad necesaria. Aunque aparezca en otras normas del proyecto de ley, consideró que sería preferible reiterarlo en las disposiciones respectivas de cada subsecretaría.

El Honorable Senador señor García consultó si los funcionarios pertenecientes a DIBAM están de acuerdo en cambiar de ministerio.

El señor Ministro respondió que así es, y consta del protocolo de acuerdo firmado en el año 2015, dado que el presupuesto del Consejo es muy superior al del área patrimonial y lo mismo ocurre a nivel de remuneraciones, por lo que ahora se nivelarán dichas áreas.

El Honorable Senador señor Montes planteó al Ejecutivo que busque una fórmula que no se remita a la mera coordinación y que sirva como criterio para decidir cuando se produzcan conflictos de competencia o situaciones ambiguas. 

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que, dejando de lado la posición que cuestiona la existencia de dos subsecretarías, lo que deben hacer es dejar expresamente establecido que es el Ministro el que resuelve en caso de conflicto o superposición de funciones.
En la siguiente sesión, la Asesora Legislativa del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señora Soto, señaló que se propone hacer remisión en cada artículo referido a las subsecretarías -9 y 12- a la resolución de conflictos de competencia por parte del Ministro.

El Honorable Senador señor Coloma planteó que la propuesta mejora el contenido de las disposiciones en debate, pero mantiene su objeción en orden a la existencia de dos subsecretarías. Agregó, que en la Comisión de Educación y Cultura se produjeron votaciones divididas en esta materia, manifestándose por el rechazo la Senadora señora Von Baer.
En votación las enmiendas propuestas a los artículos 9 y 12, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma. 
Puesto el resto del artículo en votación, se registraron dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Tuma, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Repetida la votación, de conformidad al inciso segundo del artículo 178 del Reglamento del Senado, se registraron dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Tuma, el voto en contra del Honorable Senador señor Coloma y la abstención del Honorable Senador señor García, por lo que se consideró ésta última como favorable a la posición mayoritaria, resultando aprobada la disposición por tres votos a favor y un voto en contra. 
Artículo 13
De las Secretarías Regionales Ministeriales. En cada región del país existirá una Secretaría Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, que será un colaborador directo del Intendente, que dependerá técnica y administrativamente del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, y en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

El Honorable Senador señor Coloma consultó al señor Ministro –pensando en la aprobación del proyecto de ley que propone la elección popular y directa de la autoridad regional- si es partidario de que el Secretario Regional Ministerial dependa del intendente elegido por la ciudadanía o por la autoridad regional nombrada por el Presidente de la República.

El Ministro, señor Ottone, señaló que, actualmente, los directores regionales dependen del Consejo Nacional y, por otra parte, los gobiernos regionales desarrollan sus propias políticas regionales de cultura, recibiendo apoyo técnico de la dirección regional del Consejo. Pensando en las competencias en juego, estimó que el Secretario Regional Ministerial debiera depender del delegado nombrado por el Ejecutivo, de modo que exista una conducción orgánica.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma.
Artículo 16
Textualmente, dispone lo siguiente:

“Artículo 16.- Créase el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que será presidido por el Ministro, y estará además integrado por:

1.
El Ministro de Relaciones Exteriores o su representante.

2.
El Ministro de Educación o su representante.

3.
El Ministro de Economía, Fomento y Turismo o su representante.

4.
Tres personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura o gestión cultural, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores o gestores, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

5.
Dos personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

6.
Dos personas representativas de las culturas populares, culturas comunitarias u organizaciones ciudadanas que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creadores, cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

7.
Dos personas representativas de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designadas por las asociaciones, comunidades y organizaciones indígenas constituidas según la legislación vigente. 

8.
Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años. 

9.
Una persona representativa de las comunidades de inmigrantes residentes en el país con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente.

10.
Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción.

Los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios.

Tratándose de las propuestas o designaciones de las personas de que tratan los numerales 4), 5), 6), 7) y 8) del inciso primero, éstas deberán realizarse asegurando, en cada caso, la representatividad de ambos sexos y que al menos una de ellas sea de una región distinta de la Metropolitana.

Un Reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento a través del cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del Consejo señalados en el presente artículo, para lo cual deberá existir un Registro Nacional de organizaciones. 

Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un periodo sucesivo, por una sola vez.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a)
Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b)
Renuncia voluntaria.

c)
Condena a pena aflictiva. 

d)
Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e)
Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.

Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, quedarán sujetos a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y en el título II de la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. 

El Consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio Consejo. El Subsecretario de las Culturas actuará como secretario y ministro de fe del Consejo, pudiendo adoptar todas las providencias o medidas que fuesen necesarias para su buen  cometido. En caso de ausencia o impedimento de éste, será subrogado en estas funciones por el Subsecretario del Patrimonio.

Las sesiones del Consejo serán de carácter público, pudiendo utilizarse diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero. 

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del Consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Para todos los efectos legales, con el consejo de que trata el presente título, se entenderá cumplida la obligación establecida en el artículo 74 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.

El Ministro, señor Ottone, explicó que el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes cuenta con un Directorio de 11 miembros, con representación de la Cancillería, Ministerio de Educación, de la sociedad civil y un premio nacional. Ahora, indicó, se propone ampliar la integración a 17 miembros, dado que se incorpora el área del patrimonio, dotándose de dieta a los consejeros que no sean funcionarios públicos.

El Honorable Senador señor García se refirió al numeral 7, en que se designan dos personas representativas de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos propios del ministerio, designadas por las asociaciones, comunidades y organizaciones indígenas constituidas según la legislación vigente, dado que sólo las asociaciones y comunidades mapuches son más de 3.000, por lo que surge la duda acerca de la complejidad de la designación de los representantes, advirtiéndose la necesidad de encontrar una forma más sencilla de nombrarlas.

El Honorable Senador señor Tuma expresó haber presentado indicaciones ante la Comisión de Educación y Cultura referidas a esta materia. Agregó que, aunque será difícil lograr el acuerdo para la designación, esto debiera resolverse por el Consejo Nacional de Pueblos Originarios cuando se encuentre aprobado.
El Honorable Senador señor Coloma señaló, en relación a los números 4, 7, 8 y 9, que se nombran personas -a proposición o directamente- de organizaciones representativas de cada ámbito, pero pareciera faltar un sistema regulado de nombramiento en cada caso.

Por otra parte, consultó si, en el número 10, debiera especificarse de cuáles premios nacionales pueden provenir los galardonados que se elijan.

El Ministro, señor Ottone, indicó que, actualmente, el sistema de nombramiento funciona igual que en el proyecto de ley y pasa por el Senado sin problemas. Agregó que las organizaciones pueden proponer a una persona representativa –no a uno de sus representantes porque no se trata de un asunto gremial- y se definió que ahora las decisiones no sean mayoritariamente del Ministro sino que sean elegidos directamente por las organizaciones.

Añadió que, desde el año 2003, funciona el sistema de nombramiento de los integrantes del Consejo y no se han producido los problemas planteados, dado que ha operado correctamente el reglamento que rige la materia. Acotó que en el futuro se espera traspasar la facultad al mencionado Consejo Nacional de Pueblos Originarios que se encuentra contenido en un proyecto de ley en tramitación.

Respecto de los premios nacionales, manifestó que se trata de literatura, artes visuales y artes escénicas, que son los que corresponden al ámbito del Consejo y siempre ha funcionado conforme al reglamento.

El Honorable Senador señor Montes expuso que el inciso cuarto define que “Un Reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento a través del cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del Consejo señalados en el presente artículo, para lo cual deberá existir un Registro Nacional de organizaciones.”.

Asimismo, observó que se repite la causal de cesación en el cargo que fue modificada anteriormente por la Comisión, por lo que correspondería repetir aquella supresión de una frase.

En votación la enmienda referida precedentemente, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma. 
Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Montes y Tuma, y la abstención del Honorable Senador señor Coloma. 
Posteriormente, el Honorable Senador señor Montes expresó compartir la necesidad de que exista un Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, pero en su creación advierte la existencia de un serio déficit en cuanto a la nula relación entre el Congreso Nacional y dicho Consejo, que implican que el órgano representativo quede fuera del debate de las orientaciones de política cultural en el país. Planteó que el Consejo debiera al menos informar anualmente al Congreso Nacional sus lineamientos en materia de política cultural.

El Honorable Senador señor Coloma compartió lo expuesto precedentemente por el señor Senador Montes.
Artículo 19
Se refiere a la integración de los Consejos Regionales.

Incisos sexto y final
Los incisos sexto y final, que se consideran de competencia de la Comisión, son los siguientes:
“Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.”.

Puesto en votación los incisos, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma. 
Artículo 21
Establece que el personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249 que fija escala única de sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma. 
Artículo 22
Crea el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y tendrá su domicilio y sede en la ciudad de Santiago. Asimismo, el Servicio estará afecto a las normas del Título VI de la ley N° 19.882.
La Jefa del Departamento Institucional Laboral de la Dirección de Presupuestos, señora Patricia Orellana, señaló que el informe financiero que debe analizar la Comisión, para ver el costo del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, es el N° 5, de 5 de enero de 2016, dado que se refiere a la indicación sustitutiva del proyecto de ley.
Señaló que el mayor gasto fiscal que implica el proyecto de ley una vez en régimen, se asumirá gradualmente en un plazo que llega hasta 8 años.

Observó que el proyecto de ley contiene un proceso de nivelación y homologación de las remuneraciones de los funcionarios de la actual DIBAM -respecto de los funcionarios del CNCA- lo que se hará en un proceso de 4 años.

Añadió que se crean varios cargos para el despliegue territorial del Ministerio, así como archivos regionales.

Los últimos aspectos mencionados, acotó, representan la mayor parte del costo fiscal de la iniciativa legal, que alcanza a $17.229 millones.

El Ministro, señor Ottone, manifestó que el presupuesto del Consejo Nacional y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos sumados, actualmente, alcanza a $170.000 millones.

El Honorable Senador señor García consultó cuál es la razón del cambio de nombre de la DIBAM, considerando que es una entidad que goza de prestigio y reconocimiento.

La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, expuso que la razón del cambio de nombre obedece a que se transforma en un Servicio y ya no será más una Dirección que responde a otra estructura orgánica.

El señor Ministro indicó que, además, ahora se pasa al ámbito del patrimonio –material e inmaterial-, lo que supera largamente a los museos, archivos y bibliotecas.

El Asesor Legislativo del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Rodrigo Cabello, destacó que se crea el Servicio como organismo público descentralizado, con autonomía, que es la principal diferencia con la entidad actual, DIBAM.

El Honorable Senador señor García solicitó al Ejecutivo que intente buscar una forma de preservar la denominación reconocida de DIBAM.

La Secretaria General de la Asociación Nacional de Trabajadores del Patrimonio (ANATRAP), señora Tania González, señaló que, dentro de una lógica de cambio y crecimiento de lo que actualmente es la Dirección, se entiende que cuente con una nueva denominación que abarque todos los ámbitos.

El Tesorero de la Asociación de Funcionarios de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos (ANFUDIBAM), señor Camilo Moreno, refrendó que al ampliarse el campo que abarcará la actual DIBAM parece razonable que cuente con una nueva denominación, que es la que se usa más a nivel internacional, como es la relativa al patrimonio.

El Honorable Senador señor García planteó que debiera buscarse una fórmula del tipo “Dirección de Bibliotecas, Archivos, Museos y Patrimonio”.

El Honorable Senador señor Montes requirió al Ejecutivo que estudie la posibilidad de encontrar una denominación que preserve la historia y el reconocimiento de la actual DIBAM.

La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, sostuvo que la nueva denominación que se propone fue consensuada con los funcionarios, viene desde el proyecto de ley original presentado durante el gobierno anterior y busca mostrar la modernización del Servicio y destacar que abarca un área mayor a la actual.

El Honorable Senador señor Coloma señaló haber leído información de prensa acerca de que el actual Gobierno dejaría gastos comprometidos sin recursos disponibles del orden de US$4.100 millones en tres años. En virtud de ello, y a propósito de los gastos comprometidos en esta iniciativa legal, planteó que debieran reunirse con el señor Ministro de Hacienda para que informe sobre el tópico.

El señor Ministro indicó que el proyecto de ley original representaba un mayor gasto fiscal por $1.700 millones que no incluía la homologación o nivelación de las remuneraciones de los funcionarios de la DIBAM, lo que constituye una responsabilidad del Estado que se arrastra por muchos años. Agregó que existe un gran esfuerzo que cristaliza en el proyecto de ley, que es la descentralización del Servicio, dando estructura regional al mismo. 
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro. 
Artículo 23
Su texto es el que sigue:

“Artículo 23.- El Servicio tiene por objeto implementar políticas y planes, y diseñar y ejecutar programas destinados a dar cumplimiento a las funciones del Ministerio, en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial; e infraestructura patrimonial, como asimismo, a la participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.

Para estos efectos, y circunscrito a su competencia, el Servicio tendrá las atribuciones señaladas para el Ministerio en los numerales 20, 24, 27 y 30 del artículo 3 de esta ley.

Asimismo, podrá realizar estudios, investigaciones o prestar asistencia técnica a organismos en materias de su competencia, encontrándose habilitado para cobrar por el desempeño de estas labores.

Para el cumplimiento de las funciones que correspondan al servicio y a alguna de las subsecretarías, este deberá coordinarse con la Subsecretaría respectiva.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 24
Establece que la administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Nacional, quien será el jefe superior del Servicio.

El Director Nacional tendrá las siguientes atribuciones:

1. Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio, así como ejercer su representación ante organismos internacionales, previa autorización del Ministro.

2. Delegar en funcionarios de la institución, las funciones y atribuciones que estime conveniente, y conferir mandatos para asuntos determinados.

3. Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses del Servicio, pudiendo al efecto ejecutar y celebrar los actos y contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del Servicio, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

4. Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.

5. Determinar el valor de los derechos que se cobran por servicios que preste conforme a la ley o al reglamento.

6. Dirigir y planificar las acciones, planes y programas que se llevarán a efecto para cumplir los objetivos y funciones del Servicio.

7. Desempeñar las demás atribuciones que le encomiende la ley.
El Honorable Senador señor Tuma consultó  qué prestaciones se cobran actualmente por servicios prestados por DIBAM y cuáles se cobraran a futuro con la nueva institucionalidad.
El Jefe del Departamento Jurídico de Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, señor José Cortés, respondió que el Centro Nacional de Conservación y Restauración presta servicios remunerados en materia de patrimonio material, también se pagan las certificaciones en materia de propiedad intelectual, copias y certificaciones por parte del Archivo Nacional y los informes especializados que elaboran las instituciones.

El Honorable Senador señor Tuma preguntó cómo se define si se cobra o no, en caso de tratarse de un informe especializado de interés público, por ejemplo.  

El Ministro, señor Ottone, indicó que en lo referido a patrimonio inmaterial no se cobra en razón de las convenciones internacionales de UNESCO. 

El Honorable Senador señor Montes consultó cómo se define si algo o alguien forman parte del concepto patrimonio, o no.

El señor Ministro respondió que se define mediante las mismas convenciones internacionales de UNESCO mencionadas, que definen, por ejemplo, qué se entiende por un tesoro humano vivo.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 25
Dispone que el Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las direcciones regionales. En cada región del país habrá un Director Regional. Cada dirección regional podrá contar con una unidad especializada de bibliotecas públicas, museos, archivos, monumentos nacionales y patrimonio cultural inmaterial.
El Honorable Senador señor Pizarro observó que la disposición se refiere a la posibilidad de contar con unidades especializadas, por lo que consultó si actualmente existen algunas de esas unidades o si se van a crear necesariamente, o bajo qué criterios. Asimismo, inquirió la razón de que no sea imperativa la creación de dichas unidades.

El Ministro, señor Ottone, respondió que las unidades especializadas sólo existen actualmente a nivel central, y lo que se plantea hacer es descentralizarlas con motivo de la creación de las direcciones regionales para que existan en todas las regiones del país.

El Honorable Senador señor Pizarro preguntó cuál es la razón de que no se haga imperativa la creación de las unidades especializadas colocando “deberá contar” o “contará” en cambio del facultativo “podrá contar”.

La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, manifestó que se propuso como facultativo porque además de las referidas unidades especializadas puede contar con otras unidades sobre otras materias, considerando, adicionalmente, que hoy no existen direcciones regionales.

El señor Ministro acotó que los museos que dependen de DIBAM a nivel nacional son 26 de un total de 222, y se cuenta con tres archivos regionales. Manifestó que hoy no existen unidades especializadas y el mínimo que se espera tener es una unidad especializada por región.

La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, expresó que se encuentran contemplados los recursos para contar con una unidad especializada por región del tipo que propone el artículo.

El Honorable Senador señor García planteó que si se trata de una estructura mínima de una unidad por región debe cambiarse “podrá contar” por “deberá contar”.

El Honorable Senador señor Montes indicó que el informe financiero tiene contemplado $3.144 millones por concepto de direcciones regionales del servicio nacional del patrimonio.

El señor Ministro concordó en la propuesta de sustituir “podrá contar” por “deberá contar”.

El Honorable Senador señor Montes sostuvo que la organización del Estado no requiere necesariamente replicar la misma estructura en cada región. Por ejemplo, acotó, puede haber una región en la que exista un solo museo, lo que no justifique contar con una unidad especializada o, por volumen, sea aconsejable tener una sola unidad de bibliotecas, archivos y museos. Estimó que debe existir mayor flexibilidad estructural para enfrentar las tareas del Estado.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral de la Dirección de Presupuestos, señora Orellana, manifestó que las áreas que toca la disposición son las propias de cada dirección regional, por lo que parece suficiente mencionar que pueden existir unidades para cada una de esas áreas (bibliotecas públicas, museos, archivos, monumentos nacionales y patrimonio cultural inmaterial) y además podrían agregarse nuevas áreas.
En votación las enmiendas propuestas al inciso final, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma. 
Puesto el resto del artículo en votación, se registraron tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro y Tuma, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo 26

Es del siguiente tenor:

“Artículo 26. Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.

El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual y la distribución de los recursos del Fondo, propiciando un desarrollo cultural armónico y equitativo entre las regiones y la enviará al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural para su ejecución.
El Director deberá elaborar y remitir una propuesta de componentes o líneas de acción anual del Fondo para efectos de su revisión por parte del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. Asimismo, enviará un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año.

La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.”.
El Honorable Senador señor García observó que al leer la disposición pareciera que se trata de un fondo concursable, pero no queda claro que sea así y quisiera saber cómo se postulará a los recursos en él contenidos. Agregó que los incisos del artículo debieran ordenarse de otra forma para dar cuenta del orden lógico del proceso.

El Ministro, señor Ottone, señaló que, conforme al artículo 28 del proyecto de ley, los fondos se asignan por concurso público.

Agregó que, actualmente, existe un fondo del patrimonio dentro del Consejo Nacional y, a partir de la aprobación de la ley, formará parte del nuevo Servicio.

El Honorable Senador señor García solicitó que se vincule el presente artículo con el artículo 28 en relación a la asignación por concurso público.

El Honorable Senador señor Montes manifestó qué existe un problema con los fondos concursables anuales, dado que existen múltiples iniciativas que requieren un financiamiento por un número mayor de años para ser mínimamente viables.

El Honorable Senador señor Pizarro solicitó que se aclare quién dirige y maneja el Fondo, dado que en el inciso primero aparece administrado por el Servicio Nacional y en el inciso segundo es el Subsecretario del Patrimonio el que distribuye los recursos del Fondo. Además, en el inciso tercero, es el Director del Servicio el que debe enviar una propuesta de líneas de acción anual del Fondo a otra entidad, como es el Consejo Nacional, acotó.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral de la Dirección de Presupuestos, señora Patricia Orellana, señaló que se puede incluir una remisión al artículo 28 y aclarar la redacción para que se entienda claramente que la administración recae en el Servicio y el Subsecretario del Patrimonio sólo aprueba los lineamientos generales, por lo que se pueden realizar enmiendas de redacción en dicho sentido.
El Honorable Senador señor García consultó al señor Ministro su opinión acerca de la experiencia acumulada en relación al llamado 2% destinado a cultura del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.

El Ministro, señor Ottone, manifestó que es un tema que implica gran preocupación porque, en su opinión, se verifica mucha disparidad en la calidad de la distribución de los recursos entre las distintas regiones.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado, con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 27

El Fondo estará constituido por:

1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.

2. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.

3. Los aportes que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo.

4. Los recursos que reciba el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo por cualquier otro concepto, de conformidad al decreto ley N° 1263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 28

Su texto es el siguiente:

“Artículo 28. Los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.

Un reglamento del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo del Patrimonio Cultural, el que deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos, resguardando la equidad territorial; las normas de evaluación, elegibilidad, selección, y rangos de financiamiento; la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección; y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.”.
El Honorable Senador señor Montes planteó que el debate en torno a esta norma es si, además del concurso púbico por fondos anuales, existen situaciones especiales que ameritan asignación de fondos por períodos de más de un año o la asignación directa de fondos.

El Ministro, señor Ottone, manifestó que no está considerada la asignación directa de fondos en este caso, dado que existen otras herramientas como las líneas estratégicas de desarrollo del Consejo Nacional que tienen que ver con el financiamiento de organizaciones que, sin ser plurianuales, cumplen con el mismo objetivo. 

El Honorable Senador señor Pizarro consultó si con el referido 2% destinado a cultura del Fondo Nacional de Desarrollo Regional se puede aportar a este Fondo.

El señor Ministro respondió que no es posible el aporte en dicho sentido, aunque en dirección inversa sí es posible financiar con recursos del Fondo iniciativas que también son financiadas por dicho 2%, como ocurre con el financiamiento de la Orquesta y el Teatro Regional del Maule, por ejemplo.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si existe un seguimiento o detalle del uso del mencionado 2% destinado a cultura de fondos regionales.

El señor Ministro reiteró que el referido 2% debería cumplir objetivos estratégicos regionales, especialmente en lo referido a infraestructura, pero no ocurre así en todas las regiones. Agregó que en la Región de Los Ríos se trabajó durante dos años, teniendo como unidad técnica a la Dirección Regional de Cultura, para elaborar una propuesta entregada a los consejeros regionales denominada Política de Desarrollo Cultural e Identidad Regional.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo 30
La Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales será parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y estará a cargo del Secretario del Consejo de Monumentos Nacionales.  Tendrá las siguientes funciones:

1. Promover y ejecutar planes y programas relativos a la recuperación, valoración y sustentabilidad del patrimonio protegido por la ley Nº 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925.

2. Asesorar al Consejo de Monumentos Nacionales en todo aquello que dicho organismo le requiera y ejecutar las decisiones que éste adopte.

3. Acordar la elaboración de planes de manejo para regular las intervenciones en los monumentos nacionales y determinar su pertinencia respecto de los bienes ya declarados o que por el sólo ministerio de la ley quedan bajo la tuición y protección del Estado, sin perjuicio de las facultades del Consejo de Monumentos Nacionales.

4. Llevar el Registro de Monumentos Nacionales.

5. Velar por el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 11, 12, 13, 18, 19, 22, 23, 24, 25 y 30 de la ley N° 17.288.
El Honorable Senador señor Montes consultó si se contemplan mecanismos en el proyecto de ley para que el Consejo Nacional de Monumentos Nacionales refleje una pluralidad de opiniones y emita resoluciones con criterios fundados y previsibles.

El Ministro, señor Ottone, señaló que lo que hace la disposición es crear con rango legal la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales, que hasta ahora existe sin esa categoría.

Agregó que la secretaría técnica hace proposiciones, pero es el Consejo el que toma las decisiones. El CNCA cuenta con un miembro -de 21- dentro de dicho Consejo, indicó.

El Honorable Senador señor Coloma consideró que, en esta materia, existe un problema severo en cuanto a la institucionalidad del país, por falta de una política que deriva en decisiones que resultan en situaciones dramáticas en muchos casos.

El señor Ministro recordó que se está efectuando un trabajo encabezado por Sonia Montecinos para entregar insumos y proponer modificaciones a las leyes referidas a patrimonio, incluyendo al Consejo de Monumentos Nacionales, que debieran formar parte de una propuesta legal por parte del próximo Gobierno.

En otro ámbito, referido a las instituciones patrimoniales nacionales reguladas en el artículo 29, el Honorable Senador señor García consultó cuál es el estatus especial de estas instituciones frente a los otros sistemas que se crean.

El señor Ministro respondió que se trata de instituciones que existen con este estatus a las que sólo se agrega la Cineteca Nacional, que hoy opera al alero de una corporación privada.

La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, aclaró que los registros y material fílmico son estatales pasando la administración de una corporación privada a manos del Estado.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma.
Artículo 31
Su tenor es el que sigue:

“Artículo 31.- Créase el Sistema Nacional de Museos, administrado por el Servicio e integrado por los museos dependientes de éste, así como por aquellos administrados por instituciones públicas o privadas, que se integren voluntariamente.

El Sistema Nacional de Museos tendrá por objeto contribuir a una gestión eficaz y eficiente de los museos que lo integren, los asesorará técnicamente, aportará en el desarrollo de los museos del país y promoverá la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados.

El Servicio estará a cargo del Registro Nacional de Museos, en el cual deberán estar inscritos los museos administrados por entidades públicas y privadas.”.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si los museos administrados por instituciones privadas pueden integrarse voluntariamente al Sistema o no, dado que el inciso tercero establece como obligatoria la inscripción en el Registro Nacional de Museos.

El Ministro, señor Ottone, señaló que la posibilidad de inscribirse en el Registro fue solicitada por los propios museos privados, para que exista una catalogación nacional sin que sea relevante la dependencia de la entidad, pero, afirmó, la pertenencia al Sistema es voluntaria para los privados.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado con enmiendas en el inciso final por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García y Tuma.
Artículo 33
Crea el Sistema Nacional de Archivos, administrado por el Servicio, que estará constituido por el Archivo Nacional de Chile y los archivos regionales, en su caso, y por todos aquellos archivos privados que se integren al sistema voluntariamente. El Sistema Nacional de Archivos será dirigido por el Director del Archivo Nacional, y dependerá del Servicio. En ausencia del Director, subrogará un funcionario del Archivo Nacional que tenga mayor grado y antigüedad. Al Archivo Nacional le corresponderá supervisar la aplicación de las políticas y normas administrativas y técnicas para el funcionamiento de los archivos que integren este Sistema.
El Honorable Senador señor Tuma consultó cómo será la coordinación del Sistema de Archivos.
El Ministro, señor Ottone, señaló que la coordinación depende del Director del Archivo Nacional. Agregó que actualmente existe el Archivo Nacional más dos regionales.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Tuma.
Artículo 34
Establece que el Ministro, previa propuesta del Director del Servicio y según las disponibilidades presupuestarias, podrá disponer la creación de archivos regionales, los cuales estarán a cargo del Conservador Regional, el cual será nombrado por el Director del Archivo Nacional mediante concurso público y se relacionará de manera directa con dicha autoridad. En el ámbito de su competencia territorial, a los archivos regionales les competen las funciones señaladas en el número 2 del artículo 29.
El Honorable Senador señor García reparó en que la creación de archivos regionales debiera hacerse directamente en la ley y no como una facultad entregada al Ministro.

La Jefa del Departamento Institucional Laboral de la Dirección de Presupuestos, señora Orellana, expuso que los archivos regionales se ubican dentro de la estructura del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, por lo que no se trataría de un servicio público en sí mismo y no requeriría una norma legal que los cree directamente.
Asimismo, se señaló que en el artículo 33 se crean y refiere a “los archivos regionales, en su caso,” dentro del Sistema Nacional de Archivos.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes y Tuma, y la abstención del Honorable Senador señor García.
Artículo 35
Crea el Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas, administrado por el Servicio, que estará constituido por las bibliotecas públicas dependientes de éste, como también por las bibliotecas públicas administradas por instituciones públicas o privadas, que voluntariamente se integren. Este Sistema tendrá por objeto otorgar asesoría técnica y capacitación; y promover, difundir, desarrollar, fortalecer y coordinar al conjunto de bibliotecas públicas que lo integren, promoviendo la creación y el desarrollo de éstas.
El Honorable Senador señor Montes reiteró su preocupación por la falta de relevancia e hincapié que se advierte en la iniciativa legal respecto de la relación entre educación y los elementos del nuevo sistema de cultura, en este caso, en especial, con las bibliotecas.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma.
Artículo 37

El patrimonio del Servicio estará formado por:

1. Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto del Sector Público.

2. Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título, y los frutos de ellos.

3. Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.

4. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.

5. Los ingresos que perciba por los servicios que preste.
Se hizo presente que el número 4 contiene un error por repetir la frase “con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo”, lo que no corresponde respecto del patrimonio del Servicio.
El Honorable Senador señor Coloma consultó si se han recibido herencias o legados en los últimos años.

El Jefe del Departamento Jurídico de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, señor José Cortés, indicó que se han recibido algunos legados, aunque la mayoría de las bibliotecas son dejadas a las distintas universidades.

El Honorable Senador señor Coloma observó que, para los efectos de esta ley, lo que define que una biblioteca sea pública es encontrarse permanentemente abierta al público.

El Honorable Senador señor Tuma consultó quién coordina el Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas.
El Ministro, señor Ottone, señaló que, al crearse las direcciones regionales, serán éstas las encargadas de coordinar.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con una enmienda por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma.
Artículo 38

El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, que fija escala única de sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.
La Jefa del Departamento Institucional Laboral de la Dirección de Presupuestos, señora Orellana, explicó que las personas contratadas conforme a las normas del Código del Trabajo, como son los vigilantes de la DIBAM y aquellos de la Orquesta de Cámara de Chile y el Ballet Folclórico Nacional, según indica el artículo cuarto transitorio, mantendrán dicha condición.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma.
Artículo 39
Textualmente, dispone lo siguiente:

“Artículo 39.- La Subsecretaría de las Culturas, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerada, para todos los efectos, sucesora y continuadora legal del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones, con excepción de las materias de patrimonio , en que se entenderá sucesor del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Subsecretaría del Patrimonio o el Servicio del Patrimonio Cultural, según corresponda. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al señalado consejo se entenderán efectuadas a los mencionados organismos, según corresponda.”.

El Honorable Senador señor García consultó si tiene lógica que una Subsecretaría sea la continuadora legal de un Consejo.

La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, respondió que es una disposición que corresponde por ser el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes un Servicio Público, más allá de resultar excepcional por elaborar y aplicar políticas públicas.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma.
Artículo 40
El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas a la señalada Dirección se entenderán efectuadas al mencionado Servicio, con excepción de aquellas funciones y atribuciones que correspondan a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, respecto de las cuales dicha subsecretaría será la sucesora y continuadora legal de la mencionada dirección.
El Honorable Senador señor Coloma expresó que vota en contra de la disposición por su oposición a la existencia de dos subsecretarías dentro del Ministerio.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado tres votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Montes y Tuma, y el voto en contra del Honorable Senador señor Coloma.
Artículo 41
Su texto es el siguiente:

“Artículo 41.- Créase un Consejo Asesor de Pueblos Indígenas (en adelante “Consejo Asesor”), para asesorar al Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena, que estará integrado por nueve personas pertenecientes a cada uno de los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de sus culturas, artes y patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la ley.

Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo. Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un período sucesivo, por una sola vez. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de cuatro sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena a pena aflictiva. 

d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.”.

Se hizo presente que, en el inciso tercero, letra a), se repite frase que ha sido eliminada en otras disposiciones del proyecto de ley.

En votación la enmienda referida precedentemente, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma. 
El Honorable Senador señor García planteó su preocupación acerca de que sean integrantes del Consejo personas que representen pueblos indígenas que, en la práctica, se encuentren extinguidos.

El Ministro, señor Ottone, señaló que cuentan con un Departamento dedicado a esta materia y uno de los puntos que se tocó en la consulta indígena que debió efectuarse, fue que existiera un representante por cada pueblo reconocido, independientemente de su número de integrantes.

El Honorable Senador señor Coloma consultó la razón del voto en contra del Senador Ignacio Walker en esta materia en el trámite de la Comisión de Educación y Cultura.

El señor Ministro respondió que se debió a que prefería lo propuesto por el Gobierno en orden a dejarlo como transitorio a la espera de la aprobación del proyecto de ley que cree el Consejo o Ministerio de Pueblos Indígenas.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que se abstendrá en la votación por estar de acuerdo con lo que planteaba el Ejecutivo originalmente, evitando el peligro de superposición de instituciones.

Puesto en votación el resto del artículo, fue aprobado por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Montes y Tuma, y la abstención del Honorable Senador señor Coloma. 
Artículo 42
Modifica la ley N° 17.288, que legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925.
El número 1 efectúa cambios en el artículo 2° y, dentro de ellos, la letra h) agrega el siguiente inciso final, nuevo:

“Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta mensual equivalente a ocho unidades de fomento, siempre que asistan a lo menos a una sesión mensual, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.”.
El Honorable Senador señor Montes observó que, en este caso, no existe el límite de ocho sesiones por año calendario.

Puesta en votación la letra h) del número 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma.
Artículo 43
Sustituye en el artículo 12, letra E, N° 1, letra a), del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Impuestos a las Ventas y Servicios, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por lo siguiente: “otorgado por el Subsecretario de las Culturas, quien podrá delegar esta atribución en los secretarios regionales ministeriales del ramo. En el ejercicio de esta atribución, los secretarios regionales ministeriales deberán considerar los criterios que establezca el Subsecretario referido, mediante resolución dictada para estos efectos. Dicho Subsecretario emitirá un reporte anual sobre los auspicios otorgados, el que deberá remitir al Ministro del ramo, al Subsecretario de Hacienda y a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.
El Ministro, señor Ottone, señaló que se trata de una facultad que hoy tienen los secretarios regionales ministeriales de educación. Agregó que, durante el trámite legislativo, se incorporó el deber de informar por parte del Subsecretario acerca de los auspicios otorgados, incluyendo dentro de las entidades que reciben la información a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Pizarro.
Artículo 44
Modifica la ley N° 19.169, que establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales

El número 5 agrega en el artículo 24 el siguiente inciso final, nuevo:

“En los casos de los premios contemplados en el artículo 9° bis, los recursos necesarios para cubrir los gastos que demande esta ley serán consultados cada año en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
El Honorable Senador señor García estimó que debe corregirse la referencia a “esta ley” porque resultará confusa en la relación de los dos cuerpos legales.

Puesto en votación el número 5, fue aprobado con una enmienda por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Tuma.
Artículo 50
Modifica la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual, mediante cuatro numerales.
El número 3 elimina en el inciso final del artículo 5° la frase “y no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones”.
Puesto en votación el número 3, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.
Artículo 51
Introduce modificaciones en la ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes.
El número 5 incorpora los siguientes cambios en el artículo 28:

a) Agrégase en el inciso primero, después de la palabra “Lectura”, la frase “, la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Nacional y la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual”.

b) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “concurso público” y el punto y final, la siguiente frase: “, lo que se formalizará a través de resolución del Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

Puesto en votación el número 5, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.
Artículo 57

Modifica el decreto con fuerza de ley N° 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública, mediante ocho numerales.
El número 3 elimina los artículos 1°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10, 11,12, 13, 19, 20, 21, 22, 24,26 y 28, que incluyen la planta de funcionarios de DIBAM.
Puesto en votación el número 3, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.
Artículo 61
Reemplaza el artículo 4 de la ley N° 19.166, que modifica ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, por el siguiente:

“Los fondos recaudados por las entidades de gestión colectiva de derechos intelectuales, que no sean distribuidos o no sean cobrados por sus titulares, dentro del plazo de tres años contado desde su percepción, incrementarán los recursos que anualmente destine el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, para financiar los Fondos Culturales y Artísticos.”.
El Ministro, señor Ottone, señaló que los fondos no cobrados hasta ahora iban al Ministerio de Educación, no obstante lo cual, acotó, en los últimos años dicha recaudación ha sido nula.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Pizarro.
Disposiciones transitorias

Artículo primero
Su contenido es el siguiente:

“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de las Culturas, las Artes, y el Patrimonio, sus subsecretarías y el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Además, determinará la fecha de supresión del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

2. Fijar las plantas de personal de las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas y podrá establecer la gradualidad en que los cargos serán creados; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de hacienda. Asimismo, podrá determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, en relación con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. El número de cargos a que se refiere el artículo 8 de la ley N°18.834, será determinado considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifiquen las respectivas funciones.

3. Determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley Nº 19.553, en su aplicación transitoria. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas. La selección de personal, ya sea en calidad de planta o contrata, se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales, transparentes e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos, de conformidad a lo establecido en la ley. Lo anterior, es sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.

4. Determinar la dotación máxima del personal de las Subsecretarías y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de todos los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, incluidos los funcionarios y funcionarias que desempeñen labores permanentes en la Secretaría del Consejo de Monumentos Nacionales, a las subsecretarías del Ministerio o al Servicio, según corresponda, quienes mantendrán, al menos, el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados a cada una de las entidades antes señaladas, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. No podrá significar la pérdida del beneficio de desahucio. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo su consentimiento. En caso que la funcionaria o funcionario manifieste su voluntad de mantenerse en la misma región de su desempeño habitual, mantendrá la misma función u otra similar o pertinente a su profesión o experticia administrativa.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

8. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural o a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, y desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para que sean destinados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

9. Para la dictación del o los decretos con fuerza de ley de conformidad al presente artículo, la autoridad tomará conocimiento de la opinión de la o las entidades nacionales que agrupen a las asociaciones de funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.”. 
En este artículo recayó la indicación número 1 de Su Excelencia el Vicepresidente de la República para agregar los siguientes párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos, en el número 3:

“En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, establecerá el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento que se fijen para las Subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. También podrá señalar los cargos que se proveerán de acuerdo a los artículos séptimo y octavo transitorios, estableciendo la gradualidad en la cual podrán comenzar a proveerse.

Además, las normas de encasillamiento de las plantas de la Subsecretaría del Patrimonio Nacional podrán incluir a los funcionarios que se traspasen a ella. 

También, podrá establecer una gradualidad para la fijación de los grados iniciales de la planta de profesionales del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, como asimismo, las normas para el encasillamiento de los cargos de esos grados.

Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.”.
La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, señaló que la indicación refleja el protocolo de acuerdo firmado con los gremios involucrados, que implican revisar las normas que contendrá el decreto con fuerza de ley y acceder a algunas peticiones de los funcionarios.

El señor Ministro acotó que el protocolo de acuerdo se firmó en el mes de diciembre del año 2015 y fue suscrito por la Dirección de Presupuestos, el Ministerio de Educación, la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y tres asociaciones de funcionarios (Asociación Nacional de Funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, Asociación de Funcionarios de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos y Asociación Nacional de Trabajadores del Patrimonio).

El Honorable Senador señor Coloma objetó que en varias iniciativas legales se viene repitiendo una delegación de facultades al Presidente de la República para regular materias de ley mediante decretos, incluyendo regulaciones que estiman corresponden a normas propias de leyes orgánico constitucionales y, por tanto, que no pueden ser parte de la autorización del Congreso Nacional. Agregó que, en este caso específico, se refiere a lo dispuesto por el artículo 38 de la Constitución Política de la República.

El Honorable Senador señor García observó que han entendido que las plantas pueden fijarse mediante un decreto con fuerza de ley, pero junto a ello se han ido colocando disposiciones que establecen requisitos para lograr ascensos y referidos al ingreso y el transcurso de la carrera funcionaria, cuestión que, en ciertos aspectos, no permite regular mediante dicho tipo de normativa, de conformidad al citado artículo 38.

Se hizo presente que el artículo 38 tiene su reflejo en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado, que contiene reglas sobre la carrea funcionaria en los artículo 44 y 45, por ejemplo, y debiera entenderse que, si dichas reglas enfrentan una excepción, se estaría frente a una norma de carácter orgánico constitucional, por lo que, en ese caso, no podría autorizarse a ser regulada mediante decreto con fuerza de ley. Por el contrario, se indicó, si las reglas dispuestas por la respectiva ley orgánica se mantienen y respetan, no habría problema en que exista una delegación de facultades al Ejecutivo.
El Honorable Senador señor Pizarro planteó que el actual N° 3 del artículo en debate dispone que “…La selección de personal, ya sea en calidad de planta o contrata, se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales, transparentes e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos, de conformidad a lo establecido en la ley. Lo anterior, es sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.”, por lo que se precaven los problemas indicados.

Puesto en votación el artículo y la indicación, fueron aprobadas por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro y Tuma, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Artículo segundo

Su tenor es el siguiente:

“Artículo segundo.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, todos sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.

Los funcionarios y funcionarias del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos que sean traspasados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de los señalados servicios. Dicha afiliación se mantendrá hasta que las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.”.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo tercero
Establece que el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y podrá al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por cuatro votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Montes, Pizarro y Tuma, y la abstención del Honorable Senador señor Coloma.
Artículo cuarto
Dispone que las personas contratadas conforme a las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, que a la fecha de entrada en funcionamiento de las instituciones señaladas en el numeral 1 del artículo primero transitorio se desempeñen en la Orquesta de Cámara de Chile, el Ballet Folclórico Nacional, y los vigilantes de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, serán traspasados a dichas instituciones, según corresponda, sin alterar los derechos y obligaciones emanados de sus contratos, los que mantendrán su vigencia y continuidad en la institución a la cual se traspasen.
El Honorable Senador señor Coloma sugirió que se especifique que los trabajadores serán traspasados a la misma institución de la que provienen.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con enmiendas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
Artículo quinto
Establece que las personas que, a la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, estén cumpliendo la función de directores de las instituciones patrimoniales nacionales de que trata esta ley, continuarán cumpliendo dicha función y cargo por un período de tres años, contado desde la fecha antes señalada, según lo dispone el numeral 1 del artículo primero transitorio, salvo renuncia voluntaria del interesado. Los funcionarios permanecerán en estos cargos mientras se encuentren calificados en lista número 1, de distinción.
La Asesora Legislativa del CNCA, señora Soto, explicó que la disposición busca preservar la especificidad que presentan los actuales directores de las instituciones patrimoniales, que son cinco, de modo de no perder su experiencia y precaver que no se produzca un vacío de conducción en el traspaso a la nueva institucionalidad.

El Honorable Senador señor Montes consultó si se justifica extender por un período prolongado, de tres años, la función de Director, más aun considerando que se enfrenta una etapa de cambio de Gobierno.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó si un directivo que ya ha visto renovado su contrato por 3 años podría ser renovado nuevamente en base a esta disposición. Asimismo, consultó el motivo de que proponga un plazo de 3 años adicional.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que se busca aprovechar la capacidad funcionaria adquirida otorgando una estabilidad adicional en el cargo, con el resguardo de encontrarse calificado en lista de distinción.

Respecto de la extensión del plazo propuesto, estimó que debiera ser similar al plazo que se otorga para la transición de las plantas y del encasillamiento.

El Honorable Senador señor Coloma observó que, por otra parte, a nadie debiera terminársele su contrato antes del cumplimiento de su período sólo por existir un cambio de institucionalidad, por lo que también debe resguardarse dicha situación.

El Honorable Senador señor Montes propuso que se establezca que los directivos cumplirán su función hasta un año después del vencimiento del período por el cual han sido nombrados.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado con enmiendas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
°°°

La indicación número 2 de Su Excelencia el Vicepresidente de la República, es para agregar los siguientes artículos sexto, séptimo y octavo transitorios, nuevos, pasando el actual artículo sexto transitorio a ser noveno:

“Artículo sexto transitorio.- El encasillamiento de las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares de la Subsecretaría de las Culturas y las Artes y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen sus plantas, pudiéndose considerar concursos internos de antecedentes, en cargos vacantes, en el cual podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio.

Los funcionarios señalados en el inciso anterior se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 

El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio definirá los factores que, a lo menos, considerará el concurso, la integración del comité de selección y también podrá establecer las demás normas para la realización de los mismos. Además, el o los referidos decretos con fuerza de ley fijarán el grado en que podrán ser encasillados aquellos funcionarios a contrata que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en la época que determine dicho decreto o decretos con fuerza de ley.

La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

Artículo séptimo transitorio.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en los que podrán participar los funcionarios de la respectiva planta que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del cargo y que se encuentren nombrados en los grados inferiores al de la vacante convocada que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. 

Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 

La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. 

Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos señalados en el inciso primero, se proveerán, de ser posible, en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.

Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en los artículos 53 y 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo octavo transitorio.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en la Subsecretaría de las Culturas y las Artes, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo. 

Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 

La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Subsecretario de las Culturas. 

Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en el párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.”.
Los Honorables Senadores señores Coloma y García manifestaron que se abstendrían por los mismos motivos expuestos a propósito de la discusión de la indicación número 1 de Su Excelencia el Vicepresidente de la República y del artículo primero transitorio.

Puesta en votación la indicación número 2 con sus artículos sexto, séptimo y octavo transitorios, nuevos, fue aprobada por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro y Tuma, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
°°°

Artículo sexto
Prescribe que el mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo tercero transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes, Pizarro y Tuma.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 9 de mayo de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

El Proyecto de Ley propone la creación de un Ministerio de Cultura, cuyo objeto principal será colaborar con el Presidente de la República en el diseño de políticas, planes y programas en materias referidas a la política cultural, así como a la proyección, conservación y difusión del patrimonio cultural del país.

El Ministerio de Cultura estará compuesto por el Ministro de Cultura, el Consejo Nacional de la Cultura y el Patrimonio, el Subsecretario de Cultura, las Secretarías Regionales Ministeriales de Cultura; y los Consejos Regionales de la Cultura y el Patrimonio.

Asimismo, se crean como servicios públicos, funcionalmente descentralizados y territorialmente desconcentrados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, el Instituto de Fomento de las Artes e Industrias Culturales y la Dirección del Patrimonio Cultural. Ambos servicios se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Cultura.

En los artículos transitorios del proyecto de ley, se establece que el personal de que actualmente se encuentra contratado en calidad de planta y contrata en el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y en la Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos, se traspasará a la fecha término de la existencia legal de dichas instituciones, al Ministerio y las instituciones que mediante este proyecto de ley se crean así como todo tipo de bienes muebles e inmuebles.

II. Efecto del Proyecto sobre los Gastos Fiscales.

Dado lo anterior, la creación de este nuevo Ministerio y sus servicios dependientes generará sólo el mayor gasto fiscal necesario para financiar las remuneraciones correspondientes al Subsecretario de Cultura, los Secretarios Regionales Ministeriales de Cultura, los Directores Regionales del Patrimonio Cultural, y algún otro personal adicional que complemente al que ya existe en los actuales Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y la Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos. Se estima que ello significará un mayor gasto fiscal anual del orden de $ 1.614 millones.”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero referido a indicación sustitutiva, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 5 de enero de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

Mediante la presente Indicación Sustitutiva N° 1460-363, se propone una nueva institucionalidad cultural, que establece una Ley Orgánica del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y que considera la creación y fortalecimiento de la institucionalidad regional.

Es así como a través de los artículos permanentes del Proyecto se crea la siguiente institucionalidad cultural, con sus respectivas atribuciones y funciones:

1) El Ministro de las Culturas, Artes y el Patrimonio.

2) La Subsecretaría de las Artes, industrias Culturales y las Culturas Populares, que integra los siguientes Consejos: Nacional del Libro y la lectura; de Fomento de la Música Nacional; del Arte y la Industria Audiovisual; y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes. Además, estará a cargo de la dirección administrativa de las secretarías regionales ministeriales y del servicio interno del ministerio.

3) La Subsecretaría del Patrimonio Cultural, que tendrá a su cargo el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.

4) Las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

5) El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

6) El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, que se desconcentrará territorialmente a través de Direcciones Regionales. Formarán parte del Servicio: la Biblioteca Nacional; el Archivo Nacional; el Museo Nacional de Bellas Artes; el Museo Histórico Nacional; el Museo Nacional de Historia Natural; la Cineteca Nacional; y la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales. Además, para un mejor funcionamiento de la institucionalidad, se establece el Sistema Nacional de Museos, el Sistema Nacional de Archivos, y el Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas.

7) Se crea el Fondo del Patrimonio Cultural, que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.

Por su parte, los artículos transitorios del proyecto norman la gradualidad con que se implementará la institucionalidad, mediante la facultad que se otorga al Ejecutivo para dictar decretos con fuerza de Ley, estableciendo, entre otras:

- La fecha de entrada en funcionamiento de la nueva institucionalidad cultural.

- Fijar las plantas de personal y dictar las normas para la adecuada reestructuración y operación de éstas.

- Disponer sin solución de continuidad, el traspaso de todos los funcionarios de planta y contrata desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos, incluidos los que ejercen labores permanentes en la Secretaría del Consejo de Monumentos Nacionales, a la nueva institucionalidad cultural.

- Traspasar los bienes que determine, desde la Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural o a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, y desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes hacia el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

- Asimismo, se crea un Consejo Asesor de Pueblos Originarios, para asesorar al Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio, mientras no entre en vigencia la Ley que establezca la creación de un Consejo Nacional de Pueblos indígenas.

Il. Efectos de las indicaciones al Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Conforme esta nueva institucionalidad pública para la cultura, se estima el siguiente mayor gasto fiscal en régimen:
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Cabe precisar que el proceso de nivelación de las remuneraciones de los funcionarios de la Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos se plantea alcanzar en un período de cuatro años a contar de la entrada en vigencia de esta nueva institucionalidad cultural. Por su parte, la implementación de los 15 archivos regionales se realizará en un plazo de 8 años. Esto plantea la siguiente gradualidad en el gasto fiscal asociado a la nueva institucionalidad:
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Al respecto, el artículo 8 transitorio dispone que el mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley, en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargó a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.”.
- Adicionalmente, se presentó informe financiero referido a indicaciones, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 2 de junio de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

Mediante las presentes indicaciones (Mensaje N° 075-364) se modifican algunas normas contenidas en el Proyecto de Ley que crea la nueva institucionalidad cultural, precisando funciones y procedimientos, entre otras:

- A las Secretarias Regionales Ministeriales se le otorga la función de proponer políticas, planes y programas patrimoniales regionales, al Subsecretario del Patrimonio.

- Se determina que integrarán el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, los Ministros de Relaciones Exteriores, de Educación y de Economía, Fomento y Turismo, o sus representantes. Asimismo, para los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, se determina que estarán integrados por los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación y de Economía, Fomento y Turismo.

- Se establece que las designaciones de los integrantes del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y de los Consejos Regionales, deberán realizarse asegurando la representatividad de ambos sexos.

- Se detallan las materias que deberán abordar los Decretos que reglamentarán el Fondo del Patrimonio y del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes.

II. Efectos de las indicaciones al Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las modificaciones contenidas en la presente indicación al Proyecto de Ley no representan mayor gasto Fiscal, por lo tanto, se mantienen las cifras del Informe Financiero N°05, del 5 de enero de 2016.”.
- Posteriormente, se adjuntó informe financiero referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 25 de enero de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

Mediante las presentes indicaciones (Mensaje N°349-364) se modifican algunas de las normas contenidas en el Proyecto de Ley que crea la nueva institucionalidad cultural. Entre otros aspectos, se consideran cambios respecto a:

- La denominación de algunas de las instituciones que establece el Proyecto de Ley.

- Las funciones y atribuciones del Ministerio de Cultura.

- Las atribuciones del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

- Las atribuciones de los Consejos Regionales.

- La obligación de los Consejos del Libro, de la Música y de Audiovisuales, de informar al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, sobre los procedimientos de asignación de recursos de los respectivos Fondos Culturales.

II. Efectos de las indicaciones al Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las modificaciones contenidas en la presente indicación no representan mayor gasto Fiscal, por lo tanto, se mantienen las cifras del Informe Financiero N°05, del 5 de enero de 2016.”.
- Adicionalmente, se acompañó informe financiero referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 29 de mayo de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

A través de las presentes Indicaciones (Mensaje N°052-365) se modifican ciertas normas contenidas en el Proyecto de Ley que crea el Ministerio de Cultura, en el siguiente sentido:

- Se precisan algunas funciones y atribuciones del Ministerio y sus Subsecretarías.

- En relación a los distintos Consejos considerados en el Proyecto de Ley, se incorporan modificaciones que precisan su composición, procedimiento de designación y causales de cesación del cargo de sus integrantes. Respecto del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, además, se reduce su composición de 21 a 17 integrantes.

- Se establece un criterio de desarrollo cultural armónico y equitativo entre las regiones en la distribución del Fondo del Patrimonio Cultural.

- Se redefine la finalidad de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, pasando de evaluación y rendición de marcha institucional a detección y generación de necesidades culturales y su correlato con políticas públicas.

- Respecto del Consejo de Monumentos Nacionales, se establece que éste será presidido por el Subsecretario del Patrimonio Cultural y su Secretaría Técnica estará a cargo del Secretario del Consejo.

- Se perfecciona el concepto de biblioteca pública.

- En los artículos transitorios, se incorpora una disposición que indica que la selección de personal, ya sea en calidad de planta o contrata, se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales, transparentes e idóneos, que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos.

- Se agrega como requisito para que los directores de las instituciones patrimoniales nacionales continúen cumpliendo dicha función por un período de tres años, el que se encuentren calificados en lista número 1, de distinción.

II. Efectos del Proyecto de Ley sobre el Presupuesto Fiscal

Las presentes indicaciones al Proyecto de Ley sólo tienen impacto en el gasto fiscal, en lo referido al costo de las dietas de los Consejos Nacionales, las cuales disminuyen por efecto del menor número de integrantes del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio. De esta manera, el Informe Financiero N°05 del 05.01.16 establecía $138.250 miles por este concepto, los cuales disminuyen a $131.380 miles, cifras expresadas en pesos del año 2017.”.

- Finalmente, se acompañó informe financiero referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 3 de julio de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

A través de las presentes indicaciones (Mensaje N°078-365) se modifican ciertas normas contenidas en las disposiciones transitorias del Proyecto de Ley que crea el Ministerio de Cultura, en el siguiente sentido:

- Se agregan nuevos párrafos al numeral 3 del artículo primero transitorio, en relación a las normas de encasillamiento de las plantas de ambas Subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servido Nacional del Patrimonio Cultural.

- Se agregan nuevos artículos sexto, séptimo y octavo transitorio, los cuales regulan las materias que se indican a continuación:

El nuevo artículo sexto transitorio regula las reglas de encasillamiento de las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares de la Subsecretaría de las Culturas y las Artes y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, a través de concursos internos de contratas.

El nuevo artículo séptimo transitorio establece la provisión de los cargos que indica, mediante concursos internos de funcionarios de planta, en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.

El nuevo artículo octavo transitorio establece la provisión de los cargos que indica en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares en la Subsecretaría de las Culturas y las Artes, mediante concursos internos en los que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Las presentes indicaciones al Proyecto de Ley no representan un mayor gasto fiscal.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES





En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura en su segundo informe:
Artículo 1

Inciso segundo

Número 1

Sustituirlo por el siguiente:
“1.- De diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad, la dignidad y el respeto mutuo entre las diversas identidades que cohabitan en el territorio nacional como valores culturales fundamentales.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 7

Inciso primero

Suprimir la expresión “la colaboración inmediata de”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 9
Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:

“Con todo, el ministro resolverá cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a las competencias de los referidos servicios, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5 de la presente ley.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 10

Inciso segundo

Eliminar la oración: “Los consejos deberán recibir y escuchar al Ministro cuando éste lo solicite.”. (Unanimidad 5x0. Solicitud de votación separada, artículo 164 del Reglamento del Senado). 

Inciso cuarto

Letra a)
Eliminar la frase “, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 12
Incorporar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:

“Con todo, el ministro resolverá cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a las competencias de los referidos servicios, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5 de la presente ley.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 16

Inciso sexto

Letra a)
Suprimir la frase “, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 25

Inciso final

Sustituirlo por el siguiente:
“La organización interna de la dirección regional deberá contar con la estructura necesaria para el cumplimiento de sus funciones, entre otras, en materias de bibliotecas públicas, museos, archivos, monumentos nacionales y patrimonio cultural inmaterial.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 26

Reemplazarlo por el siguiente:
“Artículo 26. Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.

Los recursos del Fondo serán asignados por concurso público, de conformidad a lo establecido en el artículo 28 de la presente ley, propiciando un desarrollo cultural armónico y equitativo entre las regiones. 

El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual del fondo, a propuesta del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y la enviará al Director Nacional del Servicio del Patrimonio para su ejecución. Para  efectos de la propuesta, el Director del Servicio enviará a dicho Consejo, un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año. 

La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 31

Inciso final

Sustituirlo por el siguiente:
“El Servicio estará a cargo del Registro Nacional de Museos, en el cual estarán inscritos los museos administrados por entidades públicas y por las entidades privadas que así lo requieran.”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 37

Número 4

Eliminar la frase “con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 41

Inciso tercero

Letra a)
Eliminar la frase “, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo 44

Número 5

Sustituir la expresión “que demande esta ley” por “correspondientes”. (Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Disposiciones transitorias

Artículo primero

Número 3
Agregar los siguientes párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:

“En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, establecerá el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento que se fijen para las Subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. También podrá señalar los cargos que se proveerán de acuerdo a los artículos séptimo y octavo transitorios, estableciendo la gradualidad en la cual podrán comenzar a proveerse.

Además, las normas de encasillamiento de las plantas de la Subsecretaría del Patrimonio Nacional podrán incluir a los funcionarios que se traspasen a ella. 

También, podrá establecer una gradualidad para la fijación de los grados iniciales de la planta de profesionales del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, como asimismo, las normas para el encasillamiento de los cargos de esos grados.

Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.”. (Mayoría de votos 3x2 abstenciones. Indicación número 1 del Vicepresidente de la República).
Artículo cuarto
Reemplazar la expresión “a dichas instituciones, según corresponda” por “a la institución que en cada caso corresponda”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Artículo quinto
Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo quinto.- Las personas que, a la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural según lo dispuesto en el numeral 1 del artículo primero transitorio, estén cumpliendo la función de directores de las instituciones patrimoniales nacionales de que trata esta ley, continuarán cumpliendo dicha función y cargo hasta el término del período de su nombramiento, salvo renuncia voluntaria del interesado.”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
°°°

Intercalar los siguientes artículos sexto, séptimo y octavo transitorios, nuevos, pasando el actual artículo sexto transitorio a ser noveno:

“Artículo sexto.- El encasillamiento de las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares de la Subsecretaría de las Culturas y las Artes y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen sus plantas, pudiéndose considerar concursos internos de antecedentes, en cargos vacantes, en el cual podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio.

Los funcionarios señalados en el inciso anterior se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 

El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio definirá los factores que, a lo menos, considerará el concurso, la integración del comité de selección y también podrá establecer las demás normas para la realización de los mismos. Además, el o los referidos decretos con fuerza de ley fijarán el grado en que podrán ser encasillados aquellos funcionarios a contrata que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en la época que determine dicho decreto o decretos con fuerza de ley.

La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

Artículo séptimo.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en los que podrán participar los funcionarios de la respectiva planta que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del cargo y que se encuentren nombrados en los grados inferiores al de la vacante convocada que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. 

Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 

La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. 

Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos señalados en el inciso primero, se proveerán, de ser posible, en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.

Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en los artículos 53 y 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo octavo.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en la Subsecretaría de las Culturas y las Artes, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo. 

Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 

La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Subsecretario de las Culturas. 

Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en el párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.”. (Mayoría de votos 3x2 abstenciones. Indicación número 2 del Vicepresidente de la República).
Artículo sexto
Pasa a ser artículo noveno transitorio, sin enmiendas.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY

“Capítulo I

Del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

Título I

Organización

Párrafo 1°

Principios

Artículo 1.- Créase el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y fíjase como su ley orgánica la contenida en este texto.

Esta ley se regirá por los siguientes principios:

1.- De diversidad cultural. Reconocer y promover el respeto a la diversidad cultural, la interculturalidad, la dignidad y el respeto mutuo entre las diversas identidades que cohabitan en el territorio nacional como valores culturales fundamentales.

2. De democracia y participación cultural. Reconocer que las personas y comunidades son creadores de contenidos, prácticas y obras con representación simbólica, con derecho a participar activamente en el desarrollo cultural del país; y tienen acceso social y territorialmente equitativo a los bienes, manifestaciones y servicios culturales.

3. De reconocimiento cultural de los pueblos indígenas. Reconocer, respetar y promover las culturas de los pueblos indígenas, sus prácticas ancestrales, sus creencias, su historia y su cosmovisión, teniendo especial consideración con el desarrollo de la cultura, las artes y el patrimonio cultural indígena.

4. De respeto a la libertad de creación y valoración social de los creadores y cultores. Reconocer y promover el respeto a la libertad de creación y expresión de creadores y cultores, y a la valoración del rol social de éstos en el desarrollo cultural del país.

5. De reconocimiento de las culturas territoriales. Reconocer las particularidades e identidades culturales territoriales que se expresan, entre otros, a nivel comunal, provincial y regional, como también, en sectores urbanos y rurales; promoviendo y contribuyendo a la activa participación de cada comuna, provincia y región en el desarrollo cultural del país y de su respectivo territorio, fortaleciendo la desconcentración territorial en el diseño y ejecución de políticas, planes y programas en los ámbitos cultural y patrimonial.

6. Del patrimonio cultural como bien público. Reconocer que el patrimonio cultural, en toda su diversidad y pluralidad, es un bien público que constituye un espacio de reflexión, reconocimiento, construcción y reconstrucción de las identidades y de la identidad nacional.

7. De respeto a los derechos de los creadores y cultores. Promover el respeto de los derechos de los creadores, en materia de propiedad intelectual, así como también los derechos laborales consagrados en el ordenamiento jurídico chileno, de quienes trabajan en los ámbitos de las artes, las culturas y el patrimonio.

8. De la memoria histórica. Reconocer a la memoria histórica como pilar fundamental de la cultura y del patrimonio intangible del país, que se recrea y proyecta a sí misma en un permanente respeto a los derechos humanos, la diversidad, la tolerancia, la democracia y el Estado de Derecho.

Para efectos de esta ley se entenderá por cultura, diversidad cultural, patrimonio cultural y patrimonio cultural inmaterial las definiciones contenidas en instrumentos internacionales vigentes de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) ratificados por Chile.

Artículo 2.- El Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante “el Ministerio”) será la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación e implementación de políticas, planes y programas para contribuir al desarrollo cultural y patrimonial armónico y equitativo del país en toda su diversidad, reconociendo y valorando las culturas de los pueblos indígenas, la diversidad geográfica y las realidades e identidades regionales y locales, conforme a los principios contemplados en la presente ley.

El Ministerio, actuando como órgano rector, velará por la coordinación, consistencia y coherencia de las políticas, planes y programas en materia cultural y patrimonial, y propenderá a su incorporación en forma transversal en la actuación del Estado. 

Su domicilio será la ciudad de Valparaíso, sin perjuicio de los otros que establezca como tales en el país y del domicilio de la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, que será la ciudad de Santiago. 

Párrafo 2°

De las Funciones y Atribuciones

Artículo 3.- Corresponderá especialmente al Ministerio las siguientes funciones y atribuciones:

1. Promover y contribuir al desarrollo de la creación artística y cultural, fomentando la creación, producción, mediación, circulación, distribución y difusión de las artes visuales, fotografía, nuevos medios, danza, circo, teatro, diseño, arquitectura, música, literatura, audiovisual y otras manifestaciones de las artes; como asimismo, promover el respeto y desarrollo de las artes y culturas populares.

2. Fomentar el desarrollo de las industrias y de la economía creativa, contribuyendo en los procesos de inserción en circuitos y servicios de circulación y difusión, para el surgimiento y fortalecimiento del emprendimiento creativo tanto a nivel local, regional, nacional e internacional.

3. Contribuir al reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural, promoviendo su conocimiento y acceso y fomentando la participación de las personas y comunidades en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.

4. Promover y colaborar en el reconocimiento y salvaguardia del patrimonio cultural indígena, coordinando su accionar con los organismos públicos competentes en materia de pueblos indígenas; como asimismo, promover el respeto y valoración de las diversas expresiones del folclor del país y de las culturas tradicionales y populares en sus diversas manifestaciones.

5. Promover el desarrollo de audiencias y facilitar el acceso equitativo al conocimiento y valoración de obras, expresiones y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y fomentar, en el ámbito de sus competencias, el derecho a la igualdad de oportunidades de acceso y participación de las personas con discapacidad.

6. Contribuir al conocimiento y desarrollo de las manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales de los chilenos residentes en el exterior, como también al acceso al conocimiento y goce de las obras, expresiones y manifestaciones artísticas, culturales y patrimoniales del país, fomentando el diálogo, conocimiento e intercambio entre creadores y cultores residentes dentro y fuera de Chile, para lo cual coordinará su accionar con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

7. Estimular y contribuir al conocimiento, valoración y difusión de las manifestaciones culturales de las comunidades afrodescendientes y de pueblos inmigrantes residentes en Chile, fomentando la interculturalidad.

8. Fomentar y colaborar, en el ámbito de sus competencias, en el desarrollo de la educación artística no formal como factor social de desarrollo.

9. Fomentar y facilitar el desarrollo de capacidades de gestión y mediación cultural a nivel regional y local, y promover el ejercicio del derecho a asociarse en y entre las organizaciones culturales, con el fin de facilitar las actividades de creación, promoción, mediación, difusión, formación, circulación y gestión en los distintos ámbitos de las culturas y del patrimonio.

10. Promover el respeto y la protección de los derechos de autor y derechos conexos, y su observancia en todos aquellos aspectos de relevancia cultural; como asimismo, impulsar su difusión.

11. Promover la cultura digital y la utilización de herramientas tecnológicas en los procesos de creación, producción, circulación, distribución y puesta a disposición de las obras, contenidos y bienes artísticos, culturales y patrimoniales, y su acceso a ellos.

12. Impulsar la construcción, ampliación y habilitación de infraestructura y equipamiento para el desarrollo de las actividades culturales, artísticas y patrimoniales del país, propendiendo a la equidad territorial, y promover la capacidad de gestión asociada a esa infraestructura, fomentando el desarrollo de la arquitectura y su inserción territorial; como asimismo, promover y contribuir a una gestión y administración eficaz y eficiente de los espacios de infraestructura cultural pública y su debida articulación a lo largo de todo el país.
13. Fomentar, colaborar y promover el fortalecimiento de las iniciativas, proyectos y expresiones comunitarias de las culturas y de las organizaciones sociales, territoriales y funcionales vinculadas a estas manifestaciones culturales.

14. Promover la inversión y donación privada en el ámbito de las culturas, las artes y el patrimonio.

15. Fomentar y facilitar el desarrollo de los museos, promover la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados, y promover la creación y desarrollo de las bibliotecas públicas.

16. Contribuir y promover iniciativas para el desarrollo de una cultura cívica de cuidado, respeto y utilización del espacio público, de conformidad a los principios de esta ley.

17. Proponer al Presidente de la República políticas y planes en materias de su competencia.

18. Estudiar, formular, implementar y evaluar políticas, planes y programas en materias culturales y artísticas, así como estudiar, formular y evaluar políticas, planes y programas en materias patrimoniales, para contribuir al cumplimiento de sus funciones y atribuciones, teniendo en consideración los principios señalados en esta ley.

19. Proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en el ámbito de su competencia.

20. Velar por el cumplimiento de las convenciones internacionales en materia cultural, artística y patrimonial en que Chile sea parte, y explorar, establecer y desarrollar vínculos y programas internacionales en materia cultural y patrimonial, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Relaciones Exteriores.

21. Otorgar reconocimientos a personas y comunidades que hayan contribuido de manera trascendente en diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural del país, de acuerdo al procedimiento que se fije en cada caso mediante reglamento.

22. Estimular y apoyar la elaboración de planes comunales y regionales de desarrollo cultural, artístico y patrimonial que consideren la participación de la comunidad y sus organizaciones sociales.

23. Promover, colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones en materias de su competencia.

24. Establecer una vinculación permanente con el sistema educativo formal en todos sus niveles, coordinándose para ello con el Ministerio de Educación, con el fin de dar expresión a los componentes culturales, artísticos y patrimoniales en los planes y programas de estudio y en la labor pedagógica y formativa de los docentes y establecimientos educacionales. Además, en este ámbito, deberá fomentar los derechos lingüísticos, como asimismo aportar a la formación de nuevas audiencias.

25. Declarar mediante decreto supremo los monumentos nacionales en conformidad a la ley N° 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de Octubre de 1925, previo informe favorable del Consejo de Monumentos Nacionales.

26. Declarar el reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y definir las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura.

27. Celebrar convenios con organismos públicos y privados, tanto nacionales como internacionales, en materias relacionadas con la labor del Ministerio.

28. Proponer al Presidente de la República, políticas y planes destinados a fomentar la programación y emisión de programas de relevancia cultural y patrimonial en los canales de televisión pública y en otros medios de comunicación pública, sin perjuicio de las demás atribuciones y funciones que tenga en la materia.

29. Apoyar el desarrollo e implementación de la Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural y las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural, de conformidad a esta ley.

30. Desarrollar y operar sistemas nacionales y regionales de información y registro cultural y patrimonial de acceso público, de conformidad a la normativa vigente.

31. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Para ejercer las atribuciones conferidas en los números 2, 18, 19, 21, 22, 26 y 28 del presente artículo, el Ministerio deberá siempre oír la opinión del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio dentro del plazo que al efecto fije el Reglamento. En caso de no emitirse la opinión del Consejo dentro del plazo señalado en el Reglamento, el Ministerio adoptará la resolución correspondiente.

Párrafo 3°

De la Estructura Interna

Artículo 4.- El Ministerio se organizará de la siguiente manera: 

a) El Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante, “el Ministro”). 

b) La Subsecretaría de las Culturas y las Artes (en adelante “la Subsecretaría de las Culturas”).

c) La Subsecretaría del Patrimonio Cultural (en adelante “la Subsecretaría del Patrimonio”).

d) Las Secretarías Regionales Ministeriales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio (en adelante las “secretarías regionales ministeriales”).

e) El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y los consejos regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

Artículo 5.- El Ministro es el colaborador directo e inmediato del Presidente de la República en la conducción del ministerio y la dirección superior de las políticas nacionales, planes y programas en materia de cultura y patrimonio.

Al Ministro le corresponderá especialmente velar por la consistencia y coherencia de las labores realizadas por las subsecretarías y los servicios relacionados o dependientes que forman parte de su estructura, resolviendo cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a sus competencias.

Artículo 6.- Un reglamento expedido por el Ministerio determinará su estructura organizativa interna, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Para efectos de establecer la estructura interna, deberán considerarse, a lo menos, las siguientes áreas para cumplir funciones en todo el Ministerio, incluyendo ambas subsecretarías: Planificación y Presupuesto y Asesoría Jurídica. Además, podrá establecer otras áreas que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio o de algunas de las subsecretarías.

Para la confección del señalado reglamento se deberán considerar los mecanismos de información a los funcionarios y sus asociaciones.
Título II

De las Subsecretarías

Artículo 7.- El Ministerio contará con las subsecretarías de las Culturas y del Patrimonio. Cada subsecretaría estará a cargo de un Subsecretario, quien será el jefe superior del Servicio y le corresponderá desempeñar las demás funciones que le asigna la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El Ministro será subrogado por el Subsecretario de las Culturas y las Artes, y a falta de éste, por el Subsecretario del Patrimonio Cultural, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.

La Subsecretaría de las Culturas tendrá a su cargo la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio.
Párrafo 1°

De la Subsecretaría de las Culturas y las Artes

Artículo 8.- La Subsecretaría de las Culturas y las Artes estará a cargo del Subsecretario (en adelante “el Subsecretario de las Culturas”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar, ejecutar y evaluar planes y programas en materias relativas al arte, a las industrias culturales, a las economías creativas, a las culturas populares y comunitarias, a las asignadas en esta ley y las demás tareas que el Ministro le encomiende.
El Subsecretario será el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales, en las materias de su competencia.

Artículo 9.-  La Subsecretaría de las Culturas deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales para el desarrollo artístico y cultural del país, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá diseñar y ejecutar planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en los numerales 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 28, 29 y 30 del artículo 3.

Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría del Patrimonio o con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría de las Culturas deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.
Con todo, el ministro resolverá cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a las competencias de los referidos servicios, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5 de la presente ley.
Artículo 10.- Forman parte de la Subsecretaría de las Culturas, el Consejo Nacional del Libro y la Lectura, creado en la ley Nº 19.227, el Consejo de Fomento de la Música Nacional, creado en la ley Nº 19.928 y el Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, creado en la ley Nº 19.981.

Los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio consejo, teniendo en consideración lo establecido en cada una de sus respectivas leyes. Asimismo, remitirán al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, información sobre los procedimientos de asignación de recursos de los respectivos fondos.
Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a) Expiración del período para el que fue nombrado.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena a pena aflictiva.

d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Los reemplazantes de las vacantes que se puedan generar serán elegidos utilizando el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y ejercerán el cargo de consejero por el resto del período que a éste le correspondía cumplir.

Los miembros de los consejos antes señalados que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo, tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Párrafo 2°

De la Subsecretaría del Patrimonio Cultural

Artículo 11.- La Subsecretaría del Patrimonio Cultural estará a cargo del Subsecretario del Patrimonio Cultural (en adelante “el Subsecretario del Patrimonio”) y tendrá como objeto proponer políticas al Ministro y diseñar y evaluar planes y programas en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial, infraestructura patrimonial y participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.
El Subsecretario del Patrimonio será el superior jerárquico de las secretarías regionales ministeriales, en las materias de su competencia.

Artículo 12.- La Subsecretaría del Patrimonio deberá proponer al Ministro políticas, planes y programas coherentes con las políticas ministeriales, en los ámbitos de su competencia. Asimismo, deberá formular planes y programas destinados al cumplimiento de dichas políticas y, en especial, de las funciones y atribuciones ministeriales establecidas en el artículo 3, numerales 3, 4, 5, 6, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 27, 28, 29 y 30.

Tratándose de las funciones de competencia común con la Subsecretaría de las Culturas y con el Servicio del Patrimonio Cultural, la Subsecretaría del Patrimonio deberá actuar coordinadamente con dichos órganos, según corresponda.
Con todo, el ministro resolverá cualquier asunto que pueda suscitarse en cuanto a las competencias de los referidos servicios, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5 de la presente ley.
Título III

De las Secretarías Regionales Ministeriales

Artículo 13.- En cada región del país existirá una Secretaría Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, que será un colaborador directo del Intendente, que dependerá técnica y administrativamente del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, y en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo 14.- Corresponderá a la Secretaría Regional Ministerial:

1. Prestar asesoría técnica al intendente.

2. Colaborar con las subsecretarías en la elaboración de la propuesta de políticas, planes y programas ministeriales regionales.

3. Ejecutar políticas y diseñar y ejecutar planes y programas ministeriales en la región en materias culturales, para lo cual podrá adoptar las medidas de coordinación necesarias para este propósito.

4. Proponer al Subsecretario del Patrimonio políticas, planes y programas patrimoniales regionales, manteniendo una coordinación y colaboración permanente con la Dirección Regional del Servicio Nacional de Patrimonio Cultural.

5. Colaborar con el gobierno regional en la implementación de planes, programas y acciones de competencia del Ministerio.

6. Colaborar con los municipios de la región, las corporaciones municipales y las organizaciones sociales cuyo objeto principal sea cultural, artístico o patrimonial, manteniendo con todas ellas vínculos permanentes de información y coordinación.

7. Otorgar reconocimientos públicos, de conformidad a la ley y al reglamento, a creadores y cultores destacados de la región, y a comunidades y organizaciones culturales y patrimoniales; para lo cual deberá previamente escuchar al Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

8. Impulsar la cooperación e intercambio cultural entre su región y las demás regiones del país, como también con regiones de otros países, todo de, conformidad al ordenamiento jurídico.

9. Colaborar, realizar y difundir estudios e investigaciones regionales y locales en materias de su competencia.

10. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.
Título IV

Párrafo 1°

Del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

Artículo 15.- Para efectos de esta ley se entenderá por Estrategia Quinquenal Nacional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Nacional”, las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural del conjunto del país, a partir de estudios y diagnósticos de los diversos ámbitos de las culturas, las artes y el patrimonio cultural realizados por el Ministerio, considerando el aporte de las Estrategias Quinquenales Regionales para el Desarrollo Cultural.

La Estrategia Quinquenal Regional para el Desarrollo Cultural, en adelante, la “Estrategia Quinquenal Regional”, corresponderá a las definiciones de objetivos estratégicos para el desarrollo cultural regional, en todos sus ámbitos, formulados sobre la base de estudios y diagnósticos realizados por el Ministerio sobre la realidad del sector, y considerando las particularidades e identidades propias de la región. Las Estrategias Quinquenales Regionales deberán ser consideradas para efectos de la elaboración de la Estrategia Quinquenal Nacional.

Artículo 16.- Créase el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que será presidido por el Ministro, y estará además integrado por:

11. El Ministro de Relaciones Exteriores o su representante.

12. El Ministro de Educación o su representante.

13. El Ministro de Economía, Fomento y Turismo o su representante.

14. Tres personas representativas de las artes que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en actividades vinculadas al quehacer de la creación artística, industrias culturales, educación artística, artes visuales, artes escénicas, literatura, música, artes audiovisuales, diseño, arquitectura o gestión cultural, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones que agrupan a artistas, cultores o gestores, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

15. Dos personas representativas de las culturas tradicionales y el patrimonio cultural que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones patrimoniales del país, que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

16. Dos personas representativas de las culturas populares, culturas comunitarias u organizaciones ciudadanas que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en estos ámbitos, como creadores, cultores, investigadores, especialistas o gestores culturales, designadas por el Presidente de la República a propuesta de las organizaciones culturales del país que posean personalidad jurídica vigente. Una de estas designaciones requerirá el acuerdo del Senado. 

17. Dos personas representativas de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o del patrimonio, designadas por las asociaciones, comunidades y organizaciones indígenas constituidas según la legislación vigente. 

18. Dos académicos vinculados a los ámbitos de las artes y el patrimonio, respectivamente, designados por las instituciones de educación superior reconocidas por el Estado y acreditadas por un período de a lo menos cuatro años. 

19. Una persona representativa de las comunidades de inmigrantes residentes en el país con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las entidades que los agrupen, que posean personalidad jurídica vigente.

20. Un galardonado con el Premio Nacional, elegido por quienes hayan recibido esa distinción.

Los representantes de los Ministros, en cualquier caso, serán funcionarios públicos de dichos Ministerios.

Tratándose de las propuestas o designaciones de las personas de que tratan los numerales 4), 5), 6), 7) y 8) del inciso primero, éstas deberán realizarse asegurando, en cada caso, la representatividad de ambos sexos y que al menos una de ellas sea de una región distinta de la Metropolitana.

Un Reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento a través del cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros del Consejo señalados en el presente artículo, para lo cual deberá existir un Registro Nacional de organizaciones. 

Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un periodo sucesivo, por una sola vez.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

f) Expiración del período para el que fue nombrado.
g) Renuncia voluntaria.

h) Condena a pena aflictiva. 

i) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

j) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.

Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, quedarán sujetos a las normas de probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el título III de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y en el título II de la ley N° 20.880 sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. 

El Consejo celebrará sus sesiones en las dependencias del Ministerio, el que proporcionará los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo del propio Consejo. El Subsecretario de las Culturas actuará como secretario y ministro de fe del Consejo, pudiendo adoptar todas las providencias o medidas que fuesen necesarias para su buen  cometido. En caso de ausencia o impedimento de éste, será subrogado en estas funciones por el Subsecretario del Patrimonio.

Las sesiones del Consejo serán de carácter público, pudiendo utilizarse diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero. 

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del Consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Para todos los efectos legales, con el consejo de que trata el presente título, se entenderá cumplida la obligación establecida en el artículo 74 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Artículo 17.- Corresponderá al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio:

1. Aprobar la Estrategia Quinquenal Nacional, a propuesta de su presidente, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector. Dicha estrategia deberá considerar la Estrategia Quinquenal Regional.

2. Conocer la memoria, la ejecución presupuestaria y el balance del año anterior del Ministerio.

3. Proponer al Ministro las políticas, planes, programas, medidas y cambios normativos destinados a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3, y las medidas que crea necesario para la debida aplicación de políticas culturales y para el desarrollo de la cultura, la creación y difusión artísticas y el patrimonio cultural.

4. Convocar anualmente a la realización de la Convención Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio con el fin de generar instancias de reflexión  crítica sobre las necesidades culturales y su correlato en las políticas públicas e institucionalidad cultural y demás materias que defina, siendo de responsabilidad del Ministerio su organización y realización. Al inicio de esta convención, el Ministro dará cuenta pública anual, entendiéndose cumplida para todos los efectos legales, la obligación establecida en el artículo 72 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto fue refundido, coordinado y sistematizado por decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El Consejo Nacional definirá las materias a tratar, los ponentes que sean requeridos para la exposición de determinados asuntos, las personas y organizaciones que participarán, de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, así como el procedimiento para la discusión y aprobación de las conclusiones de la Convención.
5. Proponer al Subsecretario competente los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.

6. Aprobar la propuesta que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural realice al Ministro para las declaratorias de reconocimiento oficial a expresiones y manifestaciones representativas del patrimonio inmaterial del país, y a las personas y comunidades que son Tesoros Humanos Vivos y las manifestaciones culturales patrimoniales que el Estado de Chile postulará para ser incorporadas a la Lista Representativa de Patrimonio Inmaterial de la Humanidad de la UNESCO, que trata el numeral 26 del artículo 3.

7. Proponer al Subsecretario las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura nacional.

8. Proponer al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, las personas que deban intervenir en la selección y adjudicación de recursos a proyectos que concursen al Fondo del Patrimonio Cultural de que trata la presente ley, en los concursos de carácter nacional, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución al patrimonio nacional.

9. Designar a los jurados que deberán intervenir en el otorgamiento de los Premios Nacionales de Artes Plásticas, de Literatura, de Artes Musicales, y de Artes de la Representación y Audiovisuales de conformidad a la ley N°19.169, sobre Premios Nacionales.

10. Proponer fundadamente al Ministro la adquisición para el Fisco de bienes de interés cultural y patrimonial, escuchando previamente al respectivo Consejo Regional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

11. Convocar a equipos de trabajo como apoyo en el ejercicio de sus funciones, pudiendo integrarlos por representantes de organismos públicos competentes y personas representativas de la sociedad civil.

12. Proponer al Ministro iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3.

13. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Ministro.

14. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Párrafo 2°

De los Consejos Regionales de las Culturas, las Artes y el Patrimonio

Artículo 18.- El Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio se desconcentrará territorialmente a través de los Consejos Regionales, los que tendrán su domicilio en la respectiva capital regional o en alguna capital provincial.

Artículo 19.- Los Consejos Regionales estarán integrados por:

1. El Secretario Regional Ministerial de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, quien lo presidirá.

2. Los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación y de Economía, Fomento y Turismo.

3. Cuatro personas representativas de las artes, las culturas y el patrimonio cultural, que tengan una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades vinculadas al quehacer cultural regional, tales como creación artística, patrimonio, industria y economía creativa, artesanía, arquitectura, gestión cultural, y diversas manifestaciones de la cultura tradicional, culturas comunitarias y cultura popular de la región. Serán designadas por el Secretario Regional Ministerial a propuesta de las organizaciones culturales o patrimoniales de la región, que posean personalidad jurídica vigente de conformidad a la ley, debiendo asegurar la representatividad de ambos sexos.

4. Una persona representativa de las organizaciones ciudadanas cuyos objetos estén relacionados directamente con el ámbito de la cultura o el patrimonio cultural, que tengan personalidad jurídica vigente y domicilio principal en la respectiva región, elegido por dichas organizaciones.

5. Una persona representativa de los pueblos indígenas, con destacada trayectoria en los ámbitos de las artes, las culturas o el patrimonio, designada por las comunidades, asociaciones y organizaciones indígenas constituidas de conformidad a la legislación vigente.

6. Un representante de los municipios de la región, elegido por sus alcaldes.

7.- Un académico de las instituciones de educación superior de la región respectiva, elegido por las respectivas instituciones acreditadas.

8. Un representante del gobierno regional, designado por su respectivo Consejo Regional.
Las personas que sean designadas de conformidad a los numerales 3, 4, 5, 6 y 7 deberán ser representativas de los respectivos sectores o actividades y no tendrán el carácter de representantes de quienes los propusieron.

Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las propuestas o designaciones de los miembros establecidos en este artículo y las causales de cesación en el cargo.

Los miembros de los consejos regionales durarán cuatro años en sus funciones y podrán ser designados para un nuevo período consecutivo, por una sola vez. Las vacantes que se produzcan serán completadas y formalizadas con el mismo procedimiento establecido en los incisos anteriores, y se extenderán sólo por el tiempo que restare para terminar su período al consejero que provocó la vacancia, pudiendo reelegirse por un nuevo período, por una sola vez.

Los consejos celebrarán sus sesiones en las dependencias de las secretarias regionales ministeriales, las que proporcionarán los medios materiales para su funcionamiento. Las sesiones ordinarias y extraordinarias de los consejos, el quórum para sesionar y adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate, y en general aquellas normas para su adecuado funcionamiento se establecerán por acuerdo de los propios consejos. Las sesiones del consejo serán de carácter público, y se podrán utilizar diferentes medios y tecnologías disponibles para tal efecto.

Los consejeros, en el ejercicio de sus atribuciones, deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las reglas contempladas en la Ley sobre Probidad en la Función Pública y en las demás normas generales y especiales que lo regulan. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con tope de ocho sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Los consejeros que no sean funcionarios públicos y que tengan que trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual para asistir a sesiones del consejo tendrán derecho a percibir un viático equivalente al que corresponda a un funcionario del grado 5 de la Escala Única de Sueldos.

Artículo 20.- Corresponderá a los Consejos Regionales:

1. Asesorar al secretario regional ministerial de la región en las materias de su competencia.

2. Aprobar la Estrategia Quinquenal Regional, a propuesta de la secretaría regional ministerial, la que servirá de marco referencial de las políticas del sector y que aportará a la definición de la Estrategia Quinquenal Nacional por parte del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

3. Dar su opinión al Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio para que formule propuestas a los subsecretarios sobre los componentes o líneas de acción anual del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes creado en la ley N° 19.891, y del Fondo del Patrimonio Cultural creado en esta ley.

4. Proponer al Subsecretario de las Culturas y al Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural a las personas que cumplirán la labor de evaluación y selección en los concursos públicos de carácter regional para la asignación de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes y del Fondo del Patrimonio Cultural, respectivamente, quienes deberán contar con una destacada trayectoria en la contribución a la cultura y patrimonio regional, respectivamente.

5. Proponer al secretario regional ministerial las políticas, planes y programas destinados a cumplir las funciones del Ministerio señaladas en el artículo 3 de esta ley.

6. Proponer al Secretario Regional Ministerial iniciativas que tengan por fin promover el vínculo permanente con el sistema educativo formal y la coordinación necesaria con el Ministerio de Educación, de acuerdo al número 24 del artículo 3 de la presente ley.

7. Emitir opinión sobre cualquier otra materia en que sea consultado por el Secretario Regional Ministerial.

8. Desempeñar las demás funciones y atribuciones que les encomiende la ley.

Título V

Del Personal

Artículo 21.- El personal del Ministerio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija escala única de sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.

Capítulo II

Título I

Del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural

Párrafo 1°

Naturaleza y Funciones

Artículo 22.- Créase el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural (en adelante “el Servicio”), como un servicio público descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que estará sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y tendrá su domicilio y sede en la ciudad de Santiago.

El Servicio estará afecto a las normas del Título VI de la ley N° 19.882.

Artículo 23.- El Servicio tiene por objeto implementar políticas y planes, y diseñar y ejecutar programas destinados a dar cumplimiento a las funciones del Ministerio, en materias relativas al folclor, culturas tradicionales, culturas y patrimonio indígena, patrimonio cultural material e inmaterial; e infraestructura patrimonial, como asimismo, a la participación ciudadana en los procesos de memoria colectiva y definición patrimonial.

Para estos efectos, y circunscrito a su competencia, el Servicio tendrá las atribuciones señaladas para el Ministerio en los numerales 20, 24, 27 y 30 del artículo 3 de esta ley.

Asimismo, podrá realizar estudios, investigaciones o prestar asistencia técnica a organismos en materias de su competencia, encontrándose habilitado para cobrar por el desempeño de estas labores.

Para el cumplimiento de las funciones que correspondan al servicio y a alguna de las subsecretarías, este deberá coordinarse con la Subsecretaría respectiva.
Artículo 24.- La administración y dirección superior del Servicio estará a cargo de un Director Nacional, quien será el jefe superior del Servicio.

El Director Nacional tendrá las siguientes atribuciones:

1. Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio, así como ejercer su representación ante organismos internacionales, previa autorización del Ministro.

2. Delegar en funcionarios de la institución, las funciones y atribuciones que estime conveniente, y conferir mandatos para asuntos determinados.

3. Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses del Servicio, pudiendo al efecto ejecutar y celebrar los actos y contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del Servicio, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

4. Requerir de los organismos del Estado la información y antecedentes que estime necesarios que guarden relación con sus respectivas esferas de competencia.

5. Determinar el valor de los derechos que se cobran por servicios que preste conforme a la ley o al reglamento.

6. Dirigir y planificar las acciones, planes y programas que se llevarán a efecto para cumplir los objetivos y funciones del Servicio.

7. Desempeñar las demás atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 25.- El Servicio se desconcentrará territorialmente a través de las direcciones regionales.

En cada región del país habrá un Director Regional.

La organización interna de la dirección regional deberá contar con la estructura necesaria para el cumplimiento de sus funciones, entre otras, en materias de bibliotecas públicas, museos, archivos, monumentos nacionales y patrimonio cultural inmaterial.
Párrafo 2°

Del Fondo del Patrimonio Cultural

Artículo 26. Créase el Fondo del Patrimonio Cultural (en adelante también “el Fondo”), que será administrado por el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y que tendrá por objeto financiar, en general, la ejecución total o parcial de proyectos, programas, actividades y medidas de identificación, registro, investigación, difusión, valoración, protección, rescate, preservación, conservación, adquisición y salvaguardia del patrimonio, en sus diversas modalidades y manifestaciones, y de educación en todos los ámbitos del patrimonio cultural, material e inmaterial, incluidas las manifestaciones de las culturas y patrimonio de los pueblos indígenas.

Los recursos del Fondo serán asignados por concurso público, de conformidad a lo establecido en el artículo 28 de la presente ley, propiciando un desarrollo cultural armónico y equitativo entre las regiones. 

El Subsecretario del Patrimonio, por resolución exenta, aprobará los componentes o líneas de acción anual del fondo, a propuesta del Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y la enviará al Director Nacional del Servicio del Patrimonio para su ejecución. Para  efectos de la propuesta, el Director del Servicio enviará a dicho Consejo, un estado de la ejecución de los recursos asignados durante la ejecución de ese año. 

La adjudicación de los recursos del Fondo se efectuará por resolución del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la que además deberá ser visada por el Subsecretario del Patrimonio.
Artículo 27. El Fondo estará constituido por:

1. Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos.

2. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.

3. Los aportes que el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural reciba de la cooperación internacional para el cumplimiento de sus objetivos, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo.

4. Los recursos que reciba el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, con la precisa finalidad de ser destinados al Fondo por cualquier otro concepto, de conformidad al decreto ley N° 1263, de 1975, del Ministerio de Hacienda, Decreto Ley Orgánico de Administración Financiera del Estado.

Artículo 28. Los recursos del Fondo del Patrimonio Cultural serán asignados por concurso público, conforme a las políticas del Ministerio.

Un reglamento del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, que deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará el Fondo del Patrimonio Cultural, el que deberá incluir, entre otras normas, lo relativo a la asignación de recursos, resguardando la equidad territorial; las normas de evaluación, elegibilidad, selección, y rangos de financiamiento; la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección; y los compromisos y garantías de resguardo para el Fisco.
Párrafo 2°

De las instituciones patrimoniales nacionales

Artículo 29.- Las siguientes instituciones patrimoniales nacionales serán parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural y se relacionarán directamente con el Director Nacional:

1. La Biblioteca Nacional, que tendrá como misión reunir, preservar, investigar y difundir los diversos materiales bibliográficos, impresos y en otros soportes, que forman parte de la memoria colectiva nacional, a fin de posibilitar el acceso a la información y al conocimiento contenidos en sus colecciones a todos los usuarios presenciales y remotos de la comunidad nacional e internacional que lo requieran, fomentando la lectura.

2. El Archivo Nacional, que tendrá como misión reunir, organizar, preservar, investigar y difundir el conjunto de documentos, independientemente de su edad, forma o soporte, producidos orgánicamente y/o acumulados y utilizados por una persona, familia o institución en el curso de sus actividades y funciones, así como todos aquellos documentos relevantes para la historia y desarrollo del país.

3. El Museo Nacional de Bellas Artes, que tendrá como misión contribuir al conocimiento y difusión de las prácticas artísticas contenidas en las artes visuales según los códigos, la época y los contextos en que se desarrollan. Le corresponde conservar, proteger, investigar, recuperar y difundir el patrimonio artístico nacional en el ámbito de las artes visuales, educar estéticamente al público a través de nuevas metodologías de acercamiento e interpretación del arte del pasado y del presente, organizar exposiciones del patrimonio artístico nacional e internacional en sus diversas manifestaciones y épocas, resguardando el patrimonio arquitectónico del museo.

4. El Museo Histórico Nacional, que tendrá como misión dar a conocer la historia de Chile mediante los objetos patrimoniales que custodia, buscando facilitar a la comunidad nacional e internacional el acceso al conocimiento de la historia del país, para que se reconozca en ella la identidad de Chile, a través de las funciones de acopio, recolección, conservación, investigación y difusión del patrimonio tangible e intangible que configuran la memoria histórica del país.

5. El Museo Nacional de Historia Natural, que tendrá como misión reunir, conservar, investigar y difundir el patrimonio natural y cultural del territorio nacional a través de las funciones de recolección, acopio, conservación, investigación y difusión de todos los materiales de botánica, zoología, entomología, geología, mineralogía, paleontología, antropología, etnografía, etnología y arqueología. Incluirá en sus colecciones antropológicas, etnológicas etnográficas y arqueológicas al ser humano de Chile en el contexto mundial.

6. La Cineteca Nacional, que tendrá como misión la restauración, conservación y difusión del patrimonio fílmico nacional y mundial. Será la encargada de recibir los depósitos que establece el artículo 14° de la ley N° 19.733, Sobre Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo, sin perjuicio de lo dispuesto en dicha ley respecto de la Biblioteca Nacional.

Los directores de estas instituciones quedarán afectos al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, que Fija Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 3°

De la Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales

Artículo 30.- La Secretaría Técnica del Consejo de Monumentos Nacionales será parte integrante del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y estará a cargo del Secretario del Consejo de Monumentos Nacionales.  Tendrá las siguientes funciones:

1. Promover y ejecutar planes y programas relativos a la recuperación, valoración y sustentabilidad del patrimonio protegido por la ley Nº 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925.

2. Asesorar al Consejo de Monumentos Nacionales en todo aquello que dicho organismo le requiera y ejecutar las decisiones que éste adopte.

3. Acordar la elaboración de planes de manejo para regular las intervenciones en los monumentos nacionales y determinar su pertinencia respecto de los bienes ya declarados o que por el sólo ministerio de la ley quedan bajo la tuición y protección del Estado, sin perjuicio de las facultades del Consejo de Monumentos Nacionales.

4. Llevar el Registro de Monumentos Nacionales.

5. Velar por el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 11, 12, 13, 18, 19, 22, 23, 24, 25 y 30 de la ley N° 17.288.

Párrafo 4°

De los Sistemas de Museos, Bibliotecas y Archivos

Artículo 31.- Créase el Sistema Nacional de Museos, administrado por el Servicio e integrado por los museos dependientes de éste, así como por aquellos administrados por instituciones públicas o privadas, que se integren voluntariamente.

El Sistema Nacional de Museos tendrá por objeto contribuir a una gestión eficaz y eficiente de los museos que lo integren, los asesorará técnicamente, aportará en el desarrollo de los museos del país y promoverá la coordinación y colaboración entre museos públicos y privados.

El Servicio estará a cargo del Registro Nacional de Museos, en el cual estarán inscritos los museos administrados por entidades públicas y por las entidades privadas que así lo requieran.
Artículo 32.- Existirá un consejo asesor integrado, al menos, por los directores del Museo Nacional de Bellas Artes, el Museo Nacional de Historia Natural y el Museo Histórico Nacional, y por las demás personas o entidades que señale el reglamento. Este consejo asesor podrá proponer al Subsecretario del Patrimonio todas las medidas que estime necesarias para el fomento y desarrollo de los museos del país.

El reglamento determinará el procedimiento de nombramiento de las personas que integrarán el consejo asesor establecido en el inciso precedente, y su funcionamiento. A lo menos cuatro de sus integrantes deberán provenir de regiones distintas a la Región Metropolitana.

Artículo 33.- Créase el Sistema Nacional de Archivos, administrado por el Servicio, que estará constituido por el Archivo Nacional de Chile y los archivos regionales, en su caso, y por todos aquellos archivos privados que se integren al sistema voluntariamente.

El Sistema Nacional de Archivos será dirigido por el Director del Archivo Nacional, y dependerá del Servicio. En ausencia del Director, subrogará un funcionario del Archivo Nacional que tenga mayor grado y antigüedad. Al Archivo Nacional le corresponderá supervisar la aplicación de las políticas y normas administrativas y técnicas para el funcionamiento de los archivos que integren este Sistema.

Artículo 34.- El Ministro, previa propuesta del Director del Servicio y según las disponibilidades presupuestarias, podrá disponer la creación de archivos regionales, los cuales estarán a cargo del Conservador Regional, el cual será nombrado por el Director del Archivo Nacional mediante concurso público y se relacionará de manera directa con dicha autoridad.

En el ámbito de su competencia territorial, a los archivos regionales les competen las funciones señaladas en el número 2 del artículo 29.

Artículo 35.- Créase el Sistema Nacional de Bibliotecas Públicas, administrado por el Servicio, que estará constituido por las bibliotecas públicas dependientes de éste, como también por las bibliotecas públicas administradas por instituciones públicas o privadas, que voluntariamente se integren.

Este Sistema tendrá por objeto otorgar asesoría técnica y capacitación; y promover, difundir, desarrollar, fortalecer y coordinar al conjunto de bibliotecas públicas que lo integren, promoviendo la creación y el desarrollo de éstas.

Artículo 36.- Para los efectos de esta ley, se entiende por biblioteca pública aquella que está permanentemente abierta al público, independientemente de la propiedad o administración de la misma. 

Tendrá por objeto ser un lugar de encuentro y recreación de la comunidad y de acceso a las tecnologías de la información y centro para la promoción de la cultura y la lectura. Su función primordial será ofrecer a los lectores un acceso amplio y sin discriminación a las colecciones bibliográficas, audiovisuales y de multimedia, o en cualquier otro soporte, actualizadas en forma permanente. Estas bibliotecas públicas pueden ser estatales, privadas o comunitarias.
Párrafo 5°

Del Patrimonio del Servicio

Artículo 37.- El patrimonio del Servicio estará formado por:

1. Los recursos que se le asignen anualmente en el Presupuesto del Sector Público.

2. Los bienes muebles e inmuebles, corporales o incorporales, que se le transfieran o adquiera a cualquier título, y los frutos de ellos.

3. Los aportes de la cooperación internacional que reciba para el cumplimiento de sus objetivos, a cualquier título.

4. Las donaciones, herencias o legados que se hagan al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, las que estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil y del impuesto a las herencias, asignaciones y donaciones establecido en la ley N° 16.271 sobre Impuesto a la Herencia, Asignaciones y Donaciones.

5. Los ingresos que perciba por los servicios que preste.

Párrafo 6°

Del Personal

Artículo 38.- El personal del Servicio estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley Nº 249, de 1974, del Ministerio de Hacienda, que Fija Escala Única de Sueldos para el Personal que Señala, y su legislación complementaria.

Artículo 39.- La Subsecretaría de las Culturas, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerada, para todos los efectos, sucesora y continuadora legal del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones, con excepción de las materias de patrimonio, en que se entenderá sucesor del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la Subsecretaría del Patrimonio o el Servicio del Patrimonio Cultural, según corresponda. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas al señalado consejo se entenderán efectuadas a los mencionados organismos, según corresponda.

Artículo 40.- El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, en el ámbito de las funciones y atribuciones que le otorga esta ley, será considerado para todos los efectos, sucesor y continuador legal de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, con todos sus derechos, obligaciones, funciones y atribuciones. Las referencias que en dicho ámbito hagan las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas a la señalada Dirección se entenderán efectuadas al mencionado Servicio, con excepción de aquellas funciones y atribuciones que correspondan a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, respecto de las cuales dicha subsecretaría será la sucesora y continuadora legal de la mencionada dirección.

Artículo 41.- Créase un Consejo Asesor de Pueblos Indígenas (en adelante “Consejo Asesor”), para asesorar al Ministerio especialmente en la formulación de políticas, planes y programas referidos a las culturas, las artes y el patrimonio indígena, que estará integrado por nueve personas pertenecientes a cada uno de los pueblos indígenas reconocidos por la legislación chilena, representativos de sus culturas, artes y patrimonio, designados por el Ministro a propuesta de las comunidades y asociaciones indígenas constituidas de conformidad a la ley.

Un reglamento expedido por el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio determinará el procedimiento mediante el cual se harán efectivas las designaciones de los integrantes y el adecuado funcionamiento del Consejo. Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo prorrogarse su nombramiento hasta por un período sucesivo, por una sola vez. Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta equivalente a ocho unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un tope de cuatro sesiones por año calendario, considerando tanto las sesiones ordinarias como extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.

Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a) Expiración del período para el que fue nombrado.

b) Renuncia voluntaria.

c) Condena a pena aflictiva. 

d) Incumplimiento grave y manifiesto de las normas sobre probidad administrativa.

e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero, de acuerdo a lo que establezca el reglamento.

Las vacantes que se produzcan serán llenadas mediante el mismo procedimiento de selección de quien produjo la vacancia y el reemplazante ejercerá sus funciones por el resto del período que corresponda, pudiendo prorrogarse su nombramiento por un nuevo período, por una sola vez.

CAPÍTULO III

Modificaciones legales

Artículo 42.- Modifícase la ley N° 17.288, que Legisla sobre monumentos nacionales; modifica las leyes 16.617 y 16.719; deroga el decreto ley 651, de 17 de octubre de 1925, en el siguiente sentido:

1. En el artículo 2°:

a) Sustitúyese en su encabezamiento la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”. 

b) Reemplázase su literal a) por el siguiente: 

“a) Del Subsecretario del Patrimonio Cultural, quien lo presidirá;”.

c) Sustitúyese su literal b) por el siguiente: 

“b) Del Director del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, quien será su Vicepresidente Ejecutivo y subrogará al Subsecretario cuando éste se encuentre impedido de asistir por cualquier causa;”
d) Sustitúyese en su letra r) la expresión “, y” por un punto y coma.

e) Reemplázase en el párrafo segundo de la letra s) la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio” y el punto y final por un punto y coma.

f) Eliminase la letra t).

g) Agréganse los siguientes literales t) y u) a continuación del literal s), pasando el actual literal u) a ser v):

“t) De un representante de asociaciones de barrios y zonas patrimoniales, nombrado de conformidad al reglamento;

u) De un representante del Colegio de Arqueólogos de Chile, y”.

h) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Los consejeros que no sean funcionarios públicos tendrán derecho a percibir una dieta mensual equivalente a ocho unidades de fomento, siempre que asistan a lo menos a una sesión mensual, considerando tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias. Esta dieta será compatible con otros ingresos que perciba el consejero.”.

2. Sustitúyese en el artículo 3 la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.”.

3. Elimínase el número 2 del artículo 6.

4. Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 11 la frase “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos del Ministerio de Educación Pública” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

5. Sustitúyense en el artículo 33 la expresión “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, y la expresión “del Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

6. Sustitúyese en el artículo 34 la expresión “Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

7. En el artículo 37:

a) Reemplázase en el inciso primero la frase “Consejo de Monumentos Nacionales” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

b) Agrégase en el inciso segundo, después de la palabra Consejo, la frase “de Monumentos Nacionales”.

Artículo 43.- Sustitúyese en el artículo 12, letra E, N° 1, letra a), del decreto ley N° 825, de 1974, del Ministerio de Hacienda, Ley sobre Impuestos a las Ventas y Servicios, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por lo siguiente: “otorgado por el Subsecretario de las Culturas, quien podrá delegar esta atribución en los secretarios regionales ministeriales del ramo. En el ejercicio de esta atribución, los secretarios regionales ministeriales deberán considerar los criterios que establezca el Subsecretario referido, mediante resolución dictada para estos efectos. Dicho Subsecretario emitirá un reporte anual sobre los auspicios otorgados, el que deberá remitir al Ministro del ramo, al Subsecretario de Hacienda y a las Comisiones de Hacienda y de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados.

Artículo 44.- Modifícase la ley N° 19.169, que Establece normas sobre otorgamiento de Premios Nacionales, en el siguiente sentido:

1. Incorpórase, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo 9° bis:

“Artículo 9° bis.- Los Premios referidos en los artículos 2° y 7° se otorgarán por jurados que, en todos los casos, estarán compuestos por el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, el Rector de la Universidad de Chile y el último galardonado con el respectivo Premio Nacional.

Integrarán además los jurados, según el Premio de que se trate, las siguientes personas:

a) Literatura: un representante de la Academia Chilena de la Lengua, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos autores destacados de la literatura chilena, sean estos escritores, poetas o poetisas o ensayistas, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

b) Artes Plásticas: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos creadores destacados en el ámbito de las artes visuales del país, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

c) Artes Musicales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos creadores destacados de la música chilena, sean compositores, autores o intérpretes, designados por el Consejo Nacional de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.
d) Artes de la Representación y Audiovisuales: un representante de la Academia Chilena de Bellas Artes, un académico designado por el Consejo de Rectores y dos personas destacadas en la creación y producción en las artes de la representación y audiovisuales del país, designadas por el Consejo Nacional de las Culturas , las Artes y el Patrimonio.

El reglamento determinará el procedimiento de designación de los integrantes de los jurados establecidos en las letras a, b, c y d del inciso segundo.”.

2. Intercálase en el artículo 10, entre la expresiones “de Educación” y “y el Rector”, lo siguiente: “, el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

3. Intercálase en el artículo 14, entre la expresión “de Educación” y la coma que le sigue, la frase “o el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, según corresponda”.

4. Agrégase en el inciso tercero del artículo 16, a continuación de la expresión “de Educación”, la frase “o el Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, según corresponda,”.

5. Agrégase en el artículo 24 el siguiente inciso:

“En los casos de los premios contemplados en el artículo 9° bis, los recursos necesarios para cubrir los gastos correspondientes serán consultados cada año en la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Artículo 45.- Modifícase la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, en la siguiente forma:

1. Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 76 las expresiones “de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” y “dicha Dirección”, por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “dicho Servicio”, respectivamente.

2. Sustitúyese el artículo 90 por el siguiente:

“Artículo 90.- Créase el Departamento de Derechos Intelectuales, que tendrá a su cargo el Registro de Propiedad Intelectual y las demás funciones que le encomiende el reglamento. Este organismo dependerá del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural.”.

3. Reemplázase en el artículo 94 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 95 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

5. Reemplázanse en el artículo 96, las dos veces que aparece, la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”; y la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

6. Sustitúyense en el inciso segundo del artículo 100 bis la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”; y la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

7.- Reemplazase, en el inciso noveno del artículo 100 ter, la expresión “Consejo de la Cultura y las Artes” por “Subsecretaría de las Culturas y de las Artes”.
8. Reemplázase en el inciso tercero del artículo 102 la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 46.- Modifícase el artículo 8° de la ley N° 18.985, que Establece Normas Sobre Reforma Tributaria, que aprueba el texto de la Ley de Donaciones con Fines Culturales, de la forma que sigue:

1. En el artículo 1°:

a) Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 1 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

b) Sustitúyese en el numeral 3, las dos veces que aparece, la expresión “Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

c) Reemplázase en el numeral 5 la frase “Ministerio de Educación, a propuesta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la expresión “Ministerio de las Culturas, la Artes y el Patrimonio”.

2. Reemplázase en el literal c) del inciso primero del artículo 10 la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

3. Sustitúyese en el artículo 12, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Reemplázase en el inciso quinto del artículo 17 la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

5. Reemplázase en artículo 19 la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 47.- Reemplázase en el inciso primero del artículo tercero transitorio de la ley N° 20.675, que Modifica la Ley sobre Donaciones con Fines Culturales, contenida en el artículo 8° de la ley N° 18.985, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 48.- Modifícase la ley N° 19.227, que crea el Fondo Nacional de Fomento del Libro y la Lectura, y modifica cuerpos legales que señala, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

2. En el artículo 5°:

a) Reemplázase en el inciso primero la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

b) Sustitúyese el literal a) del inciso segundo por el siguiente:

“a) El Subsecretario de las Culturas y las Artes,”; 

c) Reemplázase en el inciso segundo el literal d) por el siguiente: 

“d) El Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, o su representante;”.

d) Elimínase en el inciso quinto la referencia a la letra “d)” y la coma que le sigue.

3. Reemplázase en la letra c) del artículo 6° la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 49.- Modifícase la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Chilena, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

2. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

Artículo 50.- Modifícase la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual, en el siguiente sentido:

3. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Sustitúyese, todas las veces que aparece, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

3. Elimínase en el inciso final del artículo 5° la frase “y no percibirán remuneración por el ejercicio de sus funciones”.

4. Reemplázase en el artículo 10 la expresión “Ministro de Educación” por “Ministro de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 51.- Modifícase la ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, en el siguiente sentido:

1. Elimínase en el título de la ley la expresión “el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y”.

2. Derógase el Título I, y los artículos 1° al 27 que lo integran.

3. Elimínanse, a continuación del artículo 27, los siguientes epígrafes: 

- “Título II Del Fomento de la Cultura, las Artes y el Patrimonio Cultural”.

- “Párrafo 1° Del Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes”.

4. Reemplázase, todas las veces en que aparece, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

5. En el artículo 28:

a) Agrégase en el inciso primero, después de la palabra “Lectura”, la frase “, la ley N° 19.928, sobre Fomento de la Música Nacional y la ley N° 19.981, sobre Fomento Audiovisual”.

b) Intercálase, en su inciso segundo, entre la expresión “concurso público” y el punto y final, la siguiente frase: “, lo que se formalizará a través de resolución del Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

6. Sustitúyense en el numeral 2 del artículo 29 los vocablos “al Consejo” por la expresión “a la Subsecretaría de las Culturas y las Artes”.

7. En el inciso primero del artículo 30:

a) Elimínanse en el número 1 el vocablo “música” y la coma que le sucede, las palabras “y audiovisuales”, la frase “y los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas.”, y la oración “A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.

b) Suprímense en el numeral 2) las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por un Comité de Especialistas. A partir de los resultados de tal evaluación, los proyectos serán seleccionados por un jurado.”.

c) Deróganse los numerales 3 y 4, pasando los numerales 5 y 6 a ser 3 y 4, respectivamente.

d) Elimínanse en el numeral 5, que pasa a ser 3, las siguientes oraciones: “Los proyectos serán evaluados por Comités de Especialistas. A partir de los resultados de esta evaluación, los proyectos serán seleccionados por jurados.”.

8) Elimínase en el numeral 6, que pasó a ser 4, la expresión “el patrimonio cultural”:

9. En el inciso primero del artículo 31:

a) Reemplázase la expresión “Ministerio de Educación” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

b) Elimínase el guarismo “6”.

c) Sustitúyese la frase “la forma de selección y designación de los Comités de Especialistas para la evaluación de los proyectos presentados al Fondo,” por “la forma, instancia y órgano que efectuará los procesos de evaluación y selección, que deberán ser realizados por especialistas, todo lo cual asegurará la debida imparcialidad, transparencia y objetividad en la asignación de los recursos; las normas de inhabilidades, incompatibilidades y el deber de abstención de las personas a cargo de la evaluación y selección,”.

10. Sustitúyese en el artículo 32 la expresión “El Consejo” por “El Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

11. Reemplázase en el inciso primero del artículo 34 la frase “generales establecidas en las disposiciones precedentes y en el” por la frase “definidas por el Subsecretario de las Culturas y las Artes y al”.

12. Derógase el Título III, y los artículos 36 al 40 que lo componen.

Artículo 52.- Reemplázanse en el literal i) del artículo 116 bis F de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las expresiones “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes”, “el Consejo” y “su Presidente” por las expresiones “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”, “el Ministerio” y “el Ministro”, respectivamente.

Artículo 53.- Reemplázase en el literal h) del artículo 4° de la ley N° 19.846, sobre Calificación de la Producción Cinematográfica, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 54.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 7.912, del Ministerio del Interior, que organiza las Secretarías de Estado, en el siguiente sentido:

1. En el numeral 19°, reemplázase la conjunción “y” y la coma que le precede por un punto y coma.

2. En el numeral 20°, sustitúyese el punto y aparte por la conjunción “y”, precedida de un punto y coma.

3. Agrégase el siguiente numeral 21°:

“21° Las Culturas, las Artes y el Patrimonio.”.

Artículo 55.- Modifícase la ley N° 17.236, que Aprueba Normas que Favorecen el Ejercicio y Difusión de las Artes, en la siguiente forma:

1. Reemplázase, todas las veces que aparece, la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por la expresión “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

2. En el inciso segundo del artículo 2°, sustitúyese la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.

3. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 6° la frase “Ministerio de Educación Pública” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

4. Sustitúyese en el artículo 7° las expresiones “Director de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”, y “el Secretario-Abogado de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Subsecretario del Patrimonio”.

5. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 9° la expresión “dicha Dirección” por “dicho Servicio”.

Artículo 56.- Reemplázase en los literales b) y j) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, la expresión “Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por “Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio”.

Artículo 57.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 5.200, de 1929, del Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:

1. Otórgasele el siguiente título: “Sobre instituciones nacionales patrimoniales dependientes del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

2. Reemplázase en el artículo 2° la expresión “el Director General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

3. Elimínanse los artículos 1°, 4°, 5°, 6°, 7°, 9°, 10, 11,12, 13, 19, 20, 21, 22, 24,26 y 28.

4. En el inciso segundo del artículo 8°:

a) Sustitúyese la expresión “a la Dirección General” por “al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

b) Reemplázase la expresión “la Dirección General”, la segunda vez que aparece, por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

5. Sustitúyese en el artículo 15 la expresión “La Dirección General” por “El Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

6. Elimínase en el artículo 16 la frase “ni objeto alguno de las colecciones de los museos”.

7. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 17 la expresión “el Director General” por “el funcionario que lo subrogue”. 

8. Reemplázanse en el artículo 23 las expresiones “museos de provincia” por “museos regionales”, “Dirección General” por “Servicio Nacional del Patrimonio Cultural” y “decreto supremo” por “resolución del Director Nacional”.

Artículo 58.- Modifícase la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en el siguiente sentido:

1. Reemplázase en los incisos primero y segundo del artículo 30 la expresión “la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

2. Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 8° transitorio la expresión “de la Dirección General de Bibliotecas, Archivos y Museos” por “del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural”.

Artículo 59.- Sustitúyese en el artículo 35 de la ley N° 20.079, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, reajusta las asignaciones familiar y maternal, del subsidio familiar y concede otros beneficios que indica, la expresión “Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes” por la frase “Subsecretario de las Culturas y las Artes”.

Artículo 60.- Modifícase la ley N° 20.216, que Establece Normas en Beneficio del Circo Chileno, en los siguientes términos:

1. En el inciso primero del artículo 2° elimínase la expresión “, animales amaestrados”.

2. En el inciso segundo del artículo 3° elimínase la frase “el Servicio Agrícola y Ganadero,”.

Artículo 61.- Reemplázase, el artículo 4° de la ley N° 19.166, que modifica ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, por el siguiente:

“Artículo 4°.- Los fondos recaudados por las entidades de gestión colectiva de derechos intelectuales, que no sean distribuidos o no sean cobrados por sus titulares, dentro del plazo de tres años contado desde su percepción, incrementarán los recursos que anualmente destine el Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, para financiar los Fondos Culturales y Artísticos.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de seis meses contado de la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento el Ministerio de las Culturas, las Artes, y el Patrimonio, sus subsecretarías y el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. Además, determinará la fecha de supresión del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

2. Fijar las plantas de personal de las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de éstas. En especial, podrá determinar los grados de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas y podrá establecer la gradualidad en que los cargos serán creados; el número de cargos para cada grado y planta respectiva; los requisitos específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de hacienda. Asimismo, podrá determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, en relación con el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. El número de cargos a que se refiere el artículo 8 de la ley N°18.834, será determinado considerando la importancia relativa y el volumen de trabajo que signifiquen las respectivas funciones.

3. Determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley Nº 19.553, en su aplicación transitoria. Además, establecerá las normas para el encasillamiento en las plantas. La selección de personal, ya sea en calidad de planta o contrata, se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales, transparentes e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos, de conformidad a lo establecido en la ley. Lo anterior, es sin perjuicio de los cargos de exclusiva confianza que señale la ley.
En el ejercicio de esta facultad podrá crear, suprimir y transformar cargos. Además, establecerá el número de cargos que se proveerán de conformidad a las normas de encasillamiento que se fijen para las Subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. También podrá señalar los cargos que se proveerán de acuerdo a los artículos séptimo y octavo transitorios, estableciendo la gradualidad en la cual podrán comenzar a proveerse.

Además, las normas de encasillamiento de las plantas de la Subsecretaría del Patrimonio Nacional podrán incluir a los funcionarios que se traspasen a ella. 

También, podrá establecer una gradualidad para la fijación de los grados iniciales de la planta de profesionales del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, como asimismo, las normas para el encasillamiento de los cargos de esos grados.

Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios y asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.
4. Determinar la dotación máxima del personal de las Subsecretarías y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.
5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de todos los funcionarios y funcionarias titulares de planta y a contrata, desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, incluidos los funcionarios y funcionarias que desempeñen labores permanentes en la Secretaría del Consejo de Monumentos Nacionales, a las subsecretarías del Ministerio o al Servicio, según corresponda, quienes mantendrán, al menos, el mismo grado que tenían a la fecha de traspaso. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios o funcionarias que serán traspasados a cada una de las entidades antes señaladas, por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente la República”, por intermedio del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

6. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios o funcionarias titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios o funcionarias a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. No podrá significar la pérdida del beneficio de desahucio. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios o funcionarias fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo su consentimiento. En caso que la funcionaria o funcionario manifieste su voluntad de mantenerse en la misma región de su desempeño habitual, mantendrá la misma función u otra similar o pertinente a su profesión o experticia administrativa.

c) Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios y funcionarias, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios o funcionarias traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

8. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural o a la Subsecretaría del Patrimonio Cultural, y desde el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para que sean destinados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio.

9. Para la dictación del o los decretos con fuerza de ley de conformidad al presente artículo, la autoridad tomará conocimiento de la opinión de la o las entidades nacionales que agrupen a las asociaciones de funcionarios del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

Artículo segundo.- En tanto no se constituyan el o los Servicios de Bienestar del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, todos sus funcionarios y funcionarias podrán afiliarse o continuar afiliados a sus actuales servicios de bienestar.

Los funcionarios y funcionarias del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos que sean traspasados al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o al Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, conservarán su afiliación a las asociaciones de funcionarios de los señalados servicios. Dicha afiliación se mantendrá hasta que las subsecretarías del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, o el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural hayan constituido su propia asociación. Con todo, transcurridos dos años de la entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, cesará por el solo ministerio de la ley su afiliación a las asociaciones de funcionarios de la institución de origen.

Artículo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, y podrá al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo cuarto.- Las personas contratadas conforme a las normas del Código del Trabajo y sus disposiciones complementarias, que a la fecha de entrada en funcionamiento de las instituciones señaladas en el numeral 1 del artículo primero transitorio se desempeñen en la Orquesta de Cámara de Chile, el Ballet Folclórico Nacional, y los vigilantes de la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos, serán traspasados a la institución que en cada caso corresponda, sin alterar los derechos y obligaciones emanados de sus contratos, los que mantendrán su vigencia y continuidad en la institución a la cual se traspasen.

Artículo quinto.- Las personas que, a la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural según lo dispuesto en el numeral 1 del artículo primero transitorio, estén cumpliendo la función de directores de las instituciones patrimoniales nacionales de que trata esta ley, continuarán cumpliendo dicha función y cargo hasta el término del período de su nombramiento, salvo renuncia voluntaria del interesado.

Artículo sexto.- El encasillamiento de las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares de la Subsecretaría de las Culturas y las Artes y del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural quedará sujeto a las condiciones que se establezcan en el o los decretos con fuerza de ley que fijen sus plantas, pudiéndose considerar concursos internos de antecedentes, en cargos vacantes, en el cual podrán participar los funcionarios a contrata asimilados a la respectiva planta y que en dicha calidad se hayan desempeñado sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio.

Los funcionarios señalados en el inciso anterior se encasillarán en cargos de igual grado al que detentaban a la fecha del encasillamiento. Si en las nuevas plantas no existieren los grados que tenían los funcionarios, por haber variado los grados de ingreso a ellas, estos se encasillarán en el último grado que se consulte en la nueva planta. 

El o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio definirá los factores que, a lo menos, considerará el concurso, la integración del comité de selección y también podrá establecer las demás normas para la realización de los mismos. Además, el o los referidos decretos con fuerza de ley fijarán el grado en que podrán ser encasillados aquellos funcionarios a contrata que hubieren experimentado mejoramiento de grado remuneratorio en la época que determine dicho decreto o decretos con fuerza de ley.

La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

Artículo séptimo.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en el Servicio Nacional del Patrimonio Cultural, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en los que podrán participar los funcionarios de la respectiva planta que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del cargo y que se encuentren nombrados en los grados inferiores al de la vacante convocada que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. 

Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 

La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Director Nacional del Servicio Nacional del Patrimonio Cultural. 

Las vacantes que se generen producto de la provisión de los cargos señalados en el inciso primero, se proveerán, de ser posible, en acto seguido, como parte del mismo concurso y siguiendo iguales reglas.

Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en los artículos 53 y 55 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo octavo.- Una vez finalizado el proceso de encasillamiento en las plantas de directivos de carrera, profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares a que se refieren los artículos primero y sexto transitorios en la Subsecretaría de las Culturas y las Artes, la provisión de los cargos en las plantas antes señaladas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio, se efectuará mediante concursos internos en el que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que se hayan desempeñado en esta calidad sin solución de continuidad por el número mínimo de años que defina el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y que cumplan con los requisitos exigidos para el desempeño del respectivo cargo. 

Las bases de los concursos internos a que se refiere este artículo deberán considerar los factores que, a lo menos, establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio. La institución los determinará previamente y establecerá la forma en que ellos serán ponderados. 

La provisión de los cargos vacantes de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme al resultado de la última calificación obtenida. En caso de persistir la igualdad, se considerará la antigüedad en el Servicio y, en el evento de mantenerse la igualdad, decidirá el Subsecretario de las Culturas. 

Los concursos internos a que se refiere este artículo se regirán por las normas que establezca el o los decretos con fuerza de ley a que se refiere el artículo primero transitorio y en lo que sea pertinente por las contenidas en el párrafo 1° del Título II del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.
Artículo noveno.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo a los recursos que se le transfieran al Ministerio de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo tercero transitorio. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con tales recursos.”.

---

Acordado en sesiones celebradas los días 19 de junio, y 3, 4 y 12 de julio de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber (Eugenio Tuma Zedán, Presidente Accidental) y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 13 de julio de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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